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NUEVAMENTE SOBRE LA CONCILIACIÓN

AGAIN ABOUT CONCILIATION

NOVAMENTE SOBRE A CONCILIAÇÃO

Alejandro Abal Oliú (*)

RESUMEN. En este trabajo se consideran la Conciliación en general (parti-
cularmente el previo Proceso Conciliatorio), las sugerencias sobre modifica-
ciones a su actual regulación legal, y la conveniencia, o no, de la denominada 
Conciliación Intraprocesal, conforme está todo ello actualmente regulado en 
el Derecho Procesal de Uruguay.

PALABRAS CLAVE. Proceso conciliatorio. Antecedentes. Competencia. 
Conciliación intraprocesal. Prejuzgamiento.

ABSTRACT. This paper considers Conciliation in general (particularly the 
previous Conciliation Process), suggestions on modifications to its current 
legal regulation, and the convenience, or not, of the so-called Intraprocedural 
Conciliation, as all of this is currently regulated in Uruguay Procedural Law.

KEYWORDS. Conciliation process. Background. Competence. Intra-proce-
dural conciliation, prejudgment.

RESUMO. O presente trabalho aborda a Conciliação em geral (particular-
mente o anterior Processo Conciliatório), sugestões de modificações ao seu 
atual regime jurídico, e a conveniência, ou não, da chamada Conciliação 
Intraprocessual, já que tudo isso está atualmente regulamentado no Direito 
Processual. Uruguai.

PALAVRAS – CHAVES. Processo de conciliação. Antecedentes. Competência, 
conciliação intraprocessual. Pré-julgamento.

(*) Profesor titular de Derecho Procesal en la Facultad de Derecho de la Universidad 
CLAEH. Director de Posgrados Procesales en la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República. Integrante del Sistema Nacional de Investigadores (S.N.I.) de la Agencia Nacio-
nal de Investigación de Innovación (A.N.I.I.). Correo electrónico: aleabal1973@gmail.com.
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I. Acerca del Proceso Conciliatorio

Resulta habitual que en nuestro Foro y también en los medios académi-
cos se realice la referencia al Proceso Conciliatorio como a el “Previo Proce-
so Conciliatorio” o a el “Proceso Conciliatorio Previo” (inclusive así lo hace 
en cierta forma el Código General del Proceso cuando denomina al mismo 
“Conciliación previa” en su Capítulo I del Título I del Libro II).

Mas si como hoy es generalmente aceptado se entiende que la Conci-
liación Previa es técnicamente un verdadero Proceso Jurisdiccional y que, 
además, es un proceso independiente del eventual proceso ulterior, resulta-
ría quizás más adecuado referirnos a él empleando la sola expresión “Pro-
ceso Conciliatorio” (sin añadir “previo”).

En cuanto a sus orígenes normalmente se menciona que el antecedente 
de los procedimientos conciliatorios se encuentra en la “Ley de las Doce 
Tablas”, basándose para ello en un párrafo de las mismas donde se expresa 
que el acuerdo entre las partes tendrá fuerza de ley cuando ellas pactaren 
“yendo camino a celebrar el juicio”.

No obstante y sin perjuicio de tal conclusión, este procedimiento fue 
empleado por hebreos, griegos y romanos. Así por ejemplo en el Evangelio 
según Lucas por ejemplo se recuerda que Jesucristo dijo:

“Y mientras vas donde las autoridades con tu enemigo, aprovecha la 
caminata para reconciliarte con él, no sea que te arrastren, delante del 
juez y que el juez te aplique la justicia y te echen a la cárcel. Yo te asegu-
ro que no saldrás de ahí sino cuando hayas pagado el último centavo” 
(Evangelio según San LUCAS, 12, 54/59).

Por otro lado se menciona en ocasiones como el antecedente posterior 
más directo del Proceso Conciliatorio a la institución de “pacis adsertoris” 
(traducible por “mandaderos de la paz”) del “Fuero Juzgo”, y también a las 
“Leyes de Partidas del Rey don Alfonso El Sabio”, donde se encuentra pre-
visto el instituto de los “Jueces Avenidores”.

Asimismo y según nos recuerdan PATRÓN y RODRÍGUEZ POZZI (1958), 
más cerca en el tiempo encontramos a la previa conciliación en las “Leyes 
de Filadelfia” de alrededor del año 1700, en la legislación holandesa de la 
misma época y poco después en la disposiciones adoptadas durante la Re-
volución Francesa entre las que por ley del año 1790 se estableció que no se 
admitiría ninguna demanda civil sin que previamente se intentara la con-
ciliación.

Como ya he señalado en anteriores oportunidades, esta regulación de la 
conciliación fue recogida en la Constitución Española del año 1812 (inspi-
rándose en la legislación francesa), y sería de allí de donde probablemente 



Rev. Derecho (Univ. CLAEH, Fac. Derecho), ISSN 2982-4257, 2023, Año II – Nº 2:3–26

– 5 –

llegó a nuestra Constitución del año 1830, pasando por la reglamentación 
patria del 26 de enero de 1827, por la que se reguló el procedimiento a la 
manera española de la época (la que implicaba ya una especie de juicio con 
fallo incluido).

Luego, a través de una larga lista de disposiciones constitucionales y le-
gales se llega hasta el art. 255 de la actual Constitución del Uruguay y, más 
recientemente y con otros antecedentes, a los arts. 293 y sigts. del C.G.P.

Conforme expresaron los autores dirigidos por LANDONI SOSA (2006, 
pág. 1069), desde hace ya bastante tiempo el fomento de las soluciones con-
ciliatorias ha sido objeto de especial preocupación y consideración de la 
Doctrina Procesal, plasmándose ello en la legislación, por lo que expresan 
que:

El gran congestionamiento de los tribunales, cuantitativamente -en 
cuanto al número de procesos- y especialmente cualitativamente -con 
relación a la nueva complejidad de los mismos-, el costo en términos 
económicos -para el justiciable y para el Estado-, y la duración de los 
procesos son circunstancias que dificultan cada vez más el acceso a la 
justicia del que hablaba Mauro Capelletti, y han determinado la bús-
queda de soluciones alternativas que permitan superar los distintos 
problemas. Es así que el instituto de la conciliación adquiere nueva vi-
talidad, como instrumento para dar una respuesta más eficaz a los pro-
blemas que presenta la realidad actual.

Remontándonos a lo que señala COUTURE(1), el término conciliación 
proviene:

del verbo conciliar, y éste del latín concilio (...). El conciliacum romano 
significaba una asamblea en general, y en particular una asamblea de 
la plebe. Como era en estas asambleas donde se reunía la gente para 
cerrar negocios, resolver diferendos, etc., el verbo conciliare que origi-
nalmente significaba asistir al concilio, tomó las diversas aceptaciones 
correspondientes a estas actividades (2004, pág. 180).

Por mi parte (2017) y al momento de dar un concepto de Proceso Conci-
liatorio (previo) ya he expresado que puede decirse del mismo que:

Es aquel proceso jurisdiccional que tiene por finalidad reunir a las par-
tes de un futuro y eventual proceso contencioso, a efectos de que las 
mismas lleguen a una ‘conciliación’ que haga innecesario el proceso 
ulterior (conciliación que se puede lograr por desistimiento del futuro 
actor, por transacción entre las partes o por allanamiento del futuro de-
mandado) (pág. 204).

(1) COUTURE, Eduardo J., Vocabulario Jurídico, 3era. ed. Actualizada y ampliada por 
Ángel LANONI SOSA, B. de f., Buenos Aires, 2004, pág. 180.
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En este previo Proceso Conciliatorio el actor (“el solicitante” o “el citan-
te”) deduce ante el juez de paz una pretensión cuya requisitoria se resume 
en solicitarle que resuelva, en forma monitoria (pues estrictamente tal sería 
la forma de resolver al hacerse sin traslado ni noticia previa del citado), citar 
a ambas partes para realizar una actividad procesal, actividad consistente 
en reunirlas en una audiencia en la que, sin resolver cual está asistida de 
Derecho, deberá alentar a las partes a proponer fórmulas (e incluso hacerlo 
él mismo) que, por la renuncia total de eventuales derechos o por transac-
ción, excluyan la posibilidad de que sobre ese mismo objeto se inicie un 
proceso futuro o que se continúe tramitando uno en curso; y, además, que 
en caso de acuerdo (acuerdo que no refiera a “derechos del menor o inca-
paz”, conforme esta posibilidad se excluye por el art. 297.2 del C.G.P.), se 
“homologue” el mismo si no contraría el orden público, y que en caso de no 
lograrse el acuerdo se declare por el juez que se ha intentado inútilmente 
dicha conciliación previa.

Respecto a la eficacia del Proceso Conciliatorio para evitar un ulterior 
proceso, en un informe de PEREIRA CAMPOS (2017) se expresa que para 
el período 2005-2015 “el porcentaje de conciliaciones logradas alcanza al 
24,6% en todo el país en 2015. Tiene un porcentaje de éxito significativa-
mente mayor en el interior (30%) que en la capital (19,5%)” (pág. 107).

De todas formas, se destaca por dicho autor que bastante mayor ha sido, 
al menos en ese año 2015 y según dicho informe, la eficacia del procedi-
miento conciliatorio administrativo, que en forma previa a los procesos de 
la materia laboral se celebra en dependencia del Ministerio de Trabajo y Se-
guridad Social (conciliación que se habría logrado en el 65% de los casos).

Respecto a la procedencia de este proceso en aquellos casos en los que 
ley no requiere su necesaria tramitación en forma previa a un eventual pro-
ceso ulterior, teniendo presentes los textos positivos actuales he entendido 
que ya no es posible tramitar un proceso conciliatorio fuera de aquellos su-
puestos en los que ese proceso es requerido por la ley como necesariamente 
previo al proceso ulterior (2017, págs. 215/217).

De esta manera entiendo que ello no procede en los demás casos por 
cuanto en nuestro Derecho Positivo el único proceso en el que se puede plan-
tear cualquier pretensión es el Proceso Ordinario (art. 348 del C.G.P.), y como 
el Proceso Conciliatorio no es un Proceso Ordinario solamente procederá 
en aquellos supuestos para los cuales fue especialmente establecido (los que 
según el art. 293.1 del C.G.P. son todos aquellos casos en los que se va a iniciar 
“cualquier proceso”, salvo los que “se exceptúan” por los arts. 293.2 y 294(2)).

(2) Art. 293.2 del C.G.P.: Si el actor ignorase el domicilio del demandado o se tratare de 
persona desconocida, se prescindirá e la conciliación previa. Tampoco procederá la con-



Rev. Derecho (Univ. CLAEH, Fac. Derecho), ISSN 2982-4257, 2023, Año II – Nº 2:3–26

– 7 –

Y aún en relación al caso específico de las pretensiones de la materia 
laboral, pese a que algún autor como SIMÓN (1999) ha opinado en forma 
diferente, puede entenderse que actualmente tampoco es posible tramitar 
un Proceso Conciliatorio Judicial en forma previa a los mismos. Y esto es así 
por cuanto el texto que hoy día excluye su necesidad tiene muy distinta re-
dacción que el art. 10 del decreto-ley nº 14.188, por el cual originariamente 
se reguló en forma específica el proceso de materia laboral. Es que, en efec-
to, debe tenerse presente que la actual exclusión de estos procesos donde se 
deducen pretensiones de materia laboral resulta de la explícita norma con-
tenida en el numeral 3 del art. 294 del C.G.P. (en redacción dada por la ley nº 
19.090), y -a diferencia de lo que decía el art. 10 del decreto-ley nº 14.188 al 
referirse a la “necesidad” (“no será necesario llenar el requisito de la previa 
conciliación”), lo que entonces podía estar contemplando la “posibilidad” 
de hacerlo- en relación al Proceso Conciliatorio judicial dicha disposición 
del C.G.P. expresa ahora que “Se exceptúan de la conciliación previa: (...) 
3) Los procesos correspondientes a las materias de familia, arrendaticia y 
laboral (…)”.

Ya no se indica entonces como decía el decreto-ley citado que cuando 
se trata de una pretensión de materia laboral no será necesario tramitar el 
Proceso Conciliatorio judicial (y que por lo tanto tramitarlo pasaría a ser 
opcional), sino que en el C.G.P. se establece que el proceso de materia labo-
ral queda fuera de aquellos casos en los que procede el Proceso Concilia-
torio judicial (de donde se concluye que este Proceso Conciliatorio judicial 
no puede tramitarse cuando lo que se deducirá en el futuro proceso es una 
pretensión laboral). Ello, claro está, sin perjuicio de la necesidad de que en 
el caso de tratarse de un proceso de materia laboral la legislación vigente 
continúa exigiendo la tramitación de un previo procedimiento conciliato-
rio administrativo (art. 3 de la ley nº 18.572, en redacción dada por el art. 1º 
de la ley nº 18.847).

Me permito añadir ahora que contra ésta a mi entender bien clara ar-
gumentación, legislando por una acordada supuestamente reglamentaria 

ciliación previa cuando el demandado se domiciliare fuera del departamento correspon-
diente al tribunal competente para conocer del juicio.

Art. 294 del C.G.P.: Excepciones. Se exceptúan de la conciliación previa: 1) Los proce-
sos que no se tramiten por la vía contenciosa ordinaria (artículos 337 a 345). 2) Los casos 
en que se pida una medida preparatoria o se inserte una nueva pretensión en un proceso 
pendiente o en los que interviene un tercero, espontánea o provocadamente. 3) Los proce-
sos correspondientes a la materia de familia, arrendaticia y laboral. En este último caso la 
conciliación se tentará en vía administrativa de acuerdo con los dispuestos por las normas 
correspondientes. 4) Los procesos en que se ejercitan pretensiones anulatorias de actos de 
personas públicas no estatales. 5) Los procesos en que la ley expresamente la excluye. 6) 
Los procesos en materia de relaciones de consumo regulados por la ley N° 18.507, de 26 de 
junio de 2009.
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(aunque en verdad en contra de lo que dispone la ley), la Acordada nº 7.785 
de diciembre de 2013 de la Suprema Corte de Justicia no solamente da a 
entender que si “los interesados” lo piden es admisible tramitar un Proceso 
Conciliatorio judicial en los asuntos de materia de familia -que como se vió 
están expresamente excluidos por el C.G.P. (es decir, en asuntos para los que 
no está previsto este proceso)- sino que hasta les “recomienda” a los jueces 
de paz “del interior” el tramitarlos: “Recomiéndase a los Sres. Magistrados 
que presten funciones en Juzgados de Paz del interior del país, la conve-
niente de que se realicen audiencia de conciliación previa, en materia de 
familia, cuando ella sea requerida por los interesados”.

Por otra parte, frente a esta disposición, que entiendo ilegal, de todas 
formas uno no puede menos que preguntarse si cuando ella refiere a los 
“interesados” la acordada en cuestión está refiriéndose a las dos partes o 
solamente al futuro actor, y en todo caso si en estos supuestos -reitero que 
expresamente excluidos por el numeral 3 del art. 294 (en redacción de la ley 
nº 19.090)- se aplicaría a las partes todo el régimen previsto para el previo 
Proceso Conciliatorio en el C.G.P. (incluida naturalmente la eventual pre-
sunción simple que según el art. 295.3 nacería en el caso de incomparecen-
cia a la audiencia del futuro demandado). Lo cierto es que considero que si 
la Suprema Corte de Justicia entiende que una solución de esta naturaleza 
sería conveniente para la “materia de familia” en el Interior del país, lo que 
debería hacer es solicitar al Parlamento la aprobación de un texto comple-
mentario del C.G.P. al respecto (y que, además, regule correctamente el caso 
singular que se plantearía, expresando cuales normas del régimen común 
se aplicarían a ese previo Proceso Conciliatorio a los procesos de la materia 
de familia y cuáles de ellas no).

En cuanto a los casos en que para iniciar un proceso en general se 
requiere por ley el previo trámite de un Proceso Conciliatorio, vigente el 
C.G.P. los supuestos en los que necesariamente debe tramitarse en forma 
previa el Proceso Conciliatorio ante juez de paz quedaron regulados por 
sus arts. 293 y 294, disposiciones que con las modificaciones luego introdu-
cidas por el art. 7 de la ley nº 16.699, por el art. 1º de la ley nº 16.995, por el 
art. 409 de la ley nº 17.930 y actualmente por la ley nº 19.090, son bastante 
conocidas.

Así, el art. 293.1 comienza estableciendo la regla general: “Antes de ini-
ciar cualquier proceso deberá pedirse audiencia para intentar la concilia-
ción con el futuro demandado el que será citado en su domicilio (artículos 
24 a 38 del Código Civil)”.

Y luego, en el art. 293.2 (en redacción dada por el art. 7 de la ley nº 
16.699 y confirmada por el art. 1 de la ley n° 19.090) y en el art. 294 (en 
redacción dada actualmente por la ley nº 19.090), artículos cuyo texto se 
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transcribe en la precedente nota 9, se establecen las excepciones a dicha 
necesidad(3).

Añado que una actual supresión de una excepción es la del Estado cuan-
do el mismo es parte en un proceso contencioso, puesto que hasta la ley nº 
19.090 no era necesario tramitar un proceso conciliatorio antes de iniciar-
se un proceso en el que fuera actor o demandado el Estado o una persona 
pública estatal, y ahora, en cambio, con buen criterio pues el Estado puede 
conciliar, pasa a ser nuevamente necesaria dicha previa tramitación.

En cuanto a las consecuencias del incumplimiento de los requisitos de 
los actos procesales se debe tener presente que la omisión del cumplimien-
to del previo Proceso Conciliatorio es de aquellos incumplimientos de re-
quisitos respecto a los cuales la ley establece, en forma expresa y concreta, 
la consecuencia (así lo hace, reiterando una solución que surgía del art. 281 
del C.P.C., el art. 298 del C.G.P.). Y esa consecuencia no es la nulidad de los 
actos realizados sin haberse tramitado previamente el Proceso Conciliato-
rio, sino solamente la suspensión del proceso -en el estado en que se en-
cuentre- hasta que se acredite el intento de conciliación:

“Si no se agregare el testimonio de conciliación (en realidad se trata de 
la agregación del testimonio de fallido intento de conciliación) a las ac-
tuaciones, éstas no serán nulas; pero el tribunal ordenará el cumpli-
miento del requisito y suspenderá el procedimiento hasta que se agre-
gare el recaudo que lo acredite” (además de que si recién se advierte la 
omisión luego de dictada la sentencia esta tampoco será nula).

Esto nos lleva a considerar otro problema: ¿cómo puede un demandado 
hacer notar al tribunal que no lo ha advertido que en el caso correspon-
día haberse tramitado previamente el Proceso Conciliatorio y ello no se ha 
hecho, o al menos no se ha acreditado, y pedir que el proceso se suspenda 
hasta que se cumpla con el requisito en cuestión?

No correspondería en tal supuesto recurrir las providencias del juez que 
no advirtió la ausencia de un Proceso Conciliatorio, sino tan sólo señalarle 
al juez que debe suspender el proceso (sin dejar sin efecto nada de lo ante-
rior), y si ello se plantea antes de contestada la demanda en la sistemática 
del C.G.P. tal cosa debería hacerse a través del planteo de una excepción 
previa y por lo tanto en forma conjunta con la contestación de la demanda; 
excepción previa que podría ser la de “defecto formal en la presentación de 

(3) La primera de estas excepciones que indica el art. 293.2, que está constituida por to-
dos aquellos supuestos en los que “el actor ignorare el domicilio del (futuro) demandado o 
se tratare de persona desconocida”, contiene una referencia que realmente es innecesaria, 
en cuanto al indicar que la excepción rige cuando se ignora el domicilio del futuro deman-
dado ya está comprendiendo los supuestos en lo que se ignora su domicilio.
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la demanda”, sin perjuicio de que, además y si se entendiera que no es esa la 
excepción que corresponde, igual se acepta por todos que la enumeración 
de las excepciones previas no es taxativa.

En cuanto a la competencia para la primera instancia de los Procesos 
Conciliatorios, existe una “materia” que se puede denominar “materia con-
ciliatoria”, para entender en la cual el art. 255 de la Constitución Nacional 
vigente refiere a los jueces de paz. Sobre esta elección de los jueces de paz y 
atendiendo a que por entonces estos eran normalmente jueces legos -esto 
es, jueces que no eran técnicos en Derecho- decía hace unos cuantos años 
COUTURE (aprox. 1946):

Son Jueces especialmente preferidos por el legislador en razón de ser, en 
la intención y en la estructura del Código, hombres buenos, vecinos de 
experiencia y recta intención, más que verdaderos técnicos del derecho; 
y que, por esa situación, por la circunstancia de ser personas de arraigo 
y de vinculación al lugar, están especialmente indicadas para provocar 
el entendimiento conciliatorio y privado de sus vecinos. Además tiene, 
en el espíritu del legislador, la virtud de no ser los jueces que han de 
entender en el asunto, pues por regla general se practica el requisito en 
asunto mayores de mil pesos; circunstancia que en este caso apareja la 
virtud de que el juez no necesita preocuparse de que su consejo se tome 
como un anticipo de opinión, pues se sabe de antemano que él no está 
llamado a fallar en el litigio. Esto le da independencia suficiente como 
para decirle a uno de los litigantes, por ejemplo, que transe porque de 
otra manera tiene pocas probabilidades de triunfar en el juicio ordina-
rio (pág. 18).

A fin de determinar cual es el juzgado de paz competente para entender 
en un proceso conciliatorio debemos seguir el mismo procedimiento que 
se emplea para determinar la competencia para entender en cualquier otro 
proceso. De esta forma, si consideramos la clase de interesado principal de 
la que trata el proceso conciliatorio, cuando se trate de un diplomático y 
aún siendo discutible, según el art. 239 de la Carta debería entender en el 
mismo la Suprema Corte de Justicia. En los demás casos entenderán los juz-
gados de paz (y los juzgados letrados si se admite para estos procesos una 
posible segunda instancia).

Analizando la materia a la que se vincula el proceso conciliatorio, fácil-
mente se concluirá que ella es la denominada (precisamente a los efectos 
de la competencia) “materia conciliatoria”; materia que conforme a los arts. 
255 de la Constitución y 295.1 del C.G.P. es de competencia de los juzgados 
de paz en el Interior, y de los juzgados de conciliación en la Capital (más los 
juzgados letrados y la Suprema Corte de Justicia si se admiten una posible 
segunda instancia y una hipotética instancia de casación o revisión, y en el 
último caso para cuando una de las partes sea un diplomático).
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Considerando la etapa o grado al que se vinculan las actuaciones pro-
cesales en cuestión, concluiremos que normalmente ellas se vincularán a 
la primera instancia, en cuyo caso serán competentes los juzgados de paz 
(y los de conciliación); aunque si se admite la segunda instancia y unas aún 
más hipotéticas instancias de casación y revisión, para ello serán compe-
tentes, respectivamente, los juzgados letrados y la Suprema Corte de Justi-
cia.

Desde la perspectiva del territorio al que el Proceso Conciliatorio deberá 
vincularse, conforme al último inciso del art. 293.1 del C.G.P., agregado por 
la ley nº 19.090, será competente el juzgado de paz o de conciliación “del 
territorio jurisdiccional del domicilio del futuro demandado”.

En cuanto a los demás criterios de atribución de competencia que deben 
analizarse, esto es, según la clase de cuantía del proceso, el grupo de letras 
del alfabeto, el período temporal, el volumen de procesos tramitándose ante 
cada órgano y la prevención, debe concluirse que el primero no es nunca de 
aplicación cuando se trata del Proceso Conciliatorio, que el segundo y el 
tercero lo son solamente en algunos casos para determinar la competencia 
de juzgados letrados del Interior para entender en una eventual segunda 
instancia en el caso de que hubiere más de un juzgado letrado con compe-
tencia territorial para entender en ella, el cuarto tiene lugar cuando se trata 
de determinar el juzgado de conciliación competente en la Capital, y, final-
mente, la prevención sólo se aplicará en aquellos supuestos en los que, por 
ejemplo, teniendo el citado dos domicilios en el mismo departamento, el 
citante deba elegir a uno de ellos para tramitar este proceso ante el juzgado 
de paz con la correspondiente competencia territorial.

Respecto a las reglas que otorgan competencia eventual a los tribunales, 
la prórroga de competencia se encuentra expresamente excluida por la ley 
para todos los casos de Procesos Conciliatorios (art. 3 de la ley n° 16.995). No 
habría en cambio inconveniente en aceptar la competencia eventual de un 
juzgado de paz, originariamente no competente, en razón de una acumu-
lación de pretensiones. En los demás supuestos de competencia eventual 
generalmente considerados (en particular tercerías y fuero de atracción), 
sólo puede decirse que no es imaginable su planteo en el marco de Procesos 
conciliatorios.

Al referirnos a la solicitud de inicio de Proceso Conciliatorio, sin perjui-
cio de tener presente que al realizar esta solicitud deberán cumplirse con 
todos los requisitos procesales formales generales de los actos de los intere-
sados principales (además de cumplirse con algunas exigencias de natura-
leza tributaria), debemos prestarse especial atención a la manera específica 
en que para él se regulan por el C.G.P. tres o cuatro de dichos requisitos, y 
en primer lugar la forma (oral o escrita) que debe tener la expresión de la vo-
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luntad del citante, sobre lo cual actualmente la parte final del art. 295.1 del 
Código, incorporada por la ley nº 19.090, establece que siempre la solicitud 
debe presentarse por escrito.

Naturalmente que el sujeto que presenta la solicitud de inicio deberá 
tener tanto capacidad como legitimación procesales, todo lo cual debería 
ser controlado por el Juzgado antes de disponer la citación de la otra parte 
de este proceso, y en la generalidad de los casos la solicitud debe formularse 
con asistencia técnica de abogado, aunque en el caso de asuntos no suscep-
tibles de apreciación pecuniaria la firma que se requeriría para solicitar el 
inicio del proceso sería solamente la del citante y no la de su abogado, bien 
que conforme al art. 49 de la ley n° 15.750 y la Acordada n° 8.002 de 2019 ello 
es al menos discutible, en tanto según dicha acordada esos asuntos se repu-
tan o reputaban como de un valor de más de $ 5.682.000. Tampoco corres-
ponde esta asistencia letrada obligatoria en los supuestos generales en que 
ella queda excluida conforme al art. 37 del C.G.P. en su nueva redacción, lo 
cual excluye los procesos por asuntos con una cuantía inferior al equivalen-
te de 20 U.R.

Luego de aprobado un nuevo texto del art. 295.1 del Código, resulta ne-
cesario que en el escrito de solicitud de inicio del proceso conciliatorio se 
indique “sucintamente el fundamento y el objeto de la pretensión a ejercitar 
en el proceso principal” (es decir fundamento de hecho y de Derecho, aun-
que no la prueba a proponer). Añado a ello que la prescripción extintiva de 
las obligaciones no se interrumpe con la sola presentación de la solicitud 
de inicio, sino que se interrumpe cuando la citación a la audiencia de con-
ciliación se notifica al citado, y siempre que luego exista una demanda, em-
plazamiento y notificación del emplazamiento al demandado en los treinta 
días contados desde el día de la audiencia de conciliación.

En la práctica la resolución fijando el inicio se notifica al citante en la 
misma ocasión en que se presenta la solicitud de inicio (bien que a menudo 
dicha resolución no es explícita como debería serlo, sino que se considera 
implícita al darse al citante una fecha por parte del funcionario). En cuanto 
al citado, es claro que su notificación deberá realizarse en el domicilio de-
nunciado por el citante.

La resolución judicial es susceptible de ser impugnada (la procedencia 
de la reposición resulta del art. 245 del C.G.P., y en su caso la procedencia de 
la apelación resulta de los arts. 22.3, 248 y 250 del mismo Código).

Respecto a la audiencia en sí, debe tenerse presente que el juez debe ser 
competente, y que quienes realizan actos de citante y de citado deberán po-
seer capacidad y legitimación procesales, pudiendo esta última concretar-
se por un vínculo de identidad, de asistencia, de representación y aún de 
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sustitución, por lo que no es exigible la comparecencia personal del propio 
citante ni tampoco la del citado.

La asistencia técnica es requisito necesario de la actuación de las partes 
en la audiencia, salvo en los supuestos generales de exclusión previstos en 
el art. 37 del C.G.P., incluyendo los casos en los que la cuantía del asunto es 
inferior al equivalente de 20 U.R.

Si el juez no está presente en la audiencia la misma será insubsanable-
mente nula. A diferencia de lo que sucede en general con las audiencias, 
cuando ninguna de las partes comparece a la audiencia del Proceso Conci-
liatorio la misma no puede celebrarse. Si quién no comparece es solamente 
el citante la audiencia tampoco se puede celebrar, aunque, en cambio, si 
quién no comparece es solamente el citado la audiencia igual se celebra, 
naciendo además en tal caso una presunción simple en contra del mismo 
que incidirá en el proceso ulterior.

En esta audiencia el citante debería exponer nuevamente la pretensión 
que deduciría en un futuro proceso, luego se oirá al citado y, posteriormen-
te, supuestamente con la intervención activa del juez, se escuchan las po-
sibles soluciones propuestas por las partes o por el mismo juez. En el caso 
que las partes lleguen a un acuerdo, el juez deberá examinar si los derechos 
son disponibles y que el acuerdo sea compatible con el orden público, y de 
serlo dictará una resolución homologando el mismo (resolución que sería 
una sentencia definitiva parcial). Si no hay conciliación el juez deberá poner 
fin a la audiencia dictando una resolución -que también sería una sentencia 
definitiva parcial- en la que declarará que la audiencia se celebró y que no 
existió acuerdo (o que tal acuerdo no es homologable por versar sobre dere-
chos indisponibles o contrariar normas de orden público).

Si se celebra la audiencia (lo cual tiene lugar cuando están presentes 
ambas partes o incluso cuando se encuentra solamente el citante), quienes 
comparezcan deberán declarar un domicilio. La validez de este domicilio 
como lugar hábil para emplazar al futuro demandado (en el proceso ulte-
rior o en el proceso de jactancia) sólo se extenderá por seis meses a partir de 
la audiencia (literal “d” del art. 295.2 del C.G.P.).

La forma de documentación de la audiencia se encuentra establecida 
por el art. 295.2 del C.G.P., bien que ello debe complementarse con lo dis-
puesto por los arts. 102 y 103 del mismo Código. En todos los casos las partes 
tienen derecho a solicitar la expedición de un testimonio del acta donde se 
registra la audiencia.

Respecto a la procedencia de un recurso de apelación contra lo decidido 
por el juez (incluso homologando o no un acuerdo) se funda en lo que dis-
ponen los arts. 22.3, 248 y 250 del C.G.P. Y en cuanto a una hipotética im-
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pugnación por el recurso de casación, la misma quizás podría entenderse 
inadmisible en mérito a lo que dispone el numeral 2 del art. 269 del mismo 
Código. En cambio, de acuerdo al art. 281 del C.G.P. sería admisible un tam-
bién muy hipotético recurso de revisión.

Por último en cuanto al valor de las resultancias del Proceso Concilia-
torio, vale decir que aún cuando no se haya obtenido el acuerdo corres-
pondiente de todas formas las resultancias de este Proceso Conciliatorio 
adquieren importancia, al menos en tres sentidos: a) porque con esa trami-
tación se cumple con un requisito procesal formal del proceso ulterior; b) 
porque queda habilitada la promoción, por parte del citado, de un Proceso 
de Jactancia o aún de un Proceso Ordinario meramente declarativo; y, c) por 
cuanto las manifestaciones vertidas por las partes en el o los escritos y en 
la audiencia, también pueden servir en el proceso ulterior como prueba de 
la existencia o inexistencia de hechos relevantes para ese proceso ulterior.

Si se ha llegado a un acuerdo el valor de las resultancias de este proceso 
resulta aún más indudable. Así, si ha habido un desistimiento o renuncia 
del derecho que podría luego alegar el citante en un proceso ulterior, y ello 
es aceptado por el citado y homologado por el juez, de acuerdo al art. 297.1 
del C.G.P. ello tiene igual eficacia que una sentencia ejecutoriada. Cuando 
el citado se allana o reconoce lo que pretende el citante, deben efectuarse 
algunas distinciones sobre sus efectos, según la pretensión haya sido mera-
mente declarativa o constitutiva, o haya sido de condena. Si el acuerdo lo-
grado es una transacción, una vez homologado también tendrá igual efica-
cia que una sentencia ejecutoriada, por lo que serán aplicables a su eficacia 
las mismas consideraciones anteriores, según la naturaleza de la pretensión 
del citante y según que, en caso de tratarse de una pretensión de condena, 
se haya o no cumplido con la obligación en la misma audiencia de concilia-
ción.

II.  Modificaciones que se sugieren para el previo Proceso Concilia-
torio

¿Cuáles son las modificaciones que pueden sugerirse en cuanto a la ac-
tual regulación del previo Proceso Conciliatorio?

El principal cambio consistiría en establecer en todo el país (o al menos 
donde la importancia de la población y la disponibilidad presupuestal lo 
admitan), órganos jurisdiccionales (de la categoría propia de los juzgados 
de paz) especializados en Procesos Conciliatorios; especializados en cuan-
to serían los únicos competentes (en sus correspondientes jurisdicciones 
territoriales) para entender en los Procesos Conciliatorios, y en cuanto ellos 
solamente tendrían competencia para tales procesos (como sucede en la ca-
pital con los actuales cuatro juzgados de conciliación, o en Maldonado con 
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el juzgado de paz departamental de 4to. turno que ya es competente al efec-
to). Y también especializados en cuanto a la particular preparación que de-
berían tener los titulares de dichas sedes para entender en conciliaciones.

Otro posible cambio tendría que ver con atribuir a dichos órganos juris-
diccionales, al menos cuando se encuentran especializados como se sugie-
re, competencia para también entender en las conciliaciones previas a los 
procesos de materia laboral (sustituyéndose entonces a las oficinas del Mi-
nisterio de Trabajo y Seguridad Social que entienden en los procedimientos 
conciliatorios administrativos previos a los procesos de materia laboral).

Una tercera modificación quizás podría pasar por establecer la necesi-
dad de tramitar el Proceso Conciliatorio (ante esos órganos especializados 
en la materia y no ante el juzgado a cargo del proceso ulterior) recién des-
pués de haberse presentado demanda y contestación, de manera que cada 
parte pueda previamente a ello conocer bien la pretensión y la defensa y en 
especial la prueba que pretende presentar la contraparte para apoyar sus 
alegaciones, cuestión que sin duda resulta bastante importante en orden a 
evaluar la conveniencia de un acuerdo conciliatorio.

Finalmente, un cuarto cambio legislativo debería apuntar, si se llegara a 
concretar la propuesta que veremos a continuación de eliminar la concilia-
ción ante el mismo juez que deberá dictar sentencia (es decir la conciliación 
“intraprocesal”), a suprimir algunos de los casos en los que la necesidad del 
trámite de un previo Proceso Conciliatorio se encuentra excluida (incluyén-
dose, en particular, a todos o quizás a la mayoría de los procesos correspon-
diente a la materia de familia, aún los no ordinarios).

III. Sobre la inconveniencia de la conciliación intraprocesal

Luego de comenzada la Audiencia Preliminar del Proceso Ordinario y 
del Proceso Extraordinario (y también del Proceso Monitorio si el deman-
dado se opone a la sentencia inicial), a continuación de la “ratificación” de 
demanda, contestación, reconvención, contestación a la misma y de las 
excepciones previas, aclaración de ciertos extremos expresados en alguna 
de esas oportunidades, alegación de hechos nuevos y proposición de las 
pruebas que indica el numeral 2 del art. 341 del Código, según establece el 
numeral 3 de esa disposición tendrá lugar una “Tentativa de conciliación, 
que deberá realizar el tribunal, respecto de todos o algunos de los puntos 
controvertidos”.

En la “Exposición de Motivos” del anteproyecto de C.G.P. se dice que:

“El Anteproyecto, además de la conciliación previa (que no se requie-
re en todos los procesos) regula la conciliación intraprocesal para to-
dos los procesos, con la finalidad de que el Tribunal, suficientemente 
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instruido a través de los escritos de proposición, ejerza sus poderes de 
dirección para tentar lograr, ante todo, una conciliación que excluya el 
proceso, sea de manera total o parcial. En este último caso, reduciendo 
el objeto litigioso a los puntos realmente controvertidos”.(4)

Al respecto señalo, en primer lugar, que no advierto que pueden tener 
que ver con esta conciliación intraprocesal los llamados (y a mi entender 
nunca bien explicitados) “poderes de dirección” del tribunal.

Sobre la inclusión de la conciliación a cargo del juez de la causa en el 
curso de la Audiencia Preliminar señalaba VESCOVI (1995):

Quisiéramos agregar que, entre otras razones, la difusión de la conci-
liación en la audiencia (intraprocesal) en nuestra área iberoamericana, 
se encuentra propiciada por las normas incluidas en el Código Proce-
sal Civil Modelo para Iberoamérica, el cual, fuera de la previa, ante los 
Juzgados inferiores, establece, como primer objetivo de la audiencia 
preliminar, la tentativa de conciliación. Esta solución, impulsada por el 
Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal, desde sus primera Jor-
nadas, ha sido incorporada en distintos países del área. Así sucede en 
la reforma urgente española de 1984, al menos en los asuntos de menor 
cuantía, durante la audiencia (comparecencia), por el Código del Dis-
trito Federal de México de 1985 (aunque por un conciliador que asiste al 
Juez), por el Código de Colombia desde 1970 y, sobre todo, por la recien-
te reforma para acelerar los procesos de 1993, por el Código de Perú de 
1992, por el Código de Perú de 1992, por el de Brasil de 1973, reformado 
por ley de 1994 incluyendo la audiencia preliminar y la conciliación, y 
en el Código General del Proceso de Uruguay de 1988, amen de los de 
diversas Provincias argentinas que siguen el modelo. (…) En cuanto a la 
oportunidad de promover la conciliación en el proceso, será un tema a 
tratar en otra oportunidad (págs. 241/242).

En una misma línea de pensamiento, esta tentativa de conciliación que 
debe realizar el mismo juez que tiene a su cargo la resolución del proceso, 
durante bastante tiempo ha sido en general considerada por los comen-
taristas como un acierto del nuevo Código (y naturalmente que como un 
acierto de los ordenamientos procesales de donde éste la toma).

Así por ejemplo expresa KLETT (2014):

Tal como se hizo al examinar la conciliación previa, habrá de poner-
se de relieve la importancia de este instituto en el seno de la audiencia 
preliminar. Con las ‘cartas a la vista’, es decir, fundamentalmente con 

(4) “Exposición de Motivos” que puede verse por ejemplo en Código General del Proceso 
anotado y concordado por Rafael BIURRUN y Gonzalo URIARTE (con la colaboración de 
Sandra GARÍN y Matías OBELAR), 7ma. ed. actualizada, F.C.U., Montevideo, 2023.
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los medios de prueba que habrá de utilizar el contrario develados para 
el proceso (todavía no incorporados), las partes podrán medir mejor su 
real posición y buscar alguna solución que resulte conveniente a sus 
intereses. (…). Por su estratégica ubicación, la audiencia preliminar, 
como acto tendiente a eliminar total o parcialmente el conflicto o aun a 
depurar el proceso y simplificar su objeto, constituye una oportunidad 
de suma importancia para lograr el acuerdo. (...) En tercer lugar, el ma-
gistrado debe desenvolver un papel protagónico, es decir, debe no solo 
arbitrar y evaluar las posibles soluciones que provengan de las partes, 
sino también y especialmente esta preparado para lanzar una propues-
ta propia, una idea de remate que, contemple los intereses involucra-
dos. Existe un momento en que el acuerdo aparece como posible. Pues 
bien, no debe desaprovecharse, ni dejarse ‘enfriar’. Ahí es cuando la 
propuesta emanada de la autoridad se impone por sí sola, y adquiere la 
fuerza que deriva de la propia evolución de la situación. En cuarto lugar, 
el magistrado debe erradicar todo temor al prejuzgamiento, que actúe 
como factor inhibitorio. A estos efectos, pueden utilizarse fórmulas ge-
néricas y poco implicantes, hacer referencia a casos recientes judicia-
les, a la mayoría de la jurisprudencia, a algún precedente, a la guía del 
daño moral elaborada por la Cátedra de Derecho Civil (págs. 564 y ss.).

Sin embargo, luego de varias experiencias forenses en las que a menudo 
he participado y de otras innúmeras que me han sido comentadas, y claro 
que también de consideraciones más teóricas, entiendo que esta tentativa 
de conciliación a cargo del mismo juez que habrá de fallar la causa resulta 
ser una solución mayormente inconveniente.

Mayormente inconveniente pues por más esfuerzos que haga este juez 
que va a intentar la conciliación intraprocesal, es prácticamente inevitable 
que su intervención como conciliador no implique alguna suerte, mayor o 
menor, de prejuzgamiento (que además -cierto que a menudo aunque natu-
ralmente que no siempre- resulta notorio).

Sobre esto mismo y sin perjuicio de que él no expresó entonces una clara 
oposición a la tentativa de conciliación a cargo del juez ante el que se trami-
ta todo el proceso, se dice en la obra de TARIGO (2015):

Debe señalarse que, en realidad, puede haber prejuzgamiento, si se 
quiere una especie de prejuzgamiento implícito o tácito en algunas de 
las manifestaciones que normalmente hará el tribunal, sea al intentar 
conciliar a las partes, sea al admitir o desechar determinados medios 
de prueba, etc., pero la ley, con la autoridad que solamente la ley posee, 
establece, de modo absoluto, que en ningún caso esas manifestaciones 
significarán prejuzgamiento. Con lo que, como resulta fácil advertir, se 
descarta de plano de y modo total la posibilidad de recusación, una de 
cuyas causales genéricas es, como sabemos, haber dado opinión con-
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creta sobre la causa sometida a su decisión (prejuzgamiento) (art. 325) 
(pág. 436).

Y es justamente porque esto sucede -pues casi siempre termina existien-
do algún grado, mayor o menor, de prejuzgamiento (incluso hasta más fácil 
de acreditar ahora con el sistema de registro “Audire”)- es por lo que el art. 
342.7 del código (que es la disposición a la que refiere la obra de TARIGO) 
tiene la imprescindible necesidad de consagrar -en forma bien explícita y 
directa- una ficción.

Una ficción destinada a evitar las naturales consecuencias de ese pre-
juzgamiento (es decir la necesaria abstención o recusación del juez que de-
berían seguir al mismo): “Las manifestaciones del tribunal en esta audien-
cia y en cuanto ordenadas al cumplimiento de las actividades previstas, en 
ningún caso significarán prejuzgamiento”.

A ello puede agregarse que en ciertos casos se ha podido percibir (en 
ocasiones hasta manifiestamente) que el juez actuante de alguna forma 
“fuerza” a las partes a conciliar, persiguiendo (quizás en forma inconscien-
te) no solo colaborar con la solución del conflicto sino también quizás evi-
tarse el tener que seguir el proceso a lo largo de todas sus etapas, y final-
mente tener que dictar sentencia.

Añado, por último y aunque sea sabido, que cuando la materia del pro-
ceso es indisponible (por ejemplo en procesos sobre investigación de la pa-
ternidad, divorcio por causal, etc.), la conciliación intraprocesal -que según 
el Código igual debe intentarse- en todo caso podrá conducir solamente a 
un desistimiento, pero nunca podría terminar en una transacción o un alla-
namiento.

¿Qué cambios de nuestra legislación deberían promoverse en cuanto a 
la regulación de esta conciliación intraprocesal?

Luego de lo expresado, entiendo que lo más conveniente en cuanto a 
las garantías, para ambas partes, de la imparcialidad del juzgador (y de la 
“impartialidad” que también corresponde, según terminología bastante 
moderna), el cambio legislativo debería apuntar a la supresión de esta con-
ciliación intraprocesal, bien que acompañando ello con el establecimiento 
de una lista bastante más amplia de procesos antes de los cuales debería 
necesariamente tramitarse un previo Proceso Conciliatorio, naturalmente 
que ante juez diferente del que eventualmente tendrá a su cargo el proce-
so posterior (en particular aunque no exclusivamente en los procesos de la 
materia de Familia).

Y toda esta modificación legislativa debería ser acompañada por las 
sugerencias sobre modificaciones de la legislación sobre el previo Proceso 
Conciliatorio expresadas en la segunda parte de este trabajo.
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RESUMEN. La reciente aprobación del marco regional de protección de los 
derechos humanos de las personas mayores, junto cambio cultural gradual 
que reivindica su papel en la sociedad, ponen de manifiesto la necesidad de 
implementar cambios normativos y operativos para evitar todo tipo de dis-
criminación contra este grupo de la población. El principio fundamental es 
el de la igualdad en todos sus alcances, cuya garantía fundamental y última 
gira en torno al derecho de acceder a la justicia. El contexto de una población 
más envejecida, sumado a las disrupciones generadas por la pandemia por 
COVID-19 y las posibilidades ilimitadas que ofrecen las tecnologías de la 
información, es propicio para acelerar la búsqueda de dichos cambios. Para 
ello, este artículo explora el posible acercamiento entre los estudios en torno 
al envejecimiento y aquellos relacionados con la innovación. Además, ofrece 
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algunos ejemplos de innovaciones que buscan combinar los campos de las 
tecnologías de la información, la innovación y el acceso a la justicia de las 
personas mayores.

PALABRAS CLAVE. Derechos humanos. Personas mayores. Derecho de la 
vejez. Edadismo. Innovación.

ABSTRACT. The recent approval of the regional framework for the protection 
of the human rights of older persons, together with a gradual paradigm that 
claims the positive role of older persons in society, reveals the need to imple-
ment normative and operational changes to avoid all kinds of discrimination 
against this sector of the population. The context of an aging population and 
the disruptions generated by the COVID – 19 pandemic, in conjunction with 
the unlimited possibilities that information technologies offer, provides the 
opportunity to redouble the search for such changes. The fundamental princi-
ple at stake is equality in all its scopes; and its fundamental and last guarantee 
revolves around the right of access to justice. To that end, this article explores 
the intersection of the studies around aging and those related to innovation. 
In addition, this papper offers some examples of innovations that seek to 
combine the fields of information technologies, innovation, and access to 
the justice of older persons.

KEYWORDS. Human Rights. Older persons. Rights of older persons. Ageism. 
Innovation.

RESUMO. A recente aprovação do marco regional de proteção dos direitos 
humanos das pessoas idosas, juntamente com a mudança cultural gradual 
que reivindica o seu papel na sociedade, evidencia a necessidade de imple-
mentar mudanças normativas e operacionais para evitar qualquer tipo de 
discriminação contra este grupo populacional. O princípio fundamental é o da 
igualdade em todas as suas abrangências, cuja garantia fundamental e última 
gira em torno do direito de acesso à justiça. O contexto de uma população mais 
envelhecida, somado às perturbações geradas pela pandemia de COVID-19 
e às possibilidades ilimitadas oferecidas pelas tecnologias da informação, é 
propício para acelerar a busca por tais mudanças. Para isso, este artigo explora 
a possível aproximação entre os estudos sobre o envelhecimento e aqueles 
relacionados à inovação. Além disso, oferece alguns exemplos de inovações 
que buscam combinar os campos das tecnologias da informação, inovação 
e acesso à justiça das pessoas idosas.

PALAVRAS – CHAVES. Direitos Humanos. Idosos. Direitos das pessoas idosas. 
Preconceito de idade. Inovação.

I. Introducción

a. Una buena noticia: somos cada vez mayores

La historia de la humanidad está marcada por un estado de permanente 
cambio y evolución. Desde hace varias décadas, al margen de las particula-
ridades de cada país o región, ha tenido lugar un fenómeno de crecimiento 
sostenido de la población mundial (de unos 2.600 millones de personas a 



Rev. Derecho (Univ. CLAEH, Fac. Derecho), ISSN 2982-4257, 2023, Año II – Nº 2:27–50

– 29 –

casi 8.000 millones en la actualidad), junto con un fenómeno de aumento de 
la expectativa de vida y disminución de la mortalidad infantil. Esto, sumado 
a otros factores, se traduce en un gradual, pero sostenido, envejecimiento 
de la población.

En particular, buena parte de los países de América Latina y el Caribe 
atraviesa lo que se ha llamado una transición hacia economías “envejeci-
das”. Algunos, como Uruguay, ya lo habían hecho décadas atrás y presentan 
niveles de envejecimiento poblacional comparables a Europa o Japón. Esto 
significa, bajo la lupa tradicional, que se les acabó el “bono demográfico”. Es 
decir, comenzó a disminuir ese momento en que la cantidad de personas en 
edad de trabajar –según los sistemas vigentes– era superior con respecto de 
aquellas personas en edad de retiro (González y Bucheli, 2014).

Según una proyección del CAF-Banco de Desarrollo de América Latina, 
hacia mitad del siglo se duplicará la proporción de personas mayores de 65 
años en Latinoamérica. Es decir, este sector de la población, que hoy ronda 
el 9%, alcanzará casi el 20%. Por su parte, el crecimiento de la población ma-
yor de 80 años será aún mayor: del 2% al 5% del total (Álvarez y otros, 2020). 
Desde otra perspectiva, por primera vez en la historia de la humanidad, las 
personas de más de 60 años y más superarán en número a los menores de 
18 años.

Pero ¡un momento! Todo lo mencionado hasta aquí es parte de una ex-
celente noticia. Significa que –en promedio y sin perjuicio de que persistan 
situaciones de pobreza y desigualdad estructurales, además de amenazas 
tangibles como la crisis

climática– la humanidad ha logrado avances significativos en los nive-
les de desarrollo socioeconómico y en la calidad de vida de las personas 
que hacen posible esta creciente supervivencia. Se habla de mejoras en las 
condiciones de accesibilidad a los servicios básicos, salud, vacunas, higie-
ne, alimentación, abrigo, pensiones, vivienda, educación. Y todo esto pese 
al sostenido aumento de la población en general. Entonces, ¿por qué tanta 
alarma?

b. Una mala noticia: somos cada vez mayores

Si bien el envejecimiento poblacional puede ser catalogado como un 
logro de la humanidad, acarrea desafíos de diversa índole en el mediano 
y largo plazo. Como se mencionó, las sociedades afrontan cambios estruc-
turales que obligan a repensar el marco normativo e institucional que da 
soporte a la convivencia, ya sea en las relaciones culturales, familiares, so-
ciales o económicas. El primer impulso suele ser atender esto último, dado 
que muchos sistemas de pensiones y su sostenibilidad financiera están en 
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riesgo, producto de este escenario, y se hace necesario afrontar el problema 
con la suficiente anticipación para evitar que afecte a la economía toda.

Sin embargo, existe un desafío cultural aún mayor, que corre peligro 
de agravarse. Este desafío, a veces imperceptible, otras veces flagrante, se 
encuentra en el campo de las preconcepciones sociales arraigadas en torno 
al concepto de la vejez y el envejecimiento, que a menudo están rodeadas 
de prejuicios. Esto se explica porque la vejez se ha identificado tradicional-
mente con “una etapa de carencias de todo tipo: económicas, físicas y socia-
les, las primeras expresada en problemas de ingresos, las segundas en falta 
de autonomía y las terceras en ausencia de roles sociales que desempeñar” 
(Huenchuan, 2011).

Esta identificación, que suele asumirse como normal o incluso lógica, se 
ha traducido en lo que el médico estadounidense Robert N. Butler llamó en 
1969 los “viejismos” (ageism en inglés), también denominado “edadismo”.

La discriminación por edad afecta a todas las personas. Los estereotipos 
de edad arraigados en la cultura comienzan a interiorizarse y utilizarse en 
niños de cuatro años lo que encauza los sentimientos y comportamientos 
hacia personas de diferentes edades. (OMS, 2021). Además, está en todas 
partes, en la vida diaria de las personas, en las instituciones y en las interac-
ciones sociales (OMS, 2021). Es más, la discriminación que sufren las perso-
nas mayores a raíz de los referidos estereotipos y prejuicios puede estar tan 
arraigada en los valores vigentes, que en ocasiones son las propias personas 
mayores quienes los incorporan o fomentan (Butler, 1969).

Como consecuencia de esta realidad, que permea en todas las esferas de 
la vida, las personas mayores muchas veces están expuestas a situaciones 
de desigualdad y discriminación, que se expresan en violencia, abandono, 
malos tratos, falta de oportunidades, limitada participación en la vida pú-
blica, entre otras. Ejemplo de esto último es la llamada infantilización de 
la persona mayor, relacionada con el preconcepto de invalidez del sujeto a 
la hora de realizar cualquier gestión, tal como un trámite judicial o recibir 
asesoramiento legal, lo cual puede resultar en menoscabo de su toma de 
decisiones, en ocasiones con sustento en normas legales inflexibles u obso-
letas.

Lo que pasa en la sociedad en general suele reflejarse en las políticas pú-
blicas. Los preconceptos que rodean a la vejez y al envejecimiento desde un 
paradigma asistencialista salen a flote a la hora de legislar o crear institucio-
nalidad. Por ejemplo, se parte de la base de que se trata de sujetos “pasivos” 
para construir programas y normas de asistencia, ayuda o protección, sin 
considerar o aprovechar sus aspectos positivos para el desarrollo o el valor 
que representa, para la persona y la sociedad toda, garantizar su autonomía, 
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independencia e inclusión. Basta acudir a la normativa de varios de los paí-
ses para constatar que –en ocasiones hasta por disposición constitucional–, 
con el único criterio de la avanzada edad, se impone el retiro obligatorio de 
magistrados y otras profesiones, sin considerar su aptitud técnica, sus resul-
tados en el ejercicio del cargo, o aun sus propios deseos de continuar o no.

Ante esta realidad, es preciso buscar soluciones basadas en los princi-
pios fundamentales sobre los que se ha construido la sociedad: los derechos 
y libertades reconocidos en las Constituciones y en los principales instru-
mentos de derechos humanos. El presente trabajo parte del marco gene-
ral de derechos humanos establecido en los instrumentos internacionales 
y avanza hacia los mecanismos de innovación presentes en la práctica del 
derecho como forma de poner en práctica y hacer efectivo aquel marco nor-
mativo. Además, explora el posible acercamiento entre los estudios en torno 
al envejecimiento y aquellos relacionados con la innovación en el campo 
del derecho, y ofrece ejemplos de innovaciones que buscan combinar las 
tecnologías de la información, la innovación y el acceso a la justicia de las 
personas mayores.

II.  Igualdad y no discriminación, pilares fundamentales del dere-
cho de las personas mayores

A lo largo de las últimas décadas ha tenido lugar un movimiento global 
tendiente a promover el pleno respeto, goce y disfrute de todos los derechos 
de las personas mayores. Varias voces comenzaron a exigir que ese derecho 
de igualdad, consagrado de forma general para todas las personas, debía 
legislarse con carácter particular tomando en consideración la discrimina-
ción específica por razones de edad. Es nada menos que la reivindicación 
del derecho de igualdad, y la consiguiente prohibición de discriminación, 
la piedra angular de la respuesta a los prejuicios que rodean a la vejez y al 
envejecimiento (Acle Mautone, 2012). Pero este cambio no solo implica el 
fin de la discriminación, sino que también concibe un desarrollo sostenible 
alejado de la mirada de asistencia, encarando el tema desde la reivindica-
ción del valor de las personas mayores y la integración de todas las perso-
nas, sin que la edad constituya una barrera.

Para que este nuevo paradigma se vea reflejado en las actitudes, com-
portamientos y relaciones humanas es necesario promover un cambio cul-
tural. Para promover este cambio es preciso comenzar a repensar y refor-
mular algunas bases normativas e institucionales de larga data.

En el plano internacional tuvo lugar un proceso tendiente a fortalecer la 
independencia, participación, autorrealización y dignidad de las personas 
mayores, que incluyó hitos tales como la celebración de la primera Asam-
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blea Mundial sobre el Envejecimiento en Viena, en 1982, la aprobación de 
los “Principios de las Naciones Unidas en favor de las personas de edad” 
de Naciones Unidas, en 1991,(1) y numerosos instrumentos y declaraciones 
posteriores, sobre todo en el ámbito regional.

Estos y otros avances fueron impulsados históricamente con eficacia por 
los países de Latinoamérica. No es casualidad que hayan sido estos países 
los primeros en alcanzar un logro fundamental: la aprobación, en 2015, de 
la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Huma-
nos de las Personas Mayores en la órbita de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA).

a. La región latinoamericana a la vanguardia

La Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Hu-
manos de las Personas Mayores, ratificada a la fecha por once países,(2) es 
un instrumento de vanguardia al establecer, por primera vez con carácter 
vinculante, el compromiso de garantizar a todas las personas una vida ple-
na, independiente y autónoma, con salud, seguridad, integración y parti-
cipación en todas las esferas sociales. Ya en su preámbulo deja en claro “la 
necesidad de abordar los asuntos de la vejez y el envejecimiento desde una 
perspectiva de derechos humanos que reconoce las valiosas contribuciones 
actuales y potenciales de la persona mayor al bienestar común, a la iden-
tidad cultural, a la diversidad de sus comunidades, al desarrollo humano, 
social y económico y a la erradicación de la pobreza” (OEA, 2015).

La Convención, en su primer artículo, reivindica el principio de igual-
dad de todas las personas ante la ley, y en el segundo define los conceptos 
claves que se repiten a lo largo del instrumento, incluyendo la discrimina-
ción, la discriminación múltiple y la discriminación por edad en la vejez. 
Luego, en el capítulo IV, en el que detalla los derechos que viene a proteger, 
comienza por la igualdad y la prohibición de discriminación por razones 
de edad (OEA, 2015). Una vez más, la igualdad está en los cimientos de un 
sistema de garantías y derechos.

A partir de ahí, la Convención desarrolla la larga lista de derechos que 
viene a tutelar, con el foco puesto en la eliminación de la discriminación por 
edad. La nómina incluye la vida y la dignidad en la vejez; la independencia 
y autonomía; la participación e integración comunitaria; la seguridad y una 
vida sin violencia; el no sometimiento a tortura ni a penas o tratos crueles, 

(1) Disponibles en https://www.acnur.org/5b6caf814.pdf [fecha de consulta: 16 de no-
viembre de 2021].

(2) Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, México, Perú, 
Suriname y Uruguay.
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inhumanos o degradantes; el derecho a brindar consentimiento libre e in-
formado en la salud; los derechos en los servicios de cuidado a largo plazo; 
el derecho a la privacidad y a la intimidad; seguridad social; trabajo; edu-
cación; salud; cultura; recreación, esparcimiento y deporte; accesibilidad 
y movilidad personal; garantías ante situaciones de riesgo y emergencias 
humanitarias; e igual reconocimiento como persona ante la ley (ejercicio de 
la capacidad jurídica), entre otros. Por último, la Convención –no por azar– 
incluye un derecho que constituye la garantía básica para el cumplimiento 
de todos los enumerados anteriormente: el acceso a la justicia. Y lo hace con 
una mirada renovadora.

b. El acceso a la justicia y una obra en constante construcción

El acceso a la justicia es la base del estado de derecho y así se encuen-
tra reconocido en los principales instrumentos internacionales de derechos 
humanos. Si falta la justicia, faltan los derechos. La justicia, en sentido am-
plio, es el escudo de todas las personas para luchar contra la discriminación 
de cualquier tipo en el goce de sus derechos fundamentales.

No obstante, las circunstancias diversas que afrontan las personas en 
función de su posición económica, el lugar donde viven o del momento de 
la vida en el que se encuentran, entre otros factores, pueden verse reflejadas 
en barreras u obstáculos para su acceso a la justicia y, en consecuencia, en 
la violación de sus derechos humanos. Estas barreras a menudo son físicas 
(de infraestructura, distancia geográfica o falta de accesibilidad) y a veces 
son económicas (por los costos que insumen) o temporales (por los plazos 
prolongados), entre otras.

En ocasiones, obedecen a la falta de conocimiento e información, y con 
frecuencia tienen que ver con las actitudes que, incluso de forma involunta-
ria, resultan en discriminación contra las personas mayores o en edadismo. 
No escapa a ningún país de la región la imagen de los “edificios judiciales 
llenos de expedientes cargados de papeles, a lo que se le suman la indife-
rencia y deformación cultural del personal a cargo de la atención, quienes 
no brindan un trato adecuado a estos grupos específicos, y que constituyen 
barreras para acceder al servicio” (Chaves Cervantes, 2012).

Es con especial atención a las barreras específicas que se presentan para 
el acceso a la justicia de las personas mayores que la Convención Intera-
mericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores marcó el compromiso de los Estados de asegurar que la persona 
mayor tenga acceso efectivo a la justicia en igualdad de condiciones con las 
demás. Para tal fin, exige tomar en consideración factores fundamentales 
tales como la celeridad y la flexibilización de ciertas estructuras.
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Así, la Convención prevé la adopción de ajustes de procedimiento en 
todos los procesos, en cualquiera de sus etapas, de los que sean parte las 
personas mayores. También exige garantizar la debida diligencia y el tra-
tamiento preferencial para la tramitación, resolución y ejecución de las de-
cisiones en procesos administrativos y judiciales. Además, establece que la 
actuación judicial deberá ser particularmente expedita en casos de riesgo a 
la salud o la vida de la persona mayor.

Con el mismo objetivo, los Estados se comprometieron a desarrollar po-
líticas públicas y programas dirigidos a promover mecanismos alternativos 
de solución de controversias y capacitación del personal relacionado con la 
administración de justicia, incluido el personal policial y penitenciario.

Es decir que garantizar el acceso a la justicia es un trabajo en permanen-
te desarrollo. Si se entiende que la justicia es la garantía de todos los dere-
chos fundamentales, es preciso que, desde el Estado y por parte de todos los 
actores relevantes, se tome consciencia de las barreras legales, materiales 
y actitudinales que existen contra las personas mayores, y se continúe pro-
fundizando el cambio hacia un paradigma amigable con la perspectiva de 
edad, de la mano de los preceptos de la Convención.

c. La pandemia de Covid-19: Del sufrimiento a la oportunidad

En este contexto, la pandemia por el virus SARS- CoV-2 del año 2020 
sobrevino como un muro contra el cual la humanidad se estrelló abrup-
tamente. Las situaciones de aislamiento, así como el drama en torno a los 
altos niveles de contagio, sobre todo en cuanto a los riesgos para la salud en 
las personas mayores, fueron el recordatorio de las actitudes discrimina-
torias que se asumen en diversos planos de la vida, incluso con “ejemplos 
de decisiones y políticas sanitarias absolutamente despreciativas hacia las 
personas mayores” (Dabove, 2020).

Pasado el shock inicial y comenzado el proceso de recuperación tras la 
época de encierro y contención inicial de la crisis, la circunstancia obligó a 
los Gobiernos, junto con los diversos actores del sector privado y la sociedad 
civil, a enfocar los recursos en la necesidad de apostar por la innovación. 
Como nunca, la ciencia, la academia, los Gobiernos y las entidades inter-
nacionales trabajaron codo con codo en el esclarecimiento de los cambios 
necesarios para hacer frente a una realidad sin precedentes, con base en la 
tecnología y el ingenio.

Si bien la pandemia trajo consigo situaciones de sufrimiento y menosca-
bo de derechos en lo inmediato, dejó sobre la mesa una verdadera oportuni-
dad para aprovechar el remezón tecnológico y cultural vivido, en favor del 
cumplimiento de la Convención. Concretamente, para garantizar el efec-
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tivo acceso a la justicia de las personas mayores, como garantía última de 
todos sus derechos humanos.

III. Innovación y derecho, un campo en crecimiento

La atracción de los operadores jurídicos por la innovación y la aplicación 
de tecnología en el mundo del derecho no es una novedad. De manera pau-
latina, e impulsados por los avances en las tecnologías de la información y 
la comunicación (TIC), abogados, escribanos, jueces y fiscales, así como las 
instituciones asociadas a estas profesiones, han incorporado el estudio de 
la innovación y sus técnicas como parte de su ejercicio profesional. Desde la 
creación de nuevos conceptos, instituciones o procedimientos, el derecho 
es un espacio de desarrollo y aplicación de innovaciones de potencial im-
pacto en la sociedad.

El análisis de la innovación no es exclusivo de los operadores jurídicos, 
sino que forma parte de un fenómeno más amplio. Los primeros estudios 
sobre la innovación como campo académico provienen de la década de 
1960 a partir de los aportes de Schumpeter, para irse introduciendo paulati-
namente en estudios e investigaciones interdisciplinarias. Sin embargo, es 
a partir de comienzos del presente siglo cuando ha podido observarse un 
aumento significativo en la cantidad de artículos relacionados a la innova-
ción, en especial en las ciencias sociales (Fagerberg, 2006).

A los estudios sobre innovación se ha sumado el avance de las TIC, que 
aceleran el ritmo y alcance de las transformaciones, incluso para la prác-
tica del derecho (Sandberg, 2021). Las tecnologías de la información están 
siendo incorporadas paulatinamente a la práctica profesional, que permi-
ten soluciones más rápidas y de menor costo, cambiarán la forma en que, 
el público en general, y los operadores jurídicos en particular, entienden el 
acceso a la justicia (Brescia et al., 2015).

De forma similar a lo que ocurría hace unos años con las implementa-
ciones de telemedicina y las dudas respecto a la despersonalización de las 
relaciones médico- pacientes (Ries et al., 2016), los operadores del derecho 
plantean temores o inseguridades al incorporar tecnología en la práctica. 
Ejemplo de ello ha sido la reciente masificación de la inteligencia artificial 
generativa con la irrupción del ChatGPT. Universidades, reguladores y fir-
mas de abogados han manifestado su preocupación sobre las posibilidades 
de esta nueva herramienta y la sustitución de puestos de trabajo (Montiel, 
2023, Sloan, 2023). La prestación de servicios por medios tecnológicos pue-
de cambiar las dinámicas entre quienes ejercen el derecho y sus clientes, o 
las cortes y las personas que litigan, aunque no necesariamente en detri-
mento de la calidad del asesoramiento brindado o una rebaja en el costo de 
los servicios.
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a. Innovar en igualdad: la justicia al alcance de todas las personas

Las innovaciones en el estudio y la práctica del derecho pueden per-
seguir varios objetivos, así como adoptar diferentes formas. Teniendo en 
cuenta los desarrollos en el derecho de la vejez y el cambio gradual de pa-
radigma en la protección de las personas mayores referidos anteriormente, 
esta área de estudio y práctica tiene el potencial de convertirse en un espa-
cio de innovación que permita, por un lado, el mejoramiento del acceso a la 
justicia de las personas mayores y, por otro, la generación de cambios que 
luego beneficien a la sociedad en su conjunto.

En esta sección se explora las oportunidades de mejora en los desarro-
llos que apunten a este grupo en particular y de innovación en soluciones 
que sirvan al propósito general de avanzar en el acceso a la justicia. Siguien-
do la teoría de la disrupción en los negocios de Christensen, señalan que las 
innovaciones disruptivas provienen de nichos de mercado (Brescia et al., 
2015). Por este motivo, apuntan los cambios más importantes en el siste-
ma legal no provendrán de las grandes firmas de abogados que sirven a los 
clientes con mayor poder adquisitivo. Por el contrario, será la innovación en 
provecho de las comunidades más vulneradas y menos atendidas aquella 
capaz de generar cambios disruptivos en los modelos de producción y pres-
tación de servicios.

Estos desarrollos luego podrán discurrir en beneficio de la población 
en su conjunto y particularmente de las personas mayores. En general, las 
innovaciones disruptivas primero se desarrollan en el extremo inferior del 
mercado, un sector desatendido por los operadores de mayor prestigio y ta-
maño (cfr. Christensen, Brescia et al., 2015). Una vez que se afianza y conso-
lida en ese sector, se desplaza al mercado general, es decir, hacia los opera-
dores tradicionales y de mayor tamaño, ya que ofrece un producto o servicio 
menos costoso y más acorde con las necesidades de los consumidores (Bres-
cia et al., 2015). En concreto, la necesidad de servicios más accesibles, con 
mayor información y menores tiempos de respuesta, en cumplimiento de 
los preceptos de la Convención Interamericana sobre la Protección de los 
Derechos Humanos de las Personas Mayores, puede ser un motor que im-
pulse cambios necesarios en el mercado legal y de justicia.

La práctica del llamado derecho de la vejez y las características del mer-
cado desatendido podrían convertirse en un lugar desde el cual se identifi-
quen innovaciones que sirvan de mejor manera a sus necesidades. La aten-
ción legal y judicial a las personas mayores mediante nuevos productos, 
servicios, instituciones jurídicas o canales de comunicación puede ofrecer 
soluciones concretas para satisfacer y potenciar el pleno goce de sus dere-
chos fundamentales, en línea a lo que impulsa la Convención Interameri-
cana.
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A continuación, se plantean algunos ejes de análisis y referencias vigen-
tes que sirven para considerar el derecho de la vejez como un campo fértil 
para las innovaciones que mejoren el acceso a la justicia.

b. Más que una cuestión tecnológica

Cuando se piensa en innovación, los esfuerzos suelen centrarse en la 
incorporación de tecnología para la prestación de servicios. Sin embargo, 
innovar es más que únicamente brindar o introducir tecnología en los pro-
cesos, bienes o servicios. Para resultar en cambios que trasciendan la expe-
rimentación o la invención, las innovaciones deberían tener en cuenta otros 
factores de análisis.

Internet ha puesto a disposición de la población en general, incluyendo 
a las personas mayores, el acceso casi ilimitado a la información. Sin em-
bargo, esto no es suficiente para garantizar su efectivo acceso a la justicia. 
Los asuntos legales que afectan a las personas mayores son cada vez más 
complejos e involucran información complicada y probabilística, por lo 
cual no se trata solo de brindar información, sino que esta sea accesible y 
asequible (Duffy et al., 2012).

Además, la carencia de competencias digitales de este grupo, al menos 
de gran parte de la actual generación de personas mayores, dificulta su ac-
cesibilidad a los servicios públicos, lo que acentúa su invisibilización ante 
las instituciones (Benavides Román y Chipana Fernández, 2021).

Las personas mayores pueden no mostrarse tan entusiasmadas por 
utilizar herramientas tecnológicas para intentar acceder a la justicia. Por 
ejemplo, los resultados de una encuesta elaborada en 2019 por el Centro 
Nacional de Cortes Estatales de Estados Unidos acerca de la voluntad de 
utilizar mecanismos de resolución de conflictos en línea –conocidos como 
online dispute resolution u ODR– señalan que aquellas personas mayores de 
50 años y con menores ingresos económicos están menos dispuestas a uti-
lizar estos mecanismos (Online Dispute Resolution Faces Major Challenges 
– Survey, 2019). A pesar de que se han expuesto varios argumentos a favor 
de las herramientas de ODR, en especial los enfocados en las personas ma-
yores, estos resultados confirman que no se trata únicamente de incorpo-
rar tecnología, sino de adoptar un enfoque más amplio que considere otras 
perspectivas. Esto llama a tener cautela con las expectativas depositadas en 
la implementación de este tipo de mecanismos para impulsar el acceso a la 
justicia (Schmitz, 2020).
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c. Nuevas técnicas para un mundo que cambia

La tecnología es solo una de las posibles herramientas que utilizar para 
la mejora del acceso a la justicia de las personas mayores. Los motivos se-
ñalados en la sección anterior muestran que un enfoque limitado al factor 
tecnológico puede resultar miope. La experiencia del laboratorio de Legal 
Design de la Universidad de Stanford indica que hay que ser cuidadosos con 
los enfoques que priorizan la solución tecnológica: “La tendencia que nota-
mos entre nuestros oradores y participantes es que, si solo construyes tec-
nología genial, es posible que algunos abogados de tus círculos la utilicen y 
la amen, pero no obtendrás una adopción más amplia entre las personas sin 
conocimiento legal” (Hagan, 2017).

Un enfoque multidisciplinario, que incorpore herramientas metodoló-
gicas y aprendizajes desde diferentes campos del conocimiento, puede dar 
mejores resultados y servicios que quieran ser utilizados por las personas 
mayores.(3) Por ejemplo, se ha propuesto la incorporación de técnicas del 
pensamiento de diseño o design thinking para la ideación, la creación y la 
puesta en funcionamiento de soluciones que ayuden a mejorar el acceso a 
la justicia.

El pensamiento de diseño ha sido definido como “un enfoque de la in-
novación centrado en el ser humano que se basa en el conjunto de herra-
mientas del diseñador para integrar las necesidades de las personas, las po-
sibilidades de la tecnología y los requisitos para el éxito empresarial” (IDEO, 
s/f). Se trata de un proceso de cinco etapas iterativas, que no siempre se 
desarrollan secuencialmente: empatizar, definir, idear, prototipar y probar 
(testear). Este proceso parte de la perspectiva de quienes afrontan un pro-

(3) Un ejemplo de este planteamiento es la revista Innovation in Aging de la Sociedad 
Gerontológica de América (GSA), editada por Oxford Academic, que se identifica como una 
publicación que difunde “estudios de investigación conceptualmente sólidos y metodoló-
gicamente rigurosos que describen teorías innovadoras, métodos de investigación, inter-
venciones, evaluaciones y políticas relevantes para el envejecimiento y el curso de la vida. 
El contenido de la revista refleja los amplios intereses de investigación de los miembros de 
GSA. Los tipos de estudios pueden incluir: (a) validación de modelos teóricos o conceptua-
les novedosos; (b) evaluación de intervenciones, enfoques o políticas; (c) implementación 
de métodos de investigación innovadores, incluidas nuevas técnicas, dispositivos o méto-
dos de evaluación; (d) investigación interdisciplinaria que transfiera conceptos, metodolo-
gías e intervenciones de otros campos a los estudios del envejecimiento y el curso de la vida; 
y (e) modelos y simulaciones que describen factores y procesos que afectan los resultados 
durante el envejecimiento y el curso de la vida. Se agradecen las contribuciones de aca-
démicos en muchos campos, que incluyen tecnología, ingeniería, arquitectura, economía, 
negocios, derecho, ciencias políticas y políticas públicas, educación, salud pública, ciencias 
sociales y psicológicas, ciencias biomédicas y de la salud, y artes y humanidades” (The Ge-
rontological Society of America, s/f).



Rev. Derecho (Univ. CLAEH, Fac. Derecho), ISSN 2982-4257, 2023, Año II – Nº 2:27–50

– 39 –

blema con objeto de llegar a ideas y aplicaciones que sean factibles y apor-
ten un nuevo camino que tomar en la búsqueda de soluciones.

La intersección entre el derecho y el design thinking ha dado lugar al 
campo del legal design. Este campo de intersección se define como la “apli-
cación del diseño centrado en el ser humano al mundo del derecho, para 
hacer que los sistemas y servicios legales sean centrados en las personas, 
utilizables y satisfactorios” (Hagan, s/f).

Las tecnologías y cambios propuestos para favorecer el acceso a la justi-
cia son generalmente diseñados por grupos de abogados y administradores 
de justicia, lo que resulta en diseños que reflejan la perspectiva de estos y, en 
última instancia, en servicios que no son utilizados por el público objetivo 
(Hagan, 2019). Por ese motivo, propone crear soluciones a través de proce-
sos de diseño participativo, lo cual implica la utilización de metodologías 
como talleres de diseño, focus groups, entrevistas, prototipados y workshops 
que integren al público al que se dirigirá el proyecto. Esto otorga mayor con-
fianza en los usuarios, lo cual repercute de manera directa en las tasas de 
uso, al tiempo que hace posible que se generen nuevas innovaciones y se 
identifiquen problemas que pueden pasar inadvertidos si estos grupos no 
fueran integrados.

Para ello, es necesario que los juzgados o, en general, los Poderes Judi-
ciales y cualquier instancia estatal a cargo de la resolución de controversias 
tomen una serie de medidas activas en la persecución de la innovación para 
la prestación de sus servicios (Hagan, 2019; Cardullo Ortiz, 2018).

Establecer una agenda de innovación e implementar proyectos piloto 
que puedan ser testeados de forma iterativa sería de los primeros pasos 
que realizar. También es necesario contar con grupos de investigadores y 
diseñadores que organicen y lleven adelante workshops y talleres con los 
grupos. Personas especialmente entrenadas en estas técnicas permitirán 
obtener mejores resultados que luego sirvan para orientar los problemas 
que atender y las soluciones que poner en funcionamiento (Hagan, 2019; 
Cardullo Ortiz, 2018). Podrían también generar alianzas con las facultades 
de derecho como facilitadoras de nuevas ideas y vínculo con la sociedad 
civil a través de las clínicas jurídicas.

En suma, para mejorar el acceso a la justicia es necesario incorporar 
más que tecnología al servicio de las personas con sus derechos más vulne-
rados sino buscar formas de participación de estas personas en el proceso 
innovador. A partir de los aprendizajes y las metodologías del pensamiento 
de diseño, los profesionales y las instituciones vinculadas con el acceso a la 
justicia podrán identificar las necesidades que atender, así como las barre-
ras que sortear.
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IV. Ejemplos de referencia

A partir de los cambios producidos en la forma de analizar las innova-
ciones en el derecho y la incorporación de nuevas técnicas, se propone a 
continuación un relevamiento no exhaustivo de casos de uso. Se trata de 
diferentes iniciativas o enfoques que pueden dar lugar a innovaciones para 
mejorar el acceso a la justicia de las personas mayores.

Los ejemplos buscan identificar puntos de contacto entre las técnicas 
de innovación y el acceso a la justicia de las personas mayores con el fin de 
contribuir a la identificación de nuevas ventanas de oportunidad para el 
sector público y privado. Estos casos no se encuentran limitados a la intro-
ducción de tecnología, sino que, como se mencionó anteriormente, forman 
parte de un proceso más amplio que combina derecho, innovación y tecno-
logía para ayudar a fortalecer el acceso a la justicia en sentido amplio.

Se trata de ejemplos de diferentes características que dan cuenta del 
planteamiento multidisciplinario para la consecución de los objetivos pro-
puestos: i) fomentar la práctica del derecho de la vejez; ii) la creación de una 
especialización dentro del derecho procesal; iii) la implementación de me-
didas tecnológicas que hagan operar los cambios necesarios, y iv) la orga-
nización de eventos para abordar problemas desde un enfoque tecnológico.

a. Fomentar la práctica del derecho de la vejez

El aumento de la población envejecida traerá consigo un incremento de 
los problemas y desafíos que el derecho deberá afrontar en relación con la 
atención de este sector de la población. Por ese motivo, es necesario generar 
conocimiento, así como explorar oportunidades de práctica y especializa-
ción en el denominado “derecho de la vejez” por parte de estudios profesio-
nales y la academia.

El derecho de la vejez tiene como objeto las cuestiones legales relaciona-
das con el envejecimiento por las que atraviesan las personas. En él se adop-
ta un enfoque multidisciplinario que reconoce las conexiones entre las ne-
cesidades legales, sociales, económicas y de salud de las personas mayores 
y sus familias (Soden, 2005). Para ello, resulta fundamental el apoyo de los 
profesionales jurídicos en el trabajo de asistentes sociales, contadores, psi-
cólogos, médicos geriatras, entre otras disciplinas. Este enfoque multidisci-
plinario busca obtener una mirada completa de la situación de la persona y 
así ofrecerle soluciones que se adapten a sus necesidades particulares.

El contenido de esta incipiente rama del especialización está marcado 
por las situaciones por las que pasa una persona al llegar a la vejez. Así, con-
juga diferentes situaciones; por ejemplo, discriminación o abusos por edad, 
restricciones indebidas a la capacidad jurídica, testamentos, contratación 
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de servicios médicos, poderes y mandatos, legados, matrimonios in extre-
mis, entre otros. A su vez, constituye una oportunidad de negocios para los 
profesionales del derecho, al tratarse de un nicho de mercado desatendido, 
en constante crecimiento y con posibilidades de ocasionar disrupciones se-
gún se mencionó anteriormente.

Sin embargo, también en la práctica del derecho se debe tener cuidado 
de no caer en los enfoques edadistas. No se trata de aportar al mundo jurídi-
co una rama de estudio que conciba a las personas mayores como personas 
menos capaces y con menor independencia o autonomía, ni puede tratarse 
como una disciplina que busca la “preparación” para la muerte o la incapa-
cidad. Por el contrario, deber centrarse en sus posibilidades y ayudar desde 
el mundo jurídico a la plena realización de los objetivos de las personas en 
esa etapa de la vida.

b. Derecho procesal “geriátrico”

La lentitud de los procesos judiciales y la manera en que ello repercute 
negativamente en el derecho de acceso a la justicia de las personas mayores 
han sido señalados como un eje fundamental en la Convención Interameri-
cana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores 
y en numerosos estudios técnicos.

Algunos autores, haciendo hincapié en los extensos periodos de tiempo 
para obtener una resolución judicial y en la necesidad de incorporar modi-
ficaciones a la forma de entender las garantías, han propuesto la conforma-
ción de un nuevo derecho procesal geriátrico (Pérez Cázares, 2019). Se trata 
de un sistema procesal especial que “mediante normas procesales indepen-
dientes y autónomas brinde eficiencia y eficacia al procedimiento” (Dabove, 
2021). Señalan los autores que:

[el] Estado debe de establecer a estos destinatarios de impartición de 
justicia nuevos mecanismos jurídico-procesales que permitan un ver-
dadero acceso a la justicia sin trabas o requisitos innecesarios en donde 
se dé una apertura como un nuevo modelo de servicio de justicia para 
el adulto mayor, una política de Estado que aborde a las necesidades de 
justicia que necesitan (Pérez Cázares, 2019.)

En el mismo sentido, Blengio Valdés afirma que:

[…] una previsión normativa que permitiera elaborar una vía legal que 
habilite el accionamiento más ajustado, rápido y expedito resultaría de 
especial armonía con las previsiones de la propia Convención Intera-
mericana para la Protección de Adultos Mayores [sic] que justamen-
te ordena la adopción de disposiciones que promuevan la protección 
(Blengio Valdés, 2021.)
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También refiere la experiencia de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires que creó la figura del Defensor de la Tercera 
Edad.(4)

La reforma del proceso en el que actúen personas mayores requiere el 
establecimiento de una serie de principios y medidas que ayuden a la efec-
tiva garantía. Principios como el “interés superior del adulto mayor”, el “im-
pulso procesal de oficio” o el “in dubio pro accione” permitirían acelerar los 
tiempos de espera o eliminar barreras que obstaculizan los procesos (Pé-
rez Cázares, 2019; Blengio Valdés, 2021). Además, la instauración de nuevos 
modelos de justicia orientados a la conciliación procesal y la mediación per-
mitiría lograr plazos razonables para la solución de conflictos (Pérez Cáza-
res, 2019).

La nueva concepción acerca de la vejez y el envejecimiento hará posible 
el avance en las sentencias y los procesos que tomen en cuenta la autonomía 
y la capacidad de las partes por sobre enfoques edadistas.

c. Sistemas de alerta judicial

En el mismo orden de ideas, algunos países han implementado medi-
das tecnológicas que ayudan a operacionalizar el llamado derecho procesal 
geriátrico. El objetivo es que el proceso judicial cumpla su cometido de ga-
rantizar y hacer cumplir derechos, al tiempo que se convierta en una expe-
riencia más amigable para la persona mayor.

Es el caso del Poder Judicial del Perú, el cual estableció un sistema de 
alerta judicial para la actuación de personas mayores.(5) El Sistema es de-
finido como una funcionalidad implementada en el Sistema Integrado Ju-
dicial (SIJ), que advierte a los magistrados sobre la existencia de procesos 
judiciales en los que participan personas mayores para que se tomen las 
medidas que garanticen la celeridad en la resolución. A partir de la recep-
ción de la documentación para el inicio de un proceso, los funcionarios in-
gresan el número de Documento Nacional de las partes, y de manera au-
tomática el sistema recupera la edad de la persona, a partir de la cual se 
establecen dos condiciones:

(4) Disponible en https://defensoria.org.ar/noticias-tipo/adultos-mayores/ [fecha de 
consulta: 16 de noviembre de 2021].

(5) Directiva Nº 006-2016-CE-PJ [en línea] https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connec-
t/1a16fc804f34cb9baecdbf6976768c74/DIRECTIVA+ALERTA+JUDICIA L%28accesible%29.
pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=1a16fc804f34cb9baecdbf6976768c74 [fecha de consulta: 
16 de noviembre de 2021].
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1) Si la persona tiene o es mayor de 60 y menor de 75 años de edad, el 
sistema identificará la parte con un color representativo (ámbar) que 
significará que la parte tiene “atención preferente” para el proceso.

2) Si la persona tiene o es mayor de 75 años de edad, el sistema identifi-
cará la parte con un color representativo (rojo) que significará que la 
parte tiene “prioridad en la atención preferente” para el proceso.

A partir de esta alerta, el sistema notifica al juez actuante acerca de la 
intervención de personas mayores, a efectos de tomar las medidas de cele-
ridad sin descuidar las garantías y derechos de defensa (Sistema de Alerta 
Judicial para Personas Adultas Mayores, s/f).

Se trata de un ejemplo que posibilita, mediante la incorporación de 
tecnología de automatización y la interoperabilidad de los sistemas, tomar 
medidas que se traduzcan en un mejor acceso a la justicia, en línea a los 
principios y normas internacionales referidos.

d. Hackathons para mejorar la justicia

El entusiasmo por la innovación y las TIC en el mundo del derecho tam-
bién ha acercado prácticas propias del mundo de la tecnología con el objeti-
vo de generar nuevas ideas alrededor de los problemas. Un ejemplo ha sido 
la popularización de eventos en formato de “hackathons legales”. Utilizadas 
inicialmente en el sector de las TIC, su uso se ha expandido y ha llegado 
incluso al derecho. Se trata de sesiones de grupos de reflexión de corta du-
ración y alta intensidad, destinadas a la resolución de problemas o la gene-
ración de ideas (Wilson, 2016). Un eje central de tales hackathons legales ha 
sido brindar soluciones al acceso a la justicia (O’Leary, 2019).

En 2014, la Escuela de Derecho de la Universidad de Suffolk en Boston, 
Massachussets, organizó una hackathon bajo el título Hackcess to Justice, 
que si bien fue específicamente orientada a la mejora en el acceso a la justi-
cia de grupos de bajos recursos (Suffolk University Boston, 2014), resulta de 
referencia para el caso de las personas mayores.

El primer premio del concurso fue otorgado a una propuesta que bus-
ca facilitar la planificación para emergencias médicas. Por medio de una 
aplicación móvil sencilla e intuitiva, permite a los usuarios designar una 
persona (health care proxy) para que tome decisiones sobre los tratamientos 
médicos que recibirán en caso de una emergencia o por encontrarse impe-
didos por alguna razón (Palin, 2014). En este ejemplo se combinan las posi-
bilidades tecnológicas actuales, metodologías innovadoras para la solución 
de problemas y el conocimiento del derecho para garantizar la igualdad y 
evitar la discriminación contra las personas mayores.
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A través de la recopilación de estos casos de uso se procuró identificar 
y ejemplificar los desarrollos que suponen innovaciones en el acceso a la 
justicia por parte de personas mayores. Se trata de esfuerzos aislados en fa-
ses tempranas de implementación, lo que dificulta conocer su impacto si 
fueran aplicados a gran escala. No obstante, cumplen con las premisas del 
pensamiento del diseño de prototipar, testear y enfatizar con las necesida-
des de las personas usuarias de los sistemas de justicia.

V. Recapitulación y recomendaciones

El envejecimiento de la población puede ser visto como un logro de la hu-
manidad, aunque acarrea serios desafíos. En particular, la discriminación 
que existe contra las personas mayores, también llamada “edadismo” o “vie-
jismo”, forma parte de una realidad cultural cargada de prejuicios en torno a 
la vejez, y constituye el principal reto que superar para lograr que ese enveje-
cimiento poblacional sea una buena noticia para la sociedad en su conjunto 
y no se refleje en la violación de los derechos humanos de estas personas.

Para impulsar un cambio cultural tendiente a romper con estas actitu-
des es necesario tomar conciencia del problema en todo nivel y apoyarse 
en los principios fundamentales sobre los que se construye la sociedad, en 
concreto, el principio de igualdad ante la ley. Sobre esa base, existe un mo-
vimiento que ha impulsado un paradigma que valora a la persona mayor 
como sujeto de derecho y reivindica su valor positivo para el desarrollo sos-
tenible de la sociedad.

En ese marco, hubo avances significativos en la esfera internacional. En 
especial, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores constituyó un hito a la vanguardia del 
mundo. Este tratado regula con carácter específico el principio de igualdad 
y la prohibición de discriminación contra las personas mayores, para esta-
blecer una serie de medidas tendientes a garantizar el pleno respeto, goce y 
disfrute de todos los derechos humanos de estas personas.

El derecho y la justicia no pueden ser cómplices en la limitación de los 
derechos básicos de una persona, tales como su capacidad, libertad o auto-
nomía, por consecuencia de su edad, porque sufre una enfermedad, porque 
vive en una zona remota, o simplemente por la demora en la tramitación de 
los procedimientos. Es preciso profundizar el debate, de la mano del nuevo 
paradigma, para continuar ajustando las estructuras jurídicas e institucio-
nales a las necesidades de todas las personas y a los tiempos que corren, 
para que sean verdaderamente garantes del derecho básico de igualdad.

En ese marco confluyen dos tendencias que la pandemia pareció de-
mostrar que estaban destinados a caminar de la mano: la búsqueda de la 
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innovación en el derecho y el paradigma del envejecimiento activo con 
igualdad. Como se describió, el derecho no ha sido ajeno a considerar la 
innovación como una dimensión a ser incorporada en los análisis, al tiem-
po que en diversas áreas introdujo a las tecnologías de la información y la 
comunicación.

A lo largo del presente análisis se indicó que, en el caso de las perso-
nas mayores y el acceso a la justicia, hay una oportunidad para innovar 
en igualdad. Hay un campo fértil para que la innovación sea el puente que 
contribuya a la humanización de la justicia en aquellos aspectos que la per-
sona parece solo un número. Se trata de acercar a las personas cuando la 
distancia o las barreras de accesibilidad impiden encontrarse cara a cara, 
y de ayudar a tomar conciencia de actitudes involuntarias que, sin saber-
lo, redundan en obstáculos adicionales para que puedan acceder u obtener 
una rápida resolución de sus reclamos. Sobre esto último, la presencia de 
la discriminación por edad, tanto en la práctica de la profesión legal como 
en todos los ámbitos de resolución de controversias, debe ser objeto de con-
cientización, incluyendo los programas de formación curricular de las fa-
cultades de derecho.

La clave radica en activar el ingenio y adaptar soluciones que en otros 
ámbitos de la vida ya se tornan cotidianas al servicio de esta causa. Para 
ello, es preciso derribar algunos muros de resistencia a los cambios que 
suelen estar presentes en las instituciones centenarias que rigen a las re-
públicas de nuestra región. Los ejemplos descritos son apenas una aproxi-
mación para contribuir a la promoción del debate en torno a la generación 
o emulación de prácticas innovadoras en el derecho como forma de brindar 
la debida diligencia y el tratamiento preferencial cuando personas mayores 
forman parte de un proceso administrativo o judicial. Los nuevos estudios 
en derecho procesal, la implementación de tecnología, la introducción de 
técnicas de innovación, e incluso la práctica desde la abogacía del derecho 
de la vejez con carácter holístico, servirán como mecanismos provechosos 
para introducir ajustes a la luz de los modernos preceptos de la Convención 
Interamericana para la Protección de los Derechos Humanos de las Perso-
nas Mayores.

No obstante, como se desprende de los ejemplos, no se trata solo de un 
esfuerzo que carga sobre el sector público; también es una oportunidad 
para el sector privado de generar nuevas oportunidades de negocio en los 
albores de la disrupción y sobre un sector de la población que crece de for-
ma sostenida y exponencial. La prestación de estos servicios por parte de 
estudios jurídicos, profesionales independientes, organizaciones sin fines 
de lucro, startups y empresas en general puede tener un rol clave en aras de 
los objetivos trazados por el marco internacional para las personas mayores.
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A su vez, el relevamiento se inserta en un campo de estudio más amplio 
como es la innovación del derecho. Aunque se trata de un campo de estudio 
que se encuentra en etapa de desarrollo, es previsible que, acompañando 
tendencias de otras disciplinas científicas, el interés aumente en los próxi-
mos años con la maduración de nuevas herramientas como el ChatGPT. 
Muchas de las ideas aquí plasmadas pueden resultar ajenas al derecho y los 
servicios de justicia. Sin embargo, son técnicas que se encuentran en uso en 
otras disciplinas desde hace años y con resultados alentadores. Parte de los 
procesos que deben atravesar los operadores del derecho tiene que ver con 
el aprovechamiento de los conocimientos de gestión y administración de 
otros campos y profesiones, para aplicarlos a su disciplina.

Como se dijo, incorporar tecnología es solo una de las formas que puede 
utilizar el derecho para innovar. Existen muchas otras, y la cultura pospan-
demia ofrece el marco ideal para empezar a pensar en ellas. La experiencia 
demuestra que las oportunidades para mejorar el acceso a la justicia de las 
personas mayores a través de la innovación tienen el potencial de resultar 
en soluciones que servirán al propósito general de garantizar el acceso a la 
justicia para la población en su conjunto.
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RESUMO. No presente trabalho é analisado o processo de regulação de 
honorários profissionais de advogados previsto no art. 144 da Lei nº 15.750, 
abordando os múltiplos debates que surgiram a respeito: sua natureza, objeto, 
sujeitos, estrutura processual, sentença e regime de impugnação.

PALAVRAS - CHAVE. Honorários profissionais. Sem acordo. Advogados. 
Atividade judicial. Regulação.

1. Introducción

El art. 144 de la Ley Nº 15.750 “Ley Orgánica de la Judicatura y de Or-
ganización de los Tribunales” (en adelante, “LOT”), consagró un proceso 
especial para la regulación de los honorarios profesionales de abogados que 
se hayan generado “en actividad judicial” y “que no hayan sido concerta-
dos” previamente(1).

Por la misma estructura serán regulados los honorarios profesionales de 
procuradores (art. 158 de la LOT), peritos (art. 185.4 del C.G.P) y árbitros (art. 
498.2 del C.G.P), sin perjuicio de que en este trabajo nos detendremos en la 
regulación de los honorarios de los abogados.

Tal como lo analizaremos, se trata de un proceso respecto del cual se 
han planteado una serie de discusiones, respecto de las cuales pretendere-
mos arrojar luz.

2. Naturaleza del proceso

En el ámbito de la doctrina y la jurisprudencia, se ha discutido la na-
turaleza de este proceso. Hay quienes estiman que se trata de un proceso 
incidental, hay quienes sostienen que su naturaleza puede ser dual (según 
el caso), y hay quienes estiman que se trata de un proceso principal.

Quienes sostienen que se trata de un proceso incidental, lo hacen refi-
riendo a que el art. 144 de la LOT, establece que, en caso de que el deman-
dado se oponga a la demanda de regulación de honorarios, el trámite de la 
oposición “se sustanciará en la forma correspondiente a los incidentes”.

Por su parte, otros como FRESSIA y YAMGOTCHIAN (1988, p. 346), sos-
tienen que “la naturaleza de este proceso no es única”, por lo que podrá ser 
autónomo y principal o incidental. Los autores, señalan que BARRIOS DE 
ANGELIS justificaba esa dualidad, señalando que “si el proceso en que se 

(1) La estructura prevista en el art. 144 de la LOT se encuentra en plena vigencia en nues-
tro ordenamiento, en virtud del art. 545 lit. F) del C.G.P que incorporó “el proceso de regula-
ción de honorarios establecido por el artículo 144 de la Ley Nº 15.750” al elenco de excepcio-
nes de disposiciones derogadas por el C.G.P (el que se mantuvo en idéntica redacción luego 
de la reforma de la Ley N° 19.090). 
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generaron los honorarios no ha terminado con sentencia pasada en autori-
dad de cosa juzgada, el proceso de regulación de honorarios es un inciden-
te; si ha ocurrido la cosa juzgada, el objeto es principal”.

Asimismo, otros autores como GOMES (2013) y PEDROZO y ARIAS 
(2017), sostienen que se trata de un proceso principal, atendiendo al objeto 
que se persigue por medio de esta estructura.

Ello no constituye una cuestión puramente teórica. Por el contrario, su 
naturaleza determinará, por ejemplo, qué tipo de sentencia es la que resuel-
ve la pretensión regulatoria.

La discusión acerca de su naturaleza permanece vigente hoy en día. 
Muestra de ello es la Sentencia N° 100/2023 de fecha 10 de mayo de 2023, 
dictada por el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 7° Turno:

Se ha considerado en fallos antecedentes, por los Sres. Ministros, Dres. 
Edgardo Ettlin y María Cristina Cabrera, que este proceso de regula-
ción de honorarios generados en juicio y que no se hayan concertado, 
es de carácter principal y autónomo, legislado en la norma antedicha, 
por cuyo mérito la presente sentencia tiene naturaleza jurídica de sen-
tencia definitiva. Por su parte, la Sra. Ministra, Dra. Loreley Pera —
manteniendo la posición sostenida en el Similar de Quinto Turno que 
integrara anteriormente—, considera que se trata de una sentencia in-
terlocutoria en virtud del carácter incidental del proceso en el que se 
dicta.

Por nuestra parte, creemos que se trata —en todos los casos— de un 
proceso principal, lo cual se desprende de que su objeto no es otro que re-
gular los honorarios causados “en actividad judicial” y “que no hayan sido 
concertados” previamente.

3. Objeto del proceso

En términos generales, el objeto del proceso es lo que se pide al tribunal. 
Señala VALENTIN (2013, p. 106) que:

el objeto del proceso es por una parte una insatisfacción jurídica, origi-
nada por el perjuicio causado por la falta de adecuación de la realidad 
a lo que debería ser de acuerdo a las normas jurídicas; y por otra parte, 
el requerimiento de que esa insatisfacción sea jurídica sea eliminada. 
A partir de este razonamiento pueden advertirse que en el objeto de 
cualquier proceso jurisdiccional pueden distinguirse tres cuestiones: 
por un lado, los “hechos” cuya existencia o inexistencia se afirma y que 
forman parte del supuesto de ciertas normas; por otro, las “normas de 
derecho” que tienen como supuesto ciertas clases de hechos, y a los 
cuales, de haber ocurrido, le atribuye ciertas consecuencias jurídicas, 
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finalmente, la “solicitud” o “requisitoria” de que se imponga la conse-
cuencia normativa.

Del art. 144 de la LOT se desprende que el objeto del proceso consiste en 
regular los honorarios causados “en actividad judicial” y “que no hayan sido 
concertados” previamente.

En primer lugar, la norma exige que los honorarios profesionales que se 
pretendan regular se hayan generado “en actividad judicial”. En mérito a 
ello, no se pueden pretender por esta vía los honorarios que se hubieran ges-
tado, por ejemplo, como consecuencia de la redacción de una serie de con-
tratos comerciales, el asesoramiento en la liquidación de haberes laborales 
para el pago de empleados, o por el desarrollo de un due diligence previo a 
una operación de compra(2).

En efecto, es necesario que se haya tramitado un proceso en el que el 
abogado haya intervenido (arts. 31 y 144 de la LOT).

Sin embargo, corresponde hacer la siguiente aclaración. Lo que viene de 
decirse no implica que ninguna tarea extrajudicial pueda ser considerada 
en este proceso. Por el contrario, ellas pueden ser tenidas en cuenta cuan-
do se desprendan del propio expediente (cfr. FRESSIA y YAMGOTCHIAN, 
1988, p. 346), o cuando se hayan desarrollado con ocasión de la actividad 
judicial y sean acreditadas en el proceso de regulación de honorarios (por 
ejemplo, la tarea de preparación de audiencias y entrevista con testigos).

No obstante, en ambos casos resulta imprescindible la existencia de la 
ya mencionada actividad judicial (a las que se coligan esas actividades ac-
cesorias), para poder tenerlas en cuenta.

En segundo lugar, la norma requiere que los honorarios profesionales 
“no hayan sido concertados” previamente.

FRESSIA y YAMGOTCHIAN (1988, pp. 344-345), siguiendo a ARLAS, se-
ñalaban que existen cuatro grandes mecanismos para determinar los ho-
norarios profesionales de los abogados y su forma de percepción:

(i) por convenio de partes, esto es, mediante la suscripción de un con-
trato de honorarios en el que se establezca el monto y la forma de 
pago de los servicios profesionales;

(2) Nuestra jurisprudencia es conteste en lo que se viene de señalar. A vía de ejemplo, 
el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 2° Turno ha sostenido que: “a los efectos de la esti-
mación de la labor extrajudicial desarrollada por el actor, la vía correspondiente no es la del 
art. 144 inc. 2 de la Ley N.º 15,750, aplicable a supuestos de honorarios concertados por acti-
vidad judicial” (TAC 2°, Sentencia N° 179/2018 de fecha 14 de noviembre de 2018, disponible 
en BJN).
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(ii) por pacto de cuota litis (lo que en la práctica forense se conoce 
como “honorarios a resultado”), por medio del cual se establece un 
porcentaje que el abogado percibirá en caso de que su cliente resul-
te victorioso en el proceso;

(iii) a través de una relación de dependencia; y

(iv) mediante la fijación judicial de honorarios.

Al respecto, la jurisprudencia ha sido conteste al señalar:

Lo que la ley requiere es que los honorarios no fueran concertados, para 
que pueda seguirse el proceso de regulación de honorarios, no estable-
ce que los honorarios deban ser concertados solamente de una forma 
determinada, de modo que cualquier tipo de acuerdo ya descarta la 
existencia del presupuesto requerido por el art. 144 de la ley 15.750 para 
la procedencia del juicio de regulación de honorarios(3).

La estructura procesal regulada en el art. 144 de la LOT exige que los ho-
norarios “no hayan sido concertados” previamente lo que implica que “no 
pueda probarse por escrito que su monto ha sido previamente concertado” 
(ABAL, 1993, p. 67). Precisamente el art. 144 de la LOT señala que: “Los abo-
gados podrán concertar con la parte, los honorarios y la forma de pagarlos. 
Dicho acuerdo deberá ser probado por escrito”.

En definitiva, cuando no se cumplan con estos presupuestos, exigidos 
de forma acumulativa (esto es, que se hayan generado “en actividad judi-
cial” y “que no hayan sido concertados”), no se podrá acceder a la vía pre-
vista en el art. 144 de la LOT.

Fuera del ámbito previsto en el art. 144 de la LOT, corresponderá sus-
tanciar la pretensión por la estructura del proceso ordinario o en su caso, 
de cumplirse los requisitos, por la estructura monitoria. Al respecto, señala 
ABAL (1993, 67):

Como regla general debe tomarse la establecida por el art. 348 C.G.P., 
norma que como es sabido establece que ‘tramitarán por el proceso or-
dinario todas aquellas pretensiones que no tengan establecido un pro-
ceso especial para su sustanciación’. De allí que cualquier pretensión 
vinculada al contrato de servicios profesionales de abogado o procu-
rador, como ser una solicitud de rescisión, cumplimiento del servicio, 
pago del precio, etc., deberá necesariamente tramitar por la vía del pro-
ceso ordinario, incluyéndose la pretensión del cliente de que se fije el 
honorario que se le adeuda (art. 11 C.G.P.). Sin embargo, es posible que, 

(3) Tribunal de Apelaciones del Trabajo de 1° Turno, Sentencia N° 86/2021 de fecha 10 de 
noviembre de 2021, disponible en BJN. 
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en algunos supuestos de pretensión de cobro de honorarios pactados 
previamente, los acreedores puedan acudir, si se dan los extremos exi-
gidos por la ley para tales casos, a los procesos monitorio ejecutivo (arts. 
353 y sigts. C.G.P.) o monitorio simplificado (arts. 377 y sigts. C.G.P).

Sobre la procedencia del proceso ejecutivo en un contrato de prestación 
de servicios profesionales, señala SOBA (2021, p. 71) que:

si hay un convenio suscrito, entre abogado o abogada y cliente, y del 
mismo surge la obligación de pagar cantidad de dinero líquida (o fá-
cilmente liquidable) y exigible (no sometida a plazo ni condición), se 
podría configurar un título ejecutivo, siempre que se cumpla con todos 
los otros requisitos (CGP uruguayo, artículo 353, entre otros).

4. Sujetos del proceso

4.1. Tribunal

El art. 31 de la LOT establece una regla de asignación de competencia: 
“De las gestiones o reclamaciones por honorarios no concertados conocerá 
el tribunal ante quien se hayan causado éstos, o ante quien exista el expe-
diente en el momento de la gestión”.

Esta norma se encuentra en total armonía con lo previsto en el art. 144 
de la LOT al requerir como presupuesto la generación de los honorarios “en 
actividad judicial”.

Como indica SOBA (2021), es una regla en materia de competencia que 
favorece la economía procesal y simplifica la producción o diligenciamien-
to de la prueba. En particular, “hace más sencillo contar con la prueba do-
cumental, que es el propio expediente, en donde se ven reflejadas las actua-
ciones judiciales correspondientes” (SOBA, p. 81).

El art. 31 de la LOT establece un supuesto de acumulación competen-
cial (tribunal ante quien se causaron los honorarios o ante quien existe el 
expediente) que será resuelta en función del criterio de la prevención (art. 
7 de la LOT). En algunos casos, el juez competente será el mismo órgano 
ante quien se causaron los honorarios y ante quien “exista” el expediente 
al momento de la gestión (esto es, al momento de la promoción del proceso 
de regulación). Ello sucede cuando, por ejemplo, se pretenden regular los 
honorarios generados ante la Suprema Corte de Justicia por la tramitación 
de un recurso de revisión o por la promoción de una acción de inconstitu-
cionalidad.

La concurrencia de foros ha generado la discusión de sí es admisible el 
recurso de apelación (art. 144 de la LOT), cuando la demanda regulatoria se 
ha planteado ante un Tribunal de Apelaciones por ser este el órgano “ante 
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quien exista el expediente en el momento de la gestión”. Y ello por la sencilla 
razón de que el tribunal de alzada sería la Suprema Corte de Justicia.

Este problema es extensible a los supuestos en los que el Tribunal de 
Apelaciones es “el tribunal ante quien se hayan causado éstos” (por ejemplo, 
cuando se tramitó una acción de nulidad de actos de personas públicas no 
estatales de seguridad social, art. 270 de la Ley N° 20.130).

Sobre el tema, FRESSIA y YAMGOTCHIAN (1988, p. 349), expresaron 
que:

Se acepta la revisión de la sentencia del Tribunal de Apelaciones por el 
recurso de apelación por cuanto no existe norma expresa que lo niegue 
y por consiguiente rige el principio de doble enjuiciamiento. Siendo así 
debe concluirse que el órgano de alzada en este caso sería la Suprema 
Corte de Justicia conforme al art. 239 inc. 8° de la Constitución(4).

Por nuestra parte, y sin desconocer la complejidad de la cuestión, com-
partimos la solución defendida por FRESSIA y YAMGOTCHIAN, conside-
rando que el derecho a la doble instancia constituye una manifestación del 
debido proceso, derivada del art. 12 de la Constitución, el lit. H del art. 8 del 
Pacto de San José de Costa Rica, y la Opinión Consultiva N° 11-90 de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (cfr. ALMEIDA IDIARTE, 2019).

Sin perjuicio de ello, sugerimos la presentación de la demanda regulato-
ria ante un órgano de menor jerarquía que la de los Tribunales de Apelacio-
nes, es decir, “el tribunal ante quien se hayan causado éstos”, siempre que 
ello fuera posible.

Naturalmente, cosa distinta podría entenderse para los supuestos en los 
que interviene directamente la Suprema Corte de Justicia, puesto que, al 
margen de la imposibilidad operativa de tramitar una segunda instancia, 
la propia Corporación ha estimado que no existe violación al derecho a la 
doble instancia cuando el proceso se resuelve por un órgano colegiado de 
máxima jerarquía.

4.2. Partes

El art. 144 de la LOT indica que la demanda de regulación de honorarios 
generados en actividad judicial que no hayan sido concertados, puede ser 
promovida “a petición de cualquiera de los interesados en su cobro o en su 
pago”.

(4) El inc. 8° del art. 239 de la Constitución expresa que la Suprema Corte de Justicia tie-
ne como cometido: “Cumplir los demás cometidos que le señale la ley”.
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Por lo tanto, al incluirse un elenco amplio de legitimados, para identifi-
car quienes pueden ser parte en este proceso conviene referir a las preten-
siones que se pueden ventilar.

Siguiendo a ABAL (1998, p. 69), es posible movilizar las siguientes pre-
tensiones:

“a) del abogado o procurador contra su cliente”

“b) del abogado o procurador, como sustituto procesal del cliente (solu-
ción que indica el art. 144, penúltimo párrafo, contra la contraparte con-
denada a abonar al ganancioso los honorarios de sus profesionales; o, de 
darse el caso especial previsto en el art. 60 C.G.P. (condena solidaria al 
apoderado), contra el apoderado del condenado en costos”;

“c) del cliente contra la contraparte condenada a abonar al ganancioso 
los honorarios de sus profesionales; o contra el apoderado de esa contra-
parte en el supuesto señalado en último término en el anterior literal”;

“d) del cliente contra su abogado o procurador”; y

“e) del condenado a abonar al ganancioso los honorarios de sus profesio-
nales contra el favorecido por la condena; incluyéndose en esta preten-
sión la del apoderado del condenado en el caso del art. 60 C.G.P.”.

El referido procesalista, realiza las siguientes precisiones:

“I) la pretensión señalada en el inciso ‘c’ precedente puede ser planteada 
por el actor a través de este proceso o por medio de una ejecución de sen-
tencia (con monto ilíquido) en el mismo proceso donde se dictó la conde-
na contra su contraparte al pago de los costos (a más, naturalmente, de la 
posibilidad que siempre existe de acudir al proceso ordinario, de mayores 
garantías)”;

“II) las pretensiones señaladas en los incisos ‘a’ y ‘b’, deberán dirigirse no 
sólo contra el cliente o contra el condenado en costos, sino contra ambos, 
si es que existió efectivamente tal condena (párrafo tercero del art. 144 
L.O.T.), sin perjuicio que al ejecutar la sentencia el profesional pueda ele-
gir contra el patrimonio de cuál de ellos va a dirigirse”;

“III) las pretensiones identificadas en los incisos ‘c’, ‘d’ y ‘e’ parecería que 
debieran también realizarse con citación del condenado en costos y del 
profesional, existiendo en estos casos la misma ‘ratio legis’ que justifica 
dicha preceptiva citación de todos los interesados cuando se plantean las 
pretensiones identificadas en los incisos ‘a’ y ‘b’”; y

“IV) las pretensiones señaladas en los incisos ‘d’ y ‘e’ se refieren exclusiva-
mente a la regulación del honorario y no a su cobro, aunque luego pueden 
ser seguidas de un proceso, independiente, de oblación y consignación”.
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Como se desprende del análisis exhaustivo que realiza el Profesor ABAL, 
la idea es involucrar en la litis a todos los sujetos que pudieran resultar inte-
resados en la cuestión.

Cabe aclarar que si bien el abogado patrocinante de la parte gananciosa 
no es el titular del derecho de crédito emanado de la condena en las costas 
y costos, el art. 144 de la LOT no solo incorpora un amplio abanico de legiti-
mados al habilitar a “cualquiera de los interesados en su cobro o en su pago” 
sino que el inciso tercero específicamente regula aquella hipótesis en la que 
“la petición se formula por el abogado”, por lo cual también tienen legitima-
ción activa para iniciar una demanda por regulación de honorarios.

En jurisprudencia se ha reconocido la legitimación del abogado patro-
cinante de la parte gananciosa en la condena en costas y costos a título de 
subrogante (art. 1295 del C.C.) y siempre que sus honorarios no hubieren 
sido satisfechos.

A su vez, en este proceso se puede identificar la conformación litiscon-
sorcios facultativos con necesidad de sentencia uniforme (por ejemplo, en-
tre el condenado y el apoderado), siendo que la sentencia que determina la 
regulación de honorarios tendrá los mismos efectos para ambos (es decir, 
los honorarios no pueden estar regulados en un sentido para uno y en otro 
sentido para el otro).

4.3. Terceros

La posibilidad de provocar la intervención de terceros será abordada al 
momento en que analicemos las actitudes que puede asumir el demanda-
do. Sin embargo, consideramos que, eventualmente, podría verificarse la 
intervención espontánea de terceros coadyuvantes.

Piénsese en el siguiente ejemplo. El abogado promotor de la regulación 
generó sus honorarios en un proceso al que accedió a través de un abogado 
que, sin intervenir en el proceso, recomendó el trámite del asunto a otro 
colega (lo que se suele denominar “abogado de referencia” o “referral law-
yer”). A su vez, el abogado de referencia convino documentalmente el cobro 
de una comisión de lo que el abogado actuante obtuviera por su actividad 
profesional en juicio. En tales supuestos, resulta claro que el “abogado de 
referencia” tendrá un interés en que se resuelva el proceso de regulación, 
para poder hacer efectivo el cobro de su comisión. De este modo, podrá in-
tervenir en el proceso coadyuvando al abogado al que refirió.

En efecto, y pese a la especialidad de este proceso, no es posible cerrar 
las puertas a los terceros.
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5. Estructura procesal

5.1. Improcedencia de conciliación

De conformidad con lo previsto en el núm. 1° del art. 294 del C.G.P., no 
debe cumplirse con el requisito previo de la conciliación: “Se exceptúan de 
la conciliación previa: 1) Los procesos que no se tramiten por la vía conten-
ciosa ordinaria (artículos 337 a 345)”.

5.2. Demanda

Como señalan PEDROZO y ARIAS (2017, p. 85):

la demanda, como acto de proposición y alegación, debe cumplir con 
los requisitos previstos en el Artículo 117 del C.G.P., es decir, debe con-
tener una referencia clara y concisa de los sujetos, la causa y el objeto 
pedido, de manera clara, acompañando la prueba documental de la 
que pretenda servirse, así como la indicación de los restantes medios 
de prueba que se pretenda su diligenciamiento.

La demanda debe presentarse en el expediente en el que se hayan cau-
sado los honorarios. Posteriormente, el tribunal ordenará la formación de 
una pieza para su tramitación.

En la demanda regulatoria se debe hacer expresa mención de las activi-
dades que dieron lugar a la generación de los honorarios.

Asimismo, deben surgir los parámetros sobre los cuáles se ha arribado 
a la cuantificación de los honorarios. Como indica el art. 144 de la LOT, a los 
efectos de la regulación de honorarios no concertados, “se tendrá en cuenta 
la importancia económica del asunto de acuerdo a los valores de la fecha de 
la demanda de regulación, su complejidad, el trabajo realizado, la eficacia 
de los servicios profesionales y, en cuanto corresponda, el arancel de la aso-
ciación profesional vigente en el momento de presentarse la demanda de 
regulación.”.

Los mencionados criterios que establece el art. 144 de la L.O.T., coin-
ciden parcialmente con los que enuncia el Arancel del Colegio de Aboga-
dos (CAU) del Uruguay en su art. 5, por ejemplo: la importancia jurídica 
del asunto, la eficacia de los servicios profesionales en función del bene-
ficio económico y moral que obtuviere el patrocinado con la intervención 
profesional, la naturaleza de los servicios, la complejidad del asunto y el 
trabajo realizado, la duración de la asistencia profesional (nótese que el 
Arancel en su art. 5 también incluye como criterios el nivel de vida o la si-
tuación económica del cliente y la representación de que ha sido investido 
el abogado).
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No obstante, se han generado discusiones tanto a nivel jurisprudencial 
como doctrinario en relación a la aplicación o no del arancel fijado por el 
CAU, por entender que el mismo no es vinculante y además se aleja de la 
realidad. Nótese que el art. 144 de la LOT establece que se tendrá en cuen-
ta “en cuanto corresponda, el arancel de la asociación profesional vigente”, 
esto es, el Arancel del Colegio de Abogados del Uruguay(5) (CAU).

Como viene sosteniendo desde hace mucho tiempo nuestra jurispru-
dencia, en el caso de no existir acuerdo los honorarios deben determinarse 
de conformidad al “precio de costumbre” (Código Civil, art. 1834) y el Aran-
cel debe aplicarse con criterios de razonabilidad y ponderación. Señala 
GUERRA (2010) que:

el camino que va adoptando la jurisprudencia sobre el particular, ob-
servando una evolución en el sentido de ir separándose cada vez más 
del Arancel profesional hasta llegar a asumir que el mismo hoy, ya no 
es siquiera la pauta de costumbre a tener en cuenta, pese a lo dispuesto 
por el art. 144 inciso segundo de la L.O.T., afirmándose incluso que es 
necesario adoptar otras pautas que derivan de la costumbre con sus-
tento en la realidad invocándose el art. 1834 del C.C.

Asimismo, expresa SOBA (2021, p. 76) que:

Los tribunales acuden al concepto indeterminado de precio de costum-
bre, empleado en el artículo 1834 del Código Civil, previsto en materia 
de arrendamiento de servicios, por considerar que el Arancel del Cole-
gio de Abogados del Uruguay resulta cuestionable “en un mercado que 
reiteradamente y en los hechos”, se aparta del precio resultante de la 
aplicación del Arancel para reducirlo, en ocasiones, en forma muy con-
siderable. Esa falta de concordancia entre el Arancel y el mercado no 
es objeto de prueba, incluso se lo llega a considerar como un «hecho 
notorio» fruto de lo que “habitualmente acontece, dentro de un merca-
do fuertemente competitivo y afectado por la situación económica del 
país”. Ello hace que no se comparta la aplicación mecánica de las nor-
mas arancelarias (cfr., Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 6° Turno, 
sentencia n° 49/2016)

En la misma línea se ha pronunciado nuestra jurisprudencia: “El Aran-
cel del Colegio de Abogados no es vinculante y por ende su aplicación no es 
preceptiva, máxime cuando desde hace años dejó tan siquiera de revelar el 
precio de costumbre”(6).

(5) Destacamos que en Uruguay no existe colegiación obligatoria

(6) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 2° Turno, Sentencia N° 152/2020 de fecha 5 de 
agosto de 2020, disponible en BJN
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Más allá de esta discusión sobre la aplicación del arancel, en cuanto a 
lo estrictamente procesal, surge la duda de si el promotor del proceso de 
regulación de honorarios tiene la carga de establecer una liquidación deta-
llada que ilustre las bases de cálculo que se ha tomado para llegar al monto 
que se pretende (realizando una traducción numérica de los criterios que 
se explicitaron por escrito), o si por el contrario, basta con una justificación 
expositiva y la identificación de una suma final.

A diferencia de lo que se establece en otros procesos (véase, por ejemplo, 
el art. 8 de la Ley N° 18.572 para el proceso laboral), no hay una exigencia 
legal expresa que requiera la formulación de una liquidación detallada que 
ilustre las bases de cálculo para movilizar correctamente la pretensión. De 
hecho, existen pronunciamientos en los que sin haberse formulado una li-
quidación han amparado la demanda regulatoria. En este sentido, el Tribu-
nal de Apelaciones en lo Civil de 2° Turno, en un caso en el que el demanda-
do objetó la no formulación de la liquidación detallada expresó:

Si bien asiste razón al recurrente en cuanto a que el actor no realizó una 
liquidación y ni siquiera citó al arancel del CAU, ello no resulta impedi-
mento para defenderse como lo hizo y para permitir el progreso de su 
acción(7).

Sin embargo, no pueden desconocerse otros pronunciamientos en los 
que se ha objetado la falta de liquidación con la sola identificación de una 
suma final:

De los propios términos de la demanda no surge en forma clara y de-
tallada cuáles son los honorarios reclamados, en que procesos fueron 
generados, las bases, pautas y liquidación del monto al que arriba de 
UR 1.535 en función del Arancel del Colegio de Abogados pertinente(8).

Por ello, resultará conveniente formular una liquidación detallada que 
trasluzca los criterios aplicados en el caso concreto y las consideraciones 
expuestas de forma escrita, lo que permitirá fortalecer el planteo y el ejerci-
cio de la contradicción.

Por último, cabe destacar que la demanda de regulación de honorarios 
puede ser modificada en los términos previstos en el art. 121.1 del C.G.P., 
debiéndose interpretar que puede modificarse hasta tanto no se haya dedu-
cido oposición o hasta tanto no hayan vencido los 10 días otorgados a tales 
efectos.

(7) Sentencia N° 5-201/2017 de fecha 13 de diciembre de 2017, disponible en BJN. 

(8) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 4° Turno, Sentencia N° 15/2022 de fecha 18 de 
marzo de 2022, disponible en BJN. 
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Eventualmente, podría caber la posibilidad de que se invoquen hechos 
nuevos (art. 121.2 del C.G.P.), aunque ello resulta poco probable puesto que 
los honorarios ya se habrían causado.

5.3. Control de la demanda y citación a la parte contraria

El tribunal realizará el control de admisibilidad de la demanda, en los 
términos previstos en el art. 119 del C.G.P., y citará a la contraparte por el 
término de 10 días hábiles y perentorios (inc. 3° del art. 144 de la LOT).

Debe tenerse en cuenta que: “Si la petición se formula por el abogado, se 
sustanciará con citación del patrocinado y, también de la parte contraria si 
ésta hubiere sido condenada en costos. El plazo de la citación será de diez 
días particulares y perentorios”.

Como establece la norma, la citación se cumplirá en el domicilio real del 
citado, excepto tratándose del condenado en costos, el que puede ser citado 
en el domicilio procesal electrónico que constituyó en el proceso en el que 
se generaron los honorarios.

El trámite procesal que corresponde seguir dependerá de si media o no 
media oposición.

Si no se deduce oposición, los autos se pondrán al despacho para sen-
tencia; mientras que, si se deduce oposición, se dará traslado de la misma y 
se sustanciará de forma correspondiente a los incidentes. En términos prác-
ticos, PEDROZO y ARIAS (2017, p. 85), indican que se suele decretar en los 
siguientes términos: “Por deducida demanda de regulación de honorarios. 
Con citación a domicilio del demandado por 10 días, vuelvan para sentencia 
regulación” o “Autos para sentencia de regulación de honorarios, con cita-
ción a domicilio del demandado por el término de 10 días”.

FRESSIA y YAMGOTCHIAN (1988, pp. 349-350), advertían que “La par-
ticular solución legal por la cual frente a la demanda regulatoria el Juez 
provea autos para sentencia con citación contraria, ha inclinado a parte de 
nuestra doctrina a calificar a este proceso de ‘modelo’ monitorio”.

Sin embargo, asiste razón a los autores al concluir que ello no es así. Por 
su claridad, nos remitimos a sus comentarios:

Consideramos que, sólo entendiendo el modelo monitorio en un sen-
tido muy amplio, éste puede dar cabida al proceso que nos ocupa. Co-
rrientemente se entiende como monitorio aquel proceso en el cual el 
Juez provee sobre el fondo de lo pedido en la demanda, sin escuchar 
al demandado. Esto sería, en el presente caso, que el Juez acogiera la 
pretensión regulatoria inaudita altera parte, aunque sometiendo su de-
cisión a la condición de que no se formulara oposición por la otra parte 
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en un plazo determinado. Sin embargo, en el caso de regulación de ho-
norarios, vemos que no es ese el modelo legal. Aquí lo que se resuelve 
es la mera subida de los autos al despacho para resolución, a condición 
de que, previa citación contraria, no se formule oposición. Es decir que 
no hay en el comienzo resolución de fondo, sino que sólo se dispone un 
acto de mera ordenación de trámite: subir los autos al despacho para 
resolver. Esto aleja al procedimiento en estudio de los monitorios es-
tricto sensu.

En la misma línea, PEDROZO y ARIAS (2017, p. 86), sostienen que:

La particularidad de esta tramitación podría llevar a sostener la simi-
litud con los procesos monitorios (Arts. 351 y siguientes) así como con 
lo que se resuelven mediante ‘providencia con citación’ (Art. 202 del 
C.G.P.). Esta similitud a nuestro entender sería únicamente aparente, 
en tanto en la providencia inicial de triple contenido, por un lado, como 
en la providencia que queda condicionada a la falta de oposición por el 
otro, el Magistrado actuando está resolviendo sobre el fondo. En el caso 
del proceso de regulación de honorarios, el contenido de dicha resolu-
ción es ‘de trámite’, desde que únicamente se resuelve sobre la puesta al 
despacho del expediente para estudio y posterior sentencia, condicio-
nada a la falta de oposición.

5.4. Falta de oposición

Como hemos visto, la falta de oposición determinará que los autos se 
pongan al despacho para el dictado de la sentencia. Es de considerar que 
este supuesto opera solo para el caso en que ninguno de los sujetos citados 
haya deducido oposición.

La falta de oposición responde a los supuestos de incomparecencia, 
mera comparecencia, y allanamiento total.

PEDROZO y ARIAS (2017, p. 86), estiman que la falta de oposición (por 
no haber comparecido o no contestar la demanda) torna aplicable la regla 
de la admisión tácita de hechos conforme a lo previsto en el art. 130.2 del 
C.G.P. Sin embargo, aclaran que:

teniendo en cuenta la naturaleza de la pretensión de autos, considera-
mos que dicha consecuencia jurídica tal cual podríamos llegar a verla 
en otros supuestos, en materia de honorarios será de difícil aplicación, 
en tanto la actividad jurisdiccional, se constriñe o limita a determinar, 
fijar o justipreciar los honorarios por la actividad realizada en los autos 
que se generaron, con ajenidad a hechos personales sobre los cuales el 
demandado debe pronunciarse.

Asiste razón a los autores al sostener que, en la práctica, no resulta tan 
sencilla la aplicación de dichas reglas. El tribunal tendrá a la vista el expe-
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diente en el que se gestaron los honorarios causados, y podrá identificar, 
por ejemplo, si las actividades relacionadas en la demanda regulatoria se 
condicen o no se condicen con las actuaciones cumplidas previamente. En 
este punto debe recordarse que la admisión tácita de hechos se produce, 
“en cuanto no resultaren contradichos por la prueba de autos” (art. 130.2 
del C.G.P.).

Asimismo, debe advertirse que la falta de oposición no produce la au-
tomatización de la pretensión planteada. Como vimos, el art. 144 de la 
LOT, ordena al tribunal considerar: “la importancia económica del asunto 
de acuerdo a los valores de la fecha de la demanda de regulación, su com-
plejidad, el trabajo realizado, la eficacia de los servicios profesionales y, en 
cuanto corresponda, el arancel de la asociación profesional vigente en el 
momento de presentarse la demanda de regulación”, factores que pueden 
analizarse aún sin oposición.

Sobre el tema, la jurisprudencia ha señalado que: “en principio, la regla 
de admisión solo alcanza a las circunstancias fácticas en que se funda una 
pretensión, pero no a la estimación del monto de los honorarios, puesto que 
tal extremo constituye una quaestio iuris”(9).

A su vez, la demanda puede ser desestimada, aún en ausencia de oposi-
ción, en aquellos casos en los que el actor no haya cumplido con la carga de 
la sustanciación.

5.5. Oposición y posterior traslado al actor

El art. 144 de la LOT establece que si se dedujere oposición a la demanda 
de regulación de honorarios “se dará traslado de la misma y se sustanciará 
en la forma correspondiente a los incidentes.”

Como vemos, el legislador utiliza el sistema de la remisión. Al decir DE 
BARRIOS DE ANGELIS (1990): “La remisión es un procedimiento económi-
co, que el legislador lo utiliza para ahorrar esfuerzo; en lugar de reiterar un 
texto, se lo refiere sintéticamente (…)”.

Por lo tanto, se remite a la estructura incidental para la sustanciación 
de la oposición a la demanda de regulación de honorarios. Los arts. 320 a 
322 del C.G.P regulan los procesos incidentales innominados. Si bien en el 
caso a estudio resulta aplicable el procedimiento previsto en el art. 321 (“in-
cidente fuera de audiencia”), por lo que según el art. 321.1 del C.G.P se debe 
conferir traslado de la oposición por el plazo de 6 días.

(9) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 6° Turno, Sentencia N° SEF-0006-100008/2012 
de fecha 28 de noviembre de 2012, disponible en BJN.
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Hay quienes entienden que la oposición constituye verdaderamente la 
“demanda incidental”, y que no evacuar el traslado de la oposición, haría 
operar las reglas de la admisión.

No obstante, coincidimos con PEDROZO y ARIAS (2017, p. 86) al señalar 
que: “en caso de que no se evacue dicho traslado, es decir, el traslado de la 
oposición no podría aplicarse la regla de la admisión a dicha omisión desde 
que los hechos se encontrarán controvertidos con la demanda de regula-
ción de honorarios”.

Pero, si volvemos al contenido de la oposición, debemos analizar cuáles 
son las actitudes que el demandado puede asumir.

No hay dudas de que puede contestar la demanda contradiciendo y opo-
ner excepciones. Pero ¿qué sucede con otras actitudes como la reconven-
ción?

El objeto específico que se procesa mediante esta estructura, las reglas 
en materia de competencia y su sumariedad estructural, podría habilitar el 
cuestionamiento de aquellos planteos que supongan, además de la contra-
dicción, la introducción de una nueva pretensión que se acumule por inser-
ción (por ejemplo, vía reconvención, intervención provocada de terceros o 
mediante el planteo de una cross-claim).

Pensemos en los siguientes ejemplos.

Imaginemos que “A” planteó contra “B” un proceso ordinario ante el tri-
bunal “X”, que finalizó con la desestimatoria de la demanda y la condena 
en costos a cargo de “A”. Posteriormente, “B” planteó un proceso ordinario 
en contra de “A” ante el mismo tribunal “X” (piénsese, en aquellos lugares 
donde hay un único juzgado letrado), que finalizó con la desestimatoria de 
la demanda y la condena en costos a cargo de “B”. “A” promueve proceso 
de regulación de honorarios contra “B”, regulando los honorarios que se 
produjeron en el segundo de los procesos a los que hemos referido. En este 
caso, ¿podría “B” deducir reconvención por los honorarios causados en el 
primero de los procesos puesto que ambos se tramitaron ante el mismo tri-
bunal y se cumple con la regla competencial?

Ahora pensemos en el siguiente supuesto. Tras haberse conferido poder 
a un abogado, el apoderado exige que su representado lo mantenga indem-
ne por cualquier condenación que pudiera recaerle en el proceso de acuer-
do con lo previsto en el art. 60 del C.G.P. Para ello suscriben un documento 
en el cual se estipula una cláusula de indemnidad. En el proceso en que se 
causan los honorarios, se arriba a una condena en costos que alcanza al 
apoderado por aplicación de la norma procesal ya referida. Posteriormente, 
el titular del crédito promueve demanda regulatoria en contra del represen-
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tado y el apoderado. En este caso, ¿podría el apoderado ejercitar su acción 
regresiva en contra del representado?

Aunque ello pueda resultar discutible, y se trate de supuestos que en 
la práctica forense serán muy limitados, la respuesta a estas interrogantes 
puede ser afirmativa.

En primer lugar, corresponde considerar que la pretensión regulatoria 
no está dotada de urgencia como sucede con otras pretensiones que dispo-
nen de una estructura abreviada.

En segundo lugar, corresponde tener en cuenta que no hay actitudes ve-
dadas como si ocurre en otros procesos (por ejemplo, art. 10 de la Ley N° 
18.572) que disponen de una estructura abreviada.

Finalmente, y en favor de la economía procesal, parecería deseable que 
todos estos planteos se diluciden conjuntamente en el marco de un mismo 
proceso.

Ahora bien, corresponde analizar cuál sería el trámite para considerar 
en cada caso.

En el primero de los supuestos planteados, esto es, si el citado se opo-
ne a la demanda regulatoria y deduce reconvención, correspondería que el 
tribunal otorgue dos plazos al actor que ha promovido la pretensión origi-
naria: (I) uno de 6 días a los efectos del traslado previsto en el inc. 6° del art. 
144 de la LOT, es decir, respecto de la oposición; y (II) otro de 10 días a los 
efectos de que pueda deducir oposición a la reconvención, en los mismos 
términos previstos en el inc. 3° del art. 144 de la LOT, puesto que lo cierto es 
que se trataría de una “contrademanda” de regulación de honorarios. Si el 
actor de la pretensión originaria no se opusiera a la reconvención, entonces 
el tribunal debería pasar los autos para sentencia y pronunciarse acerca de 
la pretensión reconvencional, por medio de una sentencia que podría defi-
nirse como “definitiva parcial”(10) (decimos parcial ya que la resolución de 
la reconvención en este estadio procesal no agotaría el objeto del proceso, 
puesto que este continuaría con la tramitación de la pretensión inicial). En 
caso de que sí se oponga, se conferirá un traslado de 6 días al actor “recon-
viniente”.

En este punto, conviene dejar en claro que la pretensión que se incorpo-
re vía reconvencional deberá ser necesariamente regulatoria. No es posible, 
por ejemplo, que el demandado persiga por esta vía el cobro de una serie de 
facturas no conformadas cuyo pago imputa al actor. Resulta de vital impor-

(10) Trazándose una analogía con lo previsto en el núm. 2° del art. 14 de la Ley N° 18.572, 
lo deseable es que esta resolución se apele sin efecto suspensivo. 
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tancia que el proceso no se desvirtúe (totalmente) con relación a su objeto 
inicial.

En el segundo de los supuestos planteados, esto es, cuando el codeman-
dado deduce cross-claim contra su co-parte, el tribunal deberá otorgar tras-
lado al actor que promovió la pretensión inicial a efectos de que se pronun-
cie acerca de la oposición y sobre la admisibilidad de la demanda dirigida a 
la co-parte (inc. 6° del art. 144 de la LOT). Fecho, se pronunciará acerca de 
la admisibilidad de la cross-claim, y en caso de admitirla, conferirá traslado 
a la co-parte, por el plazo de 10 días (solución integrada conforme a lo pre-
visto en el inc. 3° del art. 144 de la LOT). Si la co-parte no dedujera oposición 
respecto de la cross-claim, convocará a audiencia, en la que tendrá por cier-
to el vínculo de indemnidad (en cuanto no surja lo contrario de la prueba 
obrante en el expediente).

Otra actitud a analizar su procedencia en los procesos de regulación de 
honorarios es la intervención forzada de terceros. En doctrina, CERETTA y 
VERA (2010) se han pronunciado respecto de la improcedencia de la cita-
ción en garantía a quien hubiere tenido la calidad de letrado patrocinante 
o mandatario (representante judicial o legal) de una parte condenada en 
costos. Señalan que (2010, p. 33):

es inequívocamente posible deducir pretensión resarcitoria por el clien-
te respecto al letrado patrocinante o al mandatario que lo hubiere repre-
sentada” pero “no es la citación en garantía en un proceso de regulación 
de honorarios la vía apropiada para tal fin (…) el objeto del proceso de 
regulación de honorarios – independiente de la vía a la que corresponda 
ocurrir – no es otro que fijar la cuantía de los honorarios a abonar y su 
posterior cobro. No lo es, la revisión o revalorización de las razones que 
determinaron que el pretorio hubiese dispuesto la condena.

Y reiteran que:

adoptando como premisa el objetivo concreto que tiene la regulación 
de honorarios, no se percibe bajo qué circunstancia es posible que en 
este proceso se debata otra cosa que no sean los elementos que contri-
buyan a determinar la cuantía de los mismos. De allí, que las hipótesis 
contempladas en el art. 51 C.G.P ya indicadas (obligación del Abogado a 
garantir al citante, que la controversia le sea común, o que la sentencia 
lo pueda afectar), no se configurarían.

También destacan otras razones para la improcedencia de la citación en 
garantía del letrado patrocinante:

En el proceso regulatorio, lo que se considera es una suma de dinero al 
tenor de las actuaciones ya cumplidas en el proceso principal. De allí 
que medularmente, las probanzas puede decirse en cierto modo que 
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ya están diligenciadas. En cambio, el objeto de lo que sería el segundo 
proceso que se adiciona refiere al buen o mal desempeño del letrado, y 
en su caso, generador de indemnización a favor del cliente.

En relación al abogado que actúa en calidad de mandatario señalan 
que: “si los razonamientos anteriores entendemos obstan a la citación en 
garantía al letrado, con mayores razones se torna imposible querer que se 
cite en garantía al mandatario”.

Con respecto a otras actitudes, debe considerarse que en los supuestos 
en los que la oposición resulte defectuosa (por haberse brindado respuestas 
evasivas o ambigüas), corresponderá otorgar igualmente traslado al actor, 
sin perjuicio de aplicarse las reglas de admisión en ocasión de delimitar el 
objeto de la prueba.

Si se produjo un supuesto de allanamiento parcial (supuesto casi im-
probable de verificarse en los hechos), ello deberá considerar a la hora de 
delimitar el objeto del proceso en audiencia.

Finalmente, entendemos que resultaría prácticamente inviable el plan-
teo de la actitud de expectativa ya que, quien eventualmente pudiera en-
contrarse alcanzado por lo previsto en el art. 135 del C.G.P., podrá acceder 
al expediente en el que se generaron los honorarios, y discutir la cuantifica-
ción, conforme a los parámetros establecidos en la propia ley.

6. Audiencia

6.1.  Convocatoria

Contestado el traslado o vencido el término para evacuar el mismo, el 
tribunal “ordenará el diligenciamiento de la prueba si correspondiere y 
convocará a audiencia, la que se desarrollará de acuerdo con lo dispuesto 
por los numerales 1) y 4) del artículo 346, en lo pertinente” (art. 321.2 C.G.P.), 
pudiendo prescindir de la audiencia “cuando se tratare de asuntos de puro 
derecho”.

PEDROZO y ARIAS (2017, p. 86) advierten que la audiencia es eventual 
“a que la cuestión no sea de puro derecho, en donde en tales situaciones se 
podrá prescindir de la audiencia por razones de economía procesal y la sen-
tencia podrá dictarse fuera de audiencia”.

6.2. Comparecencia de las partes a la audiencia

El art. 321 numeral 2 del C.G.P establece que: “La incomparecencia de las 
partes a la audiencia determinará la aplicación del artículo 340”. Cabe des-
tacar que, en sede de proceso extraordinario, el art. 346 numeral 1) del C.G.P 
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– al que también se remite el art. 321.2) C.G.P – tiene una redacción similar: 
“La inasistencia de las partes se regirá por lo dispuesto en el artículo 340”.

Estas disposiciones normativas han generado numerosos problemas y 
cuestionamientos interpretativos a nivel doctrinario. Esto por cuanto se re-
fieren exclusivamente a “la incomparecencia” o “inasistencia” de las partes 
a la audiencia, pero se remiten al art. 340 del C.G.P en su totalidad, disposi-
ción normativa que regula otros aspectos de la audiencia preliminar, entre 
ellas, la exigencia de comparecencia personal de las partes en su numeral 1).

Por lo tanto, esto ha derivado en la siguiente discusión doctrinaria: ¿el 
legislador pretendió aplicar únicamente las consecuencias procesales de la 
incomparecencia de las partes y el régimen recursivo o también quiso el le-
gislador que se aplicara el régimen de comparecencia personal de las partes 
previsto en el numeral 1) del art. 340 del C.G.P.?

Este tema no es nada menor por cuanto de entenderse que la compa-
recencia es personal, si la parte no concurre personalmente a la audiencia 
del proceso incidental se lo tendrá por inasistente y se aplicarán las graví-
simas consecuencias del art. 340 del C.G.P. Sobre este punto, autores como 
VALENTIN, PEREIRA CAMPOS y GOMES han sostenido que —pese a la 
deficiente redacción del art. 321.2 inciso 4 del C.G.P —, la intención del le-
gislador fue la de exigir la comparecencia personal de las partes.

Así pues, VALENTIN (2015, p. 224) ha señalado que:

Aunque la remisión es equívoca, ya que no se remite a las normas que 
regulan la comparecencia a la audiencia preliminar del proceso ordi-
nario, sino a aquellas que regulan la incomparecencia a esa audien-
cia, entendemos que lo que la norma quiso exigir es la comparecencia 
personal de las personas físicas capaces e imponer la aplicación de las 
consecuencias para el caso de incomparecencia de las partes. En caso 
de incomparecencia de las partes, se aplican las consecuencias previs-
tas en el art. 340 para la incomparecencia a la audiencia preliminar (v. 
análisis de ese artículo). Esta es una importante modificación, ya que, 
a nuestro juicio, en el régimen anterior no correspondía aplicar esas 
sanciones, aunque existían algunos fallos contradictorios sobre este 
punto. La solución, según se indicó en el proyecto original de la SCJ, 
buscó eliminar esa diversidad jurisprudencial: aunque, a nuestro jui-
cio, optando por la peor alternativa. Como veremos oportunamente, 
discrepamos frontalmente con la severa solución prevista para la in-
comparecencia de las partes a la audiencia preliminar; y más aún con 
su extensión a la audiencia del proceso incidental.

En la misma línea, GOMES (2014, p. 56) ha expresado que:

Si bien la redacción del 321.2 inciso 4 C.G.P puede dar lugar a dudas, de-
bido a que dice “La incomparecencia de las partes a la audiencia deter-
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minará la aplicación del artículo 340”, creemos, siguiendo a PEREIRA 
CAMPOS y a VALENTIN que pese a que el artículo refiere a la “incom-
parecencia” y que ella “determinará la aplicación del artículo 340”, en 
definitiva, está exigiendo la comparecencia personal de las partes a la 
audiencia del proceso incidental. También coincidimos con VALENTIN 
que la solución actual no es buena. Varias razones nos llevan a calificar 
de inadecuada a la nueva regulación sobre el punto. En primer lugar, 
la técnica utilizada; el legislador acude a la vía de la remisión, es decir, 
en lugar de regular en el artículo 321 C.G.P la asistencia personal de las 
partes a la audiencia del proceso incidental, las consecuencias para el 
caso de que una parte no asista a dicha audiencia y el régimen recur-
sivo, simplemente remite in totum al artículo 340 C.G.P, lo cual, como 
veremos, trae muchos problemas. (…) Por otra parte, no parece razona-
ble que se requiera la presencia personal de las partes a la audiencia del 
proceso incidental, art. 321 inc. 4 C.G.P y el propio artículo 321.2 C.G.P 
inciso tercero autorice al Juez a prescindir de esa audiencia.

Desde una interpretación opuesta, SANTI (2014) concluye que dicho ar-
tículo no regula la forma de comparecencia sino exclusivamente las conse-
cuencias de la incomparecencia. Señala SANTI (2014, pp. 67-70) que:

si se analiza el código procesal en su globalidad se percibe sin mayor 
esfuerzo que la comparecencia personal a la audiencia inicial está pre-
vista para las estructuras principales, que tramitan la dilucidación de 
objetos principales, de naturaleza muy diferente a las cuestiones en ge-
neral procesales objeto de los incidentes.

Por lo tanto, concluye este autor (2014, p. 69) que las partes podrán:

comparecer de todas las maneras que lo habilita la ley procesal. Podrían 
comparecer personalmente o por representante con poder para pleitos 
(art. 39 C.G.P) con facultades para disponer, especialmente conciliar. 
Queda descartada la comparecencia por representante judicial del art. 
44 C.G.P, porque el art. 321.2 inciso segundo C.G.P remite en cuanto al 
contenido de la audiencia a los numerales 1 y 4 del art. 346 C.G.P, entre 
cuyas actividades se encuentra la tentativa de conciliación y otros actos 
como la fijación del objeto que claramente importan la posibilidad de 
disposición de derechos, facultades que el representante judicial clara-
mente no tiene”.

Como puede verse, existen interpretaciones diversas respecto del art. 
321.2 del C.G.P: en cuanto para algunos autores el citado artículo se remite 
a todo el art. 340 del C.G.P; para otros se remite únicamente a las normas 
que emanan de la interpretación de los numerales 2 y 3 del art. 340, debido 
a que la remisión se establece con el interés de regular la incomparecencia 
y nada más.
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Respecto corresponde desarrollar el siguiente análisis:

Primero: el art. 340 del C.G. es, en la clasificación propuesta por GUAS-
TINI (2016, p. 101), una disposición compleja. Esto por cuanto “no expresan 
una norma sino una multiplicidad de normas conjuntas. En ese sentido, a 
una sola disposición corresponde diversas normas conjuntamente”. Ello 
implica que, del conjunto de normas contenidas en la disposición, debemos 
seleccionar aquellas que responden a la regulación de los supuestos de “in-
comparecencia” dado que para los efectos de la regulación de la “incompa-
recencia” que precisamente se estableció la remisión normativa.

Segundo: lo que se aplica son las normas derivadas de la interpretación 
del art. 340 del C.G.P. Esto tiene base en que se asume una distinción ele-
mental elaborada por los teóricos del derecho en las últimas décadas: a) lo 
que se interpretan son las disposiciones normativas y b) la aplicación no 
puede predicarse de las disposiciones sino de las normas que son el resulta-
do de su interpretación.

Tercero: corresponde determinar, por un lado, si efectivamente existió 
una intención del legislador al establecer este art. 321.2 inciso 4 del C.G.P y, 
en caso afirmativo, cuál fue su voluntad (esto es, si pretendió regular úni-
camente las consecuencias de la incomparecencia de las partes o también 
exigir la comparecencia personal a la audiencia). La intención del legisla-
dor no debe ser una construcción de lo que se cree que esa intención fue, 
sino que debe ser un hecho constatable. Y para que sea constatable tienen 
que existir mecanismos de corroboración externa (por ejemplo, versiones 
taquigráficas univocas en tal sentido).

De una búsqueda de antecedentes legislativos hallamos la versión ta-
quigráfica de la reunión realizada el día 7 de setiembre de 2011, sobre la Ley 
Nro. 19.090 y las modificaciones al art. 321 del C.G.P. De la misma surge lo 
siguiente:

En discusión las modificaciones al artículo 321, relativo a ‘Incidente 
fuera de audiencia’. ‘Se adoptó una estructura clara y adecuada a la na-
turaleza de los incidentes y se clarificó la necesidad del desarrollo de 
una audiencia, de conformidad con los principios de oralidad e inme-
diación que rigen el Código, salvo en los casos de cuestiones de puro 
derecho. Asimismo, se previó las consecuencias de la incomparecencia 
de los interesados a la audiencia del incidente a fin de conferir coheren-
cia a los fallos judiciales que adoptan diversas soluciones, en concor-
dancia con la sanción prevista en el art. 340.

Sin perjuicio de que el legislador se remite nuevamente al art. 340 en su 
globalidad, hay algo no menor: enfatiza en que lo importante es lo relativo 
a la incomparecencia de las partes a la audiencia del incidente. Y se aclara 
que este agregado es fundamental para “conferir coherencia a los fallos ju-
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diciales que adoptan diversas soluciones”. Recordemos que antes de la re-
forma de la Ley Nro. 19.090 no había referencia en el art. 321 del C.G.P a las 
consecuencias de la incomparecencia de las partes y esto implicaba que la 
jurisprudencia optara por diversas posturas.

En definitiva, podríamos válidamente afirmar la existencia de una in-
tención del legislador en el sentido de regular exclusivamente la incompa-
recencia de las partes a la audiencia, pero no la de exigir la comparecencia 
personal. Cabe aclarar igualmente que esta afirmación podría verse mati-
zada, ya que también el legislador hace mención al principio de inmedia-
ción procesal, el que podría tener vinculación con la comparecencia perso-
nal de las partes.

Por su parte, y como ya mencionamos, el art. 340 del C.G.P es una dispo-
sición compleja. Las normas derivadas del art. 340 del C.G.P que regulan la 
incomparecencia son dos: la del numeral 2 y la del numeral 3. Sumado a que 
también existe una convención interpretativa entre los operadores jurídicos 
que apunta en esa dirección. Por lo tanto, existe un reconocimiento general 
(convencional) de que la regulación de la incomparecencia surge de la in-
terpretación de dos numerales del 340 y no de todo su texto.

Sobre esa base y tomando en consideración que:

a) el art. 340 del C.G.P es una disposición normativa compleja y;

b) el art. 321.2 del C.G.P refiere a la “incomparecencia” y al parecer la 
intención del legislador fue la de regular las consecuencias de la in-
comparecencia de las partes a la audiencia incidental, parece cla-
ro (y lo opuesto resultaría contraintuitivo) que las normas que cabe 
aplicar por virtud de la remisión contenida en el art. 321.2 son aque-
llas que aluden exclusivamente a la incomparecencia, a saber, las 
que resultan de la interpretación de los numerales 2 y 3 del art. 340 
del C.G.P.

En el marco de esta argumentación hay que tener en cuenta si las nor-
mas contenidas en los numerales 2 y 3 del art. 340 del C.G.P, son interpre-
tables con independencia de lo edictado por el numeral 1 de ese mismo ar-
tículo, o si para comprender lo que establecen los numerales 2 y 3 hay que 
remitirse a la preconsideración de la situación prevista en el numeral 1. Si 
se pueden escindir, entonces el art. 321.2 del C.G.P remite a esas dos normas 
y a nada más. De lo contrario, el numeral 1 del art. 340 también quedaría 
comprendido. En apoyo de la tesis de que son escindibles pueden ensayarse 
los siguientes argumentos:

a) Argumentos consecuencialistas: basta advertir las consecuencias 
graves que desataría la aplicación del 340 del C.G.P en cuanto exige 
comparecencia personal en audiencia de procesos incidentales.
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b) Argumentos de consistencia: que la remisión del art. 321 del C.G.P 
sea únicamente a los numerales 1 y 2 del art. 340 no contradice el 
cuerpo de normas procesales. Aquí podría validarse lo mencionado 
por SANTI en cuanto a que:

si se analiza el código procesal en su globalidad se percibe sin ma-
yor esfuerzo que la comparecencia personal a la audiencia inicial 
está prevista para las estructuras principales, que tramitan la dilu-
cidación de objetos principales, de naturaleza muy diferente a las 
cuestiones en general procesales objeto de los incidentes.

Por lo tanto, no es evidente que la comparecencia personal de las partes 
sea una conditio sine qua non de los procesos.

En conclusión, consideramos que no resulta aplicable la exigencia de 
comparecencia personal de las partes a la audiencia del proceso de regula-
ción de honorarios.

6.3.  Consecuencias de la incomparecencia de las partes a la audien-
cia de regulación de honorarios. Régimen recursivo y efecto de la 
apelación

Como vimos, el art. 144 de la LOT remite a la regulación de los inciden-
tes y el art. 321 establece que la incomparecencia de las partes a la audiencia 
“determinará la aplicación del art. 340”. Por lo tanto, no cabe lugar a du-
das que el legislador quiso extender las graves sanciones previstas para la 
audiencia preliminar a la audiencia del proceso incidental, y consecuente-
mente a la del proceso de regulación de honorarios.

PEREIRA CAMPOS (2013, p. 322) ha señalado que se aplican las dispo-
siciones del art. 340 en lo que refiere a las incomparecencias de las partes, 
aplicándose las sanciones y el régimen impugnativo allí previsto.

GOMES (2014, p. 56) ha manifestado respecto de la posibilidad de que 
el actor recurra la resolución que lo tuvo por desistido de la pretensión que:

a nosotros no nos quedan dudas que si el actor no comparece a la au-
diencia del proceso incidental y se le imponen las sanciones del articulo 
340.2 C.G.P se puede apelar esa sentencia a efectos de acreditar la fuer-
za mayor o causa justificada que le impidió asistir a dicha audiencia. 
Ello porque esa sentencia que dispone tener al actor por inasistente a 
la audiencia del proceso incidental, implicará tener al pretensor por 
desistido del proceso incidental, conforme lo dispone el artículo 340.2 
C.G.P. En definitiva, esa sentencia le está poniendo fin al incidente y esa 
sentencia perfectamente encarta en lo establecido por el artículo 321.2 
C.G.P. Además, la remisión que el artículo 321.2 C.G.P hace al artículo 
340 C.G.P impone la misma conclusión.
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Y respecto del demandado GOMES (2014, p. 58) ha señalado que:

no podemos decir que la sentencia que lo tiene por incompareciente, le 
pone fin al incidente o que resuelve el mismo (…) por ello podría plan-
tearse su inapelabilidad. Contrariamente a lo que pueda surgir el artí-
culo 322.2 C.G.P, concluimos, sin lugar a dudas que dicha sentencia es 
apelable, tal como lo dispone el artículo 340.3 C.G.P. Nos basamos en 
dos argumentos; de texto el primero, la remisión del art. 321.2 inciso 
4, al 340 C.G.P, lo es a toda la norma, es decir, remite a todo el articulo 
340 C.G.P, a todos sus numerales e incisos, en consecuencia, no quedan 
dudas que el artículo 340.3 debe aplicarse en estos casos. El otro argu-
mento deriva de la aplicación lógica del articulo 340 C.G.P, puesto que 
la única forma que tienen, tanto actor como demandado, de justificar 
su inasistencia a la audiencia, es mediante los recursos de reposición y 
apelación, de impedirle al demandado apelar la sentencia que dispuso 
tenerlo por incompareciente a la audiencia, se le limita su derecho de 
impugnar.

El problema que se suscita refiere al efecto que se concede a dicha apela-
ción, ya que se presenta una desarmonía entre lo previsto para los recursos 
del proceso incidental y el régimen recursivo del art. 340 del C.G.P. Con-
forme al art. 322.1 del C.G.P la sentencia que resuelve el incidente se apela 
con efecto diferido, mientas que según el art. 340 del C.G.P la sentencia que 
tiene por desistido al actor de su pretensión se apela con efecto suspensivo 
y la tiene por ciertos los hechos alegados por el actor se apela con efecto no 
suspensivo.

Analizando este punto, GOMES (2014, p. 57) expresa respecto del actor 
y en tesis que compartimos que: “No sin dudas, optamos por la aplicación 
del efecto suspensivo a la apelación”. Entre sus argumentos maneja que la 
remisión al art. 340 del C.G.P es “in totum” y que el art. 318 del C.G.P impo-
ne la resolución previa de la cuestión incidental a la principal. Respecto del 
demandado, el referido autor sostiene:

creemos que el efecto a conferirse al recurso es el no suspensivo, en 
efecto, la sentencia que declara incompareciente al demandado no 
le pone fin al incidente, por otra parte el efecto diferido corresponde 
cuando la ley expresamente lo establece (…) y por otra parte la claridad 
del art. 340 C.G.P en este extremo.

6.4. Contenido

El art. 346 del C.G.P (que regula el proceso extraordinario) dispone en su 
numeral 1) lo siguiente:

El trámite se concentrará en una sola audiencia de conciliación, fijación 
de los puntos en debate, prueba, alegatos y sentencia. La inasistencia 
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de las partes se regirá por lo dispuesto en el Artículo 340” y el numeral 
4) expresa: “El tribunal se pronunciará en una única sentencia sobre 
todas las excepciones y defensas; sólo si entre ellas se encuentra la de 
incompetencia y se declarare incompetente, omitirá pronunciarse so-
bre las otras.

Por lo tanto, el contenido de la audiencia de regulación de honorarios 
es el siguiente: a) ratificación de actos de proposición; b) tentativa de con-
ciliación; c) fijación del objeto del proceso, d) fijación del objeto de la prue-
ba, e) pronunciamiento sobre los medios de prueba y diligenciamiento de 
la prueba en audiencia, f) alegatos (generalmente la prueba ya está incor-
porada en el proceso en el que se generaron los honorarios, por lo cual no 
hay diligenciamiento de medios probatorios, siendo muy importante tener 
presente que posiblemente las partes alegarán por su orden en esta misma 
audiencia), g) dictado de la Sentencia(11).

7. Sentencia y régimen recursivo

7.1.  Naturaleza de la resolución que resuelve el objeto del proceso re-
gulatorio

Al iniciar este trabajo, presentábamos las distintas posiciones que exis-
ten acerca de si se trata de un proceso principal o incidental. De ello se de-
riva la naturaleza de la resolución que resuelve el proceso regulatorio. Si se 
concluye que se trata de un proceso principal, la sentencia que regula los 
honorarios será definitiva. Por el contrario, si se concluye que se trata de un 
proceso incidental, la sentencia será interlocutoria.

Como afirmamos previamente, a nuestro juicio, tratándose de un pro-
ceso autónomo y principal, la sentencia que resuelve el objeto del proceso 
de regulación de honorarios es definitiva, por más que se asigne una estruc-
tura incidental a la sustanciación de la oposición.

(11) Si bien el art. 346.1 dispone que al final de la audiencia se dictará sentencia, resulta 
aplicable el art. 203 C.G.P que faculta al tribunal a diferir la expresión de los fundamentos, 
suspendiendo a tal efecto la audiencia, la que deberá llevarse a cabo en plazo no mayor de 
10 días si se tratare de sentencia interlocutoria y de quince días si se tratare de sentencia de-
finitiva (art. 203.2) o cuando la complejidad del asunto lo justifique, a diferir el dictado de la 
sentencia con sus fundamentos, por un plazo no mayor a quince días si fuere interlocutoria 
y treinta días si se tratare de una sentencia definitiva.
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7.2. Régimen recursivo

El inc. 11° del art. 144 de la LOT establece: “Contra la sentencia de regu-
lación de honorarios sólo cabrá el recurso de apelación que deberá interpo-
nerse en el plazo de cinco días”.

Por tanto, corresponde analizar el régimen recursivo previsto para las 
resoluciones que se dictan en este proceso.

7.2.1.  Recursos en contra de las resoluciones dictadas en el curso del 
proceso

Como señala ABAL (1993, p. 70), “Durante este proceso sólo se admiti-
rá —salvo para la sentencia definitiva (es definitiva y no interlocutoria, aún 
cuando la vía procesal sea similar a la incidental)— el recurso de reposi-
ción. Así lo dispone el art. 322.1 C.G.P.”.

También son admisibles los recursos de aclaración y ampliación, con-
forme al régimen general (art. 244 del C.G.P.).

En el mismo sentido se ha pronunciado nuestra jurisprudencia:

Como ha expresado esta Sala en anteriores fallos, cuando el legislador 
establece que un procedimiento se tramitará por el de los incidentes, 
ello abarca el sistema impugnativo. Es por ello, que, tramitándose el 
juicio de regulación de honorarios por el procedimiento de los inciden-
tes, las providencias dictadas en el transcurso del proceso y que no re-
suelven en definitiva la acción incoada solamente admiten el recurso 
de reposición, conforme lo disponen los arts. 250 y 322.1 del C.G.P(12).

No obstante, debe tenerse presente el régimen recursivo previsto en los 
inc. 2° y 3° del art. 340 del C.G.P., para aquellos supuestos en los que se apli-
quen las consecuencias frente a la incomparecencia a la audiencia. De la 
misma manera, resultaría aplicable lo previsto en el art. 315.3 del C.G.P., si 
en el marco del proceso regulatorio se solicita la disposición de una medida 
cautelar.

7.2.2. Apelación de la sentencia que resuelve el objeto del proceso

Como se señaló previamente, la sentencia que resuelve el objeto del pro-
ceso regulatorio es apelable en el plazo de 5 días hábiles siguientes al de su 
notificación.

(12) Tribunal de Apelaciones de Familia de 1° Turno, Sentencia N° 65/2019 de fecha 10 de 
abril de 2019, disponible en BJN.
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Sin embargo, y pese a lo claridad de la norma, señala ELIZALDE (2006, 
p. 112) que “se han sostenido tres posturas” con relación al plazo que se dis-
pone para apelar.

La primera, es la que surge del art. 144 de la LOT (5 días).

La segunda, sostiene que:

el plazo para apelar la sentencia de regulación de honorarios es el co-
rrespondiente al de la apelación de las sentencias definitivas, esto es, 
quince días hábiles (art. 253.1 C.G.P.). Se recurre al argumento de que ni 
siquiera con la inclusión del literal f) en el art. 545 por la Ley N° 16.699, 
rige el régimen recursivo del artículo 144, sino que rige el régimen ge-
neral del C.G.P. Asimismo, se sostiene que esta interpretación, en tanto 
admite un plazo mayor, otorga garantías más amplias a las partes (ELI-
ZALDE, 2006, p. 114).

La tercera, “sostiene que el proceso de regulación de honorarios es un 
incidente y que, como tal, su sentencia debe ser recurrida como se recurren 
las sentencias interlocutorias según el C.G.P., en el plazo de seis días hábiles 
(art. 254 C.G.P.)” (ELIZALDE, 2006, p. 115).

Considerando la vigencia del art. 144 de la LOT, corresponde considerar 
que el recurso de apelación debe interponerse dentro del plazo de los 5 días 
siguientes al de la notificación.

Esta es la solución que defiende nuestra jurisprudencia actual:

cabe señalar que nos hallamos ante un proceso de regulación de hono-
rarios tramitado de conformidad al art. 144 de la ley 15.750, en el cual 
el recurso de apelación contra la sentencia regulatoria fue deducido 
vencido el plazo de cinco días previsto en el art. 144 inc. 11 de la citada 
ley(13).

Laudada esta cuestión, corresponde analizar cuál es el plazo por el que 
debe otorgarse traslado de la apelación a todos aquellos litigantes con inte-
reses contrarios.

GOMES (2013, p. 5) ha sostenido:

el traslado del recurso presenta algún problema interpretativo, puesto 
que el artículo 144 de la ley 15.750 no menciona por qué plazo se debe 
conferir traslado del recurso. Al respecto podrían manejarse dos posi-
ciones: entender que el plazo del traslado es de 15 días conforme a lo 
dispuesto por el artículo 253.1 C.G.P., o, que el traslado es por plazo de 6 

(13) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 2° Turno, Sentencia N° 59/2018 de fecha 12 de 
setiembre de 2018, disponible en BJN. 
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días conforme lo establecido por el artículo 99 G.C.P.- Entendemos que 
la situación más análoga es la que establece el plazo de 15 días, pues-
to que la norma refiere expresamente al plazo para evacuar el traslado 
del recurso de apelación, con lo cual quedará una desigualdad para las 
partes, mientras el agraviado tiene un plazo de 5 días para apelar, el 
apelado tiene un plazo de 15 días para evacuar el traslado del recurso.

Difiriendo con GOMES, creemos que la solución correcta es la propues-
ta por ELIZALDE (2006, p. 116):

En nuestra opinión, el principio de igualdad que debe regir el debate 
judicial y la especificidad de la regulación procedimental del art. 144, 
permiten concluir razonablemente que el plazo para evacuar el trasla-
do del recurso, para adherir y para contestar la adhesión sea de cinco 
días. En efecto, si abogamos por la plena vigencia de los plazos proce-
sales especiales previstos en el artículo 144, el traslado del recurso, que 
generalmente es una oportunidad procesal en espejo al recurso, debe 
ser por el mismo plazo que para apelar… Desde nuestro punto de vista, 
en estos casos debe destacarse la aplicación de un plazo de quince días, 
pues el plazo especialmente previsto para apelar es de cinco días.

La autora, en posición que compartimos, alude a la admisibilidad de la 
adhesión a la apelación, y expresa: “La adhesión, como un instituto acce-
sorio a la apelación, también debe regirse por los mismos plazos y procedi-
mientos que ésta” (ELIZALDE, 2006, p. 116).

Finalmente, corresponde señalar que, considerando que la doctrina 
mayoritaria sostiene que estamos ante una sentencia definitiva dictada 
en el marco un proceso autónomo, no debería anunciarse la apelación en 
audiencia, pues dicho anuncio sólo es necesario tratándose de sentencias 
interlocutorias. Sin embargo, en la práctica forense el criterio de seguridad 
impone igualmente anunciarlo o consultar en el momento la opinión de la 
Sede al respecto.

7.2.3. Improcedencia del recurso de casación

La Suprema Corte de Justicia sistemáticamente ha declarado inadmisi-
ble el recurso de casación, con condena en costas.

El fundamento radica en el régimen impugnativo previsto por el art. 144 
de la LOT, que establece: “contra la sentencia de regulación de honorarios 
sólo cabrá el recurso de apelación”, lo cual sostiene la Corporación que tor-
na inadmisible el recurso de casación(14).

(14) Sentencia N° 437/2018 de fecha 14 de marzo de 2018, disponible en BJN. 
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8. Ejecución de la sentencia

El art. 144 de la LOT señala que:

La sentencia que fije los honorarios constituirá título que apareja eje-
cución, la que se seguirá por el trámite previsto para la ejecución de 
las sentencias que condenan al pago de cantidad líquida; en caso de 
ejecución no será necesaria la intimación prevista por el inciso final del 
artículo 53 de la ley 13.355, de 17 de agosto de 1965.

En caso de que la sentencia de regulación de honorarios quede ejecu-
toriada y no se verifique el cumplimiento de la misma, se podrá promover 
el proceso de ejecución en base a dicho título (art. 377 núm.. 1) del C.G.P). 
Y según lo dispuesto por el art. 144 de la LOT no corresponde la intimación 
previa.

9. Consideraciones finales

A la luz de lo analizado a lo largo del trabajo, podemos arribar a las si-
guientes conclusiones:

(i) El proceso de regulación de honorarios regulado por el art. 144 de 
la Ley Nº 15.750 es un proceso autónomo y principal, atendiendo a 
su objeto que consiste en regular los honorarios causados “en ac-
tividad judicial” y “que no hayan sido concertados” previamente.

(ii) Tratándose de un proceso autónomo y principal, la sentencia que 
resuelve el objeto del proceso de regulación de honorarios es de-
finitiva, por más que se asigne una estructura incidental a la sus-
tanciación de la oposición.

(iii) El tribunal competente para conocer en el proceso de regulación 
de honorarios es aquel ante quien se hayan causado éstos, o ante 
quien exista el expediente en el momento de la gestión. Cuando 
la demanda regulatoria se haya planteado ante un Tribunal de 
Apelaciones por ser este el órgano “ante quien exista el expedien-
te en el momento de la gestión”, sin desconocer la complejidad de 
la cuestión, consideramos admisible la interposición del recurso 
de apelación fundado en el derecho a la doble instancia, el cual 
constituye una manifestación del debido proceso.

(iv) En cuanto a los sujetos legitimados para promover la acción, el art. 
144 de la LOT incluye un amplio elenco de habilitados, al disponer 
que la demanda podrá ser promovida “a petición de cualquiera de 
los interesados en su cobro o en su pago”.

(v) La intervención de terceros, pese a la especialidad del proceso, 
podría verificarse en algunos supuestos.
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(vi) El proceso de regulación de honorarios está exceptuado de conci-
liación previa (núm. 1° del art. 294 del C.G.P.).

(vii) La demanda debe cumplir con los requisitos previstos en el Artí-
culo 117 del C.G.P y se debe hacer expresa mención de las activi-
dades que dieron lugar a la generación de los honorarios, siendo 
conveniente formular una liquidación detallada que trasluzca los 
criterios del art. 144 de la LOT aplicados en el caso concreto.

(viii) La falta de oposición en el plazo de 10 días hábiles y perentorios 
determinará que los autos se pongan al despacho para el dictado 
de la sentencia, pero ello no produce la automatización de la pre-
tensión planteada y tampoco la aplicación directa de las reglas de 
admisión, puesto que el tribunal tendrá a la vista el expediente en 
el que se generaron los honorarios.

(ix) Si se dedujere oposición a la demanda de regulación de honora-
rios “se dará traslado de la misma y se sustanciará en la forma co-
rrespondiente a los incidentes.” En ese caso, es posible analizar 
las distintas actitudes que el demandado puede adoptar frente a 
la citación, no pudiendo descartarse la introducción de una nueva 
pretensión que se acumule por inserción (por ejemplo, vía recon-
vención, intervención provocada de terceros o mediante el plan-
teo de una cross-claim), pese a que en la práctica forense serán su-
puestos limitados.

(x) Contestado el traslado o vencido el término, el tribunal convocará 
a audiencia, salvo que la cuestión sea de puro derecho. El conteni-
do de la audiencia de regulación de honorarios será el siguiente: a) 
ratificación de actos de proposición; b) tentativa de conciliación; 
c) fijación del objeto del proceso, d) fijación del objeto de la prueba, 
e) pronunciamiento sobre los medios de prueba y diligenciamien-
to de la prueba en audiencia, f) alegatos (generalmente la prueba 
ya está incorporada en el proceso en el que se generaron los hono-
rarios, por lo cual no hay diligenciamiento de medios probatorios, 
siendo muy importante tener presente que posiblemente las par-
tes alegarán por su orden en esta misma audiencia), g) dictado de 
la Sentencia.

(xi) En cuanto a la comparecencia de las partes a la audiencia, consi-
deramos que no se aplica la exigencia de su comparecencia perso-
nal, si bien su incomparecencia determinará la aplicación de las 
sanciones previstas en el art. 340 del C.G.P, así como el régimen 
recursivo aplicable.

(xii) La sentencia definitiva que resuelve el objeto del proceso regula-
torio es apelable en el plazo de 5 días hábiles y no debería anun-
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ciarse la apelación en audiencia, pues dicho anuncio sólo es nece-
sario tratándose de sentencias interlocutorias.

(xiii) En cuanto al plazo por el que debe otorgarse traslado de la ape-
lación, si bien no está previsto en el art. 144 de la LOT, en base 
al principio de igualdad procesal, también debería ser de 5 días 
hábiles.

(xiv) El recurso de casación resulta improcedente por cuanto el régi-
men impugnativo previsto por el art. 144 de la LOT establece que 
“contra la sentencia de regulación de honorarios sólo cabrá el re-
curso de apelación”.

(xv) El proceso de ejecución será la vía para obtener el cumplimiento 
coactivo de la sentencia de regulación de honorarios ejecutoriada 
(art. 377 núm. 1) del C.G.P).
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RESUMEN. El concepto de buena administración es vasto y surge de la evolu-
ción en la concepción del Derecho Administrativo. En la actualidad podemos 
identificar tres dimensiones de la buena administración: Como deber de la 
Administración de desempeñarse con eficiencia y eficacia para el logro de los 
resultados procurados. Como derecho, en tanto la Administración está para el 
logro del bien común, y esto es apto para el desarrollo de la persona humana, 
existe un derecho de las personas a que la Administración se desempeñe en 
función de los criterios de buena administración. También puede apreciarse 
la buena administración como un principio general de derecho que debe regir 
la actividad de la Administración, con lo cual constituye uno de los soportes 
primarios estructurales del sistema jurídico todo. La Buena Administración 
y el derecho a la vivienda parte del reconocimiento que el acceso y el goce 
de una vivienda decorosa es un derecho fundamental que debe ser tutelado 
por el Estado. El plan de realojo de familias residentes en el asentamiento “El 
Placer” (Punta del Este – Departamento de Maldonado) es una manifestación 
de la protección del derecho fundamental de acceder y gozar de una vivienda 
digna y decorosa, aplicando criterios de buena administración.
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ABSTRACT. The concept of good administration is vast and arises from the 
evolution of Administrative Law. We can currently identify three dimensions 
of good administration. First, as the duty of the administration to perform 
efficiently and effectively to achieve the results sought. Second, as a right 
inasmuch as the administration seeks the achievement of the common 
good and this is suitable for the development of the human person, there is a 
human right to have the administration perform according to the criteria of 
good administration. Third, good administration can also be seen as a general 
principle of law that should govern the activity of the administration, which 
constitutes one of the primary structural supports of the entire legal system. 
Good administration and the right to housing are based on the recognition 
that access to and enjoyment of housing is a fundamental right that must be 
protected by the State. The relocation plan for families residing in neighbor-
hood “El Placer” (Punta del Este – Department of Maldonado) evidences 
the protection of the fundamental right to access and enjoyment of decent 
housing, applying criteria of good administration.

KEY WORDS. Good administration. Human right. Decent housing. Dignity. 
General interest. Relocation plan.

RESUMO. O conceito de boa administração é vasto e surge da evolução na 
concepção do Direito Administrativo. Na atualidade podemos identificar 
três dimensões da boa administração. Como dever da Administração de 
desempenhar-se com eficiência e eficácia para a realização dos resultados 
procurados. Como direito, enquanto a Administração está para a realização 
do bem comum, e isto é adequado para o desenvolvimento da pessoa hu-
mana, existe um direito das pessoas a que a Administração se desempenhe 
em função dos critérios de boa administração. A boa administração pode 
também ser vista como um princípio geral de direito que deve reger a ati-
vidade da Administração, constituindo assim um dos suportes primários 
estruturais do sistema jurídico. A boa administração e o direito à habitação 
partem do reconhecimento de que o acesso e o gozo de uma habitação de-
corosa é um direito fundamental que deve ser tutelado pelo Estado. O plano 
de realojamento de famílias residentes no assentamento “El Placer” (Punta 
del Este - Departamento de Maldonado) é uma manifestação da proteção do 
direito fundamental de acessar e gozar de uma habitação digna e decorosa, 
aplicando critérios de boa administração.

PALAVRAS CHAVES. Boa administração. Direito humano. Vivenda decorosa. 
Dignidade. Plano de realojamento.

I. La buena administración

Buena administración no es una expresión reciente en el derecho admi-
nistrativo. Ya HAURIOU (1921) aludía a ella y no precisamente en forma in-
cidental; antes bien estaba en la médula de su concepción institucionalista 
del derecho administrativo, con todo lo que para el autor implica la noción 
de institución.
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Como toda institución, el poder está subordinado a la función; en la ins-
titución administrativa esa función es la administrativa y ella se rige por 
principios de derecho extraídos tanto del medio jurídico externo como de 
la idea directriz de la empresa que esa organización procura realizar. De 
ahí que esa institución esté sujeta a las reglas de la buena administración 
pública.

Sin embargo, no fue esa la visión del derecho administrativo que primó 
en su época. Es más, antes y después de HAURIOU (1921, p. 4 en DURÁN 
MARTÍNEZ, 2015, pp. 286 y 287) y por mucho tiempo, conforme a la visión 
autoritaria de la Revolución Francesa, se impuso una concepción de dere-
cho administrativo, basada en las prerrogativas. Se trataba de un derecho 
de y para la Administración; casi no se hablaba de buena administración, 
y cuando se hablaba no tenía la connotación que tenía en HAURIOU (DU-
RÁN MARTÍNEZ, 2015, p. 287).

El término buena administración aparece por primera vez en nuestro 
país en un texto constitucional: en la Constitución de 1952,(1) refiriendo a la 
anulación de actos administrativos por razones de buena administración. 
No obstante, la mayoría de la doctrina de la época no reparó en la expresión 
buena administración incorporada al texto constitucional.

Fue GIORGI quién comienza a definir la buena administración, pero de 
forma acotada, conforme a la cultura imperante de la época, a la zona del 
mérito -oportunidad y conveniencia-.

En tal sentido expresó:

El mérito del acto atañe a su oportunidad o conveniencia, esto es, a sus 
elementos extra -jurídicos. La validez, al conjunto de reglas jurídicas: 
de competencia, de forma y de fondo, que condicionan su emisión. En 
principio, toda violación por el acto, de una prescripción legal, produ-
ce el efecto de su invalidez, sin requerirse que la nulidad se prevea, en 
cada caso, expresamente. El mérito o demérito califican el buen o mal 
uso del poder discrecional (1976, p. 83).

Luego, la doctrina nacional(2) siguiendo y profundizando los pasos de 
GIORGI, advierte que si los medios elegidos no son los aptos para el fin debi-
do, se incurre en ilegitimidad y no en un simple demérito.

(1) Es la primera Constitución Latinoamericana que menciona a la buena administra-
ción. 

(2) A modo de ejemplo, ver CAJARVILLE PELUFFO, Juan Pablo., El Poder Ejecutivo como 
conductor de políticas sectoriales en la legislación uruguaya, en VV.AA., Estudios de Dere-
cho Administrativo, Universidad de la República, Montevideo, 1980, t. II, pp. 102 y ss; FRU-
GONE SCHIAVONE, Héctor. La discrecionalidad administrativa en Revista de la Facultad 
de Derecho y Ciencias Sociales, Universidad de la República, Montevideo, año XXVI, ene-
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El carácter misional de la Administración lleva a esta conclusión (DU-
RÁN MARTÍNEZ, 2012, p. 159).

Recordemos que etimológicamente la palabra “administrar” provie-
ne del latín “ad” y “ministrare”, que significa “servir a”. Quiere decir que la 
propia génesis de la palabra está poniendo de relieve la servicialidad de la 
Administración para la procura del bien común (DELPIAZZO, 2015, p. 59).

En tal sentido, el acápite del art. 2º del Decreto 500/991 establece: “La 
Administración debe servir con objetividad los intereses generales con so-
metimiento pleno al Derecho...”.(3) 

En una primera etapa la buena administración fue encarada como un 
deber. Después de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea, expedida en Niza el 7 de diciembre del año 2000 comienza a encarar-
se la buena administración desde la perspectiva del derecho.

En efecto, el art. 41 de la citada Carta recoge el derecho a una buena ad-
ministración. Tal artículo dice:

Artículo 41. Derecho a una buena administración:

1. Toda persona tiene derecho a que las instituciones y órganos de la 
Unión traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un 
plazo razonable.

2.- Este derecho incluye en particular:

- el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra 
suya una medida individual que le afecte desfavorablemente,

- el derecho de toda persona a acceder al expediente que le afecte, den-
tro del respeto de los intereses legítimos de la confidencialidad y del 
secreto profesional y comercial,

ro-junio de 1982, N.º 1, p. 104; BRITO, Mariano. La aptitud del acto administrativo para el 
fin debido; supuesto de principio en que reposa la discrecionalidad, en VV.AA., Estudios de 
Derecho Administrativo, Universidad de la República …, t. II, p. 31 y ss; citado en DURÁN 
MARTÍNEZ, Augusto. Contencioso...p. 292 y ss. 

(3) Esta disposición es extraída en forma textual de la Constitución Española. El texto 
de la norma fue redactado por el Profesor José Luis Meilán Gil y denota un cambio en la 
concepción del Derecho Administrativo acorde con las nuevas tendencias, enfatizando en 
la naturaleza servicial de la Administración, finalizada al interés general. Dicho concepto 
normativo ilumina la comprensión de los principios que se enumeran a continuación (im-
parcialidad, legalidad objetiva, impulsión de oficio, verdad material, economía, celeridad y 
eficacia, informalismo en favor del administrado, etc.), que rigen la actividad administra-
tiva y que sirven también de criterio interpretativo para resolver las cuestiones que puedan 
suscitarse en la aplicación de las reglas de procedimiento. 
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- la obligación que incumbe a la Administración de motivar sus deci-
siones.

3. Toda persona tiene derecho a la reparación por la Comunidad de los 
daños causados por sus instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus 
funciones, de conformidad con los principios generales comunes a los 
Derechos de los Estados miembros.

4. Toda persona podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en una 
de las lenguas de los Tratados y deberá recibir una contestación en esa 
misma lengua.

RODRÍGUEZ – ARANA MUÑOZ enseña que:

El buen gobierno o la buena administración no es solo una caracterís-
tica que debe distinguir a los aparatos gubernamentales o administra-
tivos, sino, sobre todo, un derecho que asiste a los ciudadanos, exigible 
ante los Tribunales, con las dificultades, es verdad, que implica el con-
tenido de este nuevo derecho (2008, p. 114).

DURÁN MARTÍNEZ (2015, pp. 294 y 295) -siguiendo a FREITAS- sostie-
ne que la buena administración significa elegir los instrumentos adecua-
dos para la consecución del fin debido, obtener los resultados procurados 
con el menor costo posible, no efectuar trámites inútiles, hacer un buen uso 
del tiempo pero también actuar con transparencia, con probidad; significa 
asimismo que los servicios públicos funcionen correctamente acordes a las 
necesidades reales del hombre de hoy, que los requerimientos de los ad-
ministrados sean atendidos como corresponde y que todas las actuaciones 
administrativas sean seguidas cumpliendo con todas las garantías.

En la actualidad podemos identificar tres dimensiones de la buena ad-
ministración:

Como deber de la Administración de desempeñarse con eficiencia y efi-
cacia para el logro de los resultados procurados.

Como derecho, en tanto la Administración está para el logro del bien 
común, y esto es apto para el desarrollo de la persona humana, existe un 
derecho de las personas a que la Administración se desempeñe en función 
de los criterios de buena administración.

También puede apreciarse la buena administración como un principio 
general de derecho que debe regir la actividad de la Administración, con 
lo cual constituye uno de los soportes primarios estructurales del sistema 
jurídico todo.

Esta última perspectiva fue recibida expresamente en la Carta Ibe-
roamericana de Derechos del Ciudadano en Relación con la Administración 
Pública aprobada por el Consejo Directivo del CLAD en reunión presencial 
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– virtual celebrada desde Caracas el 10 de octubre de 2013, en cumplimien-
to del mandato recibido por la XV Conferencia Iberoamericana de Minis-
tras y Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado, celebrado 
en Panamá el 27 y 28 de junio de 2013 y adoptada por la XXIII Cumbre Ibe-
roamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, también celebrada en Pana-
má el 18 y 19 de octubre de 2013.

En efecto, dicha Carta, en su preámbulo establece:

La buena administración Pública adquiere una triple funcionalidad. 
En primer término, es un principio general de aplicación a la Admi-
nistración Pública y al Derecho Administrativo. En segundo lugar, 
es una obligación de toda Administración Pública que se deriva de la 
definición del Estado Social y Democrático de Derecho, especialmen-
te de la denominada tarea promocional de los poderes públicos en la 
que consiste esencialmente la denominada cláusula del Estado Social: 
crear las condiciones para que la libertad y la igualdad de la persona y 
de los grupos en que se integran sean reales y efectivas, removiendo los 
obstáculos que impidan su cumplimiento y facilitando la participación 
social. En tercer lugar, desde la perspectiva de la persona, se trata de un 
genuino y autentico derecho fundamental a una buena Administración 
Pública, del que se derivan, como reconoce la presente Carta, una serie 
de derechos concretos, derechos componentes que definen el estatuto 
del ciudadano en su relación con las Administraciones Públicas y que 
están dirigidos a subrayar la dignidad humana.

La buena Administración Pública, sea como principio, como obligación 
o como derecho fundamental, no es ciertamente una novedad en este 
tiempo. La Administración Pública siempre ha estado, está, y seguirá 
estando, presidida por el muy noble y superior principio de servir con 
objetividad el interés general. Ahora, con más medios materiales y más 
personal preparado, tal exigencia en el funcionamiento y estructura de 
la Administración Pública implica que el conjunto de derechos y debe-
res que definen la posición jurídica del ciudadano esté más claramente 
reconocido en el ordenamiento jurídico y, por ende, sea mejor conocido 
por todos los ciudadanos.

II. El derecho fundamental a la vivienda

La Constitución establece en el artículo 45 que: “Todo habitante de la 
República tiene derecho a gozar de vivienda decorosa. La Ley propenderá 
a asegurar la vivienda higiénica y económica, facilitando su adquisición y 
estimulando la inversión de capitales privados para ese fin”.

Esta norma constitucional consagra el acceso y goce de una vivienda de-
corosa como un derecho fundamental que debe ser tutelado por el Estado.
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En particular, la primera parte del párrafo: “[t]odo habitante de la Repú-
blica tiene derecho a gozar de vivienda decorosa”, establece directamente 
el derecho a la vivienda; no es que encomiende a la ley que lo establezca. 
Lo que encarga al legislador es establecer instrumentos para su aplicación 
(KORZENIAK, 2007, p. 125).

Tal disposición ha sido objeto de desarrollo a través de múltiples dis-
posiciones. En particular interesa destacar a nivel nacional lo previsto en 
el art. 1º de la ley N.º 13.728 del 17 de diciembre de 1968 (Plan Nacional de 
Viviendas), a cuyo tenor: “Toda familia, cualesquiera sean sus recursos eco-
nómicos, debe poder acceder a una vivienda adecuada que cumpla el nivel 
mínimo habitacional definido en esta ley”. En este sentido, se refuerza lo 
dispuesto por la Constitución respecto al derecho de toda persona y familia 
a acceder a una vivienda. Como contrapartida la norma agrega: “Es función 
del Estado crear las condiciones que permitan el cumplimiento efectivo de 
ese derecho”.

Dicho mínimo habitacional se define en el art. 18 de la ley precitada en 
atención a determinados parámetros que allí se describen. Con lo cual se 
desprende que el mero acceso a un techo sin las comodidades o servicios 
mínimos no satisface el derecho a la vivienda. Por el contrario, se requiere 
que dicha vivienda sea acorde a las necesidades de las personas que en ella 
habitan, que posea las condiciones mínimas para que la estadía en ella sea 
digna; pero también que sea accesible a las posibilidades económicas de 
cada persona.

En el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, cabe 
citar el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
el cual inserta el derecho a la vivienda en el muy comprensivo derecho a un 
nivel de vida adecuado:

Los Estados partes en el Presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso ali-
mentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua 
de las condiciones de existencia. Los Estados partes tomarán medida 
apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo 
a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional 
fundada en el libre consentimiento (art. 11.1).

Asimismo, el Comité de las Naciones Unidad de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales ha subrayado que el derecho a una vivienda adecuada 
no se debe interpretar en un sentido estricto o restrictivo. Debe considerar-
se más bien como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna 
parte (Naciones Unidas, 2009).
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Las características del derecho a una vivienda adecuada están definidas 
principalmente en la Observación general N.º 4 del Comité. En ese sentido 
señala:

En opinión del Comité, el derecho a la vivienda no se debe interpretar 
en un sentido estricto o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, con el 
cobijo que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima de la 
cabeza o lo considere exclusivamente como una comodidad. Debe con-
siderarse más bien como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad 
en alguna parte. Y así debe ser por lo menos por dos razones. En primer 
lugar, el derecho a la vivienda está vinculado por entero a otros dere-
chos humanos y a los principios fundamentales que sirven de premisas 
al Pacto. Así pues, la `dignidad inherente a la persona humana´ de la 
que se dice que se derivan los derechos del Pacto, exige que el término 
`vivienda´ se interprete en un sentido que tenga en cuenta otras diver-
sas consideraciones y, principalmente, que el derecho a la vivienda se 
debe garantizar a todos, sean cuales fueren sus ingresos o su acceso a 
recursos económicos. En segundo lugar, la referencia que figura en el 
párrafo 1 del artículo 11 no se debe entender en sentido de vivienda a 
secas, sino de vivienda adecuada. Como han reconocido la Comisión 
de Asentamiento Humanos y la Estrategia Mundial de Vivienda hasta el 
año 2000 en su párrafo 5: èl concepto de vivienda adecuada (…) signi-
fica disponer de un lugar donde poderse aislar si se desea, espacio ade-
cuado, seguridad adecuada, y una situación adecuada en relación con 
el trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo razonable (1991).

El derecho a una vivienda adecuada abarca libertades.

Estas libertades incluyen en particular:

- La protección contra el desalojo forzoso y la destrucción y demoli-
ción arbitrarias del hogar;

- El derecho de ser libre de injerencias arbitrarias en el hogar, la priva-
cidad y la familia;

- El derecho de elegir residencia y determinar dónde vivir y el derecho 
a la libertad de circulación;

El derecho a una vivienda adecuada contiene otros derechos. Entre ellos 
figuran:

- La seguridad de la tenencia;

- La restitución de la vivienda, la tierra y el patrimonio;

- El acceso no discriminatorio y en igualdad de condiciones a una vi-
vienda adecuada;
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- La participación en la adopción de decisiones vinculadas con la vi-
vienda en el plano nacional y en la comunidad.

Una vivienda adecuada debe brindar más que cuatro paredes y un te-
cho. Deben satisfacerse varias condiciones para que una forma particular 
de vivienda pueda considerarse que constituye “vivienda adecuada”. Estos 
elementos son tan fundamentales como la oferta y disponibilidad básicas 
de vivienda. Para que la vivienda sea adecuada debe reunir como mínimo 
los siguientes criterios:

- La seguridad de la tenencia: la vivienda no es adecuada si sus ocu-
pantes no cuentan con cierta medida de seguridad de la tenencia 
que les garantice protección jurídica contra el desalojo forzoso, el 
hostigamiento y otras amenazas.

- Disponibilidad de servicios, materiales, instalaciones e infraestruc-
tura: la vivienda no es adecuada si sus ocupantes no tienen agua po-
table, instalaciones sanitarias adecuadas, energía para la cocción, 
la calefacción y el alumbrado, y conservación de alimentos de resi-
duos.

- Asequibilidad: la vivienda no es adecuada si su costo pone en peligro 
o dificulta el disfrute de otros derechos humanos por sus ocupantes.

- Habitabilidad: la vivienda no es adecuada si no garantiza seguridad 
física o no proporciona espacio suficiente, así como protección con-
tra el frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otros riesgos para 
la salud y peligros estructurales.

- Accesibilidad: la vivienda no es adecuada si no se toman en consi-
deración las necesidades específicas de los grupos desfavorecidos y 
marginados.

- Ubicación: la vivienda no es adecuada si no ofrece acceso a oportu-
nidades de empleo, servicios de salud, escuelas, guarderías y otros 
servicios e instalaciones sociales, o si está ubicada en zonas conta-
minadas o peligrosas.

- Adecuación cultural: la vivienda no es adecuada si no toma en cuen-
ta y respeta la expresión de la identidad cultural.

La protección contra los desalojos forzosos es un elemento clave del de-
recho a una vivienda adecuada y está vinculada estrechamente a la seguri-
dad de la tenencia. Pero se aclara que el derecho a una vivienda adecuada 
no es solamente una mete programática que debe alcanzarse a largo plazo. 
Se ha malentendido que el derecho a una vivienda adecuada no impone 
obligaciones inmediatas el Estado.
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Por el contrario, los Estados deben realizar sin demora todos los es-
fuerzos y adoptar todas las medidas posibles, dentro de los recursos de que 
disponen, para llevar a la práctica el derecho a una vivienda adecuada. No 
obstante las limitaciones de recursos, algunas obligaciones tienen efecto 
inmediato, como la de garantizar el derecho a una vivienda adecuada con-
diciones no discriminatorias y de igualdad, elaborar legislación y planes de 
acción específicos, prevenir los desalojos forzosos y garantizar cierto grado 
de seguridad de tenencia para todos (GIALDINO, 2013).

Nuestro país aprobó este Pacto y Protocolos Adicionales por Ley N.º 
13.751.

III.  Breve referencia al caso del plan de realojo de familias resi-
dentes en el asentamiento “El placer” (Punta del Este, Departa-
mento de Maldonado)

Al año 2017 más de 130 familias residían en el asentamiento “El Placer” 
ubicado en el Departamento de Maldonado, sobre las costas del arroyo ho-
mónimo (en la zona de Punta del Este); situación originada varias décadas 
atrás.

La Intendencia de Maldonado considerando la situación habitacional 
de las familias residentes en el asentamiento mencionado y la problemática 
social que implicaba, con el fin de mejorar la calidad de vida de las respec-
tivas familias, se avocó a poner en marcha programas de urgente solución 
para proteger derechos fundamentales del individuo y la familia, como es el 
de gozar de una vivienda digna y decorosa.

El objetivo principal del Ejecutivo Departamental fue atender la proble-
mática social y urbana de las familias asentadas irregularmente, a través de 
su realojo, así como prevenir la formación de nuevas ocupaciones informa-
les en ese lugar.

A esos efectos ambas partes resolvieron abordar el tema en forma coor-
dinada.

En tal sentido, la Intendencia de Maldonado asumió la obligación de 
aportar lotes de terrenos no inundables integrados al cono urbano de la ciu-
dad y asesoramiento técnico para la construcción de soluciones habitacio-
nales, servicios de luz, agua y saneamiento, canasta de materiales y aportes 
sociales correspondientes.

La superficie de los terrenos fue de trescientos metros cuadrados, la 
construcción de viviendas se realizó conforme a las normas de edificación e 
higiene municipal y bajo dos modalidades diferentes -según se estimó con-
veniente- en forma individual o apareadas.
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Por su parte, los vecinos del asentamiento “El Placer” beneficiarios de la 
viviendas adjudicadas se comprometen a abonar un precio a la Intendencia 
Municipal de Maldonado, en cuotas mensuales iguales y consecutivas. El 
pago deberá realizarse dentro de los primeros diez días hábiles de cada mes 
y a partir del mes siguiente a la ocupación de la solución habitacional. Lo 
recaudado por concepto de pago de precios de viviendas, terrenos y canasta 
de materiales, será destinado a la creación de un Fondo de Vivienda, a fin de 
mantener activos los planes de viviendas de interés social.

Las cuotas que deberán abonar los adjudicatarios de las viviendas será 
proporcional al ingreso del grupo familiar, en consideración y ponderación 
del núcleo involucrado, no comprometiendo nunca más allá del 25% (vein-
ticinco por ciento), de sus ingresos. Cuando transitoriamente el ingreso del 
núcleo familiar sea igual o inferior a dos salarios mínimos nacionales y ten-
gan menores a su cargo o personas con capacidades diferentes, podrán ser 
subvencionados hasta con el 100% (cien por ciento) del valor de las cuotas, 
mientras dure la causal. Asimismo y por el mismo lapso, podrá disponerse 
como contraprestación un servicio a la comunidad. Los pagos por adelan-
tado recibirán un bonificación del 6% (seis por ciento) y los atrasos serán 
reajustados por IPC.

Quienes momentáneamente no puedan afrontar el pago de las cuotas, 
podrán acogerse al régimen de quitas y esperas, según ponderación de la 
Comisión Asesora de Quitas y Esperas. Una vez abonado el precio total de 
la vivienda adjudicada, el titular de la misma recibirá el título que acredita 
su propiedad.

Los adjudicatarios de las soluciones habitacionales se comprometen a 
dejar libre de bienes muebles y de ocupantes a cualquier título la vivienda 
que ocupaban en el asentamiento y entregarla al Municipio de Maldonado, 
para su disponibilidad y/o posterior demolición. Las familias adjudicatarias 
se comprometen a mantener una conducta decorosa de responsabilidad so-
cial y de respeto con los vecinos y con el medio ambiente.

Por último, a los efectos de la efectiva adjudicación de las unidades ha-
bitacionales se instrumentó -accediendo a una solicitud expresa de los ve-
cinos- acudir al sistema del sorteo entre las familias según su composición 
y de acuerdo con la tipología constructiva.(4)

(4) Se proyectó la realización de dos sorteos: uno, entre las familias postulantes para 
vivienda de uno y dos dormitorios, y otro para familias postulantes a viviendas de tres y 
cuatro dormitorios. 
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IV. Conclusiones

1.- El Derecho Administrativo debe diseñarse de acuerdo con los princi-
pios de la centralidad de la persona humana y servicialidad administrativa.

2.- La Administración es gestora o administradora y está al servicio del 
interés general, no es un fin en sí mismo.

3.- El interés general requiere un dialogo entre la sociedad y los poderes 
públicos, no se puede imponer unilateralmente, como sucedía durante el 
Estado Liberal y el Estado Benefactor.

4.- La Buena Administración es un principio, es un deber y es un dere-
cho.

5.- El acceso y el goce de una vivienda decorosa es un derecho funda-
mental que debe ser tutelado por el Estado.

6.- El caso del plan de realojo de familias residentes en el asentamiento 
“El Placer” (Punta del Este – Departamento de Maldonado) es una manifes-
tación de la protección del derecho fundamental de acceder y gozar de una 
vivienda digna y decorosa, en que el interés general se definió mediante un 
dialogo entre el poder público y los vecinos involucrados, actuando el Eje-
cutivo departamental de acuerdo con criterios de buena administración en 
el marco del nuevo concepto de Gobernanza.
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RESUMEN. Las Leyes N° 18.930, N° 19.288 y N° 19.484 junto a sus decretos 
reglamentarios crearon un sistema de indudable repercusión en el ordena-
miento jurídico uruguayo, habiendo realizado, en especial, una multiplicidad 
de movimientos en el tablero de ajedrez del derecho societario vernáculo. El 
presente trabajo analiza sus nueve frutos más importantes.

PALABRAS CLAVE. Registro a cargo del BCU. Obligaciones. Participaciones 
patrimoniales. Entidades. Beneficiarios Finales.

ABSTRACT. Laws No. 18,930, No. 19,288 and No. 19,484 together with their 
regulatory decrees created a system of unquestionable repercussion in the 
Uruguayan legal system, having given, in particular, a multiplicity of moves 
in the chessboard of local corporate law. This paper analyzes its nine most 
important fruits.
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RESUMO. As Leis N° 18.930, N° 19.288 e N° 19.484, juntamente com seus 
decretos regulamentares, criaram um sistema de repercussão inquestionável 
no sistema jurídico uruguaio, tendo proporcionado, em particular, uma mul-
tiplicidade de movimentos no tabuleiro de xadrez do direito das sociedades 
local. Este artigo analisa seus nove frutos mais importantes.

(*) Abogado y Licenciado en Relaciones Internacionales por la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República. Correo electrónico: hirschlaffalan@gmail.com.



A. Hirschlaff – El sistema compuesto por las Leyes N° 18.930, 19.288 y 19.484…

– 100 –

PALAVRAS-CHAVE. Registo pelo BCU. Obrigações. Participações societárias. 
Entidades. Beneficiários finais.

Introducción

Las Leyes N° 18.930 (y su Decreto Reglamentario N° 247/012) de 17 de 
julio de 2012, N° 19.288 (y su Decreto Reglamentario N° 346/014) de 26 de se-
tiembre de 2014 y N° 19.484 (y su Decreto Reglamentario N° 166/017) de 5 de 
enero de 2017 (en adelante, todas juntas, “las leyes en análisis”), crearon un 
sistema(1) de indudable repercusión en el ordenamiento jurídico uruguayo.

Dia a día una infinidad de entidades obligadas se ven ante la necesi-
dad de efectuar comunicaciones al Banco Central del Uruguay (en adelante, 
“BCU”) en cumplimiento de lo mandatado por las referidas leyes, en tanto 
otras son citadas por la Auditoria Interna de la Nación (en adelante, “AIN”) 
para fiscalizar su cumplimiento.

Este sistema dio una multiplicidad de movimientos en el tablero de aje-
drez del derecho societario vernáculo. Ha llegado el momento de reflexio-
nar y responder a la pregunta que da título a este trabajo: ¿cuáles son sus 
frutos?

I. Creación de diversas obligaciones

El primer fruto producido por las leyes en análisis consiste en la instau-
ración de diversas obligaciones en cabeza de diferentes sujetos de derecho.

A. Ley N° 18.930

La Ley N° 18.930 instauró:

(i) la obligación de los titulares de participaciones patrimoniales al por-
tador emitidas por entidades residentes de proporcionar determinada in-
formación (a través de una Declaración Jurada – Formulario A) a la entidad 
emisora de las mismas (art. 1).

(ii) la obligación de los titulares de participaciones patrimoniales(2) 
emitidas por entidades no residentes (que cumplan con determinados re-

(1) La Real Academia Española define “sistema” como el “Conjunto de cosas que relacio-
nadas entre sí ordenadamente contribuyen a determinado objeto”.

(2) Tras su entrada en vigor, se produjo una aplicación divergente de la Ley N° 18.930 por 
parte de diversos organismos, debido a un disímil entendimiento respecto a si en el caso de 
las entidades no residentes, su obligación alcanzaba únicamente a las participaciones pa-
trimoniales al portador o a las participaciones patrimoniales en general (al portador, pero 
también nominativas y escriturales, o incluso otras que estuvieran previstas en legislacio-
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quisitos) de proporcionar determinada información (a través de una Decla-
ración Jurada – Formulario A) a la entidad emisora de las mismas (art. 2);

(iii) la obligación de la entidad residente emisora de las participaciones 
patrimoniales al portador de comunicar al BCU (a través de una Declara-
ción Jurada – Formulario B) la información recibida del titular e informa-
ción adicional requerida por ley (art. 6);

(iv) la obligación de la entidad no residente emisora de las participacio-
nes patrimoniales de comunicar al BCU (a través de una Declaración Jurada 
– Formulario B) la información recibida del titular e información adicional 
requerida por ley (art. 6).

En el caso de los titulares (puntos i y ii supra), su obligación de propor-
cionar información a la entidad emisora nace con la constitución de la en-
tidad (o cuando esta deviene obligada), con la modificación de los datos del 
titular (excepto la variación del valor nominal, si no altera el porcentaje de 
participación) y con los cambios en la titularidad (arts. 4, 5 y 6 del Decreto 
N° 247/012). En todos estos supuestos, una vez que la entidad emisora recibe 
la Declaración Jurada del titular debe efectuar la respectiva comunicación 
al BCU en cumplimiento de sus obligaciones (puntos iii y iv supra) (arts. 7 y 
8 del Decreto N° 247/012).

B. Ley N° 19.288

La Ley N° 19.288 fue aprobada con la finalidad de resolver el status de las 
entidades incumplidoras de la Ley N° 18.930. Sus aspectos más importantes 
serán reseñados más adelante.

C. Ley N° 19.484

La Ley N° 19.484 instauró:

(i) la obligación de entidades residentes y no residentes (que cumplan 
con determinados requisitos) de identificar sus beneficiarios finales (arts. 
23 y 24);

nes del derecho comparado). En doctrina, el asunto fue analizado por Amado Rodríguez 
(2012) y Ferreira Tamborindeguy (2012). Ambos autores expusieron argumentos elocuentes 
para fundar su posición referente a que alcanzaba únicamente a las participaciones pa-
trimoniales al portador. En especial, repararon en la finalidad perseguida por la ley y en 
su historia fidedigna. La cuestión fue zanjada a través de la Resolución del Ministerio de 
Economía y Finanzas, s/n, de 13 de octubre de 2014, en la cual el Resultando número I) es-
tableció que las entidades no residentes comprendidas en la Ley N° 18.930 están obligadas 
a identificar sus titulares ante el BCU, aunque sus participaciones patrimoniales no estén 
representadas por títulos al portador.
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(ii) la obligación de entidades residentes y no residentes (que cumplan 
con determinados requisitos) de informar al BCU sus beneficiarios finales 
(a través de una Declaración Jurada – Formulario B) (art. 29).

Beneficiario final es toda persona física que, directa o indirectamente, 
posea como mínimo el 15% del capital o su equivalente, o de los derechos 
de voto, o que por otros medios ejerza el control final sobre una entidad. Se 
entiende como control final el ejercido directamente, o indirectamente a 
través de una cadena de titularidad o a través de cualquier otro medio de 
control (art. 22).

(iii) la obligación de las entidades emisoras de partes sociales nomina-
tivas (incluyendo para las sociedades comerciales, a las entidades emisoras 
de acciones escriturales), de comunicar al BCU los datos identificatorios de 
sus titulares, así como el porcentaje de su participación en el capital (a tra-
vés de una Declaración Jurada – Formulario B) (art. 25).

Las obligaciones ii y iii mencionadas supra nacen con la constitución 
de la entidad o cuando la misma deviene obligada, y con la modificación 
de los datos oportunamente informados en la Declaración Jurada (excepto 
la variación del valor nominal del capital integrado o su equivalente, si no 
altera el porcentaje de participación) (arts. 25, 11, 11 bis y 12 del Decreto N° 
247/012).

(iv) la obligación de conservación de la documentación respaldante de 
la información (art. 26).

II.  Registro de participaciones patrimoniales, entidades emisoras, 
y beneficiarios finales, a cargo del BCU

El segundo fruto producido por las leyes en análisis, que es su propio 
leitmotiv, se trata de la creación de un registro de participaciones patrimo-
niales, entidades emisoras, y beneficiarios finales, a cargo del BCU.

En efecto, la Ley N° 18.930 creó el registro de participaciones patrimo-
niales al portador (en el caso de entidades residentes) y participaciones pa-
trimoniales (en el caso de entidades no residentes) a cargo del BCU (art. 3).

Por su parte, la Ley N° 19.484 creó el registro de beneficiarios finales y 
entidades emisoras de acciones o partes sociales nominativas a cargo del 
BCU (art. 27).

La información contenida en los registros es de carácter secreto. Su ac-
ceso se encuentra restringido a una enumeración taxativa de organismos, 
sin perjuicio de la posibilidad de relevamiento del secreto por parte de los 
sujetos registrados o los representantes de las entidades emisoras de las 
participaciones patrimoniales (art. 5, Ley N° 18.930; art. 39, Ley N° 19.484).



Rev. Derecho (Univ. CLAEH, Fac. Derecho), ISSN 2982-4257, 2023, Año II – Nº 2:99–116

– 103 –

III. Imposición de un régimen sancionatorio de magnitud

El tercer fruto producido por las leyes en análisis reside en la imposición 
de un régimen sancionatorio de envergadura en los términos que a conti-
nuación se explicarán.

A. Ley N° 18.930

La Ley N° 18.930 posee tres ámbitos subjetivos de aplicación del régi-
men sancionatorio: titulares de las participaciones patrimoniales, entida-
des emisoras (residentes y no residentes) y representantes.

A.1. Titulares de participaciones patrimoniales

Respecto de los titulares de las participaciones patrimoniales, la referi-
da ley estableció las siguientes sanciones:

(i) imposibilidad de ejercicio de cualquier derecho que le correspondie-
ra a la persona, en su condición de titular o beneficiario de las participacio-
nes patrimoniales, tales como: dividendos o utilidades, rescates de capital, 
reembolso de acciones en caso de receso, cuota de liquidación (art. 8);

La doctrina se ha mostrado dividida con relación al alcance de esta san-
ción en cuanto a si comprende todos los derechos del accionista (patrimo-
niales y políticos) o solo algunos de ellos.

Para Pampillón Noble (2012), se encuentran únicamente comprendidos 
los “derechos patrimoniales” por dos argumentos. En primer lugar, uno de 
orden práctico, debido a que si la sanción comprendiera también los dere-
chos políticos se produciría una distorsión en el funcionamiento de la so-
ciedad. En segundo lugar, uno de texto, ya que cuando la norma habla de 
que las entidades no podrán pagar, entre otros, dividendos y utilidades, se 
está tratando de partidas que refieren a derechos patrimoniales del socio.

Poziomek (2013) se inclina por una interpretación restrictiva admitien-
do la posibilidad de ejercicio del derecho de voto.

Ferrer Montenegro, Bacchi Argibay y Ferreira Tamborindeguy (2012), 
Cianciarulo Bertone (2013) y Falco y Alfaro Borges (2013) señalan que cuan-
do la Ley N° 18.930 sanciona al incumplidor quedan incluidos todos los de-
rechos que le corresponden a este por su calidad de accionista.

En mi opinión, la expresión utilizada por el legislador de “imposibilidad 
de ejercer cualquier derecho” es omnicomprensiva de todos los derechos in-
herentes (patrimoniales y politicos) a la calidad de accionista, en aplicación 
de aquella máxima respecto a que “donde no distingue la ley, no debe de 
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hacerlo el intérprete”. De acuerdo con lo dispuesto por el art. 17 del Código 
Civil: “Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal”.

(ii) multa de hasta 100 veces el valor máximo de la multa por contraven-
ción(3), disponiéndose la solidaridad de las entidades no residentes respec-
to de las sanciones impuestas a los titulares de sus participaciones patrimo-
niales (art. 8);

(iii) responsabilidad solidaria del adquirente de títulos de participación 
patrimonial en caso de que el enajenante hubiera incumplido su obligación 
de proporcionar determinada información (a través de una Declaración Ju-
rada – Formulario A) a la entidad emisora de las mismas (art. 10).

A.2. Entidades emisoras

Respecto de las entidades emisoras, la referida ley estableció las siguien-
tes sanciones:

(i) una multa de hasta 100 veces el valor máximo de la multa por con-
travención por el incumplimiento de la obligación de comunicar al BCU (a 
través de una Declaración Jurada – Formulario B) la información recibida 
del titular e información adicional requerida por ley (art. 9);

(ii) en el caso que la entidad residente hubiere pagado dividendos o uti-
lidades, rescates de capital, reembolso de acciones en caso de receso o la 
cuota de la liquidación, así como cualquier partida de similar naturaleza, 
se impone una multa cuyo máximo será equivalente al monto distribuido 
indebidamente; en el caso que las entidades no residentes hubieran remiti-
do utilidades, se impone una multa cuyo máximo será equivalente al monto 
remitido indebidamente (art. 9);

(iii) suspensión del certificado único (art. 12).

A.3. Representantes

Respecto de los representantes, la referida ley estableció que aquellos 
estarán sometidos al régimen sancionatorio dispuesto para las entidades 
emisoras, por su actuación personal en el incumplimiento (inc. fin, art. 9). 
La solución de la Ley N° 18.930 no se aparta del régimen imperante, puesto 
que, la nota de “personal”, es atribuida con carácter general a la responsa-
bilidad de los administradores societarios en el marco de la LSC (Olivera 
García, 2015a).

(3) El valor máximo de la multa por contravención para el año 2023 fue fijado en $11.570 
por Decreto N° 420/022, de 21 de diciembre en 2022.
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Sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley N° 18.930, su Decreto Reglamen-
tario N° 247/012 es el que contiene el régimen sancionatorio aplicable en 
materia de multas. En ese sentido, su art. 17 dispone las multas aplicables a 
las entidades por el incumplimiento en la obligación de comunicar la titu-
laridad de participaciones patrimoniales al portador (en entidades residen-
tes) y participaciones patrimoniales (en entidades no residentes) las cuales 
se gradúan atendiendo a dos variables: dimensión económica de la entidad 
y plazo de incumplimiento.

La misma disposición normativa incluye las multas aplicables a los ti-
tulares de las participaciones patrimoniales y se gradúan atendiendo a tres 
variables: dimensión económica de la entidad, participación relativa de los 
titulares y plazo de incumplimiento.

B. Ley N° 19.288

La ley N° 19.288 posee dos ámbitos subjetivos de aplicación del régimen 
sancionatorio: entidades emisoras y titulares de las participaciones patri-
moniales.

B.1. Entidades emisoras

Respecto de las entidades emisoras (únicamente las “residentes” – art. 
1 del Decreto Reglamentario N° 346/014), la mencionada ley consagró las 
siguientes sanciones:

(i) disolución o extinción de pleno derecho de sociedades anónimas, 
sociedades en comandita por acciones y demás entidades residentes obli-
gadas por la Ley N° 18.930 que en el plazo de 90 días corridos desde la vi-
gencia de la ley (es decir, hasta el 29 de enero de 2015) no cumplieron con la 
obligación de informar los titulares de participaciones patrimoniales que 
representasen al menos el 50% del capital integrado o su equivalente (a tra-
vés de la Declaración Jurada – Formulario B) (arts. 1 y 13); en dichos casos, 
las citadas entidades debieron liquidarse en el plazo de 120 días corridos 
contados a partir del vencimiento del plazo mencionado de 90 días (arts. 3 y 
15 de la ley; art. 2 del Decreto N° 346/014);

(ii) en caso de que se hubiere vencido el plazo de 120 días sin que la enti-
dad se hubiera liquidado, se impone una multa del equivalente al 50% de los 
activos propiedad de la entidad a esa fecha, valuados de conformidad con 
normas contables adecuadas; la competencia para fijar la multa recae en la 
AIN y la resolución firme que lo dispone constituye título ejecutivo (arts. 4 y 
15 de la ley; art. 18 del Decreto N° 346/014).
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B.2. Titulares de participaciones patrimoniales

Respecto de los titulares de las participaciones patrimoniales, la men-
cionada ley consagró las siguientes sanciones:

(i) siempre y cuando las sociedades anónimas, sociedades en comandita 
por acciones y demás entidades residentes obligadas por la Ley N° 18.930 no 
se hubieren disuelto o extinguido de pleno derecho, los titulares de partici-
paciones patrimoniales al portador que no cumplieron con su obligación de 
presentar la Declaración Jurada (Formulario A) a la sociedad en el plazo de 
90 días corridos contados desde la entrada en vigor de la ley, perdieron de 
pleno derecho (ipso iure) su calidad de titulares (arts. 12 y 14);

(ii) para los casos que se presenten con posterioridad al vencimiento 
del plazo mencionado en el punto anterior, se dispone la perdida de pleno 
derecho de la calidad de titular, en la hipótesis donde hubieren pasado 90 
días corridos desde el vencimiento del plazo para comunicar a la entidad 
respecto a la transferencia de la calidad de titular de participaciones patri-
moniales (literal C, art. 16).

Las dos sanciones precedentes implican que las sociedades comerciales 
por acciones al portador deban reducir su capital integrado, tratándose de 
una hipótesis de reducción real obligatoria que no conlleva tener que efec-
tuar publicaciones ni convocar acreedores a deducir oposición.

En coherente armonización entre el régimen sancionatorio de la Ley N° 
19.288 y el de la Ley N° 18.930, se dispuso que: “Las sociedades disueltas por 
la causal establecida en el artículo 1° de la presente ley, y sus accionistas, que-
darán eximidos de las sanciones dispuestas por los artículos 8° y 9° de la Ley 
N° 18.930, de 17 de julio de 2012” (art. 5, Ley N° 19.288).

C. Ley N° 19.484

La Ley N° 19.484 posee dos ámbitos subjetivos de aplicación del régimen 
sancionatorio: entidades (residentes y no residentes) y representantes.

C.1. Entidades

Respecto de las entidades, la antedicha ley estatuyó las siguientes san-
ciones:

(i) una multa de hasta cien veces el valor máximo de la multa por contra-
vención por el incumplimiento en la obligación de identificar beneficiarios 
finales; y en el caso de las entidades emisoras de partes sociales nominati-
vas, por el incumplimiento de comunicar al BCU los datos identificatorios de 
sus titulares, así como el porcentaje de su participación en el capital (art. 32);
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(ii) una multa de hasta cien veces el valor máximo de la multa por con-
travención por el incumplimiento en la obligación de conservar la docu-
mentación e información dispuesta por el art. 26 de la ley, y por la no presen-
tación de la Declaración Jurada (Formulario B) (art. 32).

(iii) en las entidades residentes: prohibición de pago de dividendos o 
utilidades, rescates de capital, reembolso de acciones en caso de receso, o 
la cuota de la liquidación, así como cualquier partida de similar naturaleza 
realizada a titulares que no hubieren sido identificados en la Declaración 
Jurada (Formulario B); en las entidades no residentes: prohibición de remi-
sión de utilidades; por el incumplimiento de estas prohibiciones se impone 
una multa cuyo máximo será equivalente al monto distribuido indebida-
mente; en el caso que las entidades no residentes hubieran remitido utilida-
des, se impone una multa cuyo máximo será equivalente al monto remitido 
indebidamente (art. 33);

(iv) suspensión del certificado único (art. 34);

(v) imposibilidad de inscribir actos y negocios jurídicos en los Registros 
dependientes de la Dirección General de Registros del Ministerio de Edu-
cación y Cultura, sin la acreditación de haber efectuado la comunicación al 
BCU (art. 37 de la ley y art. 17 del Decreto N° 166/017).

C.2. Representantes

Respecto de los representantes, la antedicha ley estatuyó que aquellos 
estarán sometidos al régimen sancionatorio dispuesto para las entidades, 
por su responsabilidad personal en el incumplimiento (inc. fin, art. 32). Al 
igual que se mencionó al describir el régimen sancionatorio previsto para la 
Ley N° 18.930, debe consignarse que la nota de “personal”, es atribuida con 
carácter general a la responsabilidad de los administradores societarios en 
el marco de la LSC (Olivera García, 2015a).

Sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley N° 19.484, es su Decreto Regla-
mentario N° 166/017 el que contiene el régimen sancionatorio aplicable en 
lo que se circunscribe a las multas. En ese sentido, su art. 21 dispone las 
multas aplicables a las entidades emisoras de partes sociales nominativas 
por el incumplimiento en la obligación de comunicar al BCU los datos iden-
tificatorios de sus titulares, así como el porcentaje de su participación en el 
capital, las cuales se gradúan atendiendo a dos variables: dimensión econó-
mica de la entidad y plazo de incumplimiento.

La misma disposición normativa incluye las multas aplicables a las en-
tidades por el incumplimiento en la obligación de informar al BCU sus be-
neficiarios finales, y se gradúan atendiendo a tres variables: dimensión eco-
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nómica de la entidad, porcentaje de desconocimiento del beneficiario final 
y plazo de incumplimiento.

IV.  La comunicación al BCU: una pieza esencial en el tablero de aje-
drez del derecho societario

Como corolario de los tres capítulos anteriores, puede aseverarse que 
la comunicación al BCU se convirtió en una pieza esencial en el tablero de 
ajedrez del derecho societario. Ello por cuanto las entidades obligadas por 
las Leyes N° 18.930 y 19.484 que no cuenten con la declaración jurada y la 
constancia de recepción del formulario emitida por el BCU, visualizaran la 
existencia de un obstáculo a la hora de operar en el mundo jurídico y en el 
mercado. Tres claros ejemplos extraídos de la realidad son una clara prueba 
de la afirmación precedente.

En primer lugar, en aplicación del art. 37 de la Ley N° 19.484 y el art. 17 
de su Decreto Reglamentario N° 166/017, no es posible inscribir actos y ne-
gocios jurídicos en los Registros dependientes de la Dirección General de 
Registros sin acreditar haber realizado la respectiva comunicación al BCU. 
Ello se traduce en que, si una sociedad anónima por acciones nominativas 
quiere enajenar un bien inmueble, el escribano interviniente deberá con-
trolar que la Sociedad hubiere cumplido con la Ley N° 19.484 y certificar no-
tarialmente que no hubiere habido modificaciones posteriores. El no cum-
plimiento de este requisito no permitirá que la compraventa se inscriba con 
éxito.

En segundo lugar, los Bancos de plaza no autorizan la apertura de cuen-
tas bancarias en caso de que las sociedades no acrediten el cumplimiento 
de las Leyes N° 18.930 y 19.484. Disponer de una cuenta bancaria es casi 
elemental para que una sociedad comercial pueda operar en el mercado.

En tercer lugar, a la hora de vender una empresa (vía compraventa de 
acciones), el due diligence societario puede detectar incumplimiento de la 
sociedad de las leyes en análisis, y, según el caso, conllevará analizar los 
riesgos implicados, pudiendo incidir sobre el precio final de la transacción.

V. Cambio de paradigmas en la tenencia de acciones al portador

Como enseña Olivera García (2012), el régimen de la ley N° 18.930 vino 
a sustituir paradigmas en la tenencia accionaria en lo que concierne a las 
sociedades comerciales por acciones al portador.

El rasgo caracterizante de las acciones al portador consiste en que no 
son emitidas a favor de persona determinada y su transferencia se produce 
por mera tradición (entrega). Para el ejercicio de los derechos inherentes a la 
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calidad de accionista, resulta suficiente la sola tenencia material del título. 
En contracara, en las acciones nominativas, para el ejercicio de los dere-
chos propios de la calidad de accionista se requiere que el accionista sea el 
legítimo tenedor del título, pero, a su vez, debe encontrarse inscripto en el 
registro que debe llevar el emisor del título (art. 305, Ley N° 16.060) (Olivera 
García, 2012).

Como ya ha sido visto en este trabajo, con la Ley N° 18.930 el titular de 
acciones al portador no solo debe informar su titularidad a la sociedad emi-
sora, sino que el régimen sancionatorio lo priva de ejercer cualquier dere-
cho correspondiente a su calidad de accionista y, en simultaneo, veda a la 
sociedad emisora de permitirle el ejercicio de los derechos. De allí que, Oli-
vera García (2012) infiere la transformación ope legis de las acciones al por-
tador en nominativas, no en lo que respecta a su régimen de transferencia 
sino en lo que atañe al ejercicio de los derechos inherentes a la calidad de 
accionista. Ello en función de que, aplicación mediante de la Ley N° 18.930, 
para ejercer los derechos de accionista, en definitiva, el titular de las accio-
nes al portador deberá comunicar a la sociedad su calidad de tal, la cual de-
berá conservar las Declaraciones Juradas de sus accionistas en las mismas 
condiciones que las establecidas para los libros sociales obligatorios de las 
sociedades comerciales, conforme al art. 6.

Personalmente, adhiero a lo expresado por Olivera García (2012). Debo 
destacar, asimismo, que, aunque sea cuestionable el proceder, el legislador 
debió de optar entre dos caminos: de un lado, implementar un nuevo ré-
gimen que afecte la naturaleza de las acciones al portador en lo relativo al 
ejercicio de los derechos; de otro lado, exigir la presentación de las declara-
ciones juradas por parte de los accionistas hacia la sociedad, pero no elevar 
la presentación de las mismas a requisito necesario para el ejercicio de los 
derechos.

Aun cuando dicha circunstancia llame la atención, es evidente que el 
camino escogido se trata de una cuestión de política legislativa, efectuada 
con el afán de fortalecer el régimen sancionatorio hacia los titulares de ac-
ciones al portador, para lograr la registración de aquellos, que, en definitiva, 
constituye el espíritu que inspira la norma.

VI.  Creación de una nueva causal de disolución y una nueva causal 
de extinción de la calidad de accionista

El art. 159, LSC, enlista las diversas causales de disolución de las socie-
dades comerciales. El art. 143, LSC, concede autonomía de la voluntad para 
pactar causales de disolución no previstas por ley.

De regla, la verificación de una causal no produce la disolución auto-
mática de la sociedad pues es necesario, o bien que los socios o accionistas 
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arriben a un acuerdo para efectivizar la disolución, o bien que la disolución 
se declare judicialmente(4).

La Ley N° 19.288 da vida a una nueva causal de disolución para las so-
ciedades anónimas y las sociedades en comandita por acciones, inexisten-
te hasta el momento en el derecho societario uruguayo: el incumplimiento 
con la obligación de informar los titulares de participaciones patrimoniales 
que representasen al menos el 50% del capital integrado o su equivalente (a 
través de la Declaración Jurada – Formulario B) en el plazo de 90 días corri-
dos desde la vigencia de la ley. A su vez, dispuso su acaecimiento de pleno 
derecho: el mero vencimiento del plazo indicado, produjo la disolución au-
tomática de la sociedad

Cabe recordar que la disolución de pleno derecho en leyes especiales 
no es obra de la Ley N° 19.288. En efecto, la Ley N° 18.092 previó dicha san-
ción para las sociedades anónimas, sociedades en comandita por acciones 
y otras formas jurídicas mencionadas en el primer inciso del art. 1 de la re-
ferida ley, que fueren titulares de inmuebles rurales o explotaciones agrope-
cuarias y no hubieren transformado sus acciones de “al portador” en “nomi-
nativas”, en el plazo previsto para ello.

Otra de las creaciones de la Ley N° 19.288 radica en una nueva causal 
de extinción de la calidad de accionista. En el derecho uruguayo la calidad 
de accionista puede extinguirse por las siguientes causales: enajenación de 
acciones, muerte, disolución y liquidación de la sociedad, retiro de accio-
nistas por regularización de la sociedad, ejecución judicial de las acciones, 
reembolso en caso de ejercicio de derecho de receso, rescate de acciones en 
caso de una reducción real de capital integrado, reintegro de capital, amor-
tización de acciones y exclusión (Lapique, 2021).

La Ley N° 19.288 dispuso en su art. 3, que los titulares de participaciones 
patrimoniales al portador de sociedades anónimas y sociedades en coman-
dita por acciones que en el plazo de 90 días corridos contados desde la en-
trada en vigor de la ley no cumplieron con su obligación de presentar la De-
claración Jurada (Formulario A) a la sociedad, perdieron de pleno derecho 
su calidad de accionistas. Ello, siempre y cuando la sociedad no se hubiere 
vista alcanzada por la disolución de pleno derecho.

(4) Rodríguez Olivera y López Rodríguez (2013) entienden que “En el caso de la diso-
lución por vencimiento de plazo y en el caso de que el número de socios haya quedado 
reducido a uno, no se requiere ni el acuerdo social ni resolución judicial. Los efectos de la 
disolución se producen de inmediato, de pleno Derecho” (p. 133). En igual sentido explica 
Beltrán (1997): “La sociedad anónima se disuelve automáticamente («de pleno derecho») 
por el transcurso del término de duración fijado en los estatutos (…)” (p. 92). 
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Mientras la causal de disolución impuesta por imperio de la Ley N° 
19.288 desplegó sus efectos por única vez para las sociedades anónimas y 
en comandita por acciones que al 29 de enero de 2015 no presentaron la De-
claración Jurada (Formulario B) que contuviere como mínimo la informa-
ción del 50% de los titulares de sus participaciones patrimoniales, la nueva 
causal de extinción de la calidad de accionista perdura hasta nuestros días.

En ese marco, la Ley N° 19.288 (lit. C, art. 16) impone la extinción de la 
calidad de accionista de sociedades anónimas y sociedades en comandita 
por acciones, en los casos de transferencia de la titularidad de participacio-
nes patrimoniales al portador, o modificación de porcentaje de participa-
ción en el capital integrado o su equivalente, cuando dichas circunstancias 
no se comunicaran a la sociedad emisora mediante la Declaración Jurada 
(Formulario A), en el plazo de 90 días corridos desde el vencimiento del pla-
zo previsto para su comunicación.

VII.  Ostensible reducción de las sociedades comerciales por accio-
nes al portador: ¿el principio del fin?

Las sociedades anónimas pueden ser emisoras de acciones al portador, 
nominativas o escriturales (LSC, art. 304). Las acciones al portador y nomi-
nativas se representan en títulos.

Los títulos accionarios al portador no se expiden a favor de una persona 
determinada y se transmiten por la simple tradición (Decreto-Ley N° 14.701, 
art. 52 y LSC, art. 316). Decía Broseta Pont (1977) que “Estas acciones son 
títulos de legitimación anónima, porque no consta en ellas el nombre de su 
titular” (p. 221). Y planteaba Uría (1990) que “Las acciones al portador no de-
signan titular alguno, o, por mejor decir, indican como titular al «tenedor» 
del documento” (p. 249).

Con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley N° 18.930, la doctrina ya 
advertía que el sistema uruguayo se veía “(…) ante la crónica de la muerte 
anunciada de las acciones al portador” (Miller, 2011, p. 148) y que en muchos 
países del derecho comparado o bien se había abandonado, o bien se había 
acotado o desestimulado el uso de esta tipología accionaria (Olivera García, 
2011).

Dicho vaticinio doctrinario fue ganando fuerza -a nivel legislativo- des-
de 2012 hasta la actualidad. Todo comenzó con las Leyes N° 18.930 y N° 
19.288.

La Ley N° 18.930 implicó un llamado de atención a esta tenencia accio-
naria por las sanciones pasibles de ser aplicadas a los titulares de acciones 
al portador, a las sociedades anónimas emisoras de las mismas y a los repre-
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sentantes de aquellas. Asimismo, considerando que a través de un régimen 
especial un tanto más ágil se concedió la opción de transformación de las 
acciones al portador en nominativas o escriturales (art. 17), se creó un esti-
muló adicional para abandonar esta tenencia accionaria(5).

Finalmente, la Ley N° 19.288 logró la disolución de pleno derecho de 
todas las sociedades anónimas y en comandita por acciones emisoras de 
acciones al portador que, al 29 de enero de 2015, no presentaron la Declara-
ción Jurada (Formulario B) identificando al menos al 50% de sus titulares. 
Adicionalmente estableció sanciones de envergadura que continúan vigen-
tes hoy en día y que desestimulan esta tenencia accionaria.

Mas recientemente en el tiempo, la Ley N° 19.820 dio nacimiento a la 
SAS, la cual solamente puede ser emisora de acciones nominativas o escri-
turales (art. 16).

Actualmente se encuentra a estudio del Parlamento un Proyecto de Re-
forma, modificativo de la LSC. En el Proyecto, mediante la modificación del 
art. 304, se infiere que las sociedades anónimas y las sociedades en coman-
dita por acciones no podrán ser más emisoras de acciones al portador.

En caso de que el Proyecto resulte aprobado, es factible de esperar que 
por vía reglamentaria se disponga un régimen que permita la transforma-
ción de todas las sociedades por acciones al portador existentes. De verifi-
carse dicho escenario, eso implicaría la extinción total de las acciones al 
portador, cerrando un capítulo en la historia del derecho societario urugua-
yo, el cual pondría fin a esta tenencia accionaria.

El camino del abandono de las acciones al portador ha sido atravesado 
por diversos países. A modo de ejemplo, en Argentina, en 1985 se sancionó 
la Ley N° 23.299 que puso en vigencia la Ley N° 20.643 del año 1974, la cual 
imponía la nominatividad obligatoria de las acciones, eliminando las accio-
nes al portador del derecho argentino (Nissen, 1994).

VIII.  Superposición de etapas finales en el procedimiento de liqui-
dación de las sociedades comerciales

La Ley N° 19.288, en su art. 19, dio nueva redacción al art. 181 de la LSC. 
La exposición de motivos contenida en Proyecto de Ley que el Poder Eje-
cutivo presentó a la Asamblea General (el cual incluía este artículo y fue 
sancionado en todos sus términos) manifestó que el objetivo de modificar la 

(5) Unas 13.500 sociedades anónimas por acciones al portador aproximadamente com-
pletaron el proceso de transformación de dicha tenencia accionaria por acciones nomina-
tivas, según se menciona en la exposición de motivos de la Ley N° 19.288.
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referida norma, radicaba en prescindir de los Certificados Especiales emi-
tidos por DGI y BPS, conditio sine qua non para la cancelación de la ins-
cripción (personería jurídica) ante la DGR. En la medida que la solicitud 
de los Certificados Especiales, o bien no se realizaba, o bien su expedición 
tenía lugar después de un tiempo muy extenso, con la disposición legal se 
pretendía permitir la cancelación de la inscripción registral sin necesidad 
de contar con los Certificados Especiales y sin que la Administración Tri-
butaria renunciara al cobro de las eventuales obligaciones tributarias que 
pudieran existir(6).

Desde la doctrina se comprendió que el nuevo texto del art. 181, LSC, 
implicaba una derogación tácita del art. 409, LSC, en lo que atañe a la fis-
calización del órgano estatal de control sobre la “disolución anticipada”, en 
tanto y en cuanto no se contempla su participación en este (Olivera García, 
2015b).

No obstante, el órgano estatal de control entiende que tiene competen-
cia en la materia, lo cual produce la existencia de dos posibles etapas finales 
en el procedimiento de liquidación de las sociedades comerciales.

Un primer camino consiste en seguir al pie de la letra el art. 181, LSC, de 
modo que se procede a disolver y liquidar la sociedad sin pasar en momento 
alguno por la AIN. Un segundo camino implica reconocer que el art. 409, 
LSC, se mantiene vigente en lo que respecta al asunto de marras, por lo que 
será necesario solicitar la aprobación de la AIN.

En mi opinión, corresponde entender que la nueva redacción otorgada 
al art. 181, LSC, derogó tácitamente la referida competencia de la AIN. La 
razón principal se haya en el espíritu de la norma. La exposición de motivos 
del Proyecto de Ley que el Poder Ejecutivo presentó a la Asamblea General 
fue clara en cuanto a que la modificación al artículo se realizaba “a efectos 
de establecer un trámite eficiente”. Allí se menciona que, en su aplicación, 
se prescindirá de solicitar los Certificados Especiales. Por lo tanto, hay que 
considerar derogada la competencia de la AIN, puesto que: (i) la AIN no apa-
rece mentada en el art. 181, LSC: (ii) si fuera necesario solicitar la aproba-
ción de este organismo, el trámite no sería eficiente, todo lo contrario. Adi-
cionalmente, en la práctica, la AIN exige la presentación de los Certificados 
Especiales, los cuales expresamente el art. 181 habilita prescindir y que fue 
el extremo que inspiró la redacción de la norma(7).

(6) El Proyecto de Ley de la Ley N° 19.288 puede ser consultado en el siguiente link: ht-
tps://parlamento.gub.uy/documentosyleyes/ficha-asunto/119299/tramite

(7) En este sentido, véase: https://www.gub.uy/tramites/aprobacion-disoluciones-anti-
cipadas-sociedades-anonimas.
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IX. Pluralidad de problemas no resueltos

El noveno y ultimo fruto de las leyes en análisis es un legado de proble-
mas no resueltos, algunos interpretativos y otros de política legislativa. A lo 
largo de estos años, a través de la sanción de ciertas leyes(8) o la aprobación 
de sendas resoluciones por parte del BCU o de la AIN se han intentado zan-
jar algunas perplejidades, pero lejos está de haberse agotado el universo de 
interrogantes.

El más claro ejemplo de ello, es el caso de las sociedades comerciales 
que resultaron disueltas de pleno derecho por imperio de la Ley N° 19.288 y 
no se liquidaron en el plazo de 120 días. Dichas sociedades se encuentran 
actualmente en estado de incertidumbre sobre su continuación, aguardan-
do una decisión legislativa que prevea su tratamiento. Cabe recordar que 
la ley les vedó expresamente la posibilidad de reactivarse (art. 1 de la Ley 
N° 19.288). En el Tomo II de la Memoria Anual del año 2021, elaborada por 
Presidencia de la República, se dejó constancia que se está trabajando en la 
redacción de un anteproyecto de ley tendiente a contemplar la situación de 
estas sociedades(9).

X. Reflexiones finales

El sistema compuesto por las Leyes N° 18.930, N° 19.288 y N° 19.484 pro-
dujo un giro copernicano en el derecho societario uruguayo con la instau-
ración de obligaciones sin precedentes y un régimen sancionatorio suma-
mente severo.

Su gran obra maestra fue la creación de un Registro de participaciones 
patrimoniales, entidades emisoras y beneficiarios finales a cargo del BCU, 
en el cual, la comunicación a este organismo se tornó una pieza esencial en 
el tablero de ajedrez del derecho societario.

Un cambio de paradigmas en la tenencia de acciones al portador afloró e 
igual camino atravesó la nueva causal de disolución para ciertas sociedades 
comerciales y la nueva causal de extinción de la calidad de accionista.

Corolarios del sistema son la ostensible reducción de las sociedades co-
merciales por acciones al portador y la superposición de etapas finales en 

(8) A modo de ejemplo: el art. 243 de la Ley N° 19.920 estableció el régimen de prescrip-
ción en la materia y el art. 732 aclaró que, para las obligaciones descriptas en el presente 
trabajo, los días se computan en hábiles.

(9) La memoria anual de la gestión del gobierno puede ser consultada en el siguien-
te link: https://www.gub.uy/presidencia/institucional/informacion-gestion/memorias- 
anuales/memoria-anual-gestion-del-gobierno-nacional-3
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el procedimiento de liquidación de las sociedades comerciales, junto a una 
pluralidad de problemas no resueltos.
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ABSTRACT. Our Constitution establishes for legislators, both national and 
departmental, the control mechanism through the request for data and re-
ports. This must be supplemented with the guarantees established in section 
72, among others, as well as in special regulations, the right of access to public 
information.

Now, can these legislators exercise this right if there is another specific mech-
anism? Is there any limitation or consequence in this case? Can they exercise 
the right against the body to which they belong?

This paper seeks to answer these questions.

KEYWORDS. Right of access to public information. Request for data and 
reports.

RESUMO. Nossa Constituição estabelece para os legisladores, tanto nacionais 
quanto departamentais, o mecanismo de controle por meio da solicitação de 
dados e relatórios. A isto acrescem as garantias estabelecidas no artigo 72, 
entre outras, bem como em regulamentação especial, o direito de acesso à 
informação pública (DAIP).

Ora, esses legisladores podem exercer o DAIP se houver outro mecanismo 
específico? Existe alguma limitação ou consequência neste caso? Podem 
exercer o direito contra o corpo a que pertencem?

Este artigo busca responder a essas perguntas.

PALAVRAS-CHAVE. Direito de acesso à informação pública. Solicitação de 
dados e relatórios.

Introducción

Nuestro derecho constitucional prevé por un lado la existencia de me-
canismos de control parlamentario, entre los que se encuentra el pedido 
de datos e informes y, por otra parte, garantiza por medio del artículo 72, el 
derecho de acceso a la información pública.

Ambos refieren en esencia, a la posibilidad de acceder a la información 
en poder de instituciones públicas como forma de controlar la labor que se 
realiza. Diferencias en sus procedimientos y efectos nos interpelan a la hora 
que sean legisladores los que ejercen el DAIP. Se analizarán a continuación 
brevemente ambos institutos, sin ánimo de agotarlos teóricamente, sino 
para poder realizar un comparativo.

1. Pedido de datos e informes

El pedido de datos e informes es una “potestad de cada legislador, y en 
su caso, del Cuerpo legislativo, es un medio para instrumentar el control 
propiamente dicho” (CAGNONI, 2006, p. 261).
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Su espectro es bien amplio: puede ser utilizado con el exclusivo objeto 
de reunir material para la ilustración de la Cámara en su labor estrictamen-
te legislativa (JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA, 2016, p. 271), puede considerarse 
una potestad de control de las minorías sobre las mayorías o un peso y con-
trapeso en la dinámica y accionar de los tres poderes.

Si bien el origen del instituto se remonta a la creación de los controles 
parlamentarios, en nuestro derecho fue incorporado en el texto constitu-
cional de 1918.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 118 de nuestra Carta, es una 
potestad individual de cada legislador el pedir los datos e informes que es-
time necesarios para cumplir su cometido. “Se tramita por escrito ante el 
Presidente de la Cámara respectiva, quien lo debe remitir de inmediato al 
órgano que corresponda” (CORREA FREITAS, 2009, p. 99).

El pedido puede ser realizado a los Ministros de Estado, a la Suprema 
Corte de Justicia, a la Corte Electoral, al Tribunal de lo Contencioso-Admi-
nistrativo y al Tribunal de Cuentas.

Establece la Carta que si no se facilitaren “los informes dentro del plazo 
que fijará la ley, el Legislador podrá solicitarlos por intermedio de la Cámara 
a que pertenezca, estándose a lo que ésta resuelva” (artículo 118). Conforme 
lo establecido en el artículo 132 de la Constitución, es una facultad que se 
extiende a la Comisión Permanente en su caso.

La Ley N° 17.673 del 21 de julio de 2003 estableció los plazos para dar 
respuesta a los pedidos, fijándose en 45 días hábiles. En casos que la com-
plejidad de la información solicitada impida remitirla en plazo, mediando 
informe circunstanciado que detalle las causas del impedimento, se cuenta 
con 30 días hábiles más. El plazo para la remisión si el pedido es reiterado 
por la Cámara respectiva es de 30 días hábiles.

La Ley N° 16.134 de 24 de setiembre de 1990 zanjó la discusión en cuan-
to a si la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, dependencias de la Presidencia de la República, estaban obli-
gadas o no a proporcionar los datos e informes que solicitaren los Legislado-
res. El artículo 17 establece que deberán hacerlo.

Por otra parte, parece también zanjada la discusión sobre si el pedido 
de datos e informes refiere a un Ente Autónomo o Servicio Descentralizado. 
Estos podrán tramitarse por intermedio del Ministerio con quien se comu-
nica con el Poder Ejecutivo.

Conforme a lo establecido por el artículo 118 inciso segundo, en rela-
ción con los pedidos de datos e informes al Poder Judicial y al Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo, no podrán estos referir a lo relacionado con la 
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materia y competencia jurisdiccionales de dichos organismos. Es esta, por 
tanto, “la única situación en la cual la autoridad puede decir que no respon-
de” (CASSINELLI MUÑOZ, 2009, p. 229).

Por último, y en aplicación del artículo 121 de la Constitución, las Cáma-
ras podrán formular declaraciones.

A nivel departamental, el artículo 284 regula similar instituto, indican-
do que “todo miembro de la Junta Departamental puede pedir al Intenden-
te los datos e informes que estime necesarios para llenar su cometido”. Al 
igual que a nivel nacional “el pedido será formulado por escrito y por in-
termedio del Presidente de la Junta Departamental, el que lo remitirá de 
inmediato al Intendente”.

Este artículo sí prevé un plazo para la respuesta, en tanto “si éste no fa-
cilitara los informes dentro del plazo de veinte días, el miembro de la Junta 
Departamental podrá solicitarlos por intermedio de la misma”.

2. Derecho de acceso a la información pública

El derecho de acceso (o al acceso) a la información pública forma parte 
del derecho a la información en general, que a su vez deriva del derecho a 
averiguar la verdad proveniente, como se ha dicho, de la naturaleza especí-
fica de ser racional del hombre; dentro de este derecho a la información en 
términos amplios se fue perfilando uno más específico, el derecho a la in-
formación pública. Este derecho, como especie del género aludido, derecho 
a la información, tiene el mismo fundamento que éste, pero además deriva 
de la dimensión social, más precisamente política, del estrato racional de la 
naturaleza humana (DURÁN MARTÍNEZ, 2012).

El derecho de acceso a la información pública es un derecho humano 
consagrado en la normativa nacional como internacional.

En nuestro ordenamiento jurídico, más allá de estar garantizado por el 
artículo 72 de la Constitución nacional, se cuenta con normativa específica: 
Ley Nº 18.381 sobre derecho de acceso a la información pública, la que fue 
promulgada el 17 de octubre de 2008 y su Decreto Reglamentario Nº 232/010 
del 2 de agosto de 2010.

La ley citada, en sus casi quince años, solo tuvo pequeños cambios y en 
algunos artículos por diversas leyes.

Más allá del ordenamiento jurídico que se acaba de mencionar, es im-
portante hacernos esta pregunta ¿qué es el derecho de acceso a la informa-
ción pública?
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El derecho de acceso a la información pública es un desmembramiento 
de otro derecho humano: el derecho de libertad de pensamiento y expre-
sión, y dentro de éste podemos encontrar el derecho de información gene-
ral. Esto se traduce en lo siguiente, para que una persona pueda ejercer de 
forma libre su pensamiento y expresión, debe de estar informada para que 
ese ejercicio sea a conciencia y debe tener toda la información posible para 
poder tomar decisiones y como parte de la información está en poder del 
Estado, surge así el derecho de acceso a la información pública.

Si bien ya se dijo que es un derecho humano, éste se ha de denominar 
“derecho llave”. Esto hace referencia a que haciendo uso de este derecho, 
se pueden ejercer otros, por ejemplo, ante una solicitud de acceso a la in-
formación pública realizada a un organismo se puede obtener información 
sobre violación a los derechos humanos si la solicitud fue referente a eso, 
por lo cual, en este caso, ejerciendo el derecho de acceso a la información 
pública se ejerce también el derecho a la verdad. En palabras de Rotondo 
(2012, p. 82):

La libertad de información, el derecho a obtenerla y recibirla, el acceso 
a la fuente es también un derecho fundamental, como manera de llegar a 
la verdad, lo que es propio de la naturaleza racional del hombre. Se incluye 
allí el derecho al acceso a la información pública, el cual corresponde a un 
sistema democrático republicano, en el cual es básico el principio de publi-
cidad y su dimensión espontánea, de transparencia.

Es importante mencionar cómo está regulado el ejercicio del derecho 
de acceso a la información pública, y dicha información se encuentra en el 
Capítulo Tercero de la Ley N.º 18.381 denominado “Del procedimiento ad-
ministrativo para acceder a la información pública”.

Se ejerce el derecho de acceso a la información pública cuando se reali-
za una solicitud ante el sujeto obligado, dicha solicitud tiene determinadas 
características que están mencionadas en el artículo 13. Una vez realizada 
la solicitud de acceso a la información pública, el sujeto obligado tiene un 
plazo de 20 días hábiles para responder o denegar el acceso a la informa-
ción pública solicitada. Sin desmedro de los 20 días hábiles que cuenta el 
organismo para responder o denegar, el mismo cuenta con el mecanismo 
de la prórroga, la cual habilita a que el sujeto obligado cuente con otros 20 
días hábiles más para poder responder o denegar el acceso. No es menor 
recordar lo siguiente, tanto para franquear o negar el acceso, términos es-
tos que se encuentran en el artículo 16 de la Ley N.º 18.381, tiene que ser el 
jerarca máximo del organismo quien lo decida mediante acto administra-
tivo y también es el jerarca máximo o quien tenga funciones delegadas el 
que puede prorrogar el plazo siempre y cuando haya razones fundadas para 
acudir a este mecanismo.
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Si bien la Ley N.º 18.381 no dice que la prórroga tiene que ser emanada 
por el jerarca máximo, y aplicando el principio del derecho romano “qui po-
test plus, potest minus” (quien puede lo más, puede lo menos), se entiende 
que es el jerarca quien tiene la potestad de franquear o rechazar el acceso, 
así como de prorrogar.

Pasados los 20 días hábiles del plazo legal o de los 20 días de prórroga si 
se hubiera solicitado la misma y el sujeto obligado no responde a la solici-
tud, es decir, no se expresa por la entrega o la denegación, cae en lo que la 
normativa denomina silencio positivo y deberá entregar la información(1).

En el caso de no responder a la solicitud de acceso, es decir, el sujeto 
obligado ha caído en silencio positivo, se abren dos mecanismos para la 
persona: 1) realizar la denuncia ante la Unidad de Acceso a la Información 
Pública (UAIP) o 2) ejercer la acción de acceso a la información pública ante 
la justicia ordinaria o también denominado proceso de Habeas Data impro-
pio.

La denuncia ante la UAIP se podrá realizar ante el vencimiento de pla-
zos, el silencio positivo, que de forma injustificada se le haya negado el ac-
ceso, no se le entregó o dicha entrega fue parcial a lo solicitado o que se le 
negó el acceso por considerar el objeto obligado que la información reviste 
carácter de secreta, reservada o confidencial.

Este procedimiento se rige por el procedimiento administrativo del De-
creto 500/991 y finaliza con un acto administrativo resolución emanada del 
Consejo Ejecutivo de la UAIP que será favorable al denunciante o al denun-
ciado.

En lo que respecta al proceso judicial, el mismo se encuentra detallado 
en el Capítulo Quinto de la Ley N.º 18.381 y es un proceso de estructura su-
maria. Como característica de este tipo de proceso, interpuesta la demanda 
se convocará a audiencia en un plazo de tres días y en la misma se dictará 
sentencia o a más tardar a veinticuatro horas de la celebración, pudiéndose 
prorrogar de forma excepcional por un plazo de tres días. La sentencia de-
finitiva de primera instancia podrá ser recurrida interponiendo el recurso 
de apelación.

(1) Sin perjuicio de los límites establecidos legamente en tanto, el derecho de acceso por 
cualquier ciudadano a la información en poder de las Administraciones Públicas no alcan-
za a toda la información, sino específicamente a la calificable como pública, la cual no com-
prende a la de carácter privado o personal ni a las secretas por imperio de la ley dictada en 
razón del interés general (Delpiazzo, 2009, p.16).
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3. Relaciones entre ambos institutos

Si comparamos ambos institutos, surgen algunas diferencias claves:

i. Personas legitimadas

En el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, el mismo 
puede ser ejercido por toda persona, sin distinción alguna y con una carac-
terística propia de este derecho, es decir, que para ejercerlo no es necesario 
fundamentar o manifestar para qué se quiere la información.

En el pedido de informe, este instituto está limitado a quien cumple la 
función de legislador, sea este nacional o departamental.

ii. Plazos para responder

En el acceso a la información pública el sujeto obligado cuenta con un 
plazo de 20 días o prorrogable dicho plazo por 20 días más para responder 
o denegar el acceso. En el pedido de informe a nivel nacional se cuenta con 
un plazo mayor para responder que es de 45 días hábiles con una “prórroga” 
de 30 días más. A nivel departamental, como se dijo, el plazo es de 20 días.

iii. Efectos del silencio

En el acceso a la información pública si el sujeto obligado no responde 
en los plazos legales, es decir, incurre en silencio positivo, se le abre al so-
licitante la vía administrativa (denuncia ante la UAIP) o la vía judicial (ha-
beas data impropio).

En el pedido de informes, frente al silencio del organismo al que se le 
pidió la información no se han fijado efectos, llevando esto a que el legis-
lador no tenga modo alguno de hacerse de la información ante la falta de 
respuesta del organismo.

iv. Posibles acciones posteriores

Como se indicó anteriormente, si el solicitante no recibe respuesta por 
haberse vencido los plazos o porque se le denegó de forma injustificada el 
acceso, puede realizar la denuncia ante la Unidad de Acceso a la informa-
ción Pública o ir por la vía judicial. Es importante destacar, que se puede ir 
por ambas vías o por una de ellas solamente.

En el caso del pedido de informes, el legislador puede pedir a la Cámara 
a la que pertenece, (o a la Junta Departamental en su caso), si este lo estima 
conveniente que se realice el pedido de informe por esa vía.
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v. Efectos de las acciones posteriores

En el caso del acceso a la información pública, si se le da la razón en vía 
administrativa al denunciante, como se hizo mención, el Consejo Ejecutivo 
resuelve mediante resolución con una exhortación a que se entregue la in-
formación. Es importante destacar que la UAIP no tiene potestades sancio-
natorias(2), caso contrario cuando en la vía jurisdiccional se le da la razón 
al demandante, que ante la sentencia definitiva que indique la entrega, el 
organismo está obligado a hacerlo. Si se le da la razón en vía jurisdiccional, 
debe entregar (más allá de la apelación), o de lo contrario, podrá ser conde-
nado al pago de astreintes(3)

En el caso del pedido de informe si se le da la razón, pero no le contestan 
a la Cámara, ésta no puede hacer nada, no hay efectos sancionatorios y lo 
que solo queda es una consecuencia política.

4. Algunas conclusiones

El análisis de ambos institutos permite concluir que, si bien parecen te-
ner como fin último la obtención de información en poder de organismos 
públicos, el proceso, pero sobre todo los efectos y las consecuencias, tienen 
sus diferencias.

La Unidad de Acceso a la Información Pública, en Resolución 8/017 de 
28 de julio de 2017(4) estableció que “el ejercicio de este derecho fundamen-

(2) Conforme Sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 47 de 2013 de 
14 de febrero de 2013: “El art. 21 de la Ley referido a los “Cometidos” establece que deberá 
realizar todas las acciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos… y enumera 
las funciones y atribuciones.- Basta su lectura para concluir que: “como se percibe, este ór-
gano carece de potestades de administración activa” (ver DURÁN MARTÍNEZ, Augusto; 
“Derecho a la Protección de Datos Personales y al Acceso a la Información Pública, Amalio 
M. Fernández, 1ª Edición Septiembre 2009, pág. 126).- En el caso particular, lo que se solici-
tó en el formulario que obra a fs. 3/4 A.A., fue precisamente un asesoramiento, y la Unidad 
de Control se expidió en ese sentido.- Y otra cosa no podía realizar porque la ley no prevé 
sanción, más allá de lo que prevé el art. 31 de la ley, no pudiéndose entender -por falta de 
regulación- que lo dispuesto en el acto impugnado refiera a una obligación que pueda ser 
ejecutoriada por la demandada. Simplemente, resulta ser la opinión del órgano de control 
en cuanto a si dicha información es dable sea entregada al requirente, manteniéndose ex-
pedita la vía jurisdiccional para reclamar su cumplimiento.” Sentencia no disponible abier-
tamente, puede consultar a las autoras para conocerla. 

(3) Sentencia N° 4/2023 de 6 de febrero de 2023 del Tribunal de Apelaciones de 2do Tur-
no que confirma la Sentencia N° 120/2022 del Juzgado Letrado de Tacuarembó de 3er Tur-
no. Disponible en: http://bjn.poderjudicial.gub.uy/BJNPUBLICA/hojaInsumo2.seam?-
cid=198634

(4) https://www.gub.uy/unidad-acceso-informacion-publica/institucional/normativa/
resolucion-n-8017
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tal no requiere de legitimación alguna, por lo que no procede considerar la 
investidura del solicitante como una restricción para el ejercicio pleno de 
su derecho a “buscar”, “recibir” y “acceder” a la información pública”. Por 
lo que, “debe delimitarse el alcance de lo establecido por el art. 291 de la 
Constitución y el art. 38 de la Ley Orgánica Municipal, en cuanto prohíben 
a Intendentes y Ediles “tramitar o dirigir asuntos propios o de terceros ante 
el Gobierno Departamental”.

Uno y otro instituto operarán por tanto en órbitas diferentes, siendo de-
cisión de cada legislador nacional y departamental el mecanismo a utilizar.

Si bien con el DAIP podría verse que el fin último de hacerse de la in-
formación por parte del legislador -nacional o departamental- parece estar 
garantizado, ir por el pedido de informe no lo parece tanto, quedando como 
se dijo más arriba, una consecuencia política que muchas veces puede te-
ner más incidencia en el hacer político que la propia obtención de la infor-
mación.

Bibliografía consultada

CAGNONI, A. (2006). El derecho constitucional uruguayo. Montevideo: FCU.

CASSINELLI MUÑOZ, H. (2009). Derecho público. Montevideo: FCU.

CORREA FREITAS, R. (2009). Derecho constitucional contemporáneo. Tomo 
II. Montevideo: FCU.

DELPIAZZO, C. (2009). A la búsqueda del equilibrio entre privacidad y ac-
ceso. En DELPIAZZO, C. (Coord.), Protección de datos y acceso a la in-
formación pública. Instituto de Derecho informático. Montevideo: FCU, 
AGESIC.

DURÁN MARTÍNEZ, A. (2012). Derecho a la protección de datos personales y 
al acceso a la información pública. Montevideo: AMF 2da ed.

JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA, J. (2016). Teoría del gobierno. Montevideo: FCU.

ROTONDO, F. (2012). Acceso a la información pública y protección de datos 
personales. Aspectos conceptuales y prácticos. Revista de Derecho Pú-
blico, 21, 42. 





– 127 –

Rev. Derecho (Univ. CLAEH, Fac. Derecho), ISSN 2982-4257, 2023, Año II – Nº 2:127–137

DERECHO A LA SALUD  
Y ARGUMENTACIÓN JURÍDICA

RIGHT TO HEALTH AND LEGAL ARGUMENTATION

DIREITO À SAÚDE E ARGUMENTAÇÃO JURÍDICA

Álvaro Miguel Machado Rodríguez (*)

Fecha de recepción: 21 de junio 2023.  
Fecha de aceptación: 16 de agosto.

RESUMEN. El Poder Judicial ha tomado un mayor protagonismo en la tutela 
de los Derechos Humanos, tras el abandono del paradigma del Estado de 
Derecho legal, pasando a un Estado de Derecho Constitucional, en donde los 
jueces pueden lograr que el espíritu de la Carta Magna viva en sus sentencias. 
En cuanto a la protección efectiva del derecho a la vida y a la salud, surge 
como medio más idóneo el Amparo.

PALABRAS CLAVE. Amparo. Derecho a la salud. Constitucionalismo. Dere-
chos humanos. Argumentación.

ABSTRACT. The Judiciary has taken a more significant role in the protection 
of Human Rights, upon having abandoned the paradigm of the legal Rule of 
Law, moving to a Constitutional Rule of Law, where judges can ensure that 
the spirit of the Constitution lives in their judgments. Regarding the effective 
protection of the right to life and health, the writ of amparo emerges as the 
most suitable means.

KEY WORDS. Protection. Right to health. Constitutionalism. Human rights. 
Argumentation.
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(*) Doctor en Derecho y Ciencias Sociales UDELAR. Correo electrónico: dralvaroma-
chado3@gmail.com.



A. M. Machado Rodríguez – Derecho a la salud y argumentación jurídica

– 128 –

possam assegurar que o espírito da Constituição viva em suas sentenças . No 
tocante à efetiva proteção do direito à vida e à saúde, o Amparo surge como 
o meio mais adequado.

PALAVRAS – CHAVE. Proteção. Direito à saúde. Constitucionalismo. Direitos 
humanos-argumentação.

I. Cuestiones preliminares

Primeramente, en cuestión de derechos humanos, la concepción jusfi-
losófica reviste una importancia capital, de tal manera que ha sido recogida 
por el constituyente uruguayo, según veremos en las líneas ulteriores.

Por otro lado, si bien los jusnaturalistas ven en el Positivismo Jurídico 
formalismo, escepticismo o ausencia de ética; por el contrario, los positivis-
tas ven en el Jusnaturalismo, planteos cargados de subjetividad, arbitrarie-
dad política, ética.

Ahora bien, nuestra jurisprudencia vernácula ha sostenido lo siguiente:

“En esta línea, sostiene Cassinelli Muñoz que ello es congruente con la 
premisa jusfilosófica en la que se ubica el constituyente uruguayo, de que 
los derechos inherentes a la personalidad humana preexisten a su consa-
gración constitucional y son por ende independientes de su mención en la 
Constitución.

El derecho primario a la salud, por ser inherente a la personalidad hu-
mana, puede ser directamente invocado antes las autoridades adminis-
trativas o jurisdiccionales aunque falte la regulación legal respectiva, de 
conformidad con los artículos 72 y 332 de la Constitución que garantizan la 
validez de los derechos no enumerados en la misma, y su vigencia indepen-
dientemente de reglamentación. (aut.cit.,.Uruguay, en el derecho a la salud 
en las Américas.. Estudio constitucional comparado. 19898, Organización 
Panamericana de la Salud p. 458 y ss., Recopilación La Ley Uruguay, p. 849 
y ss.)”(1).

En el fondo existe una honda preocupación por resolver el problema del 
fundamento que sustente al Derecho Positivo y el problema de la crítica (éti-
ca) que lo sujete.

El análisis se centra en una cuestión de “humanizar” al Derecho Posi-
tivo.

Respecto al Derecho Natural, se plantean determinados problemas que 
forman parte de la esencia del Derecho.

(1) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Séptimo Turno, Sentencia Nº 107/2022.
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Entre ellos, el problema de la justicia o ética jurídica material, lo cual se 
traduce en una teoría de la Justicia.

Así también, se plantea el problema de la relación de la voluntad con los 
fines jurídicos o éticos de la acción humana.

Además, se proyecta el problema del conocimiento de los fines justos del 
obrar humano.

Por lo tanto, según esta postura jurídica, el Derecho Positivo que no se 
encuentre en línea con los postulados anteriores, si bien mantendrá su po-
der coercitivo, perderá el carácter de obligatorio.

Señala Hart que los criterios que separan los órdenes Derecho y Moral, 
no implica que los analistas negaran la coincidencia entre la moral y el De-
recho, ni tampoco la incidencia de la moral sobre éste. (Giuffra,1993, p. 39).

Coincide este autor, en que tanto el Derecho como la Moral deben tute-
lar al ser humano de su vulnerabilidad; ambos sistemas normativos debe-
rán tener como propósito la finalidad de permitir al hombre sobrevivir.

Los jusnaturalistas de la fenomenología existencial sostienen que la Jus-
ticia no es otra cosa que una forma ética de coexistencia; así, el orden jurí-
dico debe participar del mínimo de “tener que ser para el otro” (la justicia). 
(Giuffra,1993, p. 45).

Evidentemente, es el orden jurídico el que establece en forma perma-
nente la Justicia; es decir, responde a la necesidad de anexar algo a lo que es 
justo (Giuffra,1993, p. 45).

II. Derecho humano a la salud

Como veremos a continuación, nuestro ordenamiento jurídico dedica 
especial atención al derecho a la salud.

Asimismo, la internacionalización de los derechos humanos tiene su 
inicio en la conciencia universal de la insuficiencia de los Estados naciona-
les para lograr la tutela de los derechos a nivel de Derecho Interno; lo cual 
implica reconocer la legitimidad de un poder extra estatal, con fuerza para 
imponer su autoridad frente al Estado.

En ese sentido, se han pronunciado nuestros Tribunales:

“Pero el Estado Uruguayo está constitucionalmente obligado a proteger 
el derecho a la salud más allá de los términos que surgen de las Con-
venciones Internacionales de Derechos Humanos que ha ratificado, de-
bido a que, conforme dispone el art.44 de la Constitución Nacional en 
su parte final está obligado a proporcionar “gratuitamente los medios de 
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prevención y asistencia … a los indigentes o carentes de recursos”. Es un 
criterio interpretativo firme en materia de derechos humanos el principio 
pro hominen o pro-persona, que opera como una directriz de preferen-
cia indicando que prevalece la regulación que mejor tutela el derecho en 
cuestión (SAGÜES, Néstor P. La interpretación de los derechos humanos, 
p.6; RISSO, Martín. Algunas garantías básicas de los derechos humanos, 
2ª. ed. Bogotá, 2011, p.49) y ese es el caso del art.44 inc.2 de la Constitu-
ción Nacional.

“El derecho a la salud, expresamente reconocido en el art. 44 de la Cons-
titución, constituye un derecho humano esencial, inherente a la persona, 
y de cuyo pleno goce dependen todos los demás. En este sentido, el dere-
cho a la salud podría considerárselo, conjuntamente con la vida, uno de 
los derechos absolutos, ya que su instrumentalidad respecto del segundo 
nombrado es indiscutible.

“Todos los habitantes tienen el deber de cuidar de su salud, así como el de 
asistirse en caso de enfermedad. El Estado proporcionará gratuitamente 
los medios de prevención y de asistencia tan sólo a los indigentes o caren-
tes de recursos suficientes”.

“Ahora bien. Teniendo en cuenta que según el art. 44 de la Carta la obli-
gación del Estado se extiende a proporcionar asistencia no sólo a los in-
digentes sino también a aquellos que carezcan de recursos para cubrir los 
costos de la atención médica, en aplicación del principio pro homine el 
Estado no puede desconocer el mandato constitucional citado, derechos 
respecto de los cuales la Constitución no autoriza ni habilita limitación 
de especie alguna.

“Es de señalar asimismo que, la persona afectada debe acreditar cuál es 
la enfermedad que padece y que, para su estado de evolución, correspon-
de proporcionar el medicamento que pretende acreditando fehaciente-
mente su viabilidad a través de prueba idónea a tales efectos, así como 
que carece de recursos suficientes para cubrir los costos del tratamiento, 
de forma acorde al requerimiento contenido en la Carta Magna.

“En suma, como lo ha sostenido la Corte en reiteradas oportunidades, los 
derechos establecidos en el art. 7 de la Carta -salvo el derecho a la vida- 
no pueden ser limitados, excepto por razones de interés general, las que 
no se han articulado debidamente a la hora de establecer la limitación en 
la norma cuestionada, lo que determina corresponda declarar su inapli-
cabilidad al caso concreto”.(2)

Se trata entonces, de la existencia de un derecho subjetivo de los habi-
tantes de la República a recibir del Estado las prestaciones de salud que no 

(2) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Primer Turno, Sentencia Definitiva N° 20/2022.
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puedan soportar por sus propios medios. Negar la cobertura en el caso sig-
nifica atentar contra la igualdad de las personas, pues a ciertos enfermos se 
les otorga el medicamento, mientras que a otros igualmente enfermos que 
gozan de igual prescripción médica se les niega(3).

III. Límites a los derechos humanos

Las líneas finales del capítulo anterior, nos remiten al debate sobre los 
límites a los derechos humanos.

Tal como señala Uriarte (2013), el problema de los límites a los derechos 
humanos resulta ser de gran conflictividad, en tanto que plantea la discu-
sión sobre la imposibilidad del disfrute absoluto de todos los derechos jurí-
dicamente consagrados (p. 189).

Como bien indica recientemente nuestra jurisprudencia, existen nor-
mas jurídicas que pueden arrojar una solución restrictiva al derecho de ac-
ceso a la salud:

“…Como guía interpretativa cabe destacar, además, la reciente sanción 
de los arts. 461 y 462 en la última Ley de Presupuesto No. 19.355, normas 
por las que se reglamentó en vía legal el procedimiento que debe seguir 
el Ministerio de Salud Pública para la aprobación y registro de especia-
lidades farmacéuticas en el Formulario Terapéutico de Medicamentos. 
Las referidas disposiciones resultan prístinamente claras en su finalidad 
restrictiva respecto al derecho de acceso a la salud.

“En efecto, la inclusión de medicamentos por el M.S.P. en el denominado 
“Formulario Terapéutico de Medicamentos”, deberá efectuarse conforme 
los principios consagrados en la legislación, en la especie, los enunciados 
en el propio art. 7 de la Ley No. 18.335. No obstante, ese “margen” legal 
previsto, y que se completará en vía administrativa, deja una “ventana” 
abierta para la limitación de un derecho que, por su naturaleza instru-
mental con el derecho a la vida, no admite la menor restricción.

“En su mérito, del análisis contextual de la norma impugnada, emerge 
incuestionablemente que se trata de una norma regresiva, que tiende a 
limitar los medios médicos disponibles de prevención, tratamiento y asis-
tencia, contradiciendo de esta forma la norma de rango superior. Limi-
tación que, por otra parte, no responde a razones de interés general, sino 
meramente económicas.

En la ponderación entre los derechos constitucionales, principios y valo-
res que están en juego, parece razonable concluir que la actuación judi-
cial en la protección del Derecho a la Vida y a la Salud no puede ser obs-

(3) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Segundo Turno, Sentencia No. 126/2022.
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taculizada por la alegación de intereses generales o fiscales difusos, y sin 
respaldo en elementos de convicción que permitieren inferir su concreta 
afectación, ni supeditada a la satisfacción de requisitos reglamentarios o 
burocráticos cuya desmesurada extensión temporal no encuentra justifi-
cación razonable alguna. (Cfme Van Rompaey. Reflexiones sobre el De-
recho a la Salud y su Judicialización. Judicatura T. 52. P. 145 y stes)”(4).

IV. Procedencia de la Acción de Amparo

De lo expuesto en los capítulos anteriores, se deduce que uno de los me-
canismos indispensables para la protección del derecho a la salud es preci-
samente el proceso amparista.

En ese orden de cosas, la acción de Amparo prevista en la ley Nº 16011 del 
19/12/1988, en su artículo 1 establece que: “Cualquier persona física o jurí-
dica, pública o privada, podrá deducir la acción de amparo contra todo acto, 
omisión o hecho de las autoridades estatales o paraestatales, así como de 
particulares que en forma actual o inminente, a su juicio, lesione, restrinja, 
altere o amenace con ilegitimidad manifiesta, cualquiera de sus derechos 
y libertades reconocidos expresa o implícitamente por la Constitución...».

De esta manera, nuestra jurisprudencia se refiere diáfanamente al pun-
to en análisis:

“Procede el amparo no solo en caso de lesión, alteración o restricción de 
un derecho o libertad sino también en caso de amenaza de producirse 
o que se vaya a producir un daño irreparable, es un medio de carácter 
residual y limitado a los casos en que exista ilegitimidad manifiesta”(5).

Continúa la referida sentencia:”… por esto, la no prestación del trata-
miento suministro o la demora en recibirlo conlleva una amenaza actual y 
efectiva al derecho a la salud de la parte actora con la consecuente ilegitimi-
dad manifiesta, amenazando provocar un daño irreparable o difícilmente 
reparable a su salud (artículos 7, 8, 44, 72 de la Constitución; artículos 10, 
12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les; Protocolo de San Salvador; artículo 4 Ley 18.331; Cfe. LJU: casos 15.510; 
17.408; TAC 2º Turno, Sentencias: No. 88/2016, 92/2018, 14/2019, 94/2019, 
156/2019)”.

En este mismo sentido, La Suprema Corte de Justicia, ha expresado: “… 
el acogimiento de la demanda puede fundamentarse, obviamente, en la 
aplicación al caso de principios generales del derecho de recepción consti-

(4) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Primer Turno, Sentencia Definitiva N° 20/2022.

(5) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Segundo Turno, Sentencia No. 357-92/2022.
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tucional (arts. 7 y 72 de la Carta) que conforman derechos humanos inhe-
rentes a la dignidad de la persona y valores superiores de rango normativo 
preeminente en relación con las normas legales y reglamentaciones que re-
gulan la función pública. Señala Guastini … que la función de la Constitu-
ción es moldear las relaciones y, por tanto, uno de los elementos esenciales 
del proceso de constitucionalización del orden jurídico es precisamente la 
difusión en el seno de la cultura jurídica de la idea de que toda norma cons-
titucional, independientemente de su estructura o de su contenido norma-
tivo, es una norma jurídica genuina, vinculante y susceptible de producir 
efectos jurídicos. Y como sostiene la Dra. Castro de la visión meramente le-
galista se produce una reorientación ideológica y teórica -que en esencia es 
un viraje político-jurídico- hacia una visión constitucionalista del derecho 
que implica la sujeción del legislador, el administrador y el juez a las nor-
mas constitucionales. Y, precisamente en el caso, la operatividad directa de 
los derechos, principios y valores de raigambre constitucional no habrá de 
verse como puro arbitrio judicial, sino como el fruto de una argumentación 
jurídica que respeta la eficacia vinculatoria de los principios constituciona-
les, descartando su carácter meramente programático, en la búsqueda de 
la justicia del caso concreto, finalidad esencial de la función jurisdiccional” 
(Sent. Nº 130/2007; de la S.C.J. comentada por Castro Alicia Argumentación 
y Constitucionalismo en la fundamentación de sentencias...” Anuario, T. 
XXXIX, pág. 842).

En doctrina, el Dr. Daniel OCHS se ha referido a los Procedimientos de 
Amparo Sanitario, ha expuesto en tal sentido: “….Parámetros hermenéu-
tico a emplear en casos de amparo sanitario….. En este tipo de conflictos 
entraña una verdad innegable que justicia retardada es justicia denegada, 
por ello la jurisdicción ha de proceder con sentido tutelar considerando el 
dato objetivo según el cual tratamientos de esta naturaleza no pueden ser 
discontinuados in mengua gravísima de la salud del paciente. En supuestos 
en que existe adecuadamente acreditada la prescripción médica fundada 
del fármaco, su entrega debe ser inmediata, y si media oposición, se impone 
la medida cautelar in límine Litis… La negación injustificada de un trata-
miento farmacológico prescripto a un paciente grave por el equipo médico 
tratante, configura un supuesto de trato cruel e inhumano subsumible en 
el concepto de tortura psicológica, que padece obviamente el paciente pero 
también su entorno…. La relación médico paciente debe quedar adecuada-
mente resguardada de intromisiones indeseables que la desnaturalizan…” 
(Daniel Ochz. La Acción de Amparo. p. 142 y siguientes)(6).

Conforme lo indica Viera: El Art. 1° de la Ley 16.011 requiere que la ilegi-
timidad del acto lesivo sea manifiesta, dicho calificativo “manifiesta” signi-

(6) Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Cuarto Turno, Sentencia N° 198/2021.
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fica que el agravio invocado “debe sobresalir y mostrarse fehacientemente, 
en forma que la necesidad de prueba sea mínima y que su producción pue-
da efectuarse sin deterioro de la celeridad y sumariedad del proceso ampa-
rista...(Viera, 1993, p. 22).

Este requisito (ilegitimidad manifiesta) se cumple en tanto las institu-
ciones de salud resuelven no brindar un medicamento a los pacientes, fun-
dándose en razones de sustentabilidad del sistema (requisitos burocráticos 
o intereses fiscales difusos) y no en razones estrictamente científicas(7).

V. Respuestas jurisprudenciales

Con buen tino, nuestra Justicia ha decretado: “De modo que ante una 
persona que carece de recursos para proveerse de la medicación que necesita 
para tratar su patología y mejorar la calidad de sobrevida –y quizás prolon-
garla por un tiempo- debe cumplir con ese imperativo constitucional”. La ne-
gativa estatal convierte en ilegítima la conducta del Ministerio de Salud Pú-
blica como representante del Estado en esta causa (Ley Nº16.320 art.384).(8)”

Así también, el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Primer Turno, 
Sentencia definitiva N° 20/2022, ha sostenido pertinentemente:

“Sin perjuicio de las reglas tradicionales de interpretación y aplicación de 
las fuentes de derecho tanto de orden interno como internacional enun-
ciadas sucintamente, conviene subrayar que en el ámbito del derecho in-
ternacional de los derechos humanos importa tener en cuenta una regla 
que está orientada a privilegiar, preferir, seleccionar, favorecer, tutelar y, 
por lo tanto, a adoptar la aplicación de la norma que mejor proteja los 
derechos fundamentales del ser humano.

“En el ámbito del derecho internacional, el propio artículo 31 de la Con-
vención de Viena, permite fundamentar lo que se ha denominado o pue-
de denominarse el principio pro homine, cada vez más aceptado por los 
estudiosos del derecho internacional de los derechos humanos, incluso 
reconocido como parte de la lógica y la principiología propias del dere-
cho internacional de los derechos humanos.

“En ese sentido, se ha subrayado que ‘la invocación y el uso de la norma 
más protectora son perfectamente aceptados, en la doctrina acerca de la 

(7) Este tipo de argumento, colide directamente con lo establecido por el artículo 4 de 
la Ley N° 18.211, que establece claramente los objetivos que debe cumplir el Sistema Inte-
grado de Salud.

(8) Tribunal de Apelaciones en lo Civil .1º Turno, Sent. Nº 123 de 27/9/11; Sent.Nº186 de 
16/12/11.
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defensa judicial en derechos humanos, debido al objetivo garantista que 
orienta la materia’.

“En sentido análogo se ha expresado que este principio se puede consi-
derar como ‘[...] un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de 
los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más 
amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer 
derechos protegidos [...] Este principio coincide con el rango fundamental 
del derecho de los derechos humanos, esto es, estará siempre a favor del 
hombre’.

“En efecto, de acuerdo con el artículo 31.1 de la Convención de Viena, la 
interpretación debe tener en cuenta el objeto y fin del tratado y es aquí 
donde debe recordarse que los tratados sobre derechos humanos tienen 
como objeto y fin, el reconocer derechos a los individuos frente al Estado 
y no regular las relaciones entre los Estados como lo hace el ‘derecho de 
gentes’.

“Como ya lo sostuvo cuando integraba el Tribunal de Apelaciones en lo Ci-
vil de 6to. Turno, en Sentencia identificada como SEF-0006-000173/2013: 
“Dicha Cartera [en referencia al Ministerio de Salud Pública] es la encar-
gada de preservar la salud de los habitantes, bien fundamental que no 
puede estar supeditado a las contingencias de un trámite burocrático de 
tal naturaleza [la inclusión en el FTM], que bien puede durar meses e, 
inclusive, años.”.

En este orden, debemos tener presente que el derecho a la salud es un de-
recho primario y fundamental que impone plena y exhaustiva tutela. Y 
este derecho conforme al artículo 44 de la Constitución por su naturaleza 
no es susceptible de menoscabo.

Corolario de ello es que dicho derecho no debe ser limitado por la mera 
diferencia de criterios técnicos, o económicos como se pretende mediante 
las normas objeto de estudio ya que tales extremos desconocen claramen-
te la supremacía del derecho a la salud de la persona que debe primar en 
la interpretación de las normas aplicables.

De admitir tal posibilidad estaríamos no sólo asignándoles a las men-
cionadas autoridades un poder que claramente carecen sino también 
legitimando la violación de los derechos constitucionales que la Carta 
Magna garantiza a todos los habitantes (Artículos 7, 8, 10 y 44 de la Cons-
titución).

No debemos perder de vista que los derechos fundamentales vinculan a 
todos los poderes públicos sin distinción de especie alguna y no se puede 
afectar su esencialidad por ninguno de ellos. Por consiguiente, el conte-
nido esencial de los derechos fundamentales constituye un límite infran-
queable que el legislador no puede ultrapasar.
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Debemos tener presente que el Estado tiene la obligación ineludible de 
cumplir con aquellas prestaciones destinadas a procurar la vigencia efec-
tiva de los derechos fundamentales. Asimismo, no debemos perder de vis-
ta que: “los Gobiernos al desarrollar su función de gobierno tienen, pues, 
obligaciones jurídicas de no vulnerar principios constitucionales, y de 
cumplir los deberes en positivo que de ellos se derivan” (Cfm. Ponce Solé, 
Julio; “De la metafísica a la ciencia jurídica: deber de buen gobierno, de-
recho a una buena administración y límites y orientación de la discre-
cionalidad del poder ejecutivo”. Ponencia del XX Congreso Internacional 
del CLAD sobre la Reforma del Estado y de la Administración Pública, 
Lima, Perú, 10-13 nov. 2015).

Por último, el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Segundo Turno en 
Sentencia No. 221/2022, reafirma el fundamento constitucional y en nor-
mas de Derecho Internacional sobre Derechos Humanos:

“Véase que el derecho a la salud es un derecho fundamental garantizado 
por el artículo 44 de la Constitución y por normas internacionales como el 
artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(Protocolo de San Salvador), consagra el derecho de toda persona a la salud, 
“… entendida ésta como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, 
mental y social.- Agrega que con el fin de hacerlo efectivo, las partes se com-
prometen a reconocer la salud como un “bien público” y particularmente, a 
adoptar las medidas concretas que promuevan la atención integral en toda 
su extensión.- …” (Blengio Valdés, Mariana en “Principio de Progresividad 
en relación al Derecho a la Salud y sus consideraciones desde la ética y el 
derecho” en Revista de Derecho Público, Año 27, nro. 54, diciembre 2018, 
págs. 124-125).-

VI. Conclusiones

De los argumentos normativos, jurisprudenciales y doctrinarios ex-
puestos en el presente artículo, se desprende que el sistema jurídico debe 
tener especialmente en cuenta -a la hora de tutelar el derecho a la salud- 
principios caros al ordenamiento jurídico como el principio pro homine, 
de progresividad y constitucionales, atendiendo a la consideración de aquel 
derecho como un bien público con carácter de esencial.

En esencia, la protección jurídica de los derechos humanos está supedi-
tada a una debida correlación e interdependencia recíproca entre todos los 
principios que fundan el Estado democrático de Derecho.

El derecho a la salud de la persona, a la igualdad, a la forma republicana 
de gobierno, elevados al rango de norma constitucional, merecen una res-
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puesta motivada de parte de la Administración, en base a los artículos 8, 44 
y 72 de la Carta Magna.

Resulta fundamental en estos casos, focalizarse en la idea de atención 
centrada en la persona, como la única forma de materializar los derechos 
humanos en la práctica clínica.

En ese sentido, cobra una importancia capital la idea de conceptualizar 
a la dignidad humana como un valor a proteger jurídicamente y considerar-
la como fuente informativa de los sistemas legales.

Por lo tanto, la labor interpretativa de las normas tiene por objeto no solo 
el núcleo textual de la misma, sino también los demás hechos que sirven 
para integrarla.

En definitiva, los anteriores constituyen aspectos fundamentales que 
los operadores jurídicos no deben perder de vista en cuanto a la argumen-
tación jurídica aplicable a un tópico como el planteado en este trabajo.
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RESUMEN. La especificidad de la materia penal juvenil lleva a que no sean 
tantos los profesionales que accedan a conocer las particularidades del sis-
tema. El propósito que perseguimos con esta obra radica en ilustrar al lector 
acerca de las disposiciones normativas vigentes en la materia, así como de los 
procedimientos y mecanismos que operan tanto a nivel de la justicia como de 
los principales actores estatales que intervienen en la ejecución de medidas 
socioeducativas privativas de libertad previstas para adolescentes en nuestro 
país. Prestaremos especial atención al rol del Instituto Nacional de Inclusión 
Social Adolescente [inisa] como Institución ejecutora de dichas medidas en 
Uruguay y su vinculación con la tarea de Defensores, Fiscales y Jueces que se 
desempeñan profesionalmente en esta área del Derecho.

PALABRAS CLAVE. Adolescentes. Proceso de ejecución. Medidas socioedu-
cativas. Privación de libertad. Uruguay.

ABSTRACT. The specificity of juvenile criminal matters means that few profes-
sionals become aware of the particularities of the system. The purpose of this 
paper is to enlighten the reader about the legal provisions in force, as well as 
the procedures and mechanisms that operate both at the level of justice and 
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of the main State stakeholders involved in the enforcement of socio-educa-
tional confinement measures provided for adolescents in our country. We will 
pay special attention to the role of the Adolescent Social Inclusion National 
Institute [INISA] as the institution enforcing these measures in Uruguay and 
its link with the work of Public Defenders, Prosecutors and Judges who work 
professionally in this area of Law.

KEY WORDS. Adolescents. Enforcement proceedings. Socio-educational 
measures. Confinement. Uruguay.

RESUMO. A especificidade das questões criminais juvenis leva a que pou-
cos profissionais tenham acesso a conhecer as particularidades do sistema. 
O objetivo que buscamos com este trabalho é esclarecer ao leitor sobre os 
dispositivos normativos vigentes na matéria, bem como os procedimentos e 
mecanismos que operam tanto no âmbito da justiça quanto dos principais 
atores estatais envolvidos na execução das medidas socioeducativas privativas 
de liberdade previstas para adolescentes em nosso país. Daremos especial 
atenção ao papel do Instituto Nacional de Inclusão Social Adolescente [INISA] 
como instituição executora dessas medidas no Uruguai e sua ligação com o 
trabalho de Defensores, Promotores e Juízes que atuam profissionalmente 
nessa área do Direito.

PALABRAS – CHAVE. Adolescentes. Processo de execução. Medidas socio-
educativas. Privação de liberdade. Uruguai.

I. Palabras introductorias

Para la realización de este trabajo nos hemos planteado como aspira-
ción el poder repasar algunos aspectos que hacen al quehacer laboral de 
quienes de algún modo participamos del proceso de ejecución de medidas 
privativas de libertad por parte de adolescentes. Debemos aclarar que este 
artículo no pretende abarcar la totalidad de la normativa ni de la casuística 
en la materia, lo cual excedería a la intención de la autora. Por el contrario, 
pretendemos brindar un panorama general que posibilite pensar y repen-
sar el desempeño profesional en la especie y que pueda despertar la curio-
sidad de quienes desconocen los grandes lineamientos y algunos pormeno-
res de esta área tan específica de actividad. Por tal motivo, por ejemplo, no 
abordaremos la normativa internacional en la materia, ni ingresaremos a la 
consideración de aspectos polémicos o de reciente aparición o cuestiones 
que entendemos no se presentan como indispensables a los fines de esta 
producción intelectual.

II. Régimen procesal

En todos los casos en que se investigue la responsabilidad de un ado-
lescente, el procedimiento se ajustará a lo establecido por el Código de la 
Niñez y la Adolescencia [cna] y, en forma subsidiaria, a lo dispuesto en el 
Código del Proceso Penal [cpp] y sus modificativas (artículo 75 del cna).
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III. Proceso de ejecución

El proceso penal comprende el proceso de conocimiento y el proceso 
de ejecución (artículo 13 del cpp). Las penas –en la especie, las denomina-
das “medidas socioeducativas”–, solo podrán ejecutarse en cumplimien-
to de sentencia definitiva ejecutoriada (artículo 286 del cpp). La actividad 
procesal de ejecución comprende los actos destinados a promover el cum-
plimiento de las condenas penales y el trámite y decisión de las cuestiones 
sobrevinientes relativas a las penas (artículo 287 del cpp).

En la etapa de ejecución se ejerce función jurisdiccional, juzgando y ha-
ciendo ejecutar lo juzgado (artículo 6 de la Ley 15.750). Lo sustancial de la 
actividad jurisdiccional radica en ordenar que la ejecución comience y la 
consiguiente vigilancia de la regularidad y legalidad de su cumplimiento. 
En materia de adolescentes, la actividad procesal de ejecución de las medi-
das socioeducativas, comprende los actos destinados a promover el cumpli-
miento de las medidas y el trámite y la decisión de las cuestiones sobrevi-
nientes (artículo 99 del cna).

IV. Justicia competente

En la etapa de ejecución, los Jueces Letrados de Primera Instancia de 
Ejecución y Vigilancia son quienes conocen en todas las cuestiones –forma-
les o sustanciales– que se planteen a partir del momento en que la sentencia 
quede ejecutoriada (artículo 26 del cpp).

Por Acordada 7308 de 8 de noviembre de 1996, la Suprema Corte de 
Justicia [scj] determinó las pautas de actuación para las Sedes Letradas de 
Menores, estableciendo como cometidos de los Jueces en la ejecución la 
vigilancia del cumplimiento de las medidas dispuestas en la sentencia, la 
valoración de su eficacia, y su adecuación o cese en los casos en que resulte 
conveniente. Asimismo, dispuso el control del cumplimiento de las normas 
de rango constitucional y legal, y los acuerdos internacionales que tutelan 
el respeto a la dignidad inherente a la persona del “menor”, el tratamiento 
apropiado para su bienestar, y el mantenimiento del vínculo con su familia.

A partir de la sanción del cna en 2004, los antiguos Juzgados Letrados de 
Menores pasaron a llamarse “Juzgados Letrados de Adolescentes”, enten-
diendo en primera instancia en todos los procedimientos a que den lugar 
las infracciones de adolescentes a la ley penal (artículo 67). A dichas Sedes 
judiciales compete vigilar los casos en que hayan recaído medidas educa-
tivas dispuestas por sentencia ejecutoriada, hasta el término de su cumpli-
miento; y entender por audiencia y con intervención del defensor y Minis-
terio Público las reclamaciones de los adolescentes durante el período de 
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ejecución de las medidas, tanto en los establecimientos, como fuera de ellos 
(artículo 100 numerales 1 y 2).

En Montevideo, hasta hace no tanto contábamos con cuatro Juzgados 
Letrados de Adolescentes, que entendían en Primera Instancia y que esta-
ban especializados en la materia penal juvenil. Por Acordada 8093 de 3 de 
diciembre de 2020, la scj resolvió suprimir los Juzgados Letrados de Ado-
lescentes de 1º y 2º Turno de Montevideo, dejando de funcionar a partir del 
21 de diciembre de 2020, fecha en que comenzaron a operar, en su lugar, 
los Juzgados Letrados de Primera Instancia de Familia Especializados de 
11º y 12º Turno. Por tal motivo, actualmente sólo se cuenta con los Juzgados 
Letrados de Adolescentes de 3º y de 4º Turno en la Capital. En el resto del 
país, entienden en la especie los Jueces Letrados de Primera Instancia del 
Interior con competencia en materia de adolescentes.

En segunda instancia, no contamos con justicia especializada en la ma-
teria, por lo que entienden los Tribunales de Apelaciones de Familia (artí-
culo 67 del cna y artículo 324 de la Ley 16.226). Cuando el Expediente se 
encuentre en apelación, se formará la pieza correspondiente a fin de poder 
presentar nuevas solicitudes ante la Sede de Primera Instancia.

V. Declinatoria de competencia

El artículo 95 del cna prevé que se limitará al mínimo posible la inter-
nación de los adolescentes fuera de la jurisdicción de su residencia habitual. 
Ahora bien, cuando se disponga el cumplimiento de la medida privativa de 
libertad fuera de ese lugar, el tribunal declinará competencia ante la Sede 
competente en razón de territorio, remitiendo el mismo día testimonio del 
Expediente.

En ese mismo sentido, la Acordada de la scj No. 7236 de 29 de julio de 
1994 sobre “Ordenamiento de normas en materia de menores infractores”, 
dispone el deber de enviar “junto con el menor, fotocopia certificada del 
expediente en sobre cerrado; el funcionario que traslade al menor la do-
cumentación, bajo recibo al Juez de Turno del lugar de internación.” Por 
Circular 166/2012 de 11 de diciembre de 2012 se reitera el estricto cumpli-
miento de las disposiciones de la Acordada 7236 y de lo dispuesto por el 
artículo 95 del cna, en lo referente a la remisión de fotocopia certificada del 
Expediente cuando dispongan la internación fuera de su jurisdicción.
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VI. Visitas de los Jueces a los Centros de Internación

Entre las potestades de control de los Jueces de ejecución, se encuentra 
la de visitar, por lo menos cada tres meses(1) los Centros de Internación, 
dejando constancia del resultado en el Expediente respectivo. Ello sin per-
juicio de la potestad de realizar inspecciones cada vez que lo consideren 
oportuno y de tomar, en todos los casos, las medidas que más convengan 
al interés superior del adolescente. De constatarse irregularidades graves, 
deberán dar cuenta a la scj (artículo 100 numerales 3 y 4 del cna).

Recientemente, por Acordada de la scj No. 8142 de 12 de mayo de 2022 se 
dispuso en cuanto a la periodicidad de las visitas de los Jueces a los Centros 
de internación, que “deberán concurrir en forma presencial, por lo menos, 
una vez cada tres meses” a los centros de internación en donde se encuen-
tren adolescentes privados de libertad bajo su control “a efectos de entre-
vistarse con ellos y valorar el estado general del centro de internación.” Al 
igual que la norma precitada del cna, se establece la posibilidad de realizar 
visitas sin previo aviso y de manera sorpresiva si lo estimaren conveniente. 
Los Jueces de ejecución remitirán a la Sección Libertades de la scj un infor-
me relativo al cumplimiento de las previsiones del artículo 100.3 del cna, 
que deberá contener los siguientes datos mínimos(2):

a) Fecha de realización de las visitas, con indicación de la hora de ini-
cio y finalización.

b) Estado del establecimiento: fortalezas y debilidades. Procesos de 
cambios positivos y negativos.

c) Si se detectaron situaciones que afectaren seriamente a los adoles-
centes y las medidas que se adoptaron en consecuencia.

d) Entrevista con los adolescentes de manera informal, en atención a 
su condición de sujeto en desarrollo, debiendo documentarse en la 
forma prevista en el artículo 5º.

Las entrevistas con los adolescentes privados de libertad se registrarán 
en un formulario que contendrá: datos del joven (nombre, edad, indivi-
dualización de la causa y defensor) y una breve reseña de la entrevista (por 
ejemplo, si recibe visitas, si cuenta con lazos familiares y otras redes de con-
tención, las actividades que cumple dentro o fuera del establecimiento y su 

(1) Cabe recordar que antes de la sanción del cna, las visitas eran cada cuatro meses 
(Acordada 7308 de 8 de noviembre de 1996).

(2) Sin perjuicio de aquellas informaciones y/o consideraciones que la Sede estime del 
caso formular a efectos de ilustrar a la Corporación respecto a las resultancias de la activi-
dad cumplida en el Centro de reclusión.
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naturaleza, si tiene permiso para visitar a su familia o para la realización de 
actividades externas, si concurre a algún programa de orientación y trata-
miento, su alimentación, si ha recibido sanciones, si ha planteado solicitu-
des pendientes de resolución).

VII. Fiscalías competentes

Compete a la Fiscalía General de la Nación [fgn] ejercer las funciones de 
Ministerio Público y Fiscal conforme a las disposiciones vigentes, teniendo 
entre sus cometidos sustantivos el ejercicio de la titularidad de la acción pú-
blica en las causas de adolescentes infractores (artículo 3 de la Ley 19.334).

Por Resolución de la fgn No. 704/2017 de fecha 25 de octubre de 2017 se 
determinó que las Fiscalías competentes para intervenir en los procesos por 
infracciones adolescentes que se regulan por el sistema procesal acusatorio 
serían las Fiscalías de Adolescentes de Montevideo de 1º a 3º Turno. Ahora 
bien, a partir del 1º de diciembre de 2021 la Fiscalía de Adolescentes de 2º 
Turno se suprimió por una tercer Fiscalía de Delitos Económicos y Comple-
jos (Resolución de la fgn No. 939/2021 de 30 de noviembre de 2021). Por tal 
motivo, actualmente son las Fiscalías de Adolescentes de Montevideo de 1º 
y 3º Turno las competentes para entender en los procesos de ejecución de 
los delitos en los que corresponda su intervención, así como en los procesos 
de ejecución de sentencias dictadas por Juzgados del interior del país, cuyo 
cumplimiento y vigilancia de pena deba realizarse en Montevideo.

VIII. Defensa de Oficio

La Acordada de la scj No. 7257 de 5 de abril de 1995, referente a la crea-
ción de la Defensoría de Ejecución Penal, dispuso que su existencia redun-
daría en beneficio de los penados, ya que la asistencia letrada de la persona 
recluida, “se constituye en un elemento esencial para ese trato humano y 
digno, pues es una de sus garantías fundamentales.”

El cna establece que deberá asegurarse al adolescente imputado el 
cumplimiento estricto de las garantías del debido proceso (artículo 74). En 
la etapa de ejecución de la medida destacamos dos principios que deben es-
tar presentes: el de la inviolabilidad de la defensa (literal F: derecho a contar 
en forma permanente con asistencia jurídica gratuita, especializada, públi-
ca o privada, hasta la ejecución completa de las medidas) y el de la libertad 
de comunicación (literal G: comunicarse libremente y en privado con su 
defensa).

En Montevideo, funciona la Defensoría Pública de Adolescentes Infrac-
tores, con competencia específica en la materia. En los Departamentos del 
Interior de la República, tal como lo establece la Acordada de la scj No. 7796 
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de 21 de marzo de 2014, la materia de adolescentes infractores será compe-
tencia de los Defensores asignados a la materia penal de las Defensorías Pú-
blicas del Interior. En el Considerando No. II de la Acordada referida supra 
se dispone que “existe identidad en el derecho sustantivo a aplicar en ma-
teria penal y en materia de adolescentes infractores, por expresa remisión 
legal, no obstante su adecuación a la condición de adolescentes.”

En lo que refiere a las visitas de los Defensores a los establecimientos con 
menores internados, la Acordada de la scj de 18 de setiembre de 1995 dis-
pone que “Sin perjuicio de las obligaciones reglamentadas por la Acordada 
No. 6.850, los Defensores de Oficio de Menores de toda la República deberán 
concurrir a los locales en donde se encuentren internados los menores in-
fractores por ellos defendidos, por lo menos seis veces por año.” Por lo que 
es de estimar que las visitas se realicen aproximadamente cada dos meses, 
con el propósito de garantizar y salvaguardar los derechos de los adoles-
centes en conflicto con la ley penal. Estas visitas se registrarán en Libros 
de Asistencia que el Poder Judicial deberá proporcionar al inisa, en los que 
se asentará fecha y hora de la asistencia y la identidad de los adolescentes 
visitados. Será competencia de la Dirección Nacional de la Defensa Pública 
el contralor de las visitas referidas por parte de los Defensores (Acordada de 
la scj No. 7918 de 4 de setiembre de 2017).

IX. Rol del inisa

Por Ley 19.367 de 2016 se crea el Instituto Nacional de Inclusión Social 
Adolescente [inisa] como servicio descentralizado que se relaciona con el 
Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Desarrollo Social (artículo 1). La 
Institución tiene por objetivo esencial “la inserción social y comunitaria de 
los adolescentes en conflicto con la ley penal mediante un proceso psicoso-
cial, educativo e integral, que conlleve el reconocimiento de su condición 
de sujetos de derecho (artículo 2).

Según lo dispuesto por el artículo 3 de la referida Ley, compete al inisa 
la ejecución de las medidas socioeducativas dispuestas por la justicia al am-
paro del artículo 78 del cna (literal D), con la aclaración en su inciso final 
que todos los cometidos y facultades del Instituto deberán ser cumplidos 
teniendo en consideración el interés superior del adolescente y en estric-
ta observancia de la normativa nacional e internacional en la materia. Una 
vez que el Juez disponga las medidas, deberá comunicarlo por escrito al 
inau(3), con remisión del texto de las resoluciones o sentencias, sin cuyos 
requisitos el órgano destinatario no dará curso a la ejecución de la misma.

(3) Si bien la referencia es al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay [inau], debe 
entenderse como efectuada al INISA en virtud de lo dispuesto por el artículo 223 del cna. 
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Cabe destacar que cuando existe consumo problemático de sustancias 
estupefacientes, se dispone por sentencia el tratamiento de dichas adiccio-
nes, rol que inisa lleva a cabo a través de la Unidad de Intervención en Con-
sumo Problemático de Drogas [unicop]. El artículo 93 del cna lo enuncia de 
la siguiente forma: “(Infractores con dependencia). En los casos de adoles-
centes infractores, que padecen dependencias alcohólicas o toxicómanas, 
se efectivizará la asistencia a programas de orientación y tratamiento ade-
cuados.”

La liquidación de la medida puede efectivizarse a través del Oficio que 
comunica la Sentencia o ser comunicado posteriormente al Centro de pri-
vación de libertad donde se encuentra alojado el adolescente. El cpp manda 
efectuar la liquidación de la pena impuesta, determinando su monto y fecha 
de vencimiento, debiendo descontarse el tiempo de detención o de limita-
ción de la libertad sufrida. De ella se notificará al Fiscal y al Defensor; de no 
deducirse oposición se tendrá por aprobada y, en caso contrario, la oposi-
ción se tramitará por la vía incidental (artículos 290 y 291). La Circular de 
la scj No. 52/04 de 10 de junio de 2004 comete específicamente a la Oficina 
Actuaria, la tarea de liquidación del tiempo de cumplimiento de la medida 
una vez firme la sentencia de condena.

X. Clasificación de los Centros de privación de libertad

El cna establece que las medidas de privación de libertad se cumplirán 
en centros especiales hasta su finalización y de acuerdo a criterios, entre 
otros, de edad, complexión física, gravedad de la infracción y adaptación a 
la convivencia (artículo 92 inciso 1º). A los efectos de los traslados de ado-
lescentes a nivel nacional, los Centros de ejecución de medidas de privación 
de libertad de inisa se clasifican en tres niveles, a saber: nivel de seguridad 
alta, media y baja. En efecto, el artículo 3 del Reglamento para el traslado de 
adolescentes de inisa define en qué consiste cada nivel:

Nivel de Seguridad Alta: comprende casos en que el adolescente pre-
sente una inadaptación manifiesta y grave a las normas generales de con-
vivencia ordenada, no así de meras faltas disciplinarias. Casos en que los 
profesionales tratantes denoten una personalidad agresiva violenta o an-
tisocial o bien, que el traslado signifique un alto riesgo de fuga o (sic) otras 
situaciones que pongan en riesgo su integridad y la de los funcionarios in-
tervinientes.

Nivel de Seguridad Media: refiere a casos en que la complejidad del 
traslado y el trato con el adolescente, no amerita activar mecanismos de se-
guridad excepcionales pero que concurran circunstancias personales o de 
convivencia que impidan en forma transitoria la normal convivencia.
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Nivel de Seguridad Baja: se encuentra estrechamente relacionado al 
concepto de régimen abierto donde la ejecución de la medida socioeducati-
va prevalece notoriamente por sobre los dispositivos de seguridad.

El Reglamento Disciplinario de inisa establece que la determinación de 
los criterios de clasificación a los efectos de determinar el lugar de aloja-
miento de un joven será cometida a la autoridad administrativa, debiéndose 
tener en cuenta los niveles de mínima, media y máxima seguridad y Centro 
de Semilibertad (artículo 4). Los perfiles predefinidos por las autoridades 
habilitarán el ingreso a los Centros, y sólo ingresarán a un nivel de máxima 
seguridad, aquellos jóvenes que por razones de seguridad y convivencia así 
lo justifiquen, previa decisión conjunta de la Junta de Tratamiento y de la 
Junta de Traslado (artículo 5).

XI. Mayores de edad y cambio normativo reciente

El cna establece expresamente que las medidas privativas de libertad 
consisten en la internación en establecimientos, separados completamente 
de los aquellos carcelarios destinados a adultos y que, en ningún caso, el 
adolescente que al llegar a los dieciocho años permanezca sujeto a medi-
das, cumplirá lo que le resta en establecimientos destinados a los adultos 
(artículos 88 literal A y 91).

En forma complementaria, el artículo 116 bis del cna dispone un régi-
men especial para los jóvenes cuyo proceso refiera a las infracciones gra-
vísimas del artículo 72 y a los delitos de abuso sexual y abuso sexual espe-
cialmente agravado (artículos 272 bis y 272 ter del Código Penal). En estos 
supuestos, para el caso que tengan entre 15 y 17 años deberán cumplir las 
medidas de privación de libertad en establecimientos especiales, separados 
de los adolescentes privados de libertad por el régimen general (literal D). 
Una vez que cumplan los 18 años, pasarán a cumplir la medida de privación 
de libertad en un establecimiento especial del inisa separados de los meno-
res de edad.

Ahora bien, el artículo 92 inciso 2º del cna sufrió un cambio normativo 
a partir de la Ley 20.075 de Rendición de Cuentas, Ejercicio 2021, artículo 
423. En efecto, la anterior redacción de la norma disponía que las medidas 
privativas de libertad “En ningún caso podrán cumplirse en establecimien-
tos destinados a los adultos”, mientras que la nueva formulación establece 
una excepción: “salvo cuando por cualquier motivo haya permanecido en 
un establecimiento destinado a los adultos para el cumplimiento de otra 
medida de privación de libertad.”
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XII. Sanciones

El Reglamento Disciplinario de inisa prevé las sanciones que es posible 
establecer a los adolescentes en el marco del cumplimiento de la medida 
impuesta cuando cometan infracciones a las normas de convivencia. Se de-
fine como “falta disciplinaria” a la comisión intencional de alguna de las 
conductas establecidas expresamente en el Reglamento, clasificándose en 
leves, graves y gravísimas (artículo 14).

El referido Reglamento describe el elenco y se determina la dosimetría 
para cada tipo de sanción, a saber: faltas leves (artículos 25 y 31), graves 
(artículos 26 y 30) y gravísimas (artículos 27 y 29). Para el caso que la falta 
disciplinaria constituya delito, se efectuarán inmediatamente las investiga-
ciones del caso a fin de dar intervención a la Justicia competente, estando 
a lo que esta resuelva, sin perjuicio de las medidas socioeducativas que co-
rrespondan (artículo 15).

La imposición de una sanción deberá ser notificada al adolescente y a su 
Defensor, a efectos de la eventual presentación de descargos. Asimismo, se 
deberá comunicar al Juez de la causa y a la familia del adolescente (artículos 
34 y 40 del Reglamento).

Existe, asimismo, un Reglamento Provisorio del procedimiento de con-
tención física de adolescentes privados de libertad en situación de conflicto 
de inisa al que no nos referiremos por exceder las intenciones de la presente 
publicación, pero que puede ser pasible de consulta ante situaciones de in-
conducta en la privación de libertad.

XIII. Juntas de Tratamiento

A partir de la Circular del inisa No. 32320/15 de 14 de octubre de 2015 se 
inició el proceso de instalación de las Juntas de Tratamiento en los Centros 
de sirpa(4). Allí se definió a las “Juntas de Tratamiento” como espacios par-
ticipativos y resolutivos, donde el Personal del Centro y de otros Programas 
o Instituciones proyectan y evalúan el trabajo con cada joven ingresado. El 
objetivo de la Junta es realizar un estudio y evaluación periódica de los pro-
cesos y resultados de las medidas adoptadas sobre cada uno de los adoles-
centes a su cargo, asegurando así una visión integral.

Se entiende como el espacio en que confluyen la Dirección, el Personal 
Técnico y representantes de las Coordinaciones y Personal de atención di-
recta. Inicialmente, es el espacio en que se diseña una propuesta de trabajo 

(4) Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente: órgano desconcentrado de inau que 
fuera sustituido por el inisa en el año 2016. 
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con cada joven (Proyecto de Atención Individual), a partir de las diferentes 
miradas de los actores presentes. De forma trimestral y coincidente con la 
elaboración de los Informes de Situación –que analizaremos infra–, se eva-
lúa el proceso que cada adolescente viene desarrollando en el Centro en 
base a la planificación inicial.

En las Actas de las Juntas de Tratamiento se registra el lugar y la fecha 
en que se realiza y las personas presentes: Dirección del Centro, Sub-Di-
rección Programática, Equipo Técnico (Psicólogos y Procurador), personal 
de atención directa en la vida cotidiana del Centro (Educador y Coordina-
dor de Turno), referentes de Programas (Educación, Salud-Salud Mental, 
Deporte-Recreación-Cultura, Seguridad, Inserción Social y Comunitaria) y 
cualquier otra persona convocada. Las Actas deben dar cuenta de los dife-
rentes puntos de vista y los acuerdos alcanzados. Allí se puntean los temas 
tratados y las conclusiones, consensos a los que se arribó, y firman los par-
ticipantes.

Dentro de los abordajes en relación a cada adolescente en las Juntas de 
Tratamiento se destacan: cotidiano-convivencia, integración-respeto por 
las normas del Centro, vínculos con adultos-vínculo entre pares, vínculo 
con la familia, educación, salud, seguridad, pisc (Programa de Inserción 
Social y Comunitaria) y otros referentes institucionales o programáticos. A 
su vez, se contemplará el análisis de posibles medidas que pudieran solici-
tarse, como ser: traslado de Centro, posibilidad de ingresar a la nómina de 
jóvenes que acceden a las salidas laborales o por estudio, sugerencias de 
licencias o de cambios de medidas.

En virtud de las conclusiones de la Junta de Tratamiento en que deriven 
solicitudes al Poder Judicial, se elaborará el informe correspondiente, dan-
do cuenta del proceso del adolescente y fundando el pedido que se realiza, 
siendo firmado por la Dirección.

XIV. Informes de Situación

En la práctica del inisa se ha denominado “Informes de situación” a los 
previstos por el artículo 101 inciso 1º del cna, cuando fija a la Institución 
o a las autoridades de los establecimientos de internación la obligación de 
informar cada tres meses al Juez sobre la forma como se cumple la medida y 
la evolución del adolescente. Complementariamente, el artículo 3º de la Ley 
de creación del inisa No. 19.367 establece que ese informe debe elaborarse 
teniendo siempre presente el interés superior del adolescente, en concor-
dancia con lo dispuesto por el artículo 6 del cna.

Como resultado del trabajo conjunto de las Subdirecciones Programá-
ticas de los Centros de inisa –y con el aval de la Dirección General de Pro-



G. J. Mendiguibel – Adolescentes y ejecución de medidas privativas de libertad

– 150 –

gramas–, se elaboró una guía de contenidos a tratar en estos Informes, que 
detallamos a continuación:

Datos del adolescente, incluyendo fecha de ingreso a la Institución y el 
Centro en que se encuentra.

Área jurídica. Datos del expediente, tiempo de cumplimiento de la me-
dida, otros expedientes pendientes con su respectiva identificación e infor-
mación.

Área social y familiar. Aquí está incluida la experiencia laboral del joven 
y su vinculación a otras instituciones, así como los aspectos de su situación 
familiar más relevante. Participación de los referentes afectivos y/o institu-
cionales del joven en espacios de trabajo con el equipo de INISA.

Área pedagógica. Planificación y seguimiento de propuestas educativas 
formales y no formales.

Área salud. Abarca su estado de salud general, incluida la salud mental 
y los aspectos psicológicos y el seguimiento de indicaciones médicas. Parti-
cipación en espacios terapéuticos (…)

Área vida cotidiana. Incluye actitud del joven en la dinámica del Centro 
y su relación con las pautas y normas. También las formas del joven de rela-
cionarse con adultos y pares.

Responsabilización del delito. Valoración del proceso de reflexión del 
adolescente en cuanto a la infracción cometida.

Proyecto de atención individual del adolescente. Inicialmente, cada una 
de las áreas mencionadas anteriormente establece un plan de trabajo con el 
adolescente. En los siguientes informes, se registrarán las incorporaciones 
o reformulaciones de la propuesta inicial.

Los informes de situación dan cuenta fundamentalmente del proceso 
de los jóvenes durante el tiempo de cumplimiento de la medida, así como 
del trabajo en la responsabilización. En relación al “área vida cotidana”, du-
rante la ejecución de las medidas socioeducativas, el cna estatuye como de-
beres los de respetar a los educadores, responsables y demás personas con 
quienes se vinculan cotidianamente y observar los reglamentos internos en 
cuanto a convivencia, estudio y tareas de capacitación, esparcimiento, aseo 
personal y de las dependencias que ocupan (artículo 102 literal B).

XV. Sugerencias de salidas

Como vimos, en el marco de la ejecución de las medidas socioeducati-
vas, y en virtud de lo resuelto por las Juntas de Tratamiento de los Centros 
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de inisa, se plantea la posibilidad de llevar a cabo diversas salidas con los 
jóvenes privados de libertad. En todos los casos se ofrece por parte de inisa 
el traslado en locomoción institucional, acompañamiento de Educadores y 
las medidas de seguridad que se entiendan necesarias. A continuación, nos 
referiremos a las sugerencias de salidas más habituales, las que serán remi-
tidas a la Defensa de los adolescentes para su presentación ante las Sedes 
judiciales competentes.

A. Trámites varios

A fin de poder realizar diversas gestiones que son necesarias para que 
no se vean vulnerados derechos básicos de los adolescentes, desde los Cen-
tros de privación de libertad se cursan este tipo de pedidos genéricos a los 
Defensores. Se debe solicitar a la Sede autorización para tramitar documen-
to de identidad, credencial cívica, carnet de salud, carnet de manipulación 
de alimentos, entre otros. También se solicita permiso judicial para concu-
rrir al registro de estado civil, a centros asistenciales de salud, terapéuticos, 
entrevistas por posibles becas de estudios y/o becas laborales, etc. Se debe-
rá realizar la coordinación previa con cada organismo.

B. Salidas culturales, deportivas y/o recreativas

Tal como establece el artículo 89 del cna, el régimen de privación de li-
bertad consiste en recluir al adolescente en un establecimiento que asegure 
su permanencia en el recinto, sin menoscabo de los derechos consagrados 
en el Código, las normas constitucionales, legales e instrumentos interna-
cionales.

En la dinámica de funcionamiento de los Centros de privación de liber-
tad se plantean tanto situaciones en que se dispone del tiempo judicial ne-
cesario a fin de poder planificar estas actividades, como casos en los cuales 
las oportunidades surgen con pocos días de antelación, lo cual dificulta la 
posibilidad de una normal tramitación. Por tal motivo, en todos los casos 
en que es posible, las sugerencias se plantean caso a caso y con un tiem-
po prudencial para obtener los permisos judiciales correspondientes (por 
ejemplo, paseos al interior del país). Ahora bien, se ha empezado a trabajar 
en base a pedidos de autorización genéricos, por ejemplo, para idas al cine, 
al teatro, a complejos culturales, a eventos deportivos, entre otros, cuyos 
ofrecimientos se efectúan a los Centros sin disponer del tiempo necesario, y 
de otra forma se desaprovecharían.

Estas salidas son desde todo punto de vista favorables para el proceso de 
los jóvenes privados de libertad –máxime teniendo en cuenta la etapa de la 
vida por la que transitan– y se trata de instancias que son muy valoradas por 
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quienes participan de ellas. Habilitan la progresiva reintegración de los jó-
venes en la sociedad, y se da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9 del 
cna, en el sentido que todo adolescente tiene derecho intrínseco a la recrea-
ción, a la cultura y a la participación. En la mayoría de los casos, y teniendo 
en cuenta su corta edad, este tipo de actividades les han sido vedadas histó-
ricamente en sus trayectorias vitales, negándoseles así el acceso a la cultura.

C. Licencias familiares

El cna establece el derecho de los adolescentes al disfrute de sus padres 
y familia, de lo que deriva que resulta fundamental vivir, crecer y perma-
necer junto a la familia como ámbito primario de socialización y su inte-
gración en la sociedad (artículos 12 y 19 literal A). La Justicia se encuentra 
llamada a aplicar el criterio básico de promoción de las familias, en especial 
de las más vulnerables, y el desarrollo del niño en el ámbito de la misma 
(artículo 67).

El adolescente a quien se impute haber incurrido en actos que se pre-
sumen comportan infracción a la ley penal, –y como garantía de un debido 
proceso–, tendrá derecho a mantener contacto permanente con su familia 
o responsables, salvo en circunstancias especiales (artículo 74 del cna). De 
surgir la imputación, el Juez deberá tener en consideración el derecho del 
adolescente a vivir con su familia, y en caso que proceda la separación, a 
mantener contacto permanente con la familia, pareja, amigos, referentes 
afectivos y otros, si no fueren perjudiciales para él (artículo 87 del cna).

Para el caso de sobrevenir circunstancias especiales como la enunciada, 
que determinen la separación del núcleo familiar, se respetará su derecho 
a mantener vínculos afectivos y contacto directo, salvo que ello fuere con-
trario a su interés superior (artículos 6 y 12 del cna). Es un cometido del 
inisa promover vínculos y relaciones que el adolescente logre mantener en 
la situación de privación de libertad con su familia o personas cercanas que 
puedan significar un sostén para el proceso dentro de la Institución y para 
el egreso posterior (artículo 3 literal B de la Ley 19.367).

En base a los argumentos jurídicos esgrimidos supra, es que en las Jun-
tas de Tratamiento de los Centros de inisa se plantea la posibilidad de su-
gerir salidas de licencias familiares progresivas, pensando en el plan de 
intervención individual y en las posibilidades de reinserción familiar y so-
cial de cada joven privado de libertad. La progresividad implica pensar, por 
ejemplo, en una primera salida por seis u ocho horas efectivas y, luego de 
evaluada, poder pensar en una segunda salida de ocho o doce horas. Para el 
caso de aquellos adolescentes cuyo hogar familiar se encuentre en el inte-
rior del país, se deberá planificar el usufructo de las licencias atendiendo a 
las frecuencias de los ómnibus que los trasladen y seguramente no puedan 
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insumir menos de doce horas dadas las distancias a recorrer. Una vez que 
los jóvenes vuelven a los Centros de inisa, se deberá cursar a la Sede Judicial 
el aviso de su reintegro y a la brevedad se deberá enviar la evaluación de la 
salida, destacando el significado que tuvo para el adolescente.

Finalmente, cabe destacar que las salidas de licencia familiar se en-
cuentran supeditadas a su normal desenvolvimiento, nueva evaluación por 
parte de la Junta de Tratamiento y a la autorización judicial que se otorgue.

XVI. Libertad anticipada

El artículo 116 bis del cna prevé para los presuntos autores mayores de 
quince y menores de dieciocho años de edad, una duración mínima de la 
medida privativa de libertad no inferior a veinticuatro meses para determi-
nados delitos y de no menos de doce meses para otras infracciones a la ley 
penal (literal B).

Por su parte, el literal C de la norma establece que una vez ejecutoriada 
la sentencia de condena, el infractor podrá solicitar la libertad anticipada, 
siempre y cuando haya cumplido efectivamente el mínimo de privación de 
libertad establecido en el literal B y, a su vez, superare la mitad de la pena 
impuesta.

XVII. Sustitución de medida o cese de medida

El artículo 94 del cna dispone que, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 116 bis precitado, el adolescente tiene derecho a promover la sus-
titución, modificación o cese de la medida socioeducativa dispuesta por 
sentencia(5). El cese se decretará “cuando se compruebe que la medida 
cumplió su finalidad”, mientras que la sustitución o modificación “cuando 
la dispuesta ya no resulte idónea”.

El inisa elabora un informe que consiste en un asesoramiento técnico 
por el que se sugiere a la Sede judicial la modificación de la “pena” inicial-
mente impuesta, en base a elementos que surjan de la Junta de Tratamiento 
y que justifiquen un cese o sustitución de la medida. Ese informe se remite 
a la Defensa y ésta lo acompaña a su escrito judicial. El letrado patrocinante 
podrá hacer el pedido a partir del dictado y hasta el cumplimiento total de 
la sentencia, debiendo ajustarse y sustanciarse de acuerdo a lo dispuesto en 
los artículos 278 a 280 del cpp. La audiencia se celebrará a los cinco días de 
evacuado el traslado o de vencido el plazo para hacerlo.

(5) Cabe destacar que esta posibilidad del artículo 94 no se encuentra vedada para los 
procesos abreviados, en virtud de la previsión expresa del cpp (artículo 273 bis inciso final).
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Ya en 1994 la Acordada de la scj No. 7236 disponía para la tramitación de 
las solicitudes de sustitución, modificación, cese de las medidas o clausuras 
de las actuaciones, los informes técnicos previos que se estimen pertinentes 
–se trata de los informes de inisa a que ya nos referimos– y la audiencia del 
menor, de sus representantes legales, de la Defensa y del Ministerio Público, 
a los efectos del dictado de resolución fundada. Por tal motivo, resulta con-
veniente que, en forma previa, la Defensa recabe la opinión del Centro de 
internación en relación a la solicitud de modificación o cese de medida, a fin 
de no dilatar la resolución del incidente planteado ya que, en caso contrario, 
se daría vista de la solicitud al Centro de inisa previo a resolver.

Si la Resolución judicial dispusiera el cese de la medida socioeducativa, 
el adolescente deberá ser puesto en libertad ese mismo día. En caso de ser 
menor de edad, deberá establecerse contacto con sus familiares, quienes 
deberán hacerse responsables de ir a buscarlo, retirar sus pertenencias y 
prestar conformidad en relación a las condiciones en que egresa el joven de 
la privación de libertad (v. g. en buenas condiciones de salud).

Para el caso de resolverse la sustitución de medida, las situaciones más 
comunes en la práctica, son la de cambio a la medida de privación de liber-
tad llamada “semilibertad” y la de la modificación de la medida por una no 
privativa de libertad denominada “libertad asistida”. A continuación, anali-
zaremos estas dos hipótesis de cambio de medida:

A. Semilibertad

Dentro de las medidas privativas de libertad el cna prevé –además de la 
reclusión en Centros de privación de libertad– la posibilidad de internación 
en iguales establecimientos, pero con posibilidad de gozar de “semiliber-
tad” (artículo 88). Dicho régimen consiste en “disponer que el adolescente, 
cuya privación de libertad ha sido dispuesta en establecimientos, goce de 
permiso para visitar a su familia o para la realización de actividades exter-
nas, de ocho horas de duración, en su beneficio personal, controladas por la 
autoridad donde se encuentre internado.” (artículo 90 inciso 1º)

Existe un elenco de delitos para los cuales se torna inaplicable el régi-
men de semilibertad(6), con la salvedad que, una vez cumplida la mitad de 
la medida socioeducativa privativa de libertad impuesta, el juez podrá dis-
poner su aplicación, a pedido del Defensor, previa vista fiscal y con informe 
favorable del inisa. De dicho informe deberá surgir “un proceso favorable 

(6) Violación (artículo 272 CP), abuso sexual (artículo 272 bis CP), abuso sexual espe-
cialmente agravado (artículo 272 ter CP), privación de libertad (artículo 281 CP), rapiña 
(artículo 344 CP), copamiento (artículo 344 bis CP), homicidio intencional (artículos 310-
312 CP) y lesiones graves o gravísimas (artículos 317 y 318 CP). 
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en el cumplimiento de la medida socio educativa impuesta y de la pertinen-
cia y eventual aprovechamiento en el proceso de rehabilitación, del régi-
men de semilibertad solicitado.” (artículo 90 inciso 3º).

B. Libertad asistida

El cna determina que la “libertad asistida” consiste en “acordarle al 
adolescente el goce de libertad en su medio familiar y social”, siendo ne-
cesariamente apoyado por especialistas y funcionarios capacitados para el 
cumplimiento de programas educativos (artículo 84 literal A). El Juez de-
terminará la duración de la medida, pudiendo ser interrumpida, revocada 
o sustituida, en cualquier momento de su ejecución, de oficio o a instancia 
de los actores y previa intervención del Ministerio Público y del Defensor.

Para el caso de disponerse el pasaje a un régimen de libertad asistida, el 
Centro de privación de libertad donde se encuentre alojado el joven deberá 
ponerlo en libertad, firmando el responsable (en caso de ser menor de edad) 
el compromiso de presentarse en la organización pública o privada que eje-
cute la libertad asistida, en una fecha y hora determinada a mantener una 
entrevista inicial. El incumplimiento del régimen dispuesto judicialmente 
podrá derivar en la revocación y retorno a la privación de libertad, por lo 
que es muy importante que se instruya previamente al adolescente y a su 
familia de la sujeción a la medida no privativa y las posibles consecuencias 
en caso de inobservancia.

XVIII. Medidas mixtas

El artículo 85 del cna dispone que el juez podrá aplicar, todas aquellas 
medidas que entienda convenientes, siempre y cuando no se contrapongan 
entre sí, debiendo siempre tener en cuenta el interés superior del adolescen-
te, el principio de proporcionalidad y la idoneidad de las medidas. La finali-
dad consistirá en propender al pleno desarrollo de su persona, así como sus 
capacidades, tendiendo a su integración familiar y social.

Cuando la Justicia imponga por sentencia “medidas mixtas”, esto es, la 
ejecución en primer término de una medida privativa de libertad y a conti-
nuación una no privativa de libertad, está haciendo uso de la opción brinda-
da por la norma precitada y teniendo en cuenta el principio de excepciona-
lidad de la privación de libertad, y por el menor tiempo posible. Existe una 
tendencia creciente a la adopción de estas medidas en las resoluciones ju-
diciales, a las que podríamos llamar también “combinadas”, ya que prevén 
la ligazón de las dos grandes formas previstas para dar cumplimiento a las 
condenas por infracciones de adolescentes a la ley penal, esto es, privación 
de libertad, y medidas alternativas a la privación de libertad.
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XIX. Posibilidad de unificación de medidas

En los casos de infracciones reiteradas cometidas por un mismo adoles-
cente, los procesos se tramitarán ante el Juez competente de cada una de 
ellas hasta la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación de las 
medidas impuestas, la que se realizará en vía incidental por el Juez Letrado 
de Adolescentes que hubiere entendido en la última infracción (artículo 116 
del cna y Acordada de la scj No. 7308 de 8 de noviembre de 1996). El artí-
culo 115 del cna prevé las posibles situaciones que se pueden plantear en lo 
atinente a la unificación:

Cuando deban acumularse medidas de diferente naturaleza, se pro-
cederá a discriminar unas de otras, acumulándolas a la causa del juzgado 
competente que entienda en el proceso de unificación, sin que opere confu-
sión entre las mismas.

Realizada la operación anterior, el aumento a que refiere el artículo 54 
del Código Penal se aplicará solo en los casos en que resulten medidas de 
igual naturaleza dispuestas por dos o más sentencias.

Cuando en la sentencia de unificación resultaren acumuladas medidas 
privativas y no privativas de la libertad, se aplicará el siguiente criterio:

A) Si fuera posible, se cumplirán las medidas socioeducativas no priva-
tivas de libertad, durante el cumplimiento de la medida privativa de 
libertad.

B) Si por la naturaleza de la medida socioeducativa no privativa de 
libertad, no fuese posible la aplicación del literal anterior, se cum-
plirán en primer término las medidas socioeducativas privativas de 
libertad y finalizadas que fueren, se cumplirán las socioeducativas 
no privativas de libertad.

Cuando las medidas privativas de libertad sean sustituidas por medidas 
no privativas y hubiere saldo a cumplir por parte de las primeras, se proce-
derá a realizar una segunda unificación entre las medidas socioeducativas 
no privativas de libertad y el saldo a cumplir de la medida privativa de liber-
tad que fue sustituida, aplicándose en tal caso el régimen del artículo 54 del 
Código Penal.

Todo lo anterior es sin perjuicio de que, alcanzada la finalidad de las 
medidas socioeducativas impuestas, se proceda al cese o suspensión de las 
mismas según fuere el caso.

Si un adolescente, de acuerdo con los informes técnicos de evaluación, 
hubiere cumplido con la finalidad socioeducativa impuesta en la causa por 
la cual se le aplicó una medida socioeducativa privativa de libertad y esta 
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se encontrare pendiente de unificación con otras, el tribunal competente 
de oficio o a solicitud de parte, traerá en vista todas las causas acumuladas 
para su consideración y dispondrá el cese de las medidas en cada una de 
ellas y el consecuente archivo de las actuaciones.

En caso de que las medidas fueren suspendidas, así se hará constar en 
las respectivas causas o en la causa de unificación dispuesta, dejándose 
constancia del saldo que resta por cumplir.

Vencido el mismo, se convocará al adolescente, su defensor y a la fisca-
lía, a audiencia evaluatoria, a efectos de proceder al cese de las medidas o 
su prosecución si así resultare necesario. En todo caso deberá computarse 
todo el tiempo cumplido, hasta operada la suspensión.

XX. A modo de cierre

Hemos intentando brindar al lector un panorama de los principales 
aspectos a tener en cuenta en lo que atañe al cumplimiento de medidas 
privativas de libertad por parte de adolescentes que han infringido la ley 
penal en nuestro país. Nos hemos representado como auditorio, fundamen-
talmente, a colegas abogados y a profesionales de disciplinas sociales, sin 
vinculación directa con la materia penal juvenil a quienes podamos aportar 
conocimientos básicos que hacen a esta área de actuación. Hemos pensado, 
asimismo, en arrojar un poco de luz o de poder complementar en algo la 
labor de quienes son actualmente operadores del sistema penal juvenil y 
que se desempeñan tanto en el ámbito público como privado. Si con alguien 
pudimos compartir lo que hemos aprendido, o a alguien logramos aclarar 
algún aspecto, estará cumplida nuestra aspiración o deseo.
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RESUMEN. El derecho de imagen, derecho de la personalidad, hoy en día 
adquirió gran relevancia a nivel general, pero a nivel del deporte aún más. 
Mediante este trabajo se analizará el derecho de imagen aplicado al Deporte. 
Partiendo desde la base de qué es lo que se entiende por imagen, para luego 
conocer qué es el derecho de imagen, cuál es su regulación tanto nacional 
como internacional, y el rol que desempeña el mismo en el mundo del de-
porte actual.

PALABRAS CLAVES. Derecho. Imagen. Deporte. Propiedad. Usos libres.

ABSTRACT. Image rights, as right of personality, have acquired significant 
relevance nowadays in general, but even more so in relation to sports. Through 
this paper, image rights applied to sports will be analyzed. We will start from 
the basis of what is understood by image, to then explore what image rights 
are, their national and international regulation, and their role in the world 
of sports today.

KEY WORDS. Right. Image. Sports. Ownership. Free uses.

RESUMO. O direito de imagem, direito da personalidade, hoje adquiriu gran-
de relevância a nível geral, mas ainda mais a nível desportivo. Através deste 
trabalho o direito de imagem aplicado ao esporte será analisado. Partindo 
da base do que se entende por imagem, para depois compreender o que é o 
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direito de imagem, qual é a sua regulamentação nacional e internacional e o 
papel que desempenha no mundo do esporte na atualidade.

PALAVRAS - CHAVES. Direito. Imagem. Esporte. Propriedade. Usos livres.

Introducción

Para comenzar con este análisis, considero de gran relevancia definir 
qué es lo que se entiende por derecho de imagen, y, por lo tanto, que es la 
“imagen”.

Si tomamos una definición de la RAE, la imagen es “imagen, del latín 
imāgo, -ĭnis., Figura, representación, semejanza y apariencia de algo.” (Real 
Academia Española, s.f,). Por lo tanto, podemos deducir de esta definición 
que la imagen es la apariencia de algo, ya sea de una cosa o de una persona, 
la imagen es eso que se exterioriza, que no es interno, algo que los demás 
podemos ver, representarnos, apreciar.

En ese sentido, BERDAGUER MOSCA sostiene que “Hay una primera 
noción clásica, y unánimemente aceptada, que entiende la imagen como la 
apariencia física de la persona” (BERDAGUER J. (2021)). Noción que conti-
núa con la definición antes mencionada, haciendo referencia a aquella ima-
gen exterior de la persona, lo visible.

Por su parte, HOWARD sostiene que:

La imagen es uno de los signos que individualizan físicamente a una 
persona dentro de la sociedad a la que pertenece, por lo que ineludible-
mente, toda persona tiene un derecho a su imagen, y no puede conce-
birse que exista un orden jurídico civilizado que lo niegue (HOWARD, 
W. (2008)).

Por lo tanto, sabiendo que la imagen es aquello exterior de la persona, el 
signo más característico, que la representa e individualiza frente al resto de 
la sociedad, ahora debemos preguntarnos ¿Qué es el Derecho de imagen?

Derecho de imagen

El derecho de imagen es definido por BUGALLO como “un derecho per-
sonalísimo, que integra los derechos de la personalidad de cada ser huma-
no, incontestablemente.” (BUGALLO B. (2016))

Como ya fue mencionado, Howard sostiene que toda persona tiene de-
recho a su imagen, y en ese mismo sentido se manifiesta BUGALLO.

Que sea un derecho de la personalidad de cada ser humano implica que, 
por el simple hecho de ser persona nos pertenezca a cada uno de nosotros, 
nos son inherentes, y los mismos están ligados a nuestra propia dignidad.
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Así mismo, el derecho de imagen de una persona posee otra caracte-
rística, y es que podemos disponer del mismo, es decir, podemos obtener 
beneficios económicos de nuestra propia imagen, porque como señala 
Howard, cuando disponemos de nuestra imagen, la negociamos y adqui-
rimos beneficios económicos de ella, pero no realizamos una enajenación 
definitiva de la misma.

¿Cuál es el alcance del Derecho de imagen?

BUGALLO sostiene que el alcance de este derecho es más amplio que 
un rostro o silueta, en ese sentido afirma que “(…) Abarca no solamente el 
rostro, la silueta característica, sino también todo otro tipo de expresión 
perceptible de la personalidad de alguien, en tanto implique una relación 
específica con cada persona. También integran la “forma” de identificar a 
alguien (…)” (BUGALLO B. (2016)).

Es decir, que el derecho de imagen es más abarcativo que la simple apa-
riencia física de una persona, pudiendo incluir su forma de vestir, su peina-
do, su caminar, su voz, cualquier otro rasgo o expresión que de algún modo 
logre distinguir a esa persona. Recuerdo que, en sus clases de Propiedad 
Intelectual, la profesora BUGALLO ponía de ejemplo la cara de alguien son-
riendo y el sombrero gacho, y como inevitablemente todos pensábamos en 
Gardel, eso es un claro ejemplo de que la imagen de una persona es más 
amplia que simplemente su rostro o aspecto físico.

Otro claro ejemplo, ya acercando el tema al ámbito del deporte, si pen-
samos en una persona de cabello rizado de color rubio y bigote, es muy pro-
bable que todos pensemos en el “Pibe” Valderrama, su peinado ya integra 
su imagen, y se ha vuelto distintivo, a tal punto que el día que decidió cam-
biar su corte de pelo, el hecho fue noticia a nivel mundial, y todos los sitios 
webs se hicieron eco de ella, con comentarios como “El exfutbolista publicó 
una foto en la que se luce sin su clásica melena” publicado por el sitio web 
“El comercio”.

Por lo tanto, entendemos que el derecho de imagen abarca todo rasgo, 
característica o expresión de la persona que sea lo suficientemente indivi-
dualizadora de la misma.

Marco legal

En cuanto a su regulación nacional, por tratarse de derechos inheren-
tes a la persona humana, se encuentran implícitamente regulados en los 
artículos 72 y 332 de nuestra Constitución. El artículo 72, establece que la 
enumeración de derechos, deberes y garantías realizada por la Constitución 
no excluye a otros que sean inherentes a la personalidad humana, como lo 
es en este caso; por otro lado, el artículo 332 refiere a que los preceptos de 
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nuestra Constitución no dejarán de aplicarse por falta de reglamentación 
específica.

Además, el derecho de imagen posee una regulación específica, aunque 
breve, en los artículos 20 y 21 de la Ley N° 9.739 de 1973, aún vigente, deno-
minada Ley de Derecho de Autor.

El art. 20 de la presente Ley, establece que “Las fotografías, estatuas, 
cuadros y demás formas artísticas que representen a una persona, se con-
siderarán de propiedad de ésta, comprendido el derecho de reproducción, 
siempre que hayan sido ejecutados de encargo.”

Por lo tanto, surge de este artículo que cualquier forma artística que re-
presente a una persona, es de propiedad de la persona representada, inclu-
yendo el derecho a reproducirla, es decir, a copiarla, volverla a producir, etc, 
siempre y cuando esa representación surja de un encargo realizado por la 
persona representada.

Por ejemplo, estaríamos en dicha situación cuando un futbolista, decide 
realizarse fotos, y para ello contrata a un fotógrafo, es decir, le encarga a un 
fotógrafo que le realice esas fotografías, por lo tanto, son de su propiedad y 
tendrá derecho a reproducirlas, por ejemplo, publicarla en sus diferentes 
redes sociales.

Y continúa “Se exceptúa toda obra hecha espontáneamente por el artis-
ta, con autorización de la persona representada, en cuyo caso el autor ten-
drá sobre ella la plenitud de los derechos como tal.”

Sin embargo, si lo que existe es una obra espontanea, sin encargue, los 
derechos los conserva el autor de la obra, y no la persona que es representa-
da, siempre que medie autorización de ella.

Siguiendo con el ejemplo, si este futbolista fuera caminando por la calle, 
y un fotógrafo le preguntara si puede sacarle una foto, si el jugador responde 
afirmativamente, esa fotografía le pertenece al fotógrafo, por ser una obra 
espontánea y contar con autorización. Bugallo considera que incluso si no 
hay una respuesta afirmativa, pero por ejemplo hay una pose por parte del 
sujeto a fotografiar, estaríamos de todos modos frente a una autorización.

En conclusión, este artículo 20 lo que regula es la titularidad de la forma 
artística que representa a una persona, centrándose en si hubo o no un en-
cargo, y en caso de espontaneidad, si hubo o no autorización, para determi-
nar quién será el titular de la misma.

Por otro lado, el artículo 21 establece que:

El retrato de una persona no podrá ser puesto en el comercio sin el con-
sentimiento expreso de la persona misma, y muerta ésta, de su cónyu-
ge, hijos o progenitores.
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La persona que ha dado su consentimiento puede revocarlo, resarcien-
do daños y perjuicios.

Es libre la publicación del retrato cuando se relacione con fines científi-
cos, didácticos y, en general, culturales o con hechos o acontecimientos 
de interés público, o que se hubieren realizado en público.

El primer inciso de este artículo, refiere a la comercialización del retrato 
de una persona, estableciendo que la misma se puede comercializar siem-
pre que medie consentimiento expreso de la persona, o en caso de muerte, 
de sus cónyuges, hijos o progenitores.

Cuando el artículo hace referencia a consentimiento expreso, debe en-
tenderse en un consentimiento para comercializar, por lo tanto, la autori-
zación a la que hace referencia el artículo 20, que refiere a permitir esa foto-
grafía o forma artística, no sería, un consentimiento para comercializar la 
obra, sino simplemente para producir esa foto o forma artística.

Sin embargo, la jurisprudencia a este respecto es variada, y en algunos 
casos se ha entendido que el consentimiento a la fotografía, también im-
plicaba el consentimiento a la comercialización, porque el fin de tomar esa 
fotografía no era otro que luego comercializarla (Caso Hotel Balmoral de 
1993), como puede ser el caso de una campaña fotográfica de una marca 
deportiva con gran variedad de deportistas, que tiene como fin vender la in-
dumentaria que ellos lucen en la foto, el consentimiento a la foto implicaría 
el consentimiento a su comercialización, porque precisamente ese es el fin 
por el cual la foto se lleva a cabo.

BUGALLO entiende que “La ley dice “expreso” … no exige que sea escri-
to, ni ninguna otra formalidad en particular. De modo que puede tratarse 
de la expresión indubitable de tolerancia del uso, de manera que implique 
que admite conscientemente la utilización” (BUGALLO B. (2016)).

Por lo tanto, por expreso podría entenderse tanto el consentimiento ver-
bal y escrito, como también la tolerancia al uso.

Sin embargo, la jurisprudencia suele proceder de manera estricta a la 
hora de evaluar que el consentimiento sea “expreso”, inclinándose por ma-
nifestaciones que resulten inequívocas, pero no significa que por ello deban 
ser escritas.

En cuanto a la expresión “comercializar”, es entendida como poner en el 
comercio, es decir, reproducir ese retrato a cambio de un precio, de las di-
versas maneras que ese retrato pueda ser reproducido, que, dado el avance 
de la tecnología, cada vez surgen más.

Continuando con el análisis de este artículo, se establece que ese con-
sentimiento de comercialización es revocable, por la persona que lo ha 
dado, debiendo en ese caso pagarse daños y perjuicios.
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La mayoría de la doctrina, entiende que quien puede revocar ese con-
sentimiento es únicamente la persona que lo brindo, en ese sentido BERDA-
GUER sostiene que:

Interpretado literalmente, el texto únicamente permite que la facultad 
de revocación sea ejercida por la persona que ha manifestado su asen-
timiento, lo que parece excluir la posibilidad de que otros sujetos- en 
especial los que adquieren legitimación post morten (…) puedan ejercer 
el derecho de revocación (…)” (BERDAGUER, J. (2021)).

Por último, el inciso tercero de este artículo hace referencia a las excep-
ciones a la regla general del consentimiento, y establece una serie de usos 
libres de publicación de un retrato, cuando ese retrato se relacione con fines 
científicos, didácticos, culturales o con hechos o acontecimientos que sean 
de interés público, o que se hubieren realizado en público.

En estos casos, no será necesario el consentimiento del retratado, ya 
que son situaciones donde se hace primar al interés general, por sobre el 
interés particular del retratado, siempre y cuando se esté en alguno de esos 
supuestos expresados anteriormente, lo que deberá evaluarse en cada caso 
concreto.

Por fines científicos podemos entender al empleo de esas imágenes 
para la investigación, lo que redundaría en beneficios para la sociedad en 
su conjunto; fines didácticos sería utilizar dichos retratos a nivel educati-
vo, de enseñanza; culturales, este fin es más amplio que los anteriores, se 
entiende que “en esta hipótesis se encartan las actividades destinadas al 
mejoramiento de las facultades intelectuales y morales del hombre, consi-
derado como individuo y como miembro de la comunidad” (FAGLIOLI, M y 
SANGUINETTI, L (2019) p. 193- 204).

Además, el artículo agrega hechos o acontecimientos que sean de inte-
rés público o que se realizaron en público, lo que da lugar a una amplitud 
de posibilidades y situaciones, por lo que se debe ser cauteloso al analizar si 
una situación es o no de interés público. Que sea de interés público significa 
que importe, interese al público, ya sea en general, o a grupos en particular, 
que sea noticia. Sin embargo, no cualquier interés público es considerado 
suficiente para que se aplique esta excepción, no alcanza con cualquier tipo 
de curiosidad o interés de la comunidad en general, BERDAGUER sostiene 
que debe ser un interés idóneo para justificar esa intromisión “(…) no se 
identifica con un mero interés del público, sino de un interés que es perci-
bido como digno y respetable a partir de un enfoque objetivo (…)” (BERDA-
GUER, J. (2021)).

Por lo tanto, habría que observar en cada caso en concreto si estamos 
frente a una situación de interés público o no.
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En último lugar, el artículo hace referencia a hechos o situaciones que 
se realizaron en público, es decir, se realizaron en lugres públicos, donde 
las personas los pueden ver, pero además de eso, la actitud de esas personas 
no es de resguardarse o esconderse, porque si esa persona se encuentra en 
un lugar público, pero su actitud es de reserva, de no querer exhibirse, esa 
situación no puede considerarse abarcada por esta excepción.

De todas maneras, la circunstancia de que una situación o hecho sea de 
interés general o se haya realizado en público, no permitiría poder ampa-
rarse en estas excepciones cuando se pretende utilizar ese retrato con fines 
publicitarios o comerciales, eso ya dejaría de ser un uso libre, así es enten-
dido por la mayoría de la doctrina y jurisprudencia.

En conclusión, con lo que respecta a los usos libres, siempre debemos 
estar al caso concreto, analizando cada circunstancia para saber si encaja 
dentro de alguna de las excepciones, y además debemos tener presente que 
lo que comenzó siendo un uso libre, puede dejar de serlo luego, cuando se 
cambian los fines con los que ese retrato se pretende utilizar.

Por ejemplo, la imagen de Suarez sosteniendo y besando la Copa cuando 
Uruguay salió campeón de América en 2011, es un retrato de uso libre, dado 
a su interés general, sin embargo, si el día de mañana se pretende vender 
una remera con la impresión de esa imagen, desde mi punto de vista, deja-
ría de ser un uso libre, pasando a ser un uso comercial.

Regulación específica del derecho de imagen a nivel deportivo

Con respecto al derecho de imagen aplicado al fútbol, el Estatuto de la 
AUF hace referencia a este derecho en su art. 77. En dicho artículo se esta-
blece que la AUF es la titular de todos los derechos que surgen de las com-
peticiones que la misma organiza, o de las que participan sus selecciones, 
sin embargo, más adelante establece que “sin perjuicio de los derechos de 
imagen que correspondan a los participantes de tales competencias y actos 
conforme a la legislación aplicable”.

Por lo tanto, podemos ver que a nivel Estatuto de AUF, se encuentra re-
conocido el derecho de imagen de los participantes de las competencias 
que ellos organizan o de las que sus selecciones participan.

Este artículo del Estatuto de AUF, es similar en cuanto al contenido, al 
artículo 67 del Estatuto de la FIFA, que regula los derechos en competicio-
nes y actos, pero este último, en ningún momento hace referencia a los de-
rechos de imagen de los participantes de sus competiciones.

Sin embargo, existe una circular de FIFA, la número 1171, denomina-
da “Requisitos Mínimos para contratos estándar de jugadores en el fútbol 
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profesional”, que alude a los derechos de imagen. Así, en el punto 6.1 se es-
tablece que el jugador y el club deben ponerse de acuerdo sobre cómo van a 
ser explotados esos derechos, y en el punto 6.2 se recomienda que el jugador 
pueda explotar sus derechos de imagen por sí mismo, y que el club podrá 
explotar los derechos de imagen del jugador como parte del equipo.

Saliendo del ámbito del fútbol, encontramos la regulación de la Carta 
Olímpica, en su norma 40, donde establece que:

Los competidores, oficiales de equipo y miembros del personal de equi-
po que participan en los Juegos Olímpicos podrán permitir que su per-
sona, nombre, imagen o actuaciones deportivas sean explotados con fi-
nes publicitarios durante los Juegos Olímpicos de conformidad con los 
principios adoptados por la comisión ejecutiva del COI.

Dicha carta, permite que los participantes (incluyendo además a los ofi-
ciales de equipo y a los miembros del personal), puedan explotar su imagen 
con fines publicitarios durante los Juegos.

Derecho de Imagen – Jurisprudencia

Los conflictos relacionados con los derechos de imagen no son ajenos al 
mundo del deporte, al contrario, dada la relevancia que el deporte reviste 
para las diferentes sociedades, y para el mundo en general, así como los de-
portistas individualmente considerados, el tema de los derechos de imagen 
cobra especial importancia.

La imagen de los deportistas, es quizás, de las imágenes más valiosas 
en el mundo en cuanto a apreciación pecuniaria, por lo tanto, los conflictos 
que genera son muy relevantes, dadas las sumas que están en juego. Asimis-
mo, su imagen genera gran interés por la sociedad, siendo muchas las veces 
en las que se intenta hacer uso de las excepciones del art. 21, para evitar el 
pago de estos derechos.

A nivel nacional, contamos con varios casos destacados sobre el dere-
cho de imagen de deportistas, hay dos que son principalmente los más co-
nocidos, uno refiere a Obdulio Varela, y el otro a Milton Wynants.

Caso Obdulio Varela

Obdulio Varela, conocido como “El negro Jefe”, fue un futbolista uru-
guayo, capitán de la selección nacional durante el Mundial de 1950, donde 
Uruguay se consagró Campeón del Mundo, el mismo falleció en 1996.

En este caso del 2008, sucedió que una empresa fabricaba y distribuía 
un juego de trivia, y en el tablero del mismo, aparecía un retrato de Obdulio, 
al igual que en una de las cartas del juego.
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Por lo tanto, la hija del futbolista y su nieto, deciden iniciar una reclama-
ción indemnizatoria, ya que se estaba utilizando la imagen de Obdulio en 
un producto que se comercializaba, sin la autorización de los familiares de 
éste (se requeriría autorización de su “cónyuge, hijos o progenitores” debido 
a que el retratado había fallecido).

Como fuere mencionado, la reclamación la inicia su hija y su nieto. El 
art. 21 solo hace referencia a hijos, no así a nietos, sin embargo, el TAC 3º 
entendió que ambos tenían legitimación activa, considerando comprendi-
dos a los demás descendientes del difunto dentro del concepto de “hijos”.

En cuanto al fondo del asunto, es decir, a determinar si hubo o no un uso 
ilícito de la imagen de Obdulio Varela, el Tribunal consideró que no existió 
uso ilícito, ya que el juego tenía un fin didáctico, encontrándose por lo tanto 
amparado dentro de las excepciones establecidas por el art. 21 de la Ley de 
Derecho de Autor.

Además, sostienen que:

el deporte está calificado en forma general como un aspecto de la cultu-
ra. (…) En suma, es un hecho notorio que la figura de Obdulio Varela for-
ma parte del acervo cultural según el imaginario colectivo uruguayo, 
en tanto actuó en un deporte de masa que integra la noción de cultura 
bajo cualquier enfoque antropológico que se haga; y tal participación 
es de claro destaque y amerita la transmisión a los demás integrantes 
de la sociedad”. TAC 3º, (2008) Caso Obdulio Varela y Juego de Trivia 2 
(Anuario de Derecho Civil Uruguayo XXXIX (2009) p. 147)

En conclusión, no se hace lugar a la reclamación de los descendientes de 
Obdulio por entender que el retrato del mismo se usó con fines didácticos, y 
que, además, el jugador forma parte del acervo cultural uruguayo, quedan-
do su retrato comprendido dentro del uso libre de la imagen.

Asimismo, esta sentencia revista gran relevancia en cuanto a la inter-
pretación extensiva que realiza del término “hijos” a la hora de analizar la 
legitimación activa de la hija de Obdulio y su nieto.

Sin embargo, existe otro caso del TAC 2º, “Caso Obdulio Varela y Juego 
de Trivia 1”, donde sí se hace lugar a la reclamación de los descendientes, 
entendiendo que la empresa que elabora y distribuye el juego persigue fines 
de lucro, por lo que se debió recabar el consentimiento de los descendien-
tes, quedando la situación por fuera de los usos libres del retrato previstos 
por el art. 21.

Para el Tribunal, la naturaleza del juego de mesa “Trivia Royal Uru-
guay” es esencialmente recreativa (destinado al entretenimiento, pa-
satiempo, distracción, solaz y esparcimiento de los participantes), sin 
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perjuicio de su contenido didáctico, en atención a los temas (de interés 
general) a que refieren la preguntas a contestar por los jugadores.

Y la palmaria finalidad de la empresa Disma SA al poner en el mercado 
este juego de mesa (dentro de su giro habitual) es, a juicio de la Sala, 
predominantemente la obtención lícita de ganancias o utilidades (fina-
lidad comercial), y no la de hacer estrictamente un aporte a la cultura 
nacional (como lo hubiera sido por ejemplo un tratado de historia de-
portiva uruguaya en el que se hubiera incluido la imagen del deportista 
Obdulio Varela).

Por ende, rige en la especie la prohibición del artículo 21 inciso 1o. de la 
Ley 9739 (“El retrato de una persona no podrá ser puesto en el comercio 
sin el consentimiento expreso de la persona misma, y muerta ésta, de su 
cónyuge, hijos o progenitores.”). (Sentencia TAC 2° 362/2007).

Caso Milton Wynants

Milton Wynants, reconocido ciclista uruguayo, en el año 2000 obtuvo 
una medalla de plata en los Juegos Olímpicos de Sydney. Cuando regresaba 
a su ciudad se encontró con carteles de bienvenida con su nombre, y el logo 
de un reconocido banco.

Milton Wynants decidió demandar al banco, por entender que utilizó su 
nombre, su imagen, con fines de publicidad. Lo que se colocó en esta pan-
carta de bienvenida fue el nombre del ciclista, y se consideró que el nombre 
individualiza a la persona, teniendo así la misma tutela que la imagen.

Por su parte, el Banco basó su defensa en el hecho de que Wynants había 
consentido la utilización de su nombre en dichas pancartas, sosteniendo 
que él estaba enterado de que el Banco iba a realizar esa acción y a pesar de 
ello Wynants no la cuestionó.

El TAC 6° sostuvo que era carga del Banco probar que había existido un 
consentimiento expreso por parte de Wynants, y que el mismo no resulto 
probado, concluyendo que, por lo tanto, la acción del Banco careció de con-
sentimiento, siendo un uso ilegitimo de la imagen del retratado.

El nombre constituye una forma de identidad, de individualización de 
la persona humana y merece idéntica tutela que la imagen o el retrato, 
es decir, la que proporciona la Ley Nº 9739 y, en particular, su art. 21. 
(…). El quid de la cuestión, pues, consiste en establecer si el actor prestó 
su consentimiento y si lo hizo en la forma legalmente establecida. Ga-
marra distingue la voluntad expresa de la tácita. Señala que la primera 
reviste mayor jerarquía y que la diferencia entre ambas estriba en la 
mayor o menor aptitud del medio empleado para exteriorizar la volun-
tad. Define, luego, la expresa como aquella en que la voluntad emerge 
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directa e inmediatamente del medio empleado, “cuando la intención 
del declarante se deduce directamente del comportamiento que este 
asume”. En cambio, la voluntad tácita se infiere de las circunstancias, 
“cuando la intención se deduce indirectamente del comportamiento 
mediante un razonamiento lógico”. Es menester recurrir a un proce-
dimiento lógico de deducción que, interpretando la conducta asumi-
da por el sujeto deduzca de ella su intención (Tratado de Derecho Civil 
Uruguayo, t. XI, ps. 191-195). Negado el consentimiento “expreso” por 
parte del accionante (art. 21 inc. 1), la carga probatoria de su existencia 
correspondía a la parte demandada (art. 139.1 CGP). Como enseña Vie-
ra, “los hechos negativos se prueban justificando la existencia del he-
cho positivo contrario” (Curso de Derecho Procesal, t. II, p. 79). Desde 
la óptica de la norma jurídica, el onus probando recaía sobre la deman-
dada en cuanto ésta había aducido la existencia de consentimiento. 
Corresponde consignar, en primer lugar, que la entidad bancaria accio-
nada no relató -en forma clara y precisa- la forma en que el Sr. Wynants 
habría consentido el uso de su nombre. De forma por demás lacónica, a 
fs. 172 se establece tal afirmación. En el capítulo respectivo (III) y bajo el 
título de “El consentimiento del actor”, solo se afirma -en lo pertinente- 
que “Milton Wynants consintió el uso de su imagen porque siempre lo 
asumió como lo que fue. Una bienvenida desprendida de toda conno-
tación económica”. Y concluye la contestación señalando que “el hecho 
de no haber mediado comunicación alguna... prueba inexorablemen-
te el consentimiento de éste a la publicación efectuada...” (fs. 182-183). 
(Sentencia TAC 6° 293/2007).

Caso fotografía de jugadores de fútbol

Existen dos casos que refieren a fotografías de jugadores de fútbol uru-
guayos.

El primero, se trata de un álbum de figuritas donde se utilizó la imagen 
de futbolistas. El álbum y las figuritas eran gratuitos, venían de regalo con el 
periódico, sin embargo, se debía comprar el periódico para acceder a ellos. 
Además, el periódico ofrecía grandes premios entre quienes completaran el 
álbum, y en el mismo se auspiciaban bebidas famosas, auspicios que inclu-
so quedaban superpuestos a los retratos de los jugadores.

En este caso, el JLC de 6° sostuvo que

JLC 6 Caso Fotografía Jugadores de Fútbol (1972) No es necesario el pre-
vio consentimiento de los jugadores de fútbol cuando la reproducción 
del retrato persigue un fin de información u otros fines científicos, cul-
turales o electorales. Si bien el diario El País cumpliendo fines informa-
tivos y por razones de interés general en materia deportiva se encuentra 
legalmente habilitado para la reproducci6n de imágenes de los jugadores 
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de futbol como la hacen habitualmente los periódicos, sin requerir pre-
viamente el consentimiento de estos, dicho consentimiento es necesario 
si las reproducciones se hicieron en forma de “álbum” accesorio al diario 
mismo, ofreciendo grandes premios entre concursantes que la llenaran 
pegando las imágenes de los jugadores de futbol que parcial y periódica-
mente en el espacio reservado aparecía en el diario mencionado, álbum 
que además, auspiciaba una conocida bebida cuyo aviso se superponía 
en algunos lugares de las reproducciones.(BERDAGUER, J. (2021)).

Podemos ver que lo que comienza siendo un uso libre de la imagen, con-
templado dentro de las excepciones del art. 21 de la Ley de Derecho de Au-
tor, puede luego dejar de serlo, cuando existe un cambio en la finalidad con 
la que ese retrato es empleado.

En cambio, en el segundo caso de los jugadores de fútbol, que se produjo 
en 1995, se publica un álbum de fotografías adhesivas, que contenía retratos 
de jugadores, y se distribuye de manera gratuita con el periódico El Obser-
vador. Ante esta publicación, otro periódico realiza una acción de ampa-
ro contra éste, sosteniendo que había obtenido una cesión de derechos de 
imagen para la utilización de cromos. No son los propios retratados los que 
accionan, sino que es otra sociedad comercial.

En esta oportunidad TAC 2° entiende que no se configura la ilegitimidad 
manifiesta, que es requerida para este tipo de acciones.

Caso José María Giménez contra Pae

En el caso Josema, un Pae umbandista utilizaba en redes sociales un vi-
deo de Josema de hacía muchos años (incluso en ese entonces el jugador era 
menor de edad), para promocionar sus servicios de “brujería” en redes so-
ciales. Ante esto, Josema decide demandar alegando que se viola su derecho 
de imagen, y que, además, a raíz dicha publicidad del Pae, podrían peligrar 
contratos publicitarios que él tenía en ese momento con una importante 
marca de bebidas.

En este caso, se condena al Pae, se le exige que cese de inmediato el uso 
de la imagen del futbolista, y, además, se le pide a distintas redes sociales y 
buscadores que se bloqueen todas las referencias donde se vincule a José 
María Giménez con el Pae.

En función de esto, la jueza concluye que “teniendo en cuenta que el 
derecho de imagen es un derecho constitucional y legalmente protegi-
do, y que también es un derecho constitucionalmente protegido la no 
injerencia arbitraria en la vida privada de la persona”, el pae que realiza 
trabajos “para el bien y para el mal” utilizó la imagen de Giménez de 
forma “manifiestamente ilegal”.
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Así, la jueza hace lugar a la acción de amparo de Giménez y condena al 
pae a cesar de inmediato el uso de la imagen del futbolista por cualquier 
medio, “incluso su nombre, fama y prestigio”, con fines publicitarios.

La jueza pide que se gestione ante Facebook, Whastapp y YouTube que 
desde las cuentas de las redes sociales del pae no se publiquen imá-
genes de Giménez. También le pide a Google, Microsoft y Yahoo que 
bloqueen en sus buscadores toda referencia que vinculen a “Pay Virgi-
nio o Pay Virginio de Ogun a José María Giménez o Josema Giménez”. 
(ANÓNIMO, (2015)).

A raíz de estos casos, podemos observar que la jurisprudencia es varia-
da, y que debe estarse al caso concreto para saber si la situación queda o no 
comprendida dentro del uso libre de la imagen, o si en cambio es necesario 
recabar consentimiento.

Asimismo, es claro que un retrato de un futbolista puede quedar com-
prendido dentro del uso libre, y luego, al cambiarse la finalidad para la que 
ese retrato es utilizado, puede dejar de estarlo, como es el caso de las figuri-
tas de los álbumes antes mencionados, o como sería el caso de que utiliza-
ran la fotografía de un jugador de la selección en un partido, para promocio-
nar una marca, o para merchandising, sin su consentimiento.

Cesión de derechos de imagen

Como fuere mencionado, se puede disponer de los derechos de imagen, 
aun cuando son derechos de la personalidad, ya que el titular de los mismos 
no se desprende definitivamente de ellos.

Quizás a nivel mundial, los deportistas son de las personas que más ne-
gocian con su imagen, dado que el deporte adquiere una gran relevancia 
en la sociedad toda, y esa relevancia alcanza también a sus protagonistas. 
Por lo tanto, cualquier deportista podría poner en el comercio su imagen, 
explotarla con fines comerciales, de hecho, eso es lo que sucede en el mun-
do, los deportistas explotan su imagen y a cambio de ellos obtienen grandes 
ganancias.

El art. 21 de la Ley de Derecho de Autor, establece que el retrato de una 
persona no se puede poner en el comercio si no hay autorización de ésta, por 
lo tanto, mediando autorización, el retrato puede ser puesto en el comercio, 
puede realizarse una explotación patrimonial del mismo.

En cuanto al derecho de imagen, BERDAGUER entiende que existe un ti-
tular originario del retrato, de la imagen, que es el propio retratado, y por otro 
lado existe un titular derivado, que es quien realiza con el titular originario 
un negocio de transmisión o cesión, o un negocio de autorización o licencia.



Y. Morales Maldonado – El derecho de imagen aplicado al deporte

– 174 –

El autor sostiene que existen dos modalidades mediante las que se pue-
de disponer la explotación patrimonial del derecho de autor.

En el caso de la cesión, dice BERDAGUER, se produciría “un cambio de 
titularidad en el mismo, de modo que el cedente se desposee de esa titula-
ridad”. Por lo tanto, luego de una cesión, los derechos de explotación patri-
monial le corresponderán al adquirente.

Los deportistas pueden realizar cesiones de su derecho de imagen a fa-
vor de terceros, estableciendo plazos, en que formatos va a ser explotada su 
imagen, cuál va a ser la contraprestación que recibirán a cambio, etc.

Por otro lado, BERDAGUER, siguiendo a Delgado, habla de la autoriza-
ción, y sostiene que en ese caso “la autorización simple para explotar una 
obra protegida por el derecho de autor es una dispensa conferida para que 
un tercero la explote, sin perder el autor la titularidad de las facultades pa-
trimoniales”. (BERDAGUER, J. (2021)).

Como podemos ver, la ley solo exige un requisito para que una persona 
pueda explotar la imagen de otra, y es que exista “consentimiento expreso”.

Consentimiento expreso

En ese sentido, GONZÁLEZ MULLIN sostiene que se deberá ver en cada 
caso concreto si existió o no un consentimiento expreso, y como fue men-
cionado anteriormente, y de acuerdo a los casos analizados, la jurispruden-
cia es muy estricta a la hora de evaluar si existió o no consentimiento.

Por ejemplo, en el caso de Milton Wynants no consideraron como un 
consentimiento el hecho de que el ciclista no se haya comunicado con el 
Banco para negarse a que se coloque la pancarta, la no comunicación en 
contrario no es un consentimiento.

Además, como se observa en esa sentencia, la jurisprudencia considera 
que la carga de la prueba de que existió un consentimiento es de quien lo 
alega, por lo tanto, quien alegue que un deportista consintió el uso, la explo-
tación de su imagen, deberá probarlo, sabiendo que nuestros tribunales son 
muy exigentes a la hora de evaluar ese consentimiento expreso.

Sin embargo, que la jurisprudencia sea exigente a la hora de evaluar el 
consentimiento, no significa que tenga que existir un consentimiento por 
escrito o que se exija algún tipo de solemnidad. El consentimiento perfec-
tamente podría ser verbal, y no dejaría de ser expreso.

GONZÁLEZ MULLIN considera, además, que el mismo se puede acre-
ditar a través de cualquier medio de prueba admitido por nuestro ordena-
miento jurídico, a modo de ejemplo nombra el caso del Hotel Balmoral, 
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donde se entiende que el consentimiento a la fotografía también implicaba 
un consentimiento a su explotación, dado que el fin de tomar esas imágenes 
no era otro que ser utilizadas para publicidad.

Resumiendo, cualquier deportista podrá disponer de su derecho de 
imagen, estableciendo los términos de dicha explotación, así como podrán 
hacerlo terceras personas siempre que exista un consentimiento expreso, 
que no implica que sea escrito, el cual deberá ser probado por quien lo alega.

Derechos de imagen individuales

En el mundo del deporte, se entiende que existen derechos de imagen 
colectivos y derechos de imagen individuales.

Los derechos de imagen colectivos son “aquellos derechos que refieren a 
la imagen de quienes participan en el espectáculo deportivo” (GÓNZALEZ 
MULLIN, H (2019) p. 23 a 46).

Estos derechos, se entiende por la doctrina, que se ceden por parte de 
los deportistas a sus respectivos clubes.

Asimismo, los deportistas tienen su derecho de imagen individual, y en 
éstos nos centraremos.

El derecho de imagen individual de un deportista, puede a su vez divi-
dirse en dos tipos, como señala GONZÁLEZ MULLIN, por un lado, está el 
derecho de imagen individual del deportista vinculado a la institución que 
lo contrató, y por otro lado el derecho de imagen individual que no tiene 
ningún tipo de vinculación con el club o institución que lo contrata.

El primero, es decir, el derecho de imagen individual vinculado con la 
institución, refiere a los derechos de imagen que tiene el deportista como 
integrante de esa institución. Por ejemplo, sería el caso de que un determi-
nado cuadro de Fútbol utilice la imagen de un futbolista de su institución 
para promocionar el equipamiento deportivo, o un determinado partido, 
etc.

GONZÁLEZ MULLIN entiende que aquí se deberá estar al caso concre-
to para saber si el deportista cedió o no al club o institución su derecho de 
imagen, ya que aún en caso de que el deportista decida no cederlo, podrá 
de todas maneras cumplir con el contrato de trabajo que tiene con la insti-
tución. Es decir, pueden cederse o no, no se entiende que exista una cesión, 
como si lo hay en el caso de los derechos de imagen colectivos.

Por último, encontramos el derecho de imagen individual del deportis-
ta, que no se vincula con la institución por la que fue contratado.
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En este caso, cuando se habla del derecho de imagen no vinculado a 
la institución, siguiendo a GONZALEZ MULLIN, se habla de la explotación 
que el deportista pueda realizar de su propia imagen, mediante diversos 
contratos con empresas o con algunas marcas.

Actualmente, casi todos los deportistas profesionales a nivel mundial 
explotan su imagen, llegando incluso en algunos casos a percibir más in-
gresos por explotación de su imagen, que por el desempeño de su profesión, 
como es el caso del futbolista Cristiano Ronaldo.

Su imagen, por lo tanto, es muy valiosa, lo que les exige preservarla, cui-
darla, evitar escándalos, malas conductas, etc., porque una vez que deci-
den explotar su imagen y vincularse con empresas o marcas, su reputación 
influye directamente en la reputación de la marca o empresa con la que se 
vincularon.

Cuando una marca decide patrocinar a un deportista exitoso, éste se 
convierte de inmediato en embajador de su marca y por consecuencia 
en uno de los rostros de la misma. La relación comercial entre ambas 
figuras trasciende los límites de una mera transacción económica y 
constituye con frecuencia un vínculo mediante el cual los valores y la 
imagen de ambas se encuentran íntimamente entrelazados, por lo que 
un mal comportamiento por parte del atleta puede impactar directa-
mente en la reputación de las empresas que le apoyan.

Los beneficios y riesgos de vincular su reputación a las acciones de una 
figura del deporte nacional o internacional son bien conocidos por las 
marcas, que cada vez toman más medidas para protegerse de ser rela-
cionadas con las prácticas irresponsables de los atletas y con frecuencia 
deciden dar por terminado su vínculo antes de ser alcanzadas por los 
problemas. (ACOSTA, C (2016) párrafo).

Conclusiones

Luego de realizado este abordaje sobre el derecho de imagen, y especí-
ficamente sobre su aplicación en el mundo del deporte, podemos arribar a 
las siguientes conclusiones.

En primer lugar, el derecho de imagen es considerado un derecho de la 
personalidad, y por tanto, se tiene por el simple hecho de ser persona. Como 
tal, se encuentra comprendido dentro de la regulación de los artículos 72 y 
332 de la Constitución.

La imagen es considerada como la representación exterior de una perso-
na, aquello que se ve, sin embargo, su alcance es más amplio que la aparien-
cia física, puede incluir además un peinado, un estilo, una forma de vestir, 
la voz, el nombre, etc.
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En cuanto a su regulación específica, encontramos los artículos 20 y 21 
de la Ley N° 9739, quizás antigua pero aún vigente. En dichos artículos se 
regula por un lado el tema de la titularidad del retrato, y por otro, la explo-
tación comercial de la imagen, la cual exige como regla el consentimiento 
del retratado.

Cuando hablamos de consentimiento, debemos tener presente que el 
mismo debe ser expreso, siendo la jurisprudencia estricta a la hora de in-
terpretar este punto, lo que no significa que deba ser solemne, la carga de 
probar dicho consentimiento corresponde a quien lo alega. Asimismo, es 
importante destacar que el consentimiento puede ser revocado por quien 
lo presto, resarciendo daños y perjuicios.

Sin embargo, se establecen excepciones a la regla del consentimiento, 
es el caso de los usos libres, situaciones en las que no se requerirá el con-
sentimiento del retratado, deberá estarse a cada caso concreto para ver si la 
situación queda o no amparada en los usos libres.

En lo que al deporte se refiere, existen regulaciones específicas en los 
Estatutos de AUF, en la Carta Olímpica, y en circulares de la FIFA.

En cuanto a su disposición, se puede disponer de éste, ya que el titular 
nunca se desprende definitivamente de su derecho. Por lo tanto, todo de-
portista puede explotar su imagen, ponerla en el comercio, cederla, estable-
ciendo condiciones como tiempo, formas de explotación, contraprestación, 
etc.

En definitiva, este derecho es de suma importancia para los deportistas 
en la actualidad, ya que constituye una gran fuente de ingresos y mueve 
importantes sumas de dinero, lo que genera que muchas personas usen ilí-
citamente la imagen de deportistas para obtener réditos económicos. Por 
todo ello, es importante que puedan contar con una protección legal efecti-
va frente a los usos ilícitos que se pretendan hacer de su imagen.

En ese sentido, dada la su importancia, conviene preguntarnos si la ac-
tual regulación, que data del año 1973, se adapta a la actualidad a los efectos 
de comprender los nuevos mecanismos y formas de explotación de la ima-
gen y es suficiente para la efectiva tutela y protección de este derecho.
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RESUMO. Neste artigo nos planteamos que a partir da sentença 4628/2010, 
o Supremo Tribunal de Justiça do Uruguai modificou o seu critério tradicio-
nal de considerar que, de acordo com o Art. 239 numeral 1 da Constituição, 
esse órgão possui competência exclusiva para entender em processos nos 
quais uma das partes tem imunidade de jurisdição. Explicamos que hoje se 
tem por resolvido satisfatoriamente o assunto da competência neste tipo de 
processos, quando na realidade o atual critério se baseia na suposta solidez 
de uma sentença que, após a análise, apresenta graves defeitos.

PALAVRAS CHAVE. Imunidade de jurisdição. Causa diplomática. Compe-
tência. Supremo Tribunal de Justiça. Direito Internacional Público.

I. ¿Qué entendemos por causas diplomáticas?

Todos los años, un puñado de expedientes es caratulado de la siguiente 
manera: “xx c/ yy. Causa Diplomática”. De esta forma de caratular expe-
dientes es que proviene el nombre de este trabajo.

Ahora bien, ¿Qué son estas “causas diplomáticas”? Ciertamente, no se 
está indicando que el proceso así caratulado tenga una determinada es-
tructura procesal, como podría ser el caso de “juicio ejecutivo” o “divorcio 
por causal”.

Las causas diplomáticas tienen su señal de identidad, a grandes rasgos, 
en que una de las partes es un sujeto de Derecho Internacional Público (con 
la exclusión del Estado Uruguayo) o un diplomático acreditado por alguno 
de estos sujetos ante la República. Lo que amalgama a todas estas causas, 
es que estos sujetos poseen de acuerdo al Derecho Internacional Público 
la especialísima prerrogativa de la inmunidad de jurisdicción. De hecho, 
consideraremos como causas diplomáticas a todos los procesos que tengan 
como parte a un sujeto que posea esta prerrogativa, con independencia de 
que se lo haya caratulado como causa diplomática o no.

Este grupo de causas obtienen el apelativo de “diplomáticas” por una 
razón histórica: cuando se redacta la Constitución de 1830, se le encomien-
da a la futura Alta Corte de Justicia “conocer en las causas de Embajadores, 
Ministros Plenipotenciarios y demás agentes diplomáticos de los Gobier-
nos extranjeros”. Por ese entonces, todavía no se concebía que un Estado 
litigara ante la justicia de otro Estado y las Organizaciones Internacionales 
Intergubernamentales (en adelante OII) no existían. En la segunda mitad 
del siglo XX otros Estados y OII empezaron a litigar ante nuestros tribunales 
y para designar a estas causas en la que está en juego la inmunidad de juris-
dicción, se continuó hablando de causas diplomáticas.
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II.  La jurisprudencia tradicional en cuanto a competencia en cau-
sas diplomáticas y el impacto de la Sentencia 247/1997 de la Su-
prema Corte de Justicia

Debemos partir de la base de que existen dos maneras de entender la 
inmunidad de jurisdicción: concederle a ésta carácter absoluto o restringi-
do. Si la inmunidad es absoluta, aquellos que gozan de ella no pueden ser 
demandados válidamente en ningún caso. Esta postura prevaleció en todo 
el mundo casi sin excepciones hasta comienzos del siglo XX.

Para la tesis de la inmunidad restringida, debe distinguirse entre actos 
de imperio y actos de gestión de los Estados. Los actos de imperio son aque-
llos que un Estado realiza en su calidad de ente soberano, como ser legislar, 
emitir moneda y relacionarse con otros sujetos de Derecho Internacional 
Público, entre muchos otros. Con respecto a esta clase de actos, los Estados 
gozan de inmunidad de jurisdicción total.

Por otra parte, los actos de gestión son aquellos actos que realizan los 
Estados que podrían también ser efectuados por particulares, como por 
ejemplo arrendar una propiedad, realizar actividades comerciales, contra-
tar un trabajador local (que no tenga carácter de funcionario público), etc. 
Para la tesis restringida, con respecto a este tipo de actos, la inmunidad de 
jurisdicción no existe. Por ello, los Estados pueden por ejemplo ser deman-
dados por no pagar alquileres de un bien que arrendaron o por incumplir 
un contrato comercial.

Si se adopta la postura de la inmunidad relativa con respecto a los Esta-
dos, lógicamente también se aplica la misma con respecto a sus diplomáti-
cos. Si un Estado soberano puede ser demandado ante los tribunales de otro 
Estado por un asunto laboral, va de suyo que un enviado del mismo, como 
podría ser el caso de un embajador, también puede serlo.

La teoría de la inmunidad de jurisdicción restringida empieza por ser 
aplicada por tribunales italianos y belgas. En el período de entreguerras, 
comienza a expandirse por diferentes Estados de Europa como ser Suiza 
y Austria. Sin embargo, el gran vuelco llegará a finales de siglo. Particu-
larmente entre los años setenta y noventa, se aprecia un gran empuje de la 
teoría de la inmunidad restringida: la misma es adoptada por los Estados 
Unidos (1976) y Gran Bretaña (1978), a los que les siguen una gran cantidad 
de Estados.

En el Uruguay, hasta fines de la década de los noventa, prevaleció la teo-
ría de la inmunidad absoluta. En virtud de ello se entendía que tanto los 
Estados como los diplomáticos tenían siempre inmunidad de jurisdicción, 
no importando cual fuera el asunto.
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La Suprema Corte de Justicia modifica su criterio y se pliega a la teoría 
de la inmunidad de jurisdicción restringida con la sentencia interlocutoria 
247/1997 de 18 de abril de 1997, donde se declara competente para entender 
en un asunto laboral en el cual la demandada era la embajada de México.

En dicho fallo se expone que la inmunidad de jurisdicción es un insti-
tuto de creación consuetudinaria y se explica, que, de manera gradual a lo 
largo del siglo XX, la teoría clásica de la inmunidad en su vertiente absoluta 
va dando paso a la generalización de la inmunidad de jurisdicción en su 
variante restringida con su distinción entre actos de imperio y de gestión.

La Corte hace mención a una antigua sentencia suya de los años sesenta 
que recayó en los autos caratulados “Sociedad Europea de Estudios y Em-
presas S.A. c/ Yugoslavia.” En dicho fallo la Corte rechazó la tesis restringi-
da de la inmunidad con el argumento de la misma que no era seguida por el 
grueso de la comunidad internacional, y por eso, entendió que debía incli-
narse por la aceptación de la teoría tradicional de la inmunidad absoluta ya 
que no había existido un cambio en la costumbre internacional.

En la sentencia 247/1997, la Suprema Corte afirma que las circunstan-
cias habían cambiado en los más de treinta y cinco años que separan un 
fallo y otro. Ilustra el contraste con una cita a una sentencia de la Corte Su-
prema de la Nación argentina, donde se dice que:

ya no es posible sostener que la inmunidad absoluta de jurisdicción 
constituya una norma de Derecho Internacional general, porque no se 
practica de modo uniforme ni hay convicción jurídica de su obligatorie-
dad. Prueba de ello son los textos legislativos modernos que se enrolan 
claramente en la teoría restrictiva, tales como la Convención Europea 
sobre Inmunidad de los Estados” (1972), la Foreign Sovereign Inmuni-
ties Act” de los Estados Unidos (1976), la “State Inmunity Act” de Gran 
Bretaña (1978), entre muchos otros. (Suprema Corte de Justicia, 1997)

Según el mismo fallo, habiendo arribado a la conclusión de que “La re-
clamación laboral que motiva este juicio está sustentada en un acto iure 
gestionis que debe ser dilucidada por los Tribunales Nacionales.”, la Corte 
se expide sobre el tribunal competente, diciendo que “No cabe duda que el 
Tribunal llamado a intervenir en autos es la Suprema Corte de Justicia” ya 
que el asunto está incluido dentro de su competencia originaria, por lo cual 
resuelve asumir competencia para continuar entendiendo en autos.

III. El cambio de jurisprudencia: Sentencia 4628/2010 de la SCJ

En la actualidad se asume como un asunto ya laudado que la Suprema 
Corte de Justicia no tiene competencia privativa en materia de causas diplo-
máticas, tomando como referencia la sentencia 4628/2010 de la Corte.
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Si se entiende que juzgados diferentes de la Suprema Corte de Justicia 
tienen competencia en este tipo de causas, ello tendría que argumentarse 
debidamente y no remitirse sin más trámite a ese fallo, del que se repiten 
una y otra vez expresiones que no son correctas.

Como ejemplos recientes de sentencias que se remiten a la sentencia 
4628/2010 de la Corte citando la misma, tenemos la sentencias SEF-0511-
000099/2015 del Tribunal de Apelaciones del Trabajo de 4º Turno, 172/2017 
y 235/2021 del Tribunal de Apelaciones del Trabajo de 3° Turno, y las inter-
locutorias 2046/2015 y 1547/2017, 1164/2019, 2280/2019, 2430/2019, 41/2020, 
1584/2020 de la Suprema Corte de Justicia.

Los principales argumentos que manejó la Corte en la sentencia 
4628/2010 para cambiar su jurisprudencia histórica sobre el punto son citas 
de doctrina, pero de una forma que desdibuja lo que los autores invocados 
en apoyo de esta decisión quisieron decir. Por ejemplo, en el Considerando 
III se dice:

Como expresaba Couture a falta de Ley reglamentaria del art. 239 de 
la Constitución, ‘...frente a cada caso concreto y teniendo en cuenta la 
condición de las partes, así como las exenciones de que inviste el De-
recho Internacional a los diplomáticos frente a la jurisdicción del país 
a que están acreditados, será necesario resolver si es o no aplicable la 
competencia privativa de la Corte y si corresponde conocer a los jue-
ces comunes …’ (Curso sobre el Código de Organización de Tribunales, 
págs. 86-87). (Suprema Corte de Justicia, 2010)

Si nos atenemos a la cita que se hace en la sentencia, parecería que COU-
TURE argumentara que en las causas en que esté en juego la inmunidad 
diplomática, es necesario resolver en cada caso concreto si se aplica la com-
petencia privativa de la Corte o corresponde conocer a “jueces comunes”.

Sin embargo, debería llamarnos la atención que se esté ante una dicoto-
mía entre la competencia privativa de la Corte y la competencia de “jueces 
comunes”. Si partimos de la base que el Maestro considera justamente que 
la competencia de la Corte es privativa, los “jueces comunes” para entender 
en este tipo de causas deberían ser los propios ministros de la Suprema Cor-
te de Justicia. La otra opción es que “jueces comunes” entiendan en estos 
casos en algunas ocasiones en lugar de la Corte, pero su competencia ya no 
sería privativa.

Pues bien, ¿cómo debemos entender esta frase? En realidad, si acudimos 
a la obra de COUTURE citada, nos encontramos con que la cita está incom-
pleta. El original dice:

Frente a cada caso concreto, y teniendo en cuenta la condición de las 
partes, así como las exenciones de que inviste el derecho internacional 
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a los diplomáticos frente a la jurisdicción del país en que están acredita-
dos, será necesario resolver si es o no aplicable la competencia privativa 
de la Corte y si corresponde conocer a los jueces comunes o si corres-
ponde acudir a la jurisdicción del país a que pertenece el diplomático. 
(COUTURE, 1936 p. 307)

Los “jueces comunes” son, de acuerdo a la lógica, los jueces del fuero 
nacional, es decir, los ministros de la Suprema Corte. Por otra parte, 
“los no comunes” (por llamarlos de alguna manera) serían los de la jus-
ticia del Estado extranjero del que el diplomático es nacional. Si leemos 
la frase de COUTURE entera, lejos de abonar la nueva jurisprudencia de 
la Corte, se pronuncia claramente por la tesis tradicional, aquella que 
postula que la Suprema Corte de Justicia es el único órgano jurisdiccio-
nal competente para entender en esta clase de demandas.

En la misma línea de invocar doctrina para el cambio de jurisprudencia 
sin tomar en cuenta la real opinión de los mismos, más adelante, en el Con-
siderando IV se dice:

En tal sentido, dicha conclusión se impone, por distintos fundamentos. 
En primer lugar, porque la necesidad que tal asunto sea juzgado por un 
Tribunal determinado en el Estado receptor, para el caso el Tribunal 
Supremo, no es considerado por las normas consuetudinarias y/o con-
vencionales como privilegio diplomático (cf. ARBUET VIGNALI, Anua-
rio Uruguayo de Derecho Internacional T. IV 1965/66 págs. 448 y ss.; 
Lecciones... T. I págs. 38 y ss.). (Suprema Corte de Justicia, 2010)

Utilizar una frase del Dr. ARBUET para sostener este cambio de juris-
prudencia es un gran desatino, ya que su postura en contra es de sobra co-
nocida. Por si quedara alguna duda, en el mismo artículo del que la Cor-
te extrae su cita, se encuentra el verdadero pensamiento del autor sobre el 
asunto, por lo que el error se torna inexcusable:

Creemos que el constituyente al incluir los cinco casos del art. 239 inc. 
1°, en la competencia originaria y exclusiva de la Suprema Corte de Jus-
ticia, tuvo en cuenta, entre otras posibles razones, la trascendencia y 
repercusión que puede tener la solución de cualquier problema plan-
teado respecto a ellos. Se hace necesario por esta razón que las contro-
versias suscitadas en estos casos, sean resueltas por un único Tribunal 
y que este posea la más alta jerarquía dentro de la República, para que 
así se den las mejores condiciones para sentar una jurisprudencia con-
gruente, uniforme y armónica en materias consideradas importantes. 
(ARBUET, 1965-66 p.449-50)

Continuando con sus argumentos sobre por qué cambiar su jurispru-
dencia, la sentencia dice que se hace “En segundo término, porque el re-
sultado de ese tipo de causas (forzoso es reconocer que su trascendencia se 
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limita a las partes) no puede de ninguna manera comprometer la responsa-
bilidad del Estado uruguayo;” (Suprema Corte de Justicia, 2010).

Sin embargo, ARBUET, en el mismo artículo ya citado por la Corte, con-
tradice el punto de manera rotunda:

Es normal que en cada país existan varios tribunales de inferior jerar-
quía para resolver las contiendas promovidas en cada materia, tribuna-
les que tomarán turno según determinantes territoriales, temporales, 
etc. Esta situación ambienta la posibilidad de que un hecho idéntico, 
realizado por dos agentes diplomáticos que gozan de un mismo “sta-
tus” y que actuaron en igual forma pero que han sido acreditados en 
la República por dos Estados diferentes, puedan ser juzgados en una 
misma época por dos jueces distintos, aunque de igual jerarquía, los 
que por tener disímil criterio sobre un punto jurídico discutible fallen 
el uno absolviendo y el otro condenando.; cuando estos casos ocurren 
en el ámbito interno y se agotan en él, no tienen repercusiones espe-
ciales, pero si trascienden al ámbito internacional y son considerados 
desde la perspectiva del derecho diplomático, pueden configurar un 
tratamiento discriminatorio para los estados involucrados, tratamien-
to prohibido por el derecho diplomático y susceptible de generar en la 
esfera internacional, la responsabilidad del estado actuante.

En conclusión: desde el punto de vista del Derecho Diplomático, la 
competencia originaria atribuida a la Suprema Corte de Justicia cuan-
do se trata de entender en las causas de los diplomáticos no configura 
un privilegio de estos sino que es un mecanismo a través del cual el 
estado uruguayo trata de obtener el máximo de seguridades, en casos 
en que se adoptan decisiones jurisprudenciales cuyos efectos no solo 
repercutirán “inter partes” en el ámbito interno, sino que también tras-
cenderán al ámbito internacional, pudiendo generar consecuencias 
para la República considerada ésta como sujeto del derecho internacio-
nal, frente a los otros sujetos de este ordenamiento, los demás Estados y 
las Organizaciones Internacionales. (ARBUET, 1965-66 p.451-52).

Lo que expresara ARBUET en el artículo arriba transcripto no es simple 
teoría. Por ejemplo, en el expediente IUE 2-20767/2019 la embajada de Corea 
por nota diplomática fechada el primero de septiembre de 2021 presentada 
en esos autos, ha dicho que consideraría discriminatorio que respecto a ella 
se llevaran a cabo medidas de ejecución cuando en la Sentencia 605/2018 
se dijo respecto de la embajada de Chile que tales medidas no procedían.

Que un juez desconozca principios fundamentales del Derecho Inter-
nacional Público y con ello perjudique la imagen de nuestro país no es algo 
meramente imaginario. Tenemos por ejemplo en la ficha IUE 2-3394/2010 el 
caso de un diplomático acreditado por la Unión Europea ante el Uruguay y 
el Paraguay, al cual se le cerraron las fronteras por una pensión alimenticia, 
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enterándose de la medida cuando funcionarios del Ministerio del Interior 
no le permitían acceder a su vuelo en el aeropuerto.

Además, como dicen González, Balmaceda y Slinger, que el Tribunal 
competente no sea la Suprema Corte de Justicia de forma privativa, sino que 
se acuda a las normas distributivas de competencia ordinarias puede ser un 
paso en falso que produzca confusas situaciones que entorpezcan el acceso 
a la justicia:

Véase por ejemplo, la sentencia SCJ N°4197/011 de la SCJ, en la cual 
se entendió que la disparidad de criterios en cuanto a la competencia 
para atender un reclamo contra un organismo internacional colocó 
al justiciable en una situación de imposibilidad de acceso a la justicia, 
en tanto: I) inicialmente, el juzgado letrado de primera instancia en lo 
civil remitió los autos a la SCJ a efectos del análisis de la jurisdicción 
del caso; II) la SCJ resolvió no asumir competencia, considerando que 
la competencia era del Juzgado Letrado; III) el Juzgado letrado resolvió 
desestimar la demanda por falta de jurisdicción, atento a la inmunidad 
invocada por la demandada; IV) el tribunal de Apelaciones confirmó 
con discordia la sentencia de primera instancia, entendiendo que se es-
taba ante una situación de competencia originaria y exclusiva de la SCJ 
(Art. 239 n°1); todo lo cual determinaba que ninguno de los tribunales 
se entendiera competente.

Por tanto, en recurso de casación la SCJ anuló el fallo y ordenó que el 
Juzgado Letrado se pronunciara sobre el fondo del asunto, remitiéndo-
se a lo ya resuelto respecto a que la cuestión litigiosa no estaba incluida 
en el ámbito de su competencia originaria, y en particular remarcando 
que se estaba incurriendo “en una situación de indefensión o de prác-
tica imposibilidad de acceso a la justicia, porque si ocurre ante la Su-
prema Corte ésta se declarará incompetente, y si lo hace ante el Juzga-
do Letrado de primer grado, este rechazará in limine la pretensión por 
entender que carece de jurisdicción. (González, Balmaceda y Slinger, 
2016)

La Corte emplea como tercer fundamento de su sentencia 4628/2010 
que en el inciso segundo del numeral primero del Art. 239 de la Constitu-
ción se dice que “será la Ley quien disponga sobre las instancias que haya 
de haber”, y que como esta ley interpretativa no existe debe acudirse al Art. 
332 de la Constitución que dice lo siguiente:

Los preceptos de la presente Constitución que reconocen derechos a los 
individuos, así como los que atribuyen facultades e imponen deberes a 
las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de reglamen-
tación respectiva, sino que ésta será suplida, recurriendo a los funda-
mentos de leyes análogas, a los principios generales de derecho y a las 
doctrinas generalmente admitidas. (Suprema Corte de Justicia, 2010)
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Este artículo claramente no se aplica al punto porque no estamos ante 
un vacío legal que haga que derechos reconocidos por la Carta no se apli-
quen. A partir de la sentencia 247/1997 el derecho a tener su día ante el tri-
bunal le es reconocido a quienes demandan a una persona física o jurídica 
con inmunidad de jurisdicción en los casos que el derecho internacional lo 
establece.

Veamos ahora el pasaje final de la sentencia, donde la Corte intenta ar-
monizar su nueva posición con lo que establece la Constitución en el Art. 
239 inciso primero:

En efecto, para que la Corte pueda entrar a conocer en un proceso en 
que un diplomático es parte, se debe analizar previamente si la causa 
que lo motiva está prevista por el “Derecho Internacional”, es decir, por 
normas provenientes de sus fuentes.

Y, en ese sentido, se advierte que las demandas fundadas en reclamos 
laborales –como la de autos- no están previstas como causa justificante 
de la inmunidad diplomática conforme lo dispuesto por las Convencio-
nes sobre “Relaciones e Inmunidades Diplomáticas” y sobre “Relacio-
nes Consulares”, aprobadas en Viena en los años 1961 y 1963 respecti-
vamente, ratificadas en nuestro país por la Ley No. 13.774.

Al respecto, la inmunidad de jurisdicción civil a que refiere el art. 31.1 de 
la Convención, no debe interpretarse como inmunidad de jurisdicción 
en sentido amplio (esto es “no penal” y, en consecuencia, comprensiva 
de asuntos de materia laboral), sino estricto, pues de otra manera no se 
explica la inclusión de la inmunidad de jurisdicción administrativa que 
estaría comprendida en el sentido amplio de la jurisdicción civil (si ésta 
se entendiera como jurisdicción “no penal”).

Por estos motivos, la Suprema Corte de Justicia tendría competencia 
originaria y exclusiva, cuando se tratara la contienda de intereses de 
“imperio” del Estado Extranjero e, igualmente, de aquellos de “gestión”, 
no exceptuados de inmunidad, de acuerdo al Derecho Internacional. 
(Suprema Corte de Justicia, 2010)

Da la impresión que la Suprema Corte de Justicia en esta sentencia ha 
malinterpretado tanto el numeral primero del Art. 239 como lo que impli-
can los actos de gestión y de imperio para el Derecho Internacional Público. 
De acuerdo a la cita que transcripta ut supra, la Corte entiende que tiene 
competencia solo cuando se juzgan actos de imperio de Estados extranjeros 
o actos de gestión no exentos de inmunidad, lo cual es un absurdo. Los actos 
de imperio, al estar tan íntimamente ligados a la soberanía del Estado que 
los dicta, jamás son pasibles de ser juzgados por otro Estado. Por otra parte, 
si un acto está catalogado como de gestión, no habría inmunidad.
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IV. Conclusión

Con estos muy frágiles argumentos se dio el cambio jurisprudencial por 
el cual se entiende que la Suprema Corte de Justicia no tiene competencia 
privativa en los asuntos en que la parte demandada es un Estado extranje-
ro u otro sujeto de derecho internacional con inmunidad de jurisdicción. 
Como hemos visto, esta jurisprudencia se ha mantenido en el tiempo y ha 
sacado este tipo de causas de la órbita de la Suprema Corte hasta el día de 
hoy.

De acuerdo a lo ya expuesto en este trabajo, nos parece que la norma-
tiva de distribución de competencia establece que las causas diplomáticas 
deben ser resueltas por la Suprema Corte de Justicia, como resultado de lo 
dispuesto en el Artículo 239 numeral primero de la Constitución.

En nuestra opinión, si se quiere que la Corte deje de tener esta compe-
tencia privativa debería modificarse el referido numeral del Art. 239 de la 
Carta en tal sentido. El gran problema práctico de esta solución es que de 
acuerdo al Art. 331 de la Constitución, todas las modificaciones a la misma 
deben pasar por un plebiscito.

No parece que valga la pena movilizar a toda la maquinaria electoral del 
Estado para cambiar solamente ese numeral de la Constitución. No obstan-
te, el día en que se requiera hacer una reforma de la constitución de mayor 
calado, habría que aprovechar la oportunidad y modificarlo. Como vimos, 
el inciso de referencia es un texto oscuro y arcaico que ameritaría una nue-
va redacción.

Mientras tanto, valiéndonos de la vaguedad del Art. 239, de acuerdo al 
Art. 85 numeral 20 de la misma Constitución, se podría aprobar una ley in-
terpretativa del mismo que disponga a texto expreso que la competencia en 
procesos donde el demandado tiene en principio inmunidad de jurisdic-
ción, pero la misma no se pueda hacer valer en el caso concreto por tratarse 
de un acto de gestión, la competencia no será privativa de la Suprema Corte, 
sino que se ajustará a las normas generales de distribución.
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1. Introducción

Entre las diversas modalidades de intervención de terceros, podemos 
distinguir dos grandes grupos, aquellas modalidades en las que el tercero 
voluntariamente interviene en el proceso y, aquellas en las que su participa-
ción es consecuencia del llamamiento que se le realiza.

Estas últimas, denominadas modalidades provocadas, coactivas o for-
zadas, pueden asimismo subdividirse de acuerdo a su particularidades y 
características.

En el presente se limitará el análisis a una de ellas, la citación en garan-
tía, una de las modalidades de intervención provocada de mayor utilización 
en la práctica forense. Ahora bien, la regulación contenida en el CGP sobre 
la intervención de terceros es insuficiente y confusa lo que obliga a acudir 
a aportes doctrinarios y jurisprudenciales para salvar tales omisiones, y la 
citación en garantía no se encuentra exenta de estos inconvenientes. Ello 
provoca una serie de dificultades en este instituto, muchas veces aplicado 
sin que se reúnan los requisitos legales para su configuración, o bien, aun 
cuando efectivamente se verifiquen, sea ejercitada parcialmente lo que la 
priva de utilidad.

2. Concepto

Esta modalidad, de claro origen germánico, tiene lugar cuando el lla-
mante tiene una acción de regreso que se añade in eventum, de modo que 
el garante resulte condenado al reintegro o indemnización si el garantizado 
resulta perdidoso (CHIOVENDA, 1925, p. 648).

CALAMENDREI (1962, p. 345) señalaba que cuando un tercero se en-
cuentra obligado, por derecho sustancial, a prestar garantía a un sujeto, este 
puede comportarse de dos maneras: puede limitarse a llamarlo a la causa, 
constituyendo una simple litis denuntiatio, pudiendo el tercero comparecer 
o no; o bien, puede llamarlo en garantía.

En nuestro país, TORELLO (1990) con gran claridad la ha definido como:

el instrumento procesal que facilita, económicamente, ventilar en un 
mismo proceso la pretensión originaria (y que es la propuesta por el actor 
frente al demandado) y otra que se sobreagrega, planteada por el deman-
dado contra un tercero (el citado en garantía), cuya causa radica en la 
promoción de la primera y que se funda en la existencia de una relación 
sustantiva entre el demandado y el citado, conforme con la cual, este úl-



Rev. Derecho (Univ. CLAEH, Fac. Derecho), ISSN 2982-4257, 2023, Año II – Nº 2:191–203

– 193 –

timo estaría obligado a garantir al primero, por las consecuencias per-
judiciales que eventualmente le sobrevengan en razón del litigio inicial. 
Esa garantía actúa en un doble campo: se trata, por un lado, de lograr la 
actuación coadyuvante del citado en la defensa del citante, en el litigio 
inicial; por otro lado, se trata de obtener en la eventualidad de sucumbir 
el citante en el litigio inicial, que la misma sentencia imponga al citado 
resarcir al primero, en todo o en parte, el menoscabo patrimonial que se 
le deriva por la sentencia adversa que decide el conflicto inicial (p. 83).

Como se aprecia de esta definición, la finalidad de esta modalidad de 
intervención de terceros es múltiple. En virtud del vínculo existente entre 
el citante y el citado, el llamamiento se realiza a efectos de que el citado 
coadyuve con el citante para evitar que prospere la pretensión del actor 
originario pero, además, para resolver en el mismo proceso la pretensión 
de reembolso que ejercita el citante (lo que determina que respecto de esta 
pretensión tengan posiciones antagónicas), evitando de esta manera el sur-
gimiento de un segundo proceso entre estos sujetos.

Esta no es la única finalidad del instituto, ya que como agrega TARIGO 
(2019, p. 336), la citación se cursa a efectos de evitar que en un proceso pos-
terior entre los actuales citante y citado, este último alegue la excepción de 
defensa negligente (exceptio mali processus).

3. Regulación en nuestro ordenamiento jurídico

La regulación de esta figura es una innovación del CGP ya que, sin per-
juicio de que esta modalidad era conocida y de la que no se dudaba su ad-
misibilidad, carecía de regulación en el CPC(1).

En ese sentido y como releva TEITELBAUM (1974, p. 311), existían dos 
disposiciones que hacían referencia a esta figura. Así, el art. 36 del COT 
establecía “[l]os que hubiesen sido citados en garantía de cualquier especie, 
con motivo de un litigio, serán obligados a comparecer ante el tribunal donde 
penda la demanda principal”. A su vez, la Ley 13.355 de Abreviación de los 
Juicios en su numeral 9° del art. 5 disponía que se notificará a domicilio “al 
tercero, el auto que lo cita o llama para que comparezca en un procedimiento 
contencioso o voluntario”.

Estas dos disposiciones, que, como se aprecia, referían a competencia y 
a notificaciones respectivamente (la última de ellas, ni siquiera era deter-
minante al respecto), eran las únicas que mencionaban este instituto que 
fue moldeándose de acuerdo a las elaboraciones doctrinarias.

(1) El CPC si contenía referencias a la obligación de saneamiento por evicción (arts. 314 y 
315) que servían como fundamento para admitir la llamada en garantía en sentido amplio.
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Como han postulado diversos autores, en esta hipótesis se produce una 
extensión del contenido del proceso verificándose un fenómeno acumulati-
vo, ya que al inicialmente trabado entre el actor y el demandado se le agrega 
otro, entre el demandado y el citado (TORELLO, 1990, p. 84, VESCOVI et al., 
1993 p. 172, KLETT y VAN ROMPAEY, 1993, p. 27, LANDONI et al. 2002, p. 
135-136). Como consecuencia de ello, el tribunal deberá pronunciarse en 
una única sentencia sobre estos puntos: en primer lugar, deberá determi-
nar si procede imponer al demandado la condena pretendida por el actor, y 
luego, en caso afirmativo, decidir si existe entre el demandado citante y el 
tercero citado una relación sustancial que determine que el tercero tiene la 
obligación de reintegrar al demandado todo o parte de lo abonado al actor 
como consecuencia de la condena recibida(2).

Por ello se ha afirmado que la citación en garantía in eventum damnis, es 
decir, sólo para el caso de producirse la condena al demandado.

3.1. Primer presupuesto

Un presupuesto de la citación en garantía es la existencia de una rela-
ción sustancial (de garantía o reembolso) entre el citante y el citado. Esta 
relación puede tener origen legal (por ej. arts. 24 y 25 de la Constitución de 
la República), o bien, origen convencional (art. 2131 del Código Civil).

Los ejemplos que pueden ponerse a tal efecto son múltiples. De acuerdo 
al art. 24 de la Constitución, el Estado, los Gobiernos Departamentales, los 
Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados, y, en general, todo órgano 
del Estado, serán civilmente responsables del daño causado a terceros, en 
la ejecución de los servicios públicos, confiados a su gestión o dirección. El 
art. 25 de la Carta agrega que cuando el daño ha sido causado por sus fun-
cionarios en el ejercicio de sus funciones o en ocasión de ese ejercicio, en 
caso de haber obrado con culpa grave o dolo, el órgano público correspon-
diente podrá repetir contra ellos, lo que hubiere pagado en reparación. En 
este caso, de acuerdo a los artículos citados, el órgano del Estado demanda-
do puede citar en garantía al funcionario que ha provocado el daño al actor.

Los arts. 1324 y 1326 del Código Civil brindan otro ejemplo. Así, frente a 
un caso de responsabilidad extracontractual originado por el dependiente 

(2) TEITELBAUM con suma claridad ejemplifica un caso en donde el reembolso es par-
cial. El supuesto sería el siguiente: el propietario A demanda al constructor contratista B 
(por demora, vicios de construcción, etc.) que cita en garantía al subcontratista C. Puede 
ocurrir que exista culpa concurrente entre ambos sujetos; condenándose al pago de los da-
ños y perjuicios al primero, sólo se condena al reembolso parcial al segundo, en la medida 
en que la responsabilidad se divide entre ambos. (TEITELBAUM, 1988, p. 276).
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de una empresa, el damnificado puede accionar contra esta que podrá citar 
en garantía al dependiente.

Al referirse a la naturaleza de esta relación entre citante y citado, KLE-
TT y VAN ROMPAEY (1993, p. 27-28) consideran que no existe razón alguna 
para confinar el instituto a las situaciones en que se verifica una precisa 
vinculación convencional entre demandado y tercero llamado en garantía, 
y precisamente señalan como ejemplo de ello a los artículos citados de la 
Constitución de la República. En el mismo sentido se ha pronunciado GO-
MES SANTORO (2013, p. 305).

Ahora bien, independientemente de su naturaleza, debe remarcarse 
que esta modalidad de intervención requiere la existencia de una relación 
sustancial que debe ser alegada y acreditada por el citante. La jurispruden-
cia, en forma unánime, ha desestimado solicitudes de llamamientos de ter-
ceros en calidad de citados en garantía en donde no se aprecia la existencia 
de una relación entre el citante y citado(3).

3.2. Segundo presupuesto

A este primer presupuesto debe añadírsele otro, la existencia de una 
“demanda principal” como establece el art. 30 de la LOT (Ley N° 15.750), la 
que se erige como un requisito imprescindible y necesario para que proce-
da la citación. La citación que realiza el citante no es más que un verdadero 
emplazamiento al tercero, razón por la cual el art. 51 refiere al citado como 
emplazado.

Ella debe ser ejercitada en un momento específico so pena de preclu-
sión. Esta oportunidad precisamente es el plazo para contestar la deman-
da presentada por el actor (art. 51). Ello se debe a que el llamamiento de 
terceros es una de las posibles actitudes que puede asumir el demandado, 
conforme al art. 132. Como es sabido, todas las defensas que el demanda-
do desee oponer -teniendo presente el principio de eventualidad- deben ser 
opuestas en forma simultánea.

(3) Véase al respecto TAC 3°, sentencia interlocutoria N° 40/2018 de 18/04/2018, ALON-
SO, KELLAND, OPERTTI (r); TAC 1°, sentencia interlocutoria N° 192/2023 de 31/05/2023, 
MESSERE (r), FRANCA, RIVAS, sentencia interlocutoria N° 349/2021 de 18/08/2021, MES-
SERE, VENTURINI (r), RIVAS; TAC 6°, sentencia definitiva N° 160/2021 de 29/09/2021, AL-
VES DE SIMAS, GOMEZ HAEDO (r), BORTOLI; del mismo tribunal y con misma integra-
ción, sentencia interlocutoria N° 298/2020 de 23/09/2020 (BJN).
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4. Intervención del tercero citado

Adviértase que esta citación no es más que una verdadera demanda que 
realiza el demandado citante contra el tercero citado, y como tal debe reunir 
los requisitos que a tal efecto establece el art. 117. Ello determina no solo que 
deba cumplirse con la carga de la debida sustanciación, sino que además 
debe contener un concreto petitorio. Ello es así, en tanto las citaciones sin 
cumplir con la carga impuesta por el num. 4) del art. 117 así como aquellas 
que se realizan sin requisitoria, son liminarmente improcedentes y corres-
ponde su rechazo inmediato, como ha postulado la jurisprudencia(4)-(5).

El citado al ser emplazado pasa a ser un verdadero demandado y tendrá 
los mismos derechos, deberes y cargas del demandado, como establece el 
art. 51. Esto tiene incidencia en distintos aspectos, como se verá.

Desde luego que el tercero puede no comparecer, recibiendo las conse-
cuencias que apareja la incomparecencia del demandado. Ahora bien, si lo 
hace no podrá objetar la procedencia de su emplazamiento por así vedarlo 
el inciso primero del art. 51.

Una primera lectura de este inciso podría llevar a pensar que ello pro-
voca una limitación del derecho de defensa del citado, solución que afecta 
el debido proceso y debería ser considerada inconstitucional. Sin embargo, 
si se realiza una correcta interpretación del artículo ello no quiere decir que 
el citado no pueda oponer como excepción previa la manifiesta improponi-
bilidad de la demanda regresiva, señalando, por ejemplo, que el citante no 
ha deducido una pretensión a su respecto.

Otra posible actitud que puede adoptar el citado es la de contestar con-
tradiciendo la pretensión del actor originario, coadyuvando de esta manera 
con su citante.

(4) TAC 3°, sentencia interlocutoria N° 263/2010 de 1/09/2010, CHALAR, ALONSO, CAR-
DINAL (r); TAC 1°, sentencia interlocutoria N° 53/2013 de 29/05/2013, SALVO, CASTRO, (r), 
VÁZQUEZ, sentencia interlocutória N° 192/2023, MESSERE FERRARO (r), FRANCA, RIVAS 
GOYCOCHEA; TAC 2°, sentencia interlocutoria N° 37/2015 de 09/12/2015, FRANCA, PÉ-
REZ (r), Sosa; TAC 6°, sentencia interlocutória N° 51/2021, de 02/06/2021, ALVES DE SIMAS 
GRIMON, GOMEZ HAEDO (r), BORTOLI; TAC 4°, sentencia interlocutória N° 210/2022 de 
12/09/2022, FRANCA, LÓPEZ MONTEMURRO, BESIO (r), (BJN).

(5) Si se admite la citación en garantía aunque el citado no haya formulado a su respecto 
una pretensión de regreso, se dará la particularidad de que el citado estará alcanzado por 
la cosa juzgada y en el caso de recaer condena pueden presentarse algunos inconvenientes 
respecto a esa pretensión regresiva que no fue ejercitada. Asimismo, nada impediría que el 
citado oponga, como excepción previa, la manifiesta improponibilidad de la citación ejer-
citada.
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Allí podría darse la situación particular de que el citado contestara con-
tradiciendo y el citante, luego, se allanara a la demanda del actor originario. 
Al analizar el punto, TEITELBAUM (1988, p. 286) había señalado “conviene 
señalar que nada impide que el citante B, se allane a la demanda de A, y sea 
condenado. Pero esa condena en nada influirá en la segunda pretensión de 
B contra C”.

Ahora bien, si partimos de la base que el citado será un verdadero de-
mandado con sus mismos derechos, deberes y cargas (art. 51), debemos 
concluir que se encuentra legitimado, por interés propio, a deducir defensas 
y ofrecer pruebas sobre la relación entre el actor y demandados originarios 
con la finalidad de evitar una condena de reembolso. Este punto será ana-
lizado luego al analizar la posición subordinada o autónoma del citado en 
garantía, bastando aquí con señalar que podrá realizar tales actos.

Por lo tanto, frente a una admisión de hechos o incluso un allanamiento 
por parte del citante, no podrá recaer una condena en forma automática 
dado que será relevante la postura adoptada por el citado. Es que un mismo 
hecho no puede tenerse por probado y por no probado a la vez según la ac-
titud de estos sujetos.

En ese sentido, OLIVERA RANGEL (2013, p. 361) ha sostenido:

la única lectura que permite salvar la contradicción lógica es sostener 
que el cúmulo de pretensiones hace inviable el allanamiento del citante 
como acto dispositivo, sin la anuencia del citado en garantía […] Resulta 
contrario a la unidad del proceso que exista un allanamiento con tras-
cendencia sobre el dispositivo de la sentencia por parte de uno de los litis-
consortes y una respuesta contradictoria por parte de otro con relación a 
los mismos hechos.

Ello encuentra respaldo en situaciones fraudulentas en las que el citante 
puede realizar una mala defensa a fin de ser resarcido luego en mérito a la 
relación sustancial que lo vincula con el citado.

Otra actitud del citado que reviste interés es su allanamiento a la preten-
sión del citante. Aquí, tampoco puede decirse que este allanamiento pro-
duzca efectos per sé obligando al citado a resarcir al citante, ya que para ello 
debe recaer una condena sobre este.

Quizás la actitud que mayores particularidades arroja, ante la ausencia 
de una regulación expresa, es el llamamiento de otros terceros por parte 
del citado como puede ocurrir, por ejemplo, en casos de transporte multi-
modal. Si se advierte, esta situación puede extenderse indefinidamente en 
donde cada citado realice una nueva citación en garantía, razón por la cual 
TEITELBAUM (1988, p. 283) postulaba que para evitar tal situación solo de-
bía admitirse a un solo llamado de garantes. Aquí entrarían en conflicto 
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dos derechos fundamentales, por un lado, el derecho al acceso a la justicia 
y su corolario de tiempo razonable en la duración del proceso, y por otro 
lado, el derecho de defensa del citado. En estas situaciones el tribunal debe 
ser sumamente precavido para distinguir situaciones legítimas de prácticas 
fraudulentas tendientes a dilatar maliciosamente el proceso.

Por otro lado, la doctrina ha entendido en posición que se comparte, que 
el citado en garantía se encuentra vedado de asumir actitud de expectati-
va respecto de la pretensión de regreso ejercida por el citante; si en cam-
bio, puede hacerlo respecto de la pretensión del actor originario (OLIVERA 
RANGEL, 2013, p. 363). En efecto, el citado mal podría asumir actitud de 
expectativa respecto de la pretensión ejercitada por el citante cuando exis-
te, entre ambos, una relación sustantiva que obliga al primero a garantir al 
segundo.

Finalmente, debe señalarse que el citado en garantía puede reconvenir 
ya sea contra el actor o contra el citante. Para ello, deberá estarse a las reglas 
que rigen la acumulación de pretensiones.

5. Estatuto jurídico del tercero citado

Llegados a este punto conviene hacer referencia acerca de cuál es la po-
sición del tercero citado en garantía. Como se mencionó, este tercero tie-
ne una doble calidad siendo demandado por el citante, pero por otro, es 
su posible coadyuvante respecto a la pretensión del actor originario. Aquí 
podríamos preguntarnos si ejerce una coadyuvancia simple o si esta tiene 
características de litisconsorcial.

En las hipótesis de coadyuvancia simple, el interés del tercero radica 
en el éxito de la pretensión del coadyuvado, por lo que concurre al proceso 
para auxiliarlo, razón por la que se ha indicado que es un interviniente se-
cundario o accesorio (“sub-parte” como los denominaba ALCALA ZAMO-
RA, citado por ABAL OLIÚ, 2016, p. 24) gozando de una situación de depen-
dencia respecto de la parte a la que coadyuva (DEVIS ECHANDÍA, 1966, p. 
412-413)(6). Es por ello que este tercero carece de legitimación en la causa 
para ser actor o demandado, por lo que su comparecencia no genera un li-
tisconsorcio (en contra ABAL OLIÚ, 2016, p. 22).

En cambio, en la coadyuvancia litisconsorcial el tercero no tiene una 
posición subordinada y dependiente, sino autónoma como lo ha entendido 
mayoritariamente la doctrina (VESCOVI et al., 1993, p. 149; LANDONI SOSA 
et al., 2002, p. 131-132). BARRIOS DE ÁNGELIS ponía como ejemplo de parte 

(6) Por ello TEITELBAUM señalaba que esta modalidad no constituye un proceso acu-
mulativo (TEITELBAUM, J. 1973, p.167).
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compuesta a la parte con tercero litisconsorte (art. 48.2), parte compuesta 
que se caracteriza por su relativa unidad exterior e independencia interna 
de todos sus sujetos. Luego indicaba que distintos componentes tienen in-
dependencia de actitud procesal, lo que determina que cada uno propondrá 
argumentos y pruebas o no, deducirá recursos o no lo hará, sin perjuicio de 
lo que decidan los demás (BARRIOS DE ÁNGELIS, 1989, p. 74).

Como se advierte, la cuestión no es menor, dado que determina el alcan-
ce y límites del campo de actuación del tercero interviniente.

En cuanto a la modalidad de intervención en estudio, la citación en ga-
rantía, la doctrina ha brindado posiciones antagónicas. Si bien algunos au-
tores han entendido que el citado en garantía se encuentra en una posición 
de dependencia respecto de su citante (BELLO, 1997, p. 31 y 35), considero 
adecuada la postura que considera que el citado tiene una posición autó-
noma lo que le permite ejercer defensas aun cuando el citado no las haya 
realizado (VESCOVI et al., 1990, p. 190, TEITELBAUM, 1988, p. 284-285, 
OLIVERA RANGEL, 2013, p. 361 y 363).

Esto tiene singular relevancia tratándose de excepciones previas, con-
cretamente de la excepción de prescripción respecto de la pretensión prin-
cipal en casos en que el citante no la haya opuesto. Si bien el punto resulta 
por demás polémico, considero que el citado se encuentra legitimado para 
oponer la excepción referida a la acción del actor originario en caso de no 
haber sido opuesta por el citante.

Podría objetarse que el citado carece de legitimación para oponer tal 
excepción, no obstante, es el propio fundamento del instituto que sirve de 
sustento para afirmar la admisibilidad de esta defensa. En efecto, si consi-
deramos que la citación en garantía es procedente por una razón de eco-
nomía procesal (TEITELBAUM, 1988, p. 277-278)(7), debemos concluir que 
dicho fundamento también resulta aplicable a la oposición de la excepción 
por parte del citado respecto a la pretensión del actor originario cuando el 
citante no la haya opuesto. De esta manera no sería necesario recurrir a un 
segundo proceso en el que el citado, ahora convertido en actor, alegue una 
mala defensa u omisión dolosa del entonces citante. Con ello también se 
evitarían eventuales fallos contradictorios (otro fundamento del instituto).

(7) TEITELBAUM (1988, p.277-278) sostiene que los fundamentos de los procesos acu-
mulativos son los siguientes: la economía procesal, la integridad del orden jurídico (evitar 
sentencias contradictorias), la pacificación social y la eficacia del proceso. Cada uno le im-
prime una especial regulación procesal. En el caso de la citación en garantía sostiene que 
tiene como principal fundamento el de la economía procesal de manera de resolver en un 
solo proceso dos pretensiones.
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6. Citación en garantía impropia

Como fuera referido, para que la citación en garantía resulte proceden-
te debe existir una previa relación sustancial entre citante y citado. Ahora 
se analizará una situación frecuente en la práctica forense según la cual se 
solicita el llamamiento de terceros (a la que se suele calificar como citación 
en garantía) respecto de los cuales se carece de toda relación ejercitando, 
además, una pretensión a su respecto.

Esta hipótesis, que podría denominarse citación en garantía “impropia” 
tiene lugar, por ejemplo, en accidentes de tránsito en donde el demandado 
solicita la intervención de otro sujeto por considerarlo responsable exclusi-
vo del evento dañoso y ejercita contra él una pretensión por los daños que 
padeció.

Como se advierte, esta pretensión no es regresiva sino que es una pre-
tensión propia del citante. En estos casos, el reembolso es de imposible ocu-
rrencia porque el demandado originario será condenado si se le atribuye 
responsabilidad en el acaecimiento del hecho dañoso y siendo ello así, no le 
cabe ninguna responsabilidad al tercero.

Al tratarse de una hipótesis no prevista por nuestro CGP podría dudarse 
acerca de su admisibilidad. Ahora bien, nada obstaría que ese demandado 
promoviera un proceso diverso tendiente a obtener una condena respecto 
del sujeto que considera responsable del hecho dañoso y luego solicitara la 
acumulación de autos (arts. 323 y 324), lo que determinaría que el proceso 
posterior sea acumulado al primero.

A favor de tal criterio podría señalarse que tal solución sería conve-
niente de acuerdo a los principios de economía procesal y de integridad del 
orden jurídico. GOMES SANTORO (2013, p. 308) se ha pronunciado por su 
admisibilidad señalando que en tal situación se resolverá lo atingente a la 
responsabilidad de ambos sujetos y el traslado de la condena, en caso de 
mediar la misma.

PANUNZIO (2013, p. 336-337), por su parte, refiere a que la citación pue-
de no contener una pretensión de reembolso sino que se ejercita a efectos de 
que el citado colabore en la defensa del citante y, para que quede alcanzado 
por los efectos de la cosa juzgada. No obstante, como advierte el autor, dicha 
modalidad no encuadra exactamente en el instituto de la citación en garan-
tía sino, a su criterio, como una hipótesis de denuncia del pleito.

7. Conclusión

La citación en garantía es una de las modalidades de intervención for-
zada de terceros que goza de mayor aplicación en nuestro ordenamiento. 
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Sin embargo, su utilización muchas veces es consecuencia de la deficiente 
regulación contenida en el CGP, lo que provoca que se esgriman citaciones 
en garantía que, en puridad, refieren a otras modalidades de intervención.

Este instituto requiere la verificación de presupuestos para que pueda 
desplegar sus efectos. Esto es, debe existir una relación sustancial entre el 
citante y el citado que permita a aquél convocar al proceso a este sujeto. 
Por otro lado, la citación efectuada no es más que una verdadera demanda 
que dirige el citante contra el citado y, como tal, debe cumplir con todos los 
requisitos propios de toda demanda. Esto es, no solo basta con solicitar la 
citación de un tercero sino que además debe cumplirse con las previsiones 
del art. 117 del CGP. La jurisprudencia en postura uniforme ha desestima-
do solicitudes que no cumplen con la carga de la debida sustanciación asó 
como aquellas que se ejercitan sin una requisitoria o petitorio.

El citado que interviene es, como se ha dicho, un demandado respecto 
del citante y, como tal, puede asumir las actitudes propias de todo deman-
dado presentándose algunas particularidades en caso de llamamiento de 
otros terceros o asumir la actitud de expectativa respecto de la pretensión 
de reembolso.

El estatuto de este tercero que comparece al proceso se erige en otro 
punto objeto de debate, participándose de la postura que lo considera una 
coadyuvancia litisconsorcial gozando de una posición autónoma y no su-
bordinada respecto del citante. Si bien el punto no se encuentra exento de 
polémica, aun cuando se participare de la postura que le concede una posi-
ción subordinada al citado, debe considerarse que ello no es obstáculo para 
que el tercero supla eventuales omisiones del citante respecto de la preten-
sión del actor originario.

Finalmente, corresponde señalar que no son pocas las situaciones en 
las que se solicita el llamamiento de terceros, acto que se califica como una 
citación en garantía que, en puridad no es tal por no cumplir con uno de los 
elementos para la verificación de este instituto, esto es, no existe un vínculo 
sustancial entre el citante y citado.

Si bien podría dudarse acerca de la admisibilidad de esta figura, parte 
de la doctrina se ha pronunciado en sentido afirmativo a pesar de la inco-
rrecta calificación utilizada y de que no resulta posible un reembolso dado 
que no existe vínculo entre el citante y el tercero.
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Introducción

Se analiza el impacto que podría provocar la vigencia de la ley a nivel 
de los juzgados de familia de nuestro país, en los diversos numerales que se 
exponen a continuación.

I. Declaración del legislador

La ley 20.141 fue publicada el 31 de mayo de 2023. Previo al desarrollo 
del articulado, el legislador formula una declaración la que se transcribe: 
«Declárase, de conformidad con el artículo 18 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño de 2 de setiembre de 1990 y el artículo 14 del Código de 
la Niñez y la Adolescencia, que el Estado garantiza el reconocimiento del 
principio de corresponsabilidad en la crianza (…)».

Es así que el Poder Legislativo, sancionando el proyecto, y el Poder Eje-
cutivo, promulgando con la correspondiente publicación, establecen que el 
Estado da garantías a la corresponsabilidad en la crianza. Pero analizando 
detalladamente se puede advertir que esa garantía se limita a reconocer el 
principio de corresponsabilidad.

Se entiende que la corresponsabilidad emerge del propio instituto de 
patria potestad, e incluso de normas constitucionales, pero sin perjuicio de 
ello, deberían ser contempladas otras garantías que podrían estar afectadas, 
en primer lugar, por las carencias materiales ya conocidas del sistema judi-
cial y, además, por ciertas debilidades que presenta la reciente normativa.

En tal sentido, según la analizada ley, el Estado garantiza el reconoci-
miento del principio de corresponsabilidad en la crianza, principio ya con-
sagrado sólidamente por Tristán Narvaja y Eduardo Acevedo en nuestro 
Código Civil, en lo vinculado al instituto de patria potestad. Surge, no obs-
tante, en esta ley la ratificación del Estado en cuanto al deber que asume de 
dar garantías para la aplicación de dicho principio.

Pero cabe preguntar entonces si están dadas las plenas garantías en las 
estructuras colapsadas de los juzgados de familia y si se puede cumplir en juz-
gados que llevan adelante un desmesurado volumen de expedientes con múl-
tiples tipos de juicios, con los acotados plazos pretendidos por el legislador.

II.  Rápido repaso a los institutos y trámite regulados en la reciente 
ley

La ley regula en una presentación algo desordenada, institutos varios 
que estaban por lo menos muy ordenadamente tratados en la Ley 17.823. 
A saber, aborda fundamentalmente los institutos de ratificación de tenen-
cia, recuperación de tenencia, guarda (jurídica), visitas y eventual incum-
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plimiento. También legisla especialmente respecto del concepto de corres-
ponsabilidad en la crianza. Además, regula ciertos trámites vinculados a 
los juzgados especializados con todo lo vinculado a la adopción de medidas 
cautelares provisionales. No se regulan aspectos procesales de la pensión 
alimenticia, y esto se analizará especialmente en un numeral dedicado a los 
juicios de pensión por alimentos.

Como se verá, claramente los alimentos no tienen impuesta la limita-
ción de plazos de dictado de sentencia en ciento veinte días, como se esta-
blece en el artículo 6.

Respecto de la ratificación de tenencia, por lo menos el legislador des-
peja ciertas dudas que habían sido introducidas por algunos operadores. Se 
terminó la discusión, ya que correctamente el legislador, en el mismo artí-
culo 6 en su parte final, estableció que el trámite de ratificación de tenencia 
conlleva una estructura voluntaria conforme artículo 402 y siguientes del 
Código General del Proceso. Y nada más habrá para discutir sobre el punto, 
siendo esa la solución que venían aplicando los jueces casi sin excepción.

El resto de los trámites sobre las pretensiones relativas a la correspon-
sabilidad en la crianza, tenencia, recuperación de tenencia o guarda de los 
niños y adolescentes se regularán por el procedimiento extraordinario, en 
estructura extraordinaria, pero con los plazos que establece el artículo 6 de 
la ley, y es este entonces el planteo central de abordaje en este trabajo.

III. Las garantías para el menor de edad como sujeto de derecho

La ley 20.141 establece que el menor de edad es parte en el artículo 10. 
Se transcribe parcialmente: «(Calidad de parte del niño o adolescente en los 
procesos sobre corresponsabilidad en la crianza, tenencia, guarda y visitas, 
y en general, en toda instancia en que deba ser oído). En los procesos sobre 
corresponsabilidad en la crianza, tenencia, guarda y visitas, y en general, en 
toda instancia en que el niño o adolescente deba ser oído, estos tendrán la 
calidad de parte en los procesos a todos los efectos».

Se considera innecesaria esta estipulación, que ya se derivaba sin con-
troversias de la normativa anterior, especialmente desde el año 2004, con la 
vigencia de la Ley 17823.

Debe tenerse presente que el artículo 2 del Código de la Niñez establece 
que los menores de edad son: «(…) sujetos de derechos, deberes y garantías, 
y consagra: todos los niños y adolescentes son titulares de derechos, debe-
res y garantías inherentes a su calidad de personas humanas».

Luego en su artículo 8 establece: «En todo caso tiene derecho a ser oído 
y obtener respuestas cuando se tomen decisiones que afecten su vida. Po-
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drá acudir a los Tribunales y ejercer los actos procesales en defensa de sus 
derechos, siendo preceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda 
tiene el deber de designarle curador, cuando fuere pertinente, para que lo 
represente y asista en sus pretensiones».

De todos modos, es notorio que existen razones de política legislativa 
que determinan que se reiteren conceptos como manera de destacar de-
rechos y obligaciones. Si no fuese por dicha razón, no hubiese sido técni-
camente necesario determinar en el artículo 2 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia que los niños y adolescentes son sujetos de Derecho, a la luz 
de lo consagrado por Tristán Narvaja antes de 1900, en el artículo 21 del 
Código Civil.

Es muy comprensible entonces la necesidad de política legislativa, como 
manera de enfatizar y remarcar la importancia de los conceptos.

IV. Las garantías para el menor de edad: la defensa a designar

Se regula sobre la actividad de un abogado que represente y asista al 
menor de edad en artículo 11, el que consagra: «En los procesos de corres-
ponsabilidad en la crianza, tenencia y visitas y en general, en todo proceso 
en que el niño o adolescente deba ser oído, se le designará un abogado para 
que lo represente y asista».

Esto también ya estaba regulado en la Ley 17823. No obstante, existe 
una innovación que refiere a un aspecto casi administrativo y es la manera 
en que el juez debe designar abogados: «El Tribunal competente designará 
aleatoriamente al abogado patrocinante a partir de una lista confeccionada 
por el Poder Judicial». Y agrega: «Cuando sea posible, el Tribunal no asig-
nará más de cinco casos activos a un mismo abogado. Esta limitación no se 
aplicará a los Defensores Públicos».

En la actualidad existe un sistema que ha dado buen resultado a través 
de muchos años, como ser la designación a partir de listas de profesionales 
que se presentaban en los juzgados previamente, y, de acuerdo a su grado de 
especialidad, experiencia, dedicación y capacidad técnica, iban siendo de-
signados por los jueces. Esto así ocurrió por décadas y décadas en la materia 
de familia. Sin embargo, llegan modificaciones desde el Poder Legislativo.

A partir de esta ley, la Suprema Corte de Justicia deberá elaborar listas 
de abogados particulares para que los jueces realicen las designaciones, y 
no podrá haber más de cinco casos en trámite asignados a cada abogado.

Estas nóminas deberían ser conformadas con los mismos criterios fun-
damentales antes referidos, como ser el grado de especialidad, experiencia 
y el grado de compromiso de cada profesional en el relacionamiento con 
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múltiples casos con niños y personas mayores en situación de insania men-
tal, a modo de ejemplo, que, por cierto, no es un aspecto fácil de determinar.

También el artículo determina un plazo para que el abogado acepte o 
rechace el cargo, lo cual es una correcta regulación. Seguidamente, estable-
ce que, al aceptar el profesional, deberá entrevistarse a la mayor brevedad 
con su patrocinado, el menor de edad, lo cual también es muy atinado.

Lo de «mayor brevedad» por supuesto que quedará una vez más en el 
sano criterio de los operadores y condiciones de los trámites, lo cual ya sig-
nifica dejar espacios abiertas para la ocurrencia de posibles dilatorias.

El legislador determina que debe haber entrevistas en condiciones que 
aseguren que el menor de edad pueda expresarse libremente y sin la pre-
sencia de los progenitores o tenedores. Podrá el abogado, si las circuns-
tancias lo aconsejan, requerir que se realicen varias entrevistas a las que 
el niño o adolescente asistirá acompañado sucesivamente por cada uno de 
los progenitores o tenedores, si fuese posible. El defensor del niño o adoles-
cente mantendrá el contacto con su patrocinado mientras dure el proceso, 
informándolo de la marcha de este y recabando su opinión cuando la im-
portancia del acto procesal a cumplir en defensa de su interés lo justifique.

Esto debe ser así, siendo el ideal de la garantía de un debido proceso y así 
correspondería se desarrollasen todos los procesos.

Pero a partir de la consideración de estas etapas imprescindibles para la 
garantía de los juicios queda de manifiesto el imposible procesal en cuanto 
a cumplir con los plazos tal como lo proyectó el legislador, y esto, como se 
expresó antes, es el planteo central de abordaje en este trabajo.

Las dificultades que podrían provocarse en los juicios son varias. No es 
posible insertar esta estructura de garantías (entrevistas, pericias, informes 
técnicos) en el exiguo plazo que estableció el legislador para culminar todo 
el proceso. Es comentario casi general en pasillos y oficinas de todo el país 
que los defensores públicos tendrán más que dificultades para realizar esta 
importante tarea de seguimiento de situación de centenares y miles de me-
nores de edad. También que los jueces tendrán más que dificultades para 
dictar sentencias en un plazo de ciento veinte días, ya que el legislador li-
mitó el plazo del dictado, pero mantuvo en toda su extensión los diversos 
plazos de toda la etapa procesal.

Son conocidas las condiciones de casi colapso de las oficinas judiciales 
por desmesurado volumen de casos y escaso personal, todo lo que ya existía 
antes de la vigencia de esta ley.

Debería analizarse la creciente judicialización de los conflictos sociales 
año tras año y cómo ello puede impactar en menores de edad a manera de 
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revictimizarlos. Existen recomendaciones que surgen en los instrumentos 
internacionales, legislación vigente en nuestro país, respecto a no incurrir 
en situaciones de revictimización e invasión del espacio psicológico y emo-
tivo de los menores de edad. Por supuesto que el legislador considera esa 
protección y así lo destaca, por ejemplo, en el artículo 3 de la ley, que susti-
tuye al 35 del Código de la Niñez y la Adolescencia. Dice el legislador: «Sin 
perjuicio de ello, se deberá evitar su comparecencia reiterada e innecesa-
ria».

Pero es que en el artículo 11 sobre la designación de abogado y entrevis-
tas, dijo el legislador que el profesional podría «si las circunstancias lo acon-
sejan requerir que se realicen varias entrevistas, a las que el niño o adoles-
cente asistirá acompañado sucesivamente por cada uno de los progenitores 
o tenedores, si fuese posible». En cambio, en artículo 3 antes referido había 
exigido que no hubiese reiteradas comparecencias.

Estas determinaciones refieren a cierto desorden legislativo, aun cuan-
do la intención haya sido tal vez instar a que se utilice el sentido común 
entre los operadores judiciales, extremo que se cumple sin dudas día a día 
en una materia tan delicada con desarrollo de esfuerzo diario y máxima 
responsabilidad, en un escenario de carencias y dificultades.

Continuando con el análisis de la norma, el artículo 11 establece: «El 
Defensor del niño o adolescente se entrevistará además con las otras par-
tes en el proceso, siempre con la presencia o la anuencia de sus respectivos 
abogados, toda vez que lo considere necesario para el mejor cumplimiento 
de su misión. Las entrevistas deberán realizarse todas dentro del plazo de 
treinta días luego de aceptado el caso. El Juez podrá requerir además la asis-
tencia de técnicos especializados para la interpretación de la voluntad real 
del niño o adolescente».

En la realidad judicial las cosas no funcionan tan mecánicamente como 
las piensa en la teoría el legislador. Las pericias no siempre se cumplen con 
urgencia, las notificaciones, citaciones y convocatorias no se logran efecti-
vizar con inmediatez, las personas citadas no son inmediatamente ubica-
das. Además, los expedientes en trámite en cada sede suponen un volumen 
de entre cuatro mil y cinco mil expedientes en cada juzgado.

Debe entenderse que, en los juzgados tradicionales de familia, en donde 
se aplicará principalmente esta nueva ley, no existen equipos técnicos a dis-
posición, los que solo actúan en forma directa y no sin dificultades con los 
juzgados especializados de familia que actúan en casos de urgencia, medi-
das cautelares, violencia doméstica y otras competencias. Disponer en un 
juzgado de familia no especializado la realización de una pericia o informe, 
o evaluación técnica o intervención de organismos como el Instituto del 
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Niño y Adolescente del Uruguay no es una actividad que se desarrolle con 
profesionales que estén a la orden y por ello lo cometido jamás se cumplirá 
de inmediato por múltiples razones administrativas.

Todo lo analizado, y varios aspectos más, lleva a la conclusión de que es 
casi un imposible procesal cumplir con los ciento veinte días pretendidos 
por el legislador en la normativa aprobada recientemente, en procesos lla-
mados de «tenencia compartida», en el modo en que son identificados en el 
ámbito judicial.

V.  Las garantías: ¿Derecho o deber de ser oído? Artículo 35 del Có-
digo de la Niñez y la Adolescencia

El antiguo artículo 35 del Código de la Niñez y la Adolescencia, breve en 
su texto, ha sido sustituido y ahora cuenta con un texto extenso y de varia-
das instrumentaciones.

En aquel artículo 35 había tres soluciones en caso de controversia: man-
tener al menor de edad con el progenitor con el que vivió más tiempo; si 
tenía menos de dos años, mantenerlo con la madre; y, siempre que fuese 
posible, oír al niño o adolescente y su voluntad.

Esto ha cambiado. A partir de la vigencia de la Ley 20141 el artículo 35 ha 
sido alterado sustancialmente. Lo de oír al niño o adolescente se mantiene 
en la reciente ley, pero con algún detalle técnico que difiere de lo consagra-
do originalmente en el Código de la Niñez y la Adolescencia, código del año 
2004. Si bien existe un derecho del niño a ser oído, conforme artículo 8 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia, lo que se desprende, además de su 
propia condición de sujeto de Derecho, hay que analizar si se regula como 
un derecho del niño o, en definitiva, como un deber para la instrumenta-
ción del proceso.

El artículo 8 del Código de la Niñez y la Adolescencia expresaba: «En 
todo caso tiene derecho a ser oído y obtener respuestas cuando se tomen de-
cisiones que afecten su vida». El legislador hace referencia a derechos sub-
jetivos (anotado, a los efectos de esta presentación, con inicial minúscula 
para diferenciar la referencia al Derecho como ciencia anotada con inicial 
mayúscula). La norma, entonces, remite a otra normativa constitucional y 
civil, respecto de derechos inherentes a la condición de persona física.

La redacción anterior, la original del artículo 35 del Código de la Niñez 
y la Adolescencia, rezaba: «el juez siempre deberá oír y tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente».

Además, en el artículo 16 literal c del Código de la Niñez y la Adoles-
cencia se establece: «Son deberes de los padres o responsables respecto de 
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los niños y adolescentes (…) Respetar el derecho a ser oído y considerar su 
opinión».

Otra cita normativa sobre este punto es el artículo 3 de la Ley 21041 que 
dice: «Una vez evaluados los siguientes parámetros, y si las condiciones fa-
miliares lo permitieran, el Juez fijará la tenencia alternada o compartida en 
la medida en que esta resulte la mejor forma de garantizar el interés supe-
rior del niño o adolescente: A) La opinión del niño o adolescente de confor-
midad con los artículos 8 y 16 literal c del presente Código, la cual deberá 
recabarse en un ámbito adecuado y adoptándose todas las medidas para 
garantizar que la misma sea expresión de su voluntad reflexiva y autónoma, 
según su grado de desarrollo cognitivo y autonomía progresiva. Bajo su más 
seria responsabilidad funcional, el Juez siempre deberá oír y tener en cuenta 
la opinión del niño o adolescente. Sin perjuicio de ello, se deberá evitar su 
comparecencia reiterada e innecesaria».

Luego de analizar este cuadro normativo comparando sus redacciones, 
corresponde analizar si existe un cambio en la consideración de este con-
cepto de «oír» al niño o adolescente.

Puede concluirse que, en las redacciones establecidas a partir de 2004 
en el Código de la Niñez y la Adolescencia, existía claramente especificada 
una obligación para el juez y un derecho del niño o adolescente.

La obligación del juez de considerar y valorar esa voluntad, y por otra 
parte el derecho del menor de edad de expresar o no su postura.

En la redacción actual de la Ley 20141 no se establece específicamente 
el concepto de derecho (subjetivo) del niño o adolescente. No obstante, ese 
criterio debe continuar rigiendo y debe respetarse especialmente tal dere-
cho subjetivo. La posibilidad de ser oído no supone la realización de una 
audiencia de interrogatorio, sino que se busca que exista un ámbito de ga-
rantía, calma y seguridad para el menor de edad entrevistado como una de 
las partes del proceso, pero en condiciones diferenciadas con respecto a las 
otras partes.

Debe continuar prevaleciendo la noción de derecho a ser oído consa-
grada en el artículo 8 del Código de la Niñez y la Adolescencia, y debe en-
contrarse el espacio y el momento de plena garantía para lograrlo. De otra 
manera se atacarían las nociones reguladas en la Convención de Derechos 
del Niño. El rol del defensor es de especial importancia en este sentido.

VI. El proceso y las partes. El acceso. La auxiliatoria

El artículo 13 refiere al acceso a la Justicia para personas de bajos recur-
sos: «Las personas de bajos recursos gozarán del beneficio de auxiliatoria 
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de pobreza previsto por el artículo 254 de la Constitución de la República, 
previa acreditación sumaria de sus ingresos».

Se analiza otro de los párrafos del artículo: A los efectos de esta ley y para 
acceder al beneficio de auxiliatoria de pobreza, se consideran personas de 
bajos recursos a quienes perciban ingresos mensuales líquidos inferiores a 6 
BPC (seis bases de prestaciones y contribuciones). Obrará como presunción de 
la situación de bajos recursos a los efectos de la obtención del beneficio de au-
xiliatoria de pobreza el que el patrocinio jurídico sea brindado por los consul-
torios jurídicos de las facultades de Derecho de las universidades o institutos 
universitarios reconocidos, u otras instituciones que lo hacen con los mismos 
criterios de gratuidad. En tal caso, se deberá acompañar la información su-
maria que habilitó el patrocinio gratuito.

Este artículo, numerado con el dígito 13, ha causado confusión entre 
varios de los operadores que deben aplicar la norma, a pocos días de su vi-
gencia.

Al respecto, todas aquellas personas que tengan un ingreso económi-
co-salarial de treinta y cuatro mil pesos o menos tendrán derecho a ser con-
sideradas personas de bajos recursos. Nada se establece sobre los recursos 
de su núcleo familiar, cónyuge, concubinos, sino que se analiza el ingreso 
propio sin dar incluso otras señales sobre la forma de indagar la veracidad del 
ingreso, y tan solo la ley habla de una acreditación sumaria de los ingresos.

Como sea, quien se presente como accionante de bajos recursos goza-
rá por imperio legal del beneficio de auxiliatoria de pobreza. Es más, si la 
persona es patrocinada por un consultorio gratuito, ya existe presunción 
suficiente, dice el legislador, para determinar el otorgamiento del beneficio.

No surgen del análisis normativo modificaciones a la competencia de 
la Fiscalía de Hacienda, la que continuará interviniendo en estos trámites 
como hasta el momento.

Tampoco determina la norma si debe cumplirse un proceso voluntario 
en un expediente de Auxiliatoria o si, por el contrario, se dispone el benefi-
cio de pleno derecho por aplicación de la ley.

Pero no es todo. Hay más dificultades interpretativas. Volviendo al pá-
rrafo primero del artículo 13, surge una solución más que peculiar. Se es-
tablece que: «Decretado el beneficio de auxiliatoria de pobreza en favor de 
una parte en el proceso, se extenderá a las demás, tanto al actor y demanda-
do como a los niños y adolescentes».

Tratando de no abandonar un estilo ponderado y académico, pero sin 
salir de la sensación de sorpresa, procesal al menos, debe analizarse quién 
será entonces el defensor de la personal beneficiada con auxiliatoria.
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Hay que determinar si será patrocinado por defensores públicos, de una 
defensoría con menguados recursos humanos y materiales, o puede patro-
cinar un abogado particular que no percibirá honorarios tal vez.

La consecuencia inmediata es que dicha persona auxiliada no abonará 
tributos. Lo que además hay que considerar es que también va a invocar la 
situación para no abonar honorarios de peritos, defensa del menor de edad 
y demás.

Hay que resolver entonces qué tipo de pericias se cumple y quién abo-
nará los honorarios y gastos. Además, qué profesional asistirá al menor de 
edad, si serán defensores públicos o tal vez de la Universidad de la Repú-
blica, con sus esforzados y técnicamente destacados consultorios barriales 
y del Centro de Estudiantes, pero con muchos límites presupuestales. En 
definitiva, cabe preguntarse si el legislador examinó estas circunstancias, 
ya que el sistema necesita respuestas urgentes.

Cabe preguntarse si el Instituto Técnico Forense realizará todas las pe-
ricias peticionadas por la parte contraria, no declarada pobre, pero benefi-
ciada como pobre en esta peculiar solución que estableció el legislador.

También existen interrogantes sobre si el Departamento de Asistentes 
Sociales cumplirá todas las pericias solicitadas por partes no declaradas po-
bres, pero beneficiadas con esta curiosa solución del artículo 13.

Se modificaría entonces una estructura de varios años que determinaba 
a través de acordadas que la parte patrocinada por abogado particular no 
podía beneficiarse de la gratuidad de las pericias realizadas por técnicos del 
Poder Judicial.

Ante tantas dificultades interpretativas y de instrumentación procesal, 
debe retomarse la consideración del planteo central de abordaje en este tra-
bajo, como se ha venido detallando en cada uno de los capítulos.

La idea de cómo elaborar este desarrollo o exposición está vinculada a 
la posible constatación, luego del análisis, de una muy profunda dificultad 
para poder dar cumplimiento a lo exigido por el legislador en el artículo 6 
de la ley, en cuanto al dictado de las sentencias en un plazo de ciento veinte 
días.

Pero tal vez más importante que la dificultad procesal varias veces men-
cionada es la posibilidad de vulneración de derechos.

En capítulo anterior, se hizo referencia al riesgo de poder agredir de-
rechos de niños o adolescentes. En el actual capítulo sobre auxiliatoria de 
pobreza también debería considerarse el riesgo a la eventual vulneración 
del principio de igualdad. El artículo 254 de la Constitución determina que 
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la justicia será gratuita para los declarados pobres con arreglo a la ley. No 
obstante, desde la vigencia de la Ley 20141 también será gratuita la justicia 
para otras partes no declaradas pobres.

Ante las dudas en cuanto a la forma en que se instrumentará la defensa 
de los menores de edad en casos de auxiliatoria, también cabría preguntar-
se si no existe una afectación a los derechos del niño o adolescente, quien 
ya no podrá optar por el patrocinio de abogados particulares especializados 
en la materia, y esto como opción en el ejercicio de la libertad, sin que su-
ponga referencia alguna a la calidad técnica de unos u otros profesionales, 
siendo que tanto en la esfera privada como en la pública actúan profesiona-
les de muy destacada labor técnica. Lo anterior con lo ya analizado sobre 
eventual colapso para las oficinas de defensoría pública.

Es indiscutible que se generan dificultades y dudas, no para el legislador 
tal vez, pero sí para los operadores que deben enfrentar la aplicación de la 
tan mentada ley, aprobada con tales condiciones y redacción.

A modo de ejemplo, cabe preguntarse si la parte supuestamente bene-
ficiada o alcanzada por la auxiliatoria que no pidió está obligada a aceptar 
tal auxiliatoria.

La respuesta debería ser la negativa, ya que se entiende en este caso que 
la parte siempre mantendrá su derecho a designar su defensor particular de 
confianza, debiendo el interesado expresarlo en el expediente.

Pero volviendo a la pregunta de quién cubriría tal despliegue de patro-
cinios gratuitos, debe considerarse que, por ejemplo, en el interior del país 
hay localidades en donde no se llega a un número suficiente de abogados 
que actúen en la materia y surgen múltiples escollos para implementar es-
tas soluciones, ya que el legislador limita el número de casos que se asigna-
rán a cada profesional.

VII. Las estructuras procesales y los plazos del Artículo 6

Este artículo 6 es de los que han causado más impacto en los intérpretes 
y operadores del sistema. Se sustituye el antiguo artículo 37 del Código de la 
Niñez y la Adolescencia del año 2004, que determinaba que los procesos de 
Tenencia y Guarda se cumplirían por el proceso extraordinario.

Ahora, por el artículo 6 de la ley, el artículo 37 del Código de la Niñez y 
la Adolescencia tendrá esta nueva redacción: «Todas las pretensiones relati-
vas a la corresponsabilidad en la crianza, tenencia, recuperación de tenen-
cia o guarda de los niños y adolescentes se regularán por el procedimiento 
extraordinario, consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código 
General del Proceso. El Juez deberá dictar sentencia definitiva dentro del 
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plazo máximo de ciento veinte días, contados a partir de la presentación de 
la demanda. Cuando sobrevengan circunstancias extraordinarias o en caso 
de que la prueba a diligenciar lo amerite, el Juez podrá excepcionalmente 
prorrogar dicho plazo por treinta días, debiendo justificar fundadamente 
en la sentencia el motivo de la demora».

En la parte final de este artículo se regula sobre otros trámites, como 
ser lo referente a ratificación de tenencia con procedimiento voluntario del 
artículo 402 del Código General del Proceso.

Según el nuevo texto, se pretende conformar procesos extraordinarios 
dentro de los clásicos extraordinarios, con un plazo de ciento veinte días 
para el dictado de sentencia.

Perfectamente conocido es que los plazos procesales establecidos en el 
artículo 203 del Código General del Proceso para el dictado de sentencia, 
de tribunales tanto unipersonales como colegiados, son los que rigen para 
procesos ordinarios y extraordinarios. En dicha norma se establecen los co-
nocidos plazos para el dictado de sentencias interlocutorias y definitivas.

Pero en el peculiar artículo 6 de la Ley 21041 el legislador ha considera-
do un cambio dándole una fecha de finalización a los juicios, pretendiendo 
culminar procesos de tamaña importancia en ciento veinte días o en ciento 
cincuenta en casos excepcionales.

Sin dudas, esta reducción de los plazos podría estar afectando las garan-
tías constitucionales del debido proceso, conforme lo regulado en el marco 
normativo nacional e internacional, a saber, la Constitución de la Repúbli-
ca; la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José 
de Costa Rica) y la propia normativa del Código General del Proceso.

Haciendo una simple actividad aritmética, corresponde sumar plazos 
de las diversas etapas de un proceso tipo, como ser treinta días de traslado 
de la demanda (además de los tiempos de oficina, armados de expedientes, 
giros, decretos, oficinas de notificaciones y demás) más treinta días de una 
eventual reconvención para su traslado, lo que da una suma inequívoca 
de sesenta días, es decir, la mitad de los ciento veinte días pensados por 
el legislador para culminar el proceso, pero surge que el proceso aún no 
comenzó.

Por esto se justifica el subtítulo del capítulo, en cuanto a la distancia 
entre el texto de la norma y la realidad de la tramitación de los procesos. No 
es necesario continuar sumando plazos de las restantes etapas del proceso 
cuando tan solo, a vía de ejemplo, podrían considerarse los emplazamien-
tos por edictos con publicaciones en diarios, lo que implicaría agregar tér-
minos de hasta noventa días.
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El legislador determinó un plazo limitando la duración del proceso, 
pero no limitó los plazos para contestar la demanda o para contestar una 
reconvención, para denuncia de hechos nuevos, para cumplimiento de pe-
ricias, trámites incidentales intraprocesales o un sinnúmero de términos 
que conforman un juicio tipo y sus garantías.

Se torna fastidioso y provoca desánimo explicar lo innecesario, como 
ser que existen dificultades para ubicar testigos y sus domicilios, lo cual es 
otro de los tantos elementos que contribuyen para la extensión y dilatoria de 
los procesos. Las citaciones y notificaciones no siempre están bien cumpli-
das y deben ser reiteradas, así como el libramiento de múltiples oficios con 
la etapa de espera de su respuesta y diligenciamiento.

Tan solo a modo de ejemplo, y hay muchos más, podrían las partes lla-
mar a terceros al proceso, y existen estructuras para dar traslados en esos 
casos, multiplicando los plazos.

Así se podría continuar brindando varios ejemplos. Como se puede ad-
vertir, imponer una duración con plazo de ciento veinte días es una manera 
de desconocer desde lo más profundo cómo se instrumenta un proceso ju-
dicial.

Las agendas de estos juzgados de familia se encuentran profundamente 
saturadas, con múltiples audiencias fijadas en un marco variado de otros 
juicios que también exigen la culminación de sus trámites.

Es una realidad que ya no se puede soslayar la de los juzgados en ma-
teria de familia, habiendo llegado la hora de que el país decida reforzar y 
modernizar esas estructuras, para luego tal vez pensar en imponer plazos 
limitados con nuevas dinámicas procesales. No analizar este punto es des-
conocer una dificultad que todo lo condiciona en una materia de funda-
mental importancia jurídica, con sedes que tienen promedios de cinco mil 
expedientes en trámite en Montevideo, con procesos muy variados, no solo 
por menores de edad, sino en un extenso radio de tramitaciones, como ser 
sucesiones, particiones, observaciones a inventarios, incapacidad civil, jui-
cios de alimentos entre mayores y también por menores de edad, uniones 
concubinarias; nulidades varias, nulidades de testamento; juicios de simu-
lación, seguimiento y contralor de situaciones de menores de edad de con-
texto crítico o en riesgo derivadas de los juzgados especializados, trámites 
de divorcio, investigación de paternidad con pruebas de ADN, desconoci-
miento de paternidad, juicios de posesión notoria de estado civil, declara-
ción de ausencia, pérdidas de patria potestad, autorizaciones de viaje, y la 
nómina continúa largamente.

Especialmente, debe destacarse la tramitación de adopciones con pla-
zos indicados de urgencia por la ley y separaciones definitivas de la familia 
de origen.
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Además, debe considerarse también con especialidad la tramitación 
de amparos por situaciones de salud de extrema gravedad por menores de 
edad, reclamando el suministro de medicamentos o tratamientos.

La nómina no culmina acá.

Quienes no estén vinculados de alguna forma a la materia deben com-
prender que se está frente a un sector con un desmesurado volumen de tra-
mitaciones, es decir, la materia de mayor volumen en todo el sistema.

Asimismo, no debe olvidarse la importancia de la aplicación del princi-
pio rebus sic stantibus, es decir, para expresarlo en su consecuencia en los 
hechos, con expedientes que jamás se clausuran definitivamente y siempre 
retornarán en gran porcentaje al giro y al trámite, debido a la especial natu-
raleza de la cosa juzgada en estos juicios.

Por todo esto, cuando se analiza la creación de procesos más que ex-
traordinarios en el artículo 6 de la ley, con plazos limitados para el dictado 
de sentencia en asuntos de pretensiones relativas a la corresponsabilidad 
en la crianza, tenencia, recuperación de tenencia o guarda de los niños y 
adolescentes, corresponde preguntarse una y otra vez cómo se logra tra-
mitar con plenas garantías para todos los justiciables con plazos más que 
limitados de apenas cuatro meses.

Las urgencias en las etapas pueden significar la ausencia de diligencia-
miento de prueba suficiente y todo ello puede determinar una falla en las 
garantías necesarias del debido proceso.

El legislador creó un juicio más que sumario, más que extraordinario, 
pero no brindó una solución específica especial para esos juicios y no mo-
dificó los procesos en sus originales estructuras, todo lo que es realmente 
preocupante.

Sin perjuicio de los análisis de Derecho de fondo realizados en estos 
primeros meses por algunos especialistas respecto de soluciones jurídicas 
y aspectos técnicos, es mucho más grave la dificultad procesal creada que 
estas determinaciones de definiciones técnicas.

A modo de ejemplo, es muy criticable la noción establecida por el le-
gislador en el curioso artículo 14 cuando refiere al concepto de «padres» 
(entiéndase que toda vez que la ley refiere a padres, deberá entenderse a 
progenitores, adoptantes o quienes ejerzan la patria potestad de los niños y 
adolescentes, incluyendo la diversidad de modalidades en que pueda estar 
conformado el núcleo familiar en la actualidad). Al respecto se podría ana-
lizar que la representación legal solo la ejercen los progenitores que deten-
tan patria potestad, los tutores y los curadores designados.
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Pero, aun así, las cuestiones antes mencionadas son temas teóricos de 
la ciencia y de la rama del Derecho Civil, y no suponen la entidad de lo que 
implica la imposición de juicios con duración de ciento veinte días, lo que se 
transforma en un imposible procesal.

VIII. Las acumulaciones y los plazos. Régimen de visitas

Brevemente, haremos referencia a la tramitación de las visitas, lo que 
casi pasa inadvertido en la lectura de la norma, como un trámite acumula-
do de por sí a los reclamos de tenencia.

Técnicamente, sería indebida la tramitación acumulada de tenencia 
compartida y visitas, así como la acumulación de tenencia compartida y 
alimentos.

Se supone que, al existir tenencia compartida, existe un sistema espejo 
para ambos progenitores que neutraliza otras pretensiones. Pero entende-
mos que el legislador fue receptivo a datos de la realidad de acuerdo a las 
peticiones y demandas de los diversos progenitores.

Así como el legislador recogió la preocupación de que existe en ocasio-
nes un perverso sistema de presión y trueque, es decir, «si no hay pensión, 
no habrá visitas», creemos que también el legislador es conocedor de la otra 
cara de estas actitudes de especulación, como ser: «Si hay tenencia compar-
tida, no habrá que pagar alimentos».

Pero, a los efectos del proceso, este tipo de acumulación es otro elemen-
to que atenta contra el desarrollo urgente de los trámites y contra los ciento 
veinte días que pretende el legislador, ya que no se cumplirá un proceso, 
sino dos, y por ambos el legislador pretende se culminen en cuatro meses.

El artículo 3 hace referencia a que el juez, al dictar sentencia sobre te-
nencia, tiene que pronunciarse también sobre visitas. Luego en el artículo 7 
se regula sobre la instrumentación de visitas.

Pero es importante detenerse en un aspecto del proceso: la regulación 
de medidas provisionales, como ser las visitas provisorias.

El artículo 7 establece: «(Régimen de visitas provisorias). - Producido el 
cese de la vida en común, cualquiera de los padres podrá presentarse ante 
el Juez del lugar de residencia de sus hijos a fin de que se determine un régi-
men de visitas provisorio, que habrá de regir hasta tanto no sea variado por 
acuerdo de parte o por decisión judicial definitiva. El Tribunal, al proveer 
sobre la demanda de tenencia o visitas, y atendidas las circunstancias invo-
cadas, fijará el régimen provisorio de visitas, siguiendo el procedimiento de 
los ordinales 1 y 3 del artículo 317 del Código General del Proceso».
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Esto es nada más ni menos que la tramitación de medidas provisionales. 
En tal caso habrá que oír a la contraparte por seis días y, de corresponder, 
convocar a audiencia. Sí, audiencia en esas colapsadas agendas, pero no 
siendo la audiencia de precepto del proceso, sino una audiencia en una eta-
pa incidental que por supuesto que colaborará con la dilatoria de los plazos.

Esta etapa cautelar es otro ejemplo de cómo surgen diversos trámites 
tal vez no advertidos por el legislador cuando consideró que podía dictarse 
una sentencia definitiva en ciento veinte días. Hay que recordar, como ya 
fue analizado en otro capítulo, que se debe oír la voluntad del niño o ado-
lescente, además de la intervención de su defensor.

Y algo más, existe regulado especialmente un trámite también con es-
tructura incidental y de urgencia, nominado como incumplimiento de vi-
sitas.

Casi agónicamente debe plantearse la pregunta de qué queda entonces 
de aquel plazo de ciento veinte días.

Para decir algo más sobre la regulación de las visitas, en el artículo 4 se 
establece que las visitas sean en lugares públicos, en presencia de familiares 
del niño o adolescente, en reparticiones estatales adecuadas o de cualquier 
otra forma que, a criterio del juez, garantice la protección de la integridad 
física y emocional de los niños y adolescentes, disponiendo el régimen de 
seguimiento periódico necesario.

Y una vez más las preguntas sobre qué tipo de seguimiento consideró el 
legislador, quién debe cumplirlo y si el seguimiento es para asegurar el vín-
culo con el actor o también con la familia ampliada, es decir, con terceros 
al proceso.

Son variadas las interrogantes respecto de elementos que la norma ja-
más estipuló, como ser la etapa del seguimiento, si es hasta la sentencia o 
hasta la mayoría del menor de edad, por ejemplo, o quién debe cumplir con 
el seguimiento periódico y qué alcance tiene el concepto periódico.

En audiencia por supuesto que no será posible hacer el seguimiento, ya 
es suficiente con la exposición permanente del menor de edad, judiciali-
zando jornadas, meses y años de su vida, provocando revictimización al 
respecto.

Las preguntas sobre dicho seguimiento quedan sin respuesta, sobre si 
tal vez lo deban cumplir los defensores o INAU. Mientras tanto, los días del 
almanaque avanzan y los ciento veinte días se consumen.

Otro tema de análisis es la hipótesis en que la parte tramite tenencia, 
conforme artículo 3 de la ley, pero sin solicitar la regulación visitas. En estos 
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casos el juez no debería tramitar lo que no está peticionado, en virtud del 
principio dispositivo en la actuación.

IX. La suspensión de visitas por razones de género

Otra de las interrogantes es si el artículo 4 de la ley deroga, o deja sin 
efecto, lo establecido en artículo 67 de la ley 19580, norma por la que se im-
ponía la suspensión de visitas en caso de denuncias de violencia.

Dice el artículo 4, en su numeral VI, que solo se suspenderá el régimen 
de visitas vigente en el caso de que se encuentre en riesgo el interés superior 
del niño o adolescente. En tal caso, dicha suspensión será transitoria y po-
drá revisarse conforme al principio rebus sic stantibus.

Por ello la duda sobre en qué situación jurídica de vigencia queda la ley 
de violencia de género y cómo regiría en el caso el principio de especialidad.

Antes de la vigencia de la ley 21041, el artículo 67 de la 19580 determina-
ba la posibilidad de que se suspendieran visitas en situaciones de violencia 
intrafamiliar contra una mujer. Dicho artículo 67 ordena suspender visitas 
contra el llamado «agresor», a quien tal vez deberíamos nominar «denuncia-
do» si es que no se quiere incurrir en prejuzgamientos inconstitucionales.

Como sea, la pregunta es si ese artículo está derogado ahora al tenor de 
la Ley 21041, la que determina que el juez debe fundamentar para suspen-
der visitas.

De interpretarse que existe una derogación tácita del artículo 67 refe-
rido, surgirían algunas dudas sobre la actividad de los jueces de paz en el 
interior de la República en esta materia, y tal vez habría que hablar de una 
limitación a su competencia, es decir, se vería afectada la competencia de 
urgencia, ya que en las primeras veinticuatro horas surgirían dificultades 
para que el juez de paz haga aplicación estricta de la nueva ley.

X. La situación de los procesos por alimentos en esta nueva ley

No se regulan aspectos procesales de la pensión alimenticia, y esto es 
un dato importante que debe considerarse a los efectos de decidir sobre 
eventuales acumulaciones o, en su caso, eventuales tramitaciones por vías 
separadas.

Los alimentos no integran el elenco de procesos previstos en el artículo 
6 con una estructura urgente más que extraordinaria. La ley refiere en su 
artículo 9 a que deben fijarse alimentos de acuerdo a posibilidades y ne-
cesidades (aspectos ya regulados en el Código Civil incluso), y refiere a la 
incolumidad, es decir que no pueden ser menoscabados.
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Es correcta la regulación en ese aspecto, aun cuando no era necesaria 
técnicamente, pero sí necesaria en el plano de la política legislativa, dado 
que en los hechos surgen intentos de desnaturalizar lo regulado respecto de 
alimentos y tenencia, existiendo posturas que pretenden forzar la norma e 
imponer condiciones que les favorecen. Es decir, la fijación de un régimen 
de tenencia compartida o alternada jamás podrá implicar la alteración de 
lo previsto en el artículo 122 del Código Civil respecto a la obligación de 
prestar pensión alimenticia ni de los artículos 45 a 64 del Código de la Niñez 
y la Adolescencia.

En definitiva, nada nuevo en lo sustancial y nada nuevo en lo procesal 
en cuanto a los alimentos, y, claramente, los alimentos no tienen impuesta 
la limitación de plazos de dictado de sentencia en ciento veinte días regula-
da en el artículo 6.

A su vez, en artículo 12, se incorpora a los alimentos en el elenco de los 
reclamos que pueden tramitarse con acceso a centros de mediación.

Pero, retomando la cuestión sobre si es posible acumular alimentos y 
tenencia, ya se dijo en este trabajo que, si existen dificultades para culminar 
un proceso en ciento veinte días, más aún para culminar dos procesos en 
igual plazo a través de las acumulaciones.

No hay que soslayar otro trámite incidental que tal vez no fue referido 
antes, como lo es la etapa de declaración jurada en alimentos, con otro pe-
ríodo de treinta días y posibles pericias para resolver esta cuestión también 
incidental, conforme artículo 58 del Código de la Niñez y la Adolescencia.

Se van agregando sin cesar datos sobre las etapas procesales que deter-
minan el imposible procesal tan referido en este trabajo de poder culminar 
el juicio en diez días.

Pero, ciertamente, el legislador no hace referencia a la acumulación de 
tenencia con alimentos, y no debería ser admitida.

En definitiva, el juicio de alimentos no integra el elenco de acciones del 
artículo 6 y no corresponde aplicar el plazo de ciento veinte días para tales 
procesos alimentarios.

Además, por otras razones procesales, los alimentos no deben ser acu-
mulados con una tenencia, entre otras cosas, porque en los alimentos la 
parte reclamante es el menor de edad, mientras que en la tenencia la parte 
accionante es uno de los progenitores reclamando contra el otro.
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XI. Conclusión

Se realiza esta labor, en la condición de docente de una Facultad de De-
recho, desarrollando una respetuosa crítica técnica desde la posición de li-
bertad de cátedra.

Se critica entonces un aspecto técnico-jurídico, como operador con ex-
periencia en la materia, sin que suponga de manera alguna no acatamiento 
a la legislación como única fuente obligatoria.

De acuerdo a lo analizado en los numerales del trabajo, se expone una 
visión espontánea de las consecuencias que podrían verificarse en determi-
nadas oficinas de las sedes de familia.

Se trata de un primario análisis a poco tiempo de la vigencia de la nor-
ma y sin haberse instruido el firmante con trabajos de especialistas hasta el 
momento.

Como se ha desarrollado antes, la creación de un plazo para la culmina-
ción de ciertos procesos de familia determina una dificultad procesal muy 
difícil de sortear.

Los juicios de relativos a la corresponsabilidad en la crianza, tenencia, 
recuperación de tenencia o guarda de los niños y adolescentes se regularán 
por el procedimiento ultra extraordinario con los plazos que establece el 
artículo 6 de la ley, y este ha sido entonces el planteo central de abordaje del 
trabajo.

Se reitera, ahora a modo de conclusión, que las urgencias no ponderadas 
en las etapas procesales podrían significar la ausencia de diligenciamiento 
de prueba suficiente y afectar el interés superior de los menores de edad en 
cuanto no pueda darse cumplimiento a las imprescindibles garantías del 
debido proceso.

Todo lo analizado, y varios aspectos más, lleva a la conclusión de que es 
casi un imposible procesal cumplir con los ciento veinte días pretendidos 
por el legislador en la normativa aprobada recientemente, en los referidos 
procesos conocidos popularmente como de «tenencia compartida».

Debe considerarse la profunda preocupación que surge ante el análisis 
de lo consagrado en artículo 6, con la limitación de plazos en procesos que 
se han transformado en juicios sumarios.

Algún grupo de jueces ya ha realizado consultas ante las autorida-
des, expresando su preocupación y entendiendo que estos asuntos tras-
cienden el marco teórico e inciden directamente en la tramitación de los 
asuntos.
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Se entiende que existe una clara dificultad material de llegar a dictar 
una sentencia en ciento veinte días por los argumentos expresados en este 
trabajo y algunos más.

No es necesario ingresar en discusiones instrumentales en cuanto a si el 
plazo impuesto es de tipo administrativo o realmente es una derogación a 
las formalidades instrumentales del Código General del Proceso.

El propósito de este trabajo es justamente tratar de plasmar la preocu-
pación de diversos operadores, especialmente jueces y defensores públicos, 
que deben hacer cumplir principios tales como el efectivo acceso a la justi-
cia.

Han quedado fuera del abordaje de este trabajo varios temas incorpo-
rados en esta ley, como ser: la actividad de los juzgados especializados y la 
remisión de testimonios a los juzgados de familia, la adopción de medidas 
cautelares, el Registro de la Suprema Corte de Medidas Cautelares.

Un tema fundamental que tampoco fue abordado es el de la aplicación 
inmediata de la ley conforme artículo 12 del Código General del Proceso y, 
dado el contenido procesal de la ley, esto es de fundamental importancia 
respecto de los trámites en curso.

Esto nos pone en el deber de ofrecer nuestra labor para una evaluación 
a futuro de lo que significarán las resultancias de aplicación de esta misma 
ley.
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Como se desprende de la solicitud incoada por la República Argentina, 
las preguntas formuladas revisten un carácter amplio alcanzando múltiples 
aspectos de la temática y a elementos singulares que conforman el derecho 
humano al cuidado. Incluye múltiples perspectivas del derecho humano a 
cuidar, a ser cuidado y al autocuidado; entre ellas: la igualdad y la no discri-
minación en materia de cuidados; los cuidados y su vínculo con otros dere-
chos económicos sociales culturales y ambientales y las obligaciones que 
tienen los Estados en la materia. Uno de los puntos centrales de la consulta 
versa sobre la necesidad de determinar con mayor precisión los alcances del 
cuidado como derecho humano.

En esta breve comunicación nos referiremos al vínculo específico de 
la temática de fondo con uno de los grupos especialmente vulnerables a 
quienes ya la Corte IDH ha incluido dentro de quienes deben ser protegidos 
desde un enfoque singular y diferenciado en función de su situación, esto 
es las personas mayores. Sobre el alcance de la categoría se adopta la defi-
nición introducida por la Convención Interamericana sobre Protección de 
los Derechos Humanos de las Personas Mayores, cuyo artículo 2 en sede de 
definiciones establece: “Aquella persona de 60 años o más, salvo que la ley 
interna determine una edad base menor o mayor, siempre que seta no sea 
superior a los 65 años”. (1)

El eje central en el cual nos basamos para formular la observación tiene 
como fundamento el desarrollo del sistema interamericano de protección 
de los derechos humanos y otros documentos internacionales de relevancia 
en la temática, tanto en lo normativo como jurisprudencial incluyendo lo 
consultivo, y como señaláramos, en relación específica al grupo etáreo de 
personas mayores.

Así se parte de la identificación de la Convención Interamericana sobre 
la Protección de las Personas Mayores en el marco de su especificidad en ar-
monía con el Protocolo de San Salvador cuyo artículo 7 establece que toda 
persona tiene derecho a la protección especial durante la ancianidad. En 
forma al igual armónica, con la protección que emana del artículo 1.1. de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) que incorpora 
en el término abierto “otra condición social” a la edad y por ende las perso-
nas mayores como categoría protegida.

Así también la Opinión consultiva OC 29/2022 referida a “Enfoques dife-
renciados respecto de determinados grupos de personas privadas de liber-
tad” y específicamente los párrafos que refieren a las personas mayores(2). 

(1) http://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/tratados_multilaterales_interamericanos_a- 70 
_derechos_humanos_personas_mayores.pdf 

(2) https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_29_esp.pdf 
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Al respecto se puntualiza que el abordaje que se formula no se limita o aco-
ta a la situación específica de las personas mayores en centros de reclusión 
lo que no obsta a su relevancia.

A lo cual también se agrega el desarrollo jurisprudencial de la Corte IDH 
en casos ampliamente significativos como Poblete Vilches vs Chile(3) entre 
otros. En un proceso paulatino llevado adelante por la Corte IDH que tiene 
por objetivo hacer visible la situación del grupo personas mayores, y partir 
de la necesidad de que se respete en su condición de sujeto de derecho que 
requiere especial protección. Lo que por ende incluye el derecho al cuidado.

Tal cual surge de lo expuesto, tanto en lo normativo, como en sede juris-
prudencial y consultiva, el sistema interamericano ha precisado aspectos 
vinculados al alcance de las obligaciones específicas de los Estados para 
asegurar los derechos de las personas mayores ampliamente reconocidos 
desde la generalidad de documentos que los engloban como sujetos de de-
recho más allá de la edad, hasta la especificidad de la referida Convención 
que los identifica como grupo especialmente vulnerable. Entre los cuales y 
atento al tenor de la consulta formulada por la República Argentina debe-
mos incluir el derecho humano a cuidar, a ser cuidado y al autocuidado en 
la extensión que la previsión engloba.

Así también conviene agregar que en seguimiento de las precisiones 
vertidas en la OC 29, pueden destacarse algunos elementos adicionales vin-
culados a políticas públicas. Las cuales también deben encuadrarse dentro 
de normativa internacional en cumplimiento del control de convenciona-
lidad. Tal cual surge de la OC, la “importancia de que los Estados cuenten 
con información, datos y estadísticas actualizadas y confiables acerca de las 
necesidades que viven las personas mayores como sustento y fundamento 
para la formulación, adopción y ejecución de decisiones, políticas públicas 
y medidas dirigidas a hacer efectivos sus derechos”. (párrafo 345). Partién-
dose de la base de que se trata de un grupo especialmente heterogéneo con 
necesidades específicas”.

Por ende, y a los efectos específicos de esta observación, nos detendre-
mos en uno de los puntos formulados en la consulta que radica la República 
Argentina de la cual surge lo siguiente:

“Al examinar los estándares aplicables a los temas en consideración, se 
solicita a la Corte IDH que tenga especialmente en cuenta los siguientes 
principios del derecho internacional de los derechos humanos: princi-
pio pro persona; principio de igualdad y no discriminación; principio 
de interpretación progresiva de los derechos humanos; perspectiva de 

(3) https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_349_esp.pdf 
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género; perspectiva de interseccionalidad, y principio de protección es-
pecial”.

Considerando de relevancia la enumeración de estos principios que 
desde lo general apuntan a la especificidad del grupo en cuestión, entende-
mos atendible incorporar un concepto que permita focalizar de lleno en la 
situación el grupo cuyo examen nos aboca, y al cual denominaremos: “inte-
rés superior de la vejez”.

El interés superior de la vejez como parámetro de interpretación para 
la mejor protección del derecho humano al cuidado:

El desarrollo del corpus juris del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos en su etapa de especificación muestra la preocupación por ase-
gurar la protección de los derechos, libertades y garantías de las personas 
mayores. La cual como se ha visto, se ha traducido en la adopción de instru-
mentos internacionales de diversa naturaleza jurídica entre los cuales se 
destaca la Convención Interamericana para la Protección de los Derechos 
de las Personas Mayores.

Esta Convención en su carácter de hito en la protección de las perso-
nas en función de su condición etárea (vejez) ha establecido la necesidad de 
proteger los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y 
ambientales de las personas mayores. Con especial atención a su condición 
pautada por la edad. Partiendo para ello en el valor de la dignidad en la ve-
jez y con una clara visión holística e integradora.

A la luz de proyectar la protección la cual viene siendo abordada por ór-
ganos como la Comisión Interamericana y la Corte IDH y en el marco de un 
nuevo paradigma, basado en la perspectiva de derechos humanos y género 
se considera de especial utilidad la consideración del concepto de interés 
superior de la vejez. Concebido éste en su triple condición, tanto como de-
recho sustantivo, como principio interpretativo o como norma de procedi-
miento.

De esta forma se contribuiría a que el interés superior de la vejez como 
concepto y fundamento para la adopción de decisiones, se incluya entre los 
principios rectores que se ubican en el máximo nivel del ordenamiento ju-
rídico en materia social, política, económica y ambiental(4).

(4) El concepto referido se formula en forma análoga a la introducida por la Convención 
de los Derechos del Niño de 1989 en su artículo 3 párrafo 1 y en forma indirecta en otras 
disposiciones del mismo tratado (artículos 9, 10, 18 entre otros) así como en el Protocolo 
Facultativo a la Convención relativo a la venta de niños, prostitución infantil y en el de Co-
municaciones. (BLENGIO VALDÉS, 2021).
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Por tanto y a los efectos de atender el interés superior, en este caso de la 
vejez, se sugiere conceptualizarlo en primer lugar: en su carácter de dere-
cho sustantivo, en tanto debe considerarse en forma primordial para que 
pueda evaluarse y tomarse en cuenta distintos intereses al momento de to-
mar una decisión sobre una cuestión que sea debatida. En segundo lugar, 
como principio interpretativo, en virtud del cual, si una disposición admite 
más de una interpretación se deberá elegir la interpretación que satisfaga 
de manera más efectiva el interés superior de la vejez. Y por último, como 
norma de procedimiento, por lo cual, siempre que se tenga que tomar una 
decisión que afecte a una persona mayor en concreto, a un grupo de perso-
nas mayores o a la vejez en general, el proceso de adopción de decisiones 
deberá incluir una estimación de las posibles repercusiones (positivas y ne-
gativas) de la decisión en la o las personas mayores. Lo que permite estable-
cer garantías especiales para garantizar los derechos. Debiendo los Estados 
a través de sus órganos administrativos, jurisdiccionales o no jurisdiccio-
nales, explicar cómo se ha respetado este derecho en la decisión; que es lo 
que se ha considerado atendía al interés superior del grupo etáreo; en que 
criterio se ha basado la decisión; y como se han ponderado los intereses de 
las personas mayores frente a otras consideraciones.

El respeto a la autonomía de las personas mayores en la toma de deci-
siones implica la observancia de su dignidad humana, evitando con ello 
un trato discriminatorio por razón de edad, así como la aplicación de un 
modelo paternalista y de un encuadre de infantilización de la vejez lo que 
implicaría una forma de maltrato o trato indigno o degradante. La nece-
sidad de sensibilizar a la sociedad y la Administración para que asuman 
y promuevan el reconocimiento de los derechos humanos de las personas 
grandes en forma integral es absolutamente prioritaria siendo relevante el 
proceso formativo en relación a la vejez, desde los primeros años de vida. 
Por último, también entendemos de relevancia a la hora de analizar la si-
tuación de personas mayores con capacidades modificadas jurídicamente 
asegurar que se individualice y se singularice el abordaje integral del in-
dividuo, y se dispongan soluciones en forma flexible y temporal, debiendo 
analizarse en forma específica la regulación para garantizar los derechos 
de los mayores. (5)

El interés superior se presenta como punto de referencia para asegurar 
la efectiva realización de todos los derechos contemplados en la Conven-
ción que protege a las personas mayores y en forma específica lo que refiere 
al cuidado, cuya observancia permitirá al sujeto el más amplio desenvolvi-

(5) Documento sobre envejecimiento y vulnerabilidad. Observatorio de Bioética y De-
recho. Universidad de Barcelona (2016). http://www.publicacions.ub.edu/refs/observatori-
BioEticaDret/documents/08532.pdf 
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miento de sus potencialidades. Debiendo los Estados ceñirse a este criterio 
que proyecta los derechos desde un enfoque diferenciado. El envejecimien-
to es un proceso natural y su tratamiento no debe dirigirse únicamente a la 
medicalización. En su abordaje coadyuvan variables diversas como lo son 
el incremento de la esperanza de vida de la población promovida por el im-
pacto de los avances en las ciencias de la salud y nuevas perspectivas de lo 
que se entiende por hábitos y vida saludable.

De lo expuesto surge que:

La conceptualización de un interés superior de la vejez, permite al in-
térprete abarcar dinámicamente la situación de las personas mayores en 
función de sus problemáticas y en observancia de los principios sustancia-
les que deben tomarse en cuenta en materia de derechos humanos como los 
que se enumeran en la consulta, a la vez que en estricta vinculación con la 
franja etárea, esto es: vejez.

Al momento de adoptar acciones por parte de los Estados ya sea en el 
plano administrativo, legislativo o judicial se pueda ceñir a este criterio que 
apuesta a asegurar la efectiva realización de todos los derechos contempla-
dos en la Convención Interamericana de los Derechos de las Personas Ma-
yores en forma acorde con los preceptos de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y otros documentos del sistema de protección ameri-
cano y universal. Lo que significará el más amplio desenvolvimiento de la 
condición etárea, esto es la persona vieja.

La conceptualización del interés superior de la vejez se funda en el va-
lor de la dignidad del ser humano que en función de su edad y su especial 
vulnerabilidad debe ser especialmente protegido. Asegurándose como de-
recho sustantivo y como interés superior. Así también como principio inter-
pretativo que satisfaga de la manera más efectiva y singularizada, su interés 
superior y como norma de procedimiento que asegure que siempre que se 
tenga que tomar una decisión que afecte a una persona mayor, ya sea indi-
vidual, a un grupo de personas mayores o a las personas mayores en gene-
ral, el proceso de adopción de decisiones debe incluir una estimación de las 
posibles repercusiones positivas y negativas de la decisión en el viejo/a o 
viejos/as interesado/as.

En conclusión:

En función de la relevancia que la correspondiente opinión consultiva 
implicará para el desarrollo del corpus juris del derecho internacional de los 
derechos humanos y específicamente la observancia de los derechos hu-
manos en el continente, se solicita a la Corte IDH tomar en consideración 
las precedentes observaciones y en definitiva solicitar se evalúe el concepto 
del interés superior de la vejez como emergente de la interpretación integral 
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de la Convención Interamericana de Personas Mayores, en forma armónica 
con el artículo 16 de la Declaración Americana sobre Derechos Humanos 
de 1948, los artículos 1.1 y 26 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y el artículo 7 del Protocolo de San Salvador, los desarrollos ver-
tidos en la OC 29/2022 y los incorporados en la jurisprudencia relevada con 
especial interés para la determinación del alcance del derecho humano al 
cuidado objeto de esta consulta.

Montevideo, 3 de setiembre 2023.
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RESUMO. Este artigo propõe analisar o instituto da lesão como vício do con-
sentimento na legislação uruguaia. O texto guarda uma composição tripartida. 
Em primeiro lugar, mostra uma análise histórica, desde a Antiguidade até o 
presente. Também se estuda o direito comparado, tomando as legislações 
da França, Suíça, Alemanha, Chile, Itália, Argentina, Grécia, Bolívia e Méxi-
co. Finalmente, numa abordagem nacional, observam-se as disposições do 
Código Civil e de outras leis, bem como um projeto de lei que não prosperou.

PALAVRAS-CHAVES: LESÃO. Artigo 1277. Vícios do consentimento. Con-
sentimento. Direito contratual.

Introducción

De acuerdo con PLANIOL (1908), ha de llamarse lesión al «daño pecu-
niario que un acto jurídico puede causar a la persona que lo ha realizado». 
Se trata de una diferencia de valor entre el precio justo acordado por las 
partes y el valor de mercado de la prestación (desequivalencia objetiva).

Partiendo de este concepto, los conocedores del Código Civil podrán 
apreciar que la figura de la lesión encontrará problemas con el principio de 
equivalencia subjetiva consagrado en el art. 1250 del Código Civil. Es así 
que el art. 1277 del mismo cuerpo veda en general la lesión (salvo en cuanto 
a la partición).

Sin perjuicio de lo anterior, este instituto ha evolucionado formidable-
mente en las distintas regiones del mundo, por lo que es menester desarro-
llar el concepto, su historia, su consideración tanto por el derecho oriental 
como por el comparado y la proyección que tiene a futuro.

I. Análisis Histórico

I.1. Antecedentes (hasta el Derecho Romano)

El instituto de la lesión, de acuerdo con LARROZA (1990, p. 293), nace 
en India en los tiempos de la aparición del último Buda, para evitar que los 
comerciantes se aprovecharan de la credulidad de los compradores. MEN-
DIVE (2016, p. 79) señala que la figura perdería relevancia y no aparecería en 
el Código de Hammurabi (1950 a.C.), que solucionó la problemática fijando 
aranceles para ciertos bienes. El Talmud hebreo, al igual que la legislación 
de la Antigua Grecia, por su parte, no recogerían la lesión.

En Roma, la Ley de las XII Tablas (450 a.C.) guardaría silencio al respec-
to. No fue sino Justiniano en su Corpus Iuris Civilis, quien recogió un res-
crito de los emperadores Diocleciano y Maximiliano «en virtud del cual se 
autorizaba la rescisión de la venta de un inmueble efectuada por menos de 
la mitad del justo precio» (MENDIVE, 2016, p. 79). Estableció, aunque en ese 
caso solo para el vendedor, las bases de la lesión que conocemos hoy en día.
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De acuerdo con DI PIETRO (1985), se entendía que cada cosa tenía su 
precio, por lo que el compendio legislativo dispuso que se podría rescindir 
un negocio en caso de una lesión enorme o enormísima que se daba cuando 
el precio de la cosa era menor a la mitad del justo. La base de este razona-
miento es que es humano restituir el precio y recobrar la cosa por parte del 
vendedor previa decisión de un juez en aquellos casos en los que se vende a 
un precio muy desigual del de mercado (DE LA PUENTE Y LAVALLE, 1983, 
pp. 161-174).

I.2. Edad Media y Modernidad

Más adelante, en la Edad Media (S. V a XV), por influencia de Tomás de 
Aquino, se desarrolló la teoría del “justo precio”, prohibiéndose alcanzar un 
beneficio excesivo en perjuicio del co-contratante estableciendo la lesión para 
todos los contratos onerosos (DE LA PUENTE Y LAVALLE, 1983, pp. 161-174).

En 1804, el Código Civil francés plasmaría el principio de equiparación 
del contrato a la ley (art. 1134) y dispondría que la lesión como tal no vicia los 
contratos (DE LA PUENTE Y LAVALLE, 1983, pp. 161-174), postura recogida 
por nuestro Código Civil en los artículos 1291 y 1277 (CAFARO & CARNE-
LLI, 2020). Aunque la ley francesa se mantuvo restrictiva, la doctrina, entre 
ellos POTHIER, coincidía en que debía acogerse la lesión para respetar la 
equidad contractual (MENDIVE, 2016).

Asimismo, en España existieron tres normas que se aplicaron en Uru-
guay hasta la sanción del Código Civil, a saber, el Fuero Juzgo, que no ad-
mitía la lesión, el Fuero Real, que la contemplaba para rescindir una venta y 
Las Partidas, que extendieron esa rescisión al comprador y previeron, para 
los menores, la acción in integrum restitutio, la misma a la que refiere (y 
veda) nuestro Código Civil en el art. 1277 (MENDIVE, 2016).

La convicción de proscribir a la lesión casi en su totalidad del Código 
oriental se inspira, tal como señala Celedonio NIN Y SILVA (1925, p. 399), 
entre otras, en un pensamiento liberal que fue plasmado por Dalmacio VÉ-
LEZ SARSFIELD en las notas que realizó al hoy derogado Código Civil de la 
Nación Argentina, en las que expresa:

Dejaríamos de ser responsables de nuestras acciones, si la ley nos per-
mitiera enmendar todos nuestros errores, o todas nuestras impruden-
cias. El consentimiento libre, prestado sin dolo, error ni violencia y con 
las solemnidades requeridas por las leyes, debe hacer irrevocables los 
contratos (Argentina, «Código Civil de Vélez con Notas»).

Distinta es la posición que se mantuvo en la obra de TEXEIRA DE FRE-
ITAS (2003) la que, aunque también operó como fuente de nuestro Código, 
en su art. 359 preceptúa:
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Todos los contratos en que se da o deja una cosa por otra (18) pueden ser 
rescindidos por acción de la parte lesionada si la lesión fuera enorme; 
esto es, se excediera la mitad del valor justo de la cosa (19). (Arts. 560 y 
859) (NIN Y SILVA, 1925, p. 242).

Nuestro Código, si bien en general no admite la lesión, la trata junto a 
los vicios del consentimiento, lo que dificulta explicarla como objetiva en la 
partición (art. 1161) (MENDIVE, 2016).

II. Análisis comparativo

II.1. Francia

PLANIOL (1908, p. 108) señala que salvo en situaciones excepcionales 
que pueden depender de ciertas personas (mineros), o de ciertas previsio-
nes legales como la partición (art. 887 CCF) y la venta de un inmueble (acor-
dada al vendedor por una diferencia de 7/12 del valor y al menor - art. 1674 
CCF), la lesión no es admitida por el codificador francés.

Se ha preferido legislar para casos concretos como la protección a los 
compradores de fertilizantes (ley de 8/7/1907), remuneración desproporcio-
nada en el servicio de asistencia marítima (ley de 29/4/1916), salario míni-
mo de trabajo a domicilio en la industria de la vestimenta (ley de 10/7/1915), 
represión de la especulación ilícita (ley de 20/4/1906) o el gravamen de pro-
ductos como los cereales o el azúcar (ley de 23/10/1919). De parte de la ju-
risprudencia, señala el autor, se ha reducido el salario convenido en el con-
trato de mandato cuando es desproporcionado con el servicio (PLANIOL, 
1937, p. 411).

II.2. Suiza y Alemania

La legislación suiza de 1911, en la materia, es de las más completas con-
tando con un código exclusivo para obligaciones. Además, es la segunda 
en reconocer la lesión contractual, bajo la influencia directa del art. 138 del 
Código Alemán de 1900 (que dispone la nulidad de una transacción violato-
ria de las buenas costumbres y, según DE LA PUENTE Y LAVALLE (1993, p. 
163), es el primero en abandonar el criterio puramente objetivo y considerar 
el subjetivo), que a su vez siguió a la Escuela de las Pandectas.

Así, previendo tanto el elemento objetivo (desproporción evidente) 
como el subjetivo (explotación del malestar, ligereza o inexperiencia), su ar-
tículo 21 dispone que:

1 En caso de desproporción evidente entre la prestación prometida por 
una de las partes y la contraprestación de la otra, la parte lesionada po-
drá, en el plazo de un año, declarar que desiste del contrato y repetir lo 
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pagado, si la lesión estaba determinada por la explotación de su males-
tar, su ligereza o su inexperiencia.

2 El plazo de un año corre desde la celebración del contrato. (Suiza, 
1911).

La precisión del Código de Obligaciones Suizo, dejando de lado las teo-
rías individualistas y liberales francesas, consagra un verdadero principio 
en cuanto a la lesión, sirviendo de inspiración a los demás códigos europeos 
de la época.

Si bien este código omite hablar de la acción nulidad, sí establece la ac-
ción de rescisión en materia contractual. Esta se basa en el elemento subje-
tivo, es decir, en si la víctima se considera o no lesionada.

II.3. Chile

Este país adopta el criterio de la lesión objetiva. Se limita a la conside-
ración de la rescisión de la compraventa por lesión enorme, entendiéndose 
por tal a la diferencia de valor de más de la mitad entre el precio de la com-
praventa y el justo dispuesto por el mercado, que se considera al momento 
de celebrarse el contrato, tal como señalan los artículos 1888 y 1889 del Có-
digo (Chile, 1855).

II.4. Italia

Este codificador se ha ceñido, en mayor medida, al criterio objetivo 
(nombra la necesidad muy superficialmente). El art. 1448 de su Código Civil 
contempla la lesión, indicando que el perjuicio debe ser de al menos la mi-
tad del valor de mercado y debe persistir hasta presentada la solicitud y que 
los contratos aleatorios quedan excluidos de la acción de rescisión (Italia, 
1942).

II.5. Argentina

Dice el artículo 332 del Código Civil y Comercial Nacional:

Puede demandarse la nulidad o la modificación de los actos jurídicos 
cuando una de las partes explotando la necesidad, debilidad síquica o 
inexperiencia de la otra, obtuviera por medio de ellos una ventaja patri-
monial evidentemente desproporcionada y sin justificación.

Se presume, excepto prueba en contrario, que existe tal explotación en 
caso de notable desproporción de las prestaciones.

Los cálculos deben hacerse según valores al tiempo del acto y la despro-
porción debe subsistir en el momento de la demanda.
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El afectado tiene opción para demandar la nulidad o un reajuste equi-
tativo del convenio, pero la primera de estas acciones se debe trans-
formar en acción de reajuste si éste es ofrecido por el demandado al 
contestar la demanda.

Sólo el lesionado o sus herederos pueden ejercer la acción. (Argentina, 
2014).

Como es evidente, desarrolla ampliamente la lesión contractual. Ade-
más de considerar elementos subjetivos y objetivos, legisla a través de una 
presunción iure tantum. Ante una notable desproporción de las prestacio-
nes, bastará para la víctima probar tal situación para que se presuma la ex-
plotación.

A su vez, encuentra una singular solución. No solamente podrá el lesio-
nado demandar la nulidad, sino que podrá optar por subsanar la lesión por 
medio de una acción de reajuste, no prevista en general por las legislaciones.

II.6. Grecia

Si bien el Código Griego de 1946 sigue la tradición romana, resulta evi-
dente la influencia del Código Germánico. Así, el artículo 179 del cuerpo 
griego dispone que:

Es nulo especialmente, como contrario a las buenas costumbres, el acto 
jurídico que trabe desmesuradamente la libertad de la persona, o por el 
cual, explotando la necesidad, ligereza o inexperiencia de la otra parte, 
se estipule o reciba para sí, o en provecho de un tercero, en cambio de 
una prestación, beneficios patrimoniales que, según las circunstancias, 
están en desproporción manifiesta con dicha prestación (MOISSET DE 
ESPANES, 1976, pp. 3-4).

El legislador griego, bajo la influencia del Código Alemán, define a la 
lesión desde una perspectiva objetivo-subjetiva, ya que brinda una carac-
terización completa de la figura de la lesión. Objetiva por cuanto considera 
la desproporción de las prestaciones. Subjetiva, al interesarse en la explota-
ción que realiza el que se beneficia del acto lesivo y en la inferioridad en que 
se encuentra la víctima.

II.7. Bolivia

El Código Civil de Bolivia (1975), deja de lado su anterior filiación fran-
cesa y se consagra como uno de los más modernos de la región, dedicándole 
el Cap. IX de la Sección II del Título de los Contratos.

A partir del artículo 561 establece la posibilidad de rescisión por el le-
sionado objetiva (por una diferencia de al menos la mitad del valor de mer-
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cado) y subjetivamente (aprovechándose de la necesidad apremiante, lige-
reza o ignorancia). Lo peculiar de este código es que no confiere acción de 
nulidad como en las legislaciones antes señaladas, sino que da lugar a la 
rescisión del contrato por efecto de la lesión. Tal acción rescisoria prescribe 
a los dos años desde la celebración del contrato.

De acuerdo con el art. 562, contratos a título gratuito, aleatorios, tran-
sacciones, entre otros, quedan excluidos del régimen de la lesión. El art. 
563, por su parte, establece cómo ha de apreciarse la lesión, debiéndose te-
ner en cuenta «el perjuicio resultante en el momento de la conclusión del 
contrato».

II.8. México

El Código Civil Mexicano (1928) cobra gran importancia ya que es el 
primero en Latinoamérica que adopta la fórmula de la lesión contractual 
del Derecho Alemán, influenciado por los pandectistas, bajo la dirección de 
autores como WINDSCHEID.

Por ser uno de los primeros en admitir la lesión, su regulación no es tan 
rigurosa como la boliviana. Sin embargo, en su artículo 17, considera los 
elementos objetivo (desproporción de las prestaciones) y subjetivo (explo-
tación de la ignorancia, inexperiencia o miseria), pudiendo el perjudicado 
(como ocurre en Argentina) optar entre la nulidad del contrato o la reduc-
ción de su obligación más la condena en daños y perjuicios. Ambas acciones 
prescriben al año de la perfección del contrato.

III. Análisis lógico sistemático

III.1. La lesión en el Código Civil Uruguayo

Es imperioso comenzar por el art. 1247 del Código Civil, con la defini-
ción legal de contrato, implicando una obligación respecto de una presta-
ción. En los artículos 1248 y siguientes, el legislador clasificó los contratos, 
siendo en el bilateral en donde las obligaciones son recíprocas e interdepen-
dientes, visto desde la utilidad y gravamen para cada parte. En este tipo de 
contrato puede verse mayormente la lesión.

Todos los contratos bilaterales son onerosos. Por una parte, tienen utili-
dad o ventaja, y por otra, un gravamen, desventaja o disminución patrimo-
nial. Es preciso atender a la relación de reciprocidad de la utilidad, de la que 
carecen los contratos gratuitos, donde las prestaciones se reciben desequi-
valentemente. Según el art. 1250 del código, los contratos onerosos pueden 
ser conmutativos, indicado equivalencia subjetiva respecto a las prestacio-
nes, en base al principio de autonomía de la voluntad de las partes, aunque 
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con ello se aparten del valor de mercado. No ocurre con la donación onero-
sa, donde rige la desequivalencia objetiva, no fijada por las partes.

Desde otro ángulo, el art. 1261 del Código Civil enumera los elementos 
esenciales de los contratos, siendo el primero el consentimiento. En caso 
de mediar en él los vicios de consentimiento del art. 1269, el contrato será 
anulable por la parte a quien la ley haya concedido la acción. El legislador 
se vio en la necesidad de indicar que la lesión no es parte de dichos vicios. 
Por sí misma, según el artículo 1277 del Código, no vicia los contratos. Juan 
BLENGIO (en GAMARRA, 2006) entiende que, subsistiendo otro vicio con-
juntamente a ella, el contrato se viciará a causa del vicio, pero no de la le-
sión.

Asimismo, el art. 1277 del Código Civil veda la restitución in integrum, 
frente a un daño a un incapaz. La negativa no implica desprotección a los 
menores, pueden reclamar la nulidad y pedir restituciones, por la falta de 
capacidad, pero no por la lesión (pp. 227 a 240). El Código no la suprime to-
talmente, admitiéndola en el art. 1161 ante particiones desproporcionadas.

III.2. La lesión en el Código de Comercio Uruguayo

El Código de Comercio en su art. 196, inc. 1 dispone que en materia co-
mercial, sin importar su gravedad, el desequilibrio entre las prestaciones, 
precio u otros, no es causa de rescisión, como si pueden serlo el error, fraude 
o simulación. En lo que concierne a los menores, se atiene a las reglas gene-
rales, no procediendo la restitución mientras los que se digan damnificados 
fueran comerciantes.

El Código de Comercio converge con el art. 1277 del Código Civil en no 
incluir a la lesión entre los vicios de consentimiento. GAMARRA (2006, pp. 
227 a 240) hace notar que, de existir la lesión, sería un obstáculo para la 
economía. Especular y encontrar la desequivalencia a favor es una conditio 
sine qua non del comercio. Establecer valores según necesidades subjetivas 
lleva a divergentes ángulos de precios.

III.3. La lesión en la Ley N.º 17250 de Relaciones de Consumo (LRC)

Los artículos 30 y 31 de la LRC, reglamentan las cláusulas abusivas en 
los contratos de adhesión, siendo aquellas que implican desequilibrios en-
tre los contratantes, perjudicando al consumidor, violando la confianza y 
legitima expectativa. Empero, en tanto sean claras y de fácil comprensión, 
el desequilibrio no es determinante. La lesión no es nombrada directamen-
te y solo podría surgir de una redacción oscura e incomprensible, con una 
desequivalencia entre prestaciones.



Rev. Derecho (Univ. CLAEH, Fac. Derecho), ISSN 2982-4257, 2023, Año II – Nº 2:239–251

– 247 –

ORDOQUI (en MERCADER PIZZORNO, 2000) sostiene que es una for-
ma de suprimir la lesión como vicio del consentimiento, pero permitiendo 
abuso en los precios. Una redacción clara, comprensible y aceptada por el 
consumidor, no implica que el precio no conlleve a abusos, no es regulado. 
La respuesta a estas cláusulas es la nulidad parcial, teniendo el Juez a poste-
riori que integrar el contrato como facultad excepcional.

III. 4. La lesión en el Código Penal Uruguayo

El Código Penal, en su art. 350, tiene una particular forma de apreciar al 
consentimiento. Ante un sujeto abusador que busca un beneficio personal 
o hacia un tercero, que obliga a otro, incurriendo en delito, a realizar accio-
nes con consecuencias jurídicas perjudiciales para él o un tercero, donde 
la relación entre ambos es de inferioridad o desigualdad psicológica (por 
minoría de edad, estado de enfermedad o deficiencia psíquica), se estable-
ce la nulidad del acto y un castigo acorde a la situación. GAMARRA (2006, 
pp. 227-240) afirma que esta posición acerca de la lesión suprime el abuso 
ante la inferioridad psicológica de los incapaces, procurando sancionar los 
delitos económicos. Se debate sobre si la disposición alcanza al concepto de 
lesión.

III.5. La lesión objetiva en la Ley N.º 18212

Según CAFFERA (2018, pp. 262 y 263), la lesión objetiva es causal de 
anulabilidad del contrato respecto al precio del dinero, en la Ley N.° 18212, 
en el área de los usureros e intereses compensatorios, con base en tasas me-
dias del mercado, aspirando a proteger contra abusos. Si el interés supera 
la media vertiginosamente, es factible declarar la nulidad de la clausura de 
intereses totales.

III.6. El Proyecto de Amézaga que no prosperó

Si bien se trata de un proyecto no aprobado, por sus características me-
rece ser considerado en esta sección. Recuerda GAMARRA (2006) que el 19 
de diciembre de 1946, durante la presidencia de Amézaga, el Ejecutivo re-
mitió al Parlamento el siguiente proyecto de ley:

Derógase la disposición del artículo 1277 del Código Civil. Este artícu-
lo quedará redactado así: «En caso de desproporción evidente entre la 
prestación a cargo de una de las partes y la contraprestación de la otra, 
la parte lesionada puede pedir, dentro del plazo de un año de la celebra-
ción del contrato, la anulación del mismo y obtener la restitución de lo 
que ha pagado, si al perjuicio material de la lesión se agrega el hecho de 
que su voluntad haya sido determinada por un estado de necesidad o 
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por su inexperiencia o por su ligereza. El juez si hace lugar a la deman-
da, podrá decidir la anulación del contrato y la restitución de lo pagado, 
o bien el reajuste equitativo de las obligaciones» (pp. 243-244).

Señala GAMARRA (2006) que le parece conveniente «introducir la idea 
de explotación o abuso, que es el núcleo de la lesión calificada» (p. 244) y 
entiende que es preferible el régimen de la nulidad relativa consagrado por 
el proyecto.

IV. Conclusiones

IV.1. Síntesis del estudio histórico

A lo largo de este escrito ha podido observarse cómo la figura de la le-
sión ha evolucionado conforme pasaron los siglos. Ha sido desconocida por 
algunos sistemas, considerada objetiva, subjetiva y complejamente, cir-
cunscripta a ciertas áreas e incluso desarrollada cabalmente por otros. En 
puridad, no puede hablarse de una evolución lineal del concepto, sino de 
diversas ramificaciones de este.

Sin perjuicio de lo anterior, puede observarse cómo ha sido recogida, 
cada vez más, por los distintos ordenamientos, atendiendo a un alejamiento 
del liberalismo clásico sobre el cual reposa esencialmente la equivalencia 
subjetiva de las prestaciones.

IV.2. Síntesis del estudio comparativo

Del análisis de las legislaciones comparadas resulta que la ley urugua-
ya ha quedado prácticamente en una posición de soledad, puesto que los 
códigos modernos tienden a contemplar la lesión (generalmente de forma 
compleja: objetiva y subjetivamente). Por su parte, el codificador oriental ha 
reducido la figura de la lesión a la partición, desconociéndola íntegramente 
en el área contractual.

IV.3. Síntesis del estudio lógico-sistemático

El rechazo de la lesión es de carácter general en la legislación urugua-
ya, por imperio del artículo 1277 del Código Civil. Solamente se concibe en 
sede de partición, de forma indirecta en la LRC, de forma discutida por la 
doctrina respecto del art. 350 del Código Penal y objetivamente en la Ley 
N.º 18212.
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IV.4. El sentido de la lesión en la legislación oriental

Dice el Informe de la Comisión de Codificación de 1867, recogido tanto 
por NIN Y SILVA (1925, p. 13) como por MARIÑO (2021), que:

Es de interés público que las convenciones lícitas sean siempre eficaces, 
no sólo por el respeto que merecen la promesa hecha y la palabra em-
peñada, sino también porque la seguridad del dominio contribuye, en 
gran manera, al desenvolvimiento de la riqueza y a la mejora de la con-
dición material de la sociedad. El hombre debe contratar con pruden-
cia, y si no lo hace y se perjudica, la ley no debe prestarle auxilio (p. 26).

Considerando lo anterior, es preciso afirmar que el codificador oriental 
ha encontrado en la lesión, por un lado, un potencial peligro que restaría 
valor al compromiso, la palabra, la honra propia de la época. Por otro, un 
obstáculo para la fluida circulación de bienes propia del liberalismo impe-
rante en la época.

IV.5. La previsión legal y la realidad actual

Es un hecho que la previsión del art. 1277 ha devenido anacrónica. 
Mientras la legislación comparada ha evolucionado en distintas direccio-
nes respecto a la lesión, el régimen general del Código Civil Uruguayo se ha 
mantenido incambiado y subsiste en una época donde los principios gene-
rales de derecho, como la buena fe, han sido desarrollados de tal forma que 
son considerados de raigambre constitucional.

Señala GAMARRA (2011, p. 157) que optar por la libertad y descartar 
la igualdad a la hora de contratar resulta en una elección «arbitraria» pero 
legítima, visto que se trata de dos principios recogidos por el orden consti-
tucional.

Es tarea del legislador revertir tal situación. Entendemos que podría 
arribarse a una solución de lesión calificada similar a la del Proyecto Amé-
zaga o a la prevista por el codificador argentino. De no modificarse el código 
vigente, es esperable que la lesión calificada sea prevista en la redacción 
íntegra de un código civil ulterior.
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